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I - PANORAMA GENERAL
Como cuestiôn previa al desarrollo del tema que nos he - 
mos propuesto analizar consideraunos imprescindible plantear un - 
panorama general del mismo y destacar su importancia a la luz de 
la realidad hondureha actual.
Honduras es un pais centroamericano con una superficie - 
territorial de 115, 205 Kms/2. Su economia, bâsicamente agrope - 
cuaria, es la tipica de un pais en vias de desarrollo, siendo 
los principales productos de exportaciôn café, bananes(plâtanos) 
algodôn, azûcar de caha, carne vacuna, maderas y otros productos 
forestales. (1) El 63% del territorio es montahoso y ûnicamente 
el 37% restante corœsponde a valles y llanuras.
Una caracteristica importante de la estructura econômica 
de Honduras que debe destacarse es la existencia de un importan­
te porcentaje de tierras que permanecen en poder del Estado.(2)
En 1950 se estimaba que el 48% del territorio estaba representa- 
do por fincas particulares, mientras que el 52% restante lo con£ 
tituian tierras nacionales o comunales, (3) en su mayor parte de 
vocaciôn forestal. Datos parciales del Catastro Agrario ejecuta- 
do por el Institute Nacional Agrario, ôrgano encargado de la eje 
cuciôn de la reforma agraria, revelaban en 1976 que se habian de 
tectado un total de 105,530 hectâreas de tierras nacionales o co 
munales en algunas zonas del pais, (4) aunque la ausencia de un 
catastro complete impide conocer cifras globales al respecte.
A la vista de ese panorama résulta fâcil comprender la - 
importancia que la legislaciôn sobre tieiras y bosques ha tenido 
- y tiene - en el pais.
El origen de ese patrimonio estatal se debe principalmen 
te a la antigua regalia que sobre tierras y montes adquiriô la - 
Corona espahola en América como consecuencia de la conquista, de
Xlll
rechos que una vez producida la independencia politica pasaron 
a la titularidad de los nuevos Estados. En este sentido es im - 
portante destacar desde ahora que en América la propiedad priva 
da surge a través de un acto originario previo del Estado, o, - 
en otras palabras, que la propiedad originaria corresponde al - 
Estado y que sélo a partir de tîtulos emanados de éste se reco- 
nocen la existencia de la propiedad privada; este aspecto serâ 
objeto de algunas consideraciones a lo largo del trabajo.
No obstante, debemos aclarar que muchas de esas tierras 
se localizan en âreas "no colonizadas", es decir, carentes de - 
infraestructura y no incorporadas por lo mismo al proceso de de 
sarrollo, factor que unido al carâcter forestal de la mayor par 
te del territorio es importante para comprender algunos desarro 
llos posteriores en materia de reforma agraria, a los que luego 
nos referiremos.
A diferencia de otros paises centroamericanos - Guatema­
la y El Salvador, concretamente - en los que en el ültimo cuar- 
to del siglo XIX la propiedad estatal sufrirâ diverses impac - 
tos, en cuanto las tierras nacionales - baldios o realengos 
se entregarân en proporciones importantes a particulares con el 
objeto de promover una agricultura de exportacién, producto de 
la reforma liberal que, como reflejo del libéralisme europeo, - 
se implanta en esos paises, mientras que lastierras comunales - 
se verân sujetas también a los efectos de idéntica politics- - 
que provoca su extincién total en el segundo pais mencionado -; 
en Honduras, por el contrario, si bien la influencia de taies - 
ideas se deja sentir, no alcanza a cristalizar de igual manera, 
no obstante que una politics similar se express en leyes que e£ 
tablecen la entrega gratuits de tierras nacionales o la venta - 
obligatoria de tierras comunales a empresarios agricolas, sobre 
todo a partir de 1876 cuando se inicia el Gobierno liberal de - 
Marco Aurelio Soto. (5)
Como ha sido sehalado, la existencia de tierras naciona­
les, herencia de la antigua regalia de la Corons, demuestra "la 
debilidad del proceso liberal" en Honduras. (6) Sin embargo, la
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polities colonial de cesiôn de tierras y la legislaciôn del Es­
tado independiente permitirân la formaciôn de grandes propieda- 
des latifundistas, por lo general ubicadas en las zonas mas fér 
tiles del pais, y, en muchos casos, subutilizadas. Por otra par 
te, la politics estatal a partir de 1950 encaminada a potenciar 
las actividades agropecuarios intensivas dentro de un marco de- 
sarrollista,- que se express con la creaciôn del Banco Nacional 
de Fomento, ente financière del sector - producirâ como conse - 
cuencia el incremento de un proceso de acaparamiento de tierras 
nacionales y comunales - iniciado desde tiempo atrâs - por agr£ 
cultores y ganaderos sin titulos vâlidos, desplazando al campe- 
sino pobre a tierras marginales y produciendo como resultado 
fuertes tensiones en el campo. (7)
Las circunstancias anteriores harân necesaria una politi 
ca de reforma agraria que se inicia en 1962 con la Ley de Refor 
ma Agraria de ese ano, derogada en 1974 por otra, actualmente - 
en vigencia. El Estado, es importante anotarlo, jamâs ha renun- 
ciado a las tierras que no hubiere titulado previamente a favor 
de particulares.
En otro sentido, hemos destacado previamente que la ma - 
yor parte de las tierras pûblicas son de vocaciôn forestal. Hon 
duras, en efecto, es un pais con un alto potencial silvicola; - 
se calcula que un 66% de la superficie total - abstracciôn he - 
cha de la titularidad - esté constituida por terrenos foresta - 
les y los bosques se consideran como el recurso natural mas im­
portante con que cuenta el pais, capaz de financier en gran me- 
dida el desarrollo nacional a partir de su explotaciôn racional, 
(8) En 1974 se estimaba que de un total de 7.397.800 hectâreas 
de suelos forestales, 5.200.000 se encontraban cubiertas de bo£ 
ques, mientras que 2.197.800 hectâreas se consideraban suelos - 
forestales degradados a causa de explotaciones irracionales, in 
cendios, sobrepastoreo y agricultura migratoria, (9) producto - 
esta ûltima del desplazamiento del campesino a que antes hici - 
mos referencia.
En ese panorama los bosques han sido objeto de una abun-
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dante legislaciôn que culmina con la Ley de la Corporaciôn Hon­
dureha de Desarrollo Forestal COHEDEFOR) de 1974, cuya normati­
ve supone un giro importante en la polîtica forestal <fel Estado.
La Ley de Reforma Agraria de 1974, la mencionada en el 
pârrafo precedente y la Ley Forestal de 1971, parcialmente vi - 
gente, establecen en conjunto lo que podrîamos calificar como - 
una "polîtica nacional del suelo rûstico" y en ese sentido se - 
rân objeto particular de nuestra atenciôn a lo largo del traba­
jo.
Las tierras del Estado de vocaciôn agricole o ganadera, 
tanto las que haya conservado como las que hubiere adquirido 
posteriormente de los particulares por cualquier titulo, inclu- 
yendo la expropiaciôn por causa de interés social, serân afecta 
das a los fines de la reforma agraria y destinadas por lo mismo 
a su redistribuciôn; las tierras forestales, en cambio, serân - 
conservadas por el Estado, y la tendencia es, por el contrario, 
a la publicaciôn total del sector forestal.
II - OBJETO DEL ESTUDIO
Planteada en lineas générales la temâtica de nuestro tra 
bajo es importante définir el objeto del mismo.
En el sector rural hondureho - como en el de cualquier - 
otro pais - se configuran a grandes rasgos atendiendo a las con 
diciones agronômicas, dos tipos de suelos: los de vocaciôn agr^ 
cola o ganadera y los de vocaciôn forestal. El Estado hondureho, 
como hemos puesto de manifiesto, aparece como titular de una ma 
sa importante dentro de la superficie total.
La acciôn del Estado sobre la propiedad particular en am 
bos tipos de suelos serâ también importante. Por una parte pré­
tende la reordenaciôn de la propiedad rûstica agricola o ganade 
ra imponiendo limitaciones a la propiedad privada y definiendo 
su "funciôn social",de manera que el incumplimiento de ésta se 
convierte en causa de expropiaciôn; por otra, se délimita la 
propiedad forestal privada, definiéndose su contenido y vincu -
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lândola a los fines pûblicos que tutela la legislaciôn sobre el 
sector.
Como refiere Ballarin Marcial, mientras que el fin de - 
las tierras pûblicas, susceptibles de aprovechamiento agropecua 
rio, en el mundo occidental - en cuyo âmbito se mueven los pai­
ses hispanoamericanos - no es su "publicitaciôn", sino "la pri- 
vatizaciôn ..." y "... la distribuciôn de los latifundios para 
crear e structuras democrâticas de empresarios libres" (10) - opi 
niôn que en todo caso habria que admitir hoy con réservas (11)- 
no ha sucedido lo mismo con las tierras forestales que, por el 
contrario, han tendido a ser conservadas por el Estado; "... mu 
chas de las tierras pûblicas histôricamente pertenecientes al - 
Estado y demâs Corporaciones pûblicas, fueron clasificadas mo - 
dernamente - escribe el autor citado - como forestales y hubo - 
que conservarlas y mejorarlas", el motivo decisive para que 
ello sucediera y no fueran entregadas a la iniciativa privada, 
continûa Ballarin, "fué que en materia de bosques la magnitud - 
resultaba conveniente desde el punto de vista de la productivi- 
dad", no procedia por lo mismo "democratizar este tipo de pro - 
piedad" y "la mejor manera de democratizarla - observa - era la 
de estatificarla, puesto que asi servia al interés general cum 
pliendo el ârbol su misiôn protectora ... y, sobre todo, séria 
mejor explotada que en manos de pequehos agricultores".(12)
La propiedad rûstica del Estado se puede configurer asi 
como un patrimonio que comprende las tierras pûblicas de voca - 
ciôn agricola o ganadera y las tierras forestales. Unas y otras, 
cualquiera fuera al final el titulo de su adquisiciôn, estân 
afectadas a diferentes fines; la realizaciôn de la reforma agra 
ria, es decir, su distribuciôn a los campesinos necesitados de 
tierra, por una parte, y por otra, a su conservaciôn, explota - 
ciôn racional y restauraciôn con fines econômicos y ecolôgicos 
principalmente. Mientras unas han de ser distribuidas con fines 
econômicos y sociales de reordenaciôn de estructuras, las otras 
serân conservadas por el Estado y la tendencia es en cambio a - 
incrementar ese volûmen.
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A la vista de esas circunstancias la calificaciôn jurid£ 
ca serâ distinta. Distintos fines condicionan distintos regîme- 
nes jurîdicos.
El objeto de nuestro estudio es, en consecuencia, deter- 
minar en primer lugar esos dos bloques que hemos mencionado; 
luego, en segundo lugar, establecido el punto anterior, anali - 
zar la calificaciôn de su naturaleza juridica. Todo ello nos con 
ducirâ también a establecer un amplio marco de intervenciôn ad­
ministrative en la propiedad privada en los términos que han - 
quedado indicados.
III - METODO A SEGUIR
Delineada la temâtica general y el objeto que persegui - 
mos debemos destacar el método que nos proponemos seguir.
Nuestra investigaciôn responds a una doble inquietud; 
por una parte establecer a partir de los antecedentes colonie - 
les y de desarrollos posteriores la configuraciôn de un patrimo 
nio inmobiliario rûstico estatal, afectado segûn su potencial - 
agronômico o silvicola a diferentes fines pûblicos que condicio 
nan en cada caso su especifico régimen juridico; y, por otra, 
al anâlisis de la teoria del dominio pûblico y de los bienes pa 
trimoniales de la Administraciôn - por la cual particularmente 
siempre hemos tenido especial interés - y ensayar a partir de - 
ese anâlisis la calificaciôn juridica de los bienes que estudia 
mos.
En ese sentido el estudio se dividirâ en dos partes. En 
la primera nos concretaremos a la determinaciôn de los dos blo­
ques que se han sehalado. En la segunda analizaremos la califi­
caciôn juridica de unos y otros partiendo del anâlisis teôrico 
referido. Al final, como lôgica consecuencia, estableceremos 
las conclusiones finales de la investigaciôn.
Si hemos planteado que la propiedad privada surge en Amé 
rica necesariamente a través de un acto previo emanado del Esta
XVlll
do, y que, por lo consiguiente, este es el propietario origina­
rio del suelo rûstico, résulta imprescindible que como primer - 
paso analicemos el sistema de la propiedad colonial, y, funda - 
mentalmente, la configuraciôn de la regalia de la Corona espaho 
la sobre las tierras y bosques americanos; solo remontândonos a 
los antecedentes podremos comprender ciertos desarrollos poste­
riores; descubriremos asi en funciôn de determinadas politicas 
técnicas de actuaciôn y principios operatives que aûn hoy si 
guen conservando vigencia. Hacemos nuestra en ese sentido la 
frase metafôrica de Villar Palasi al referirse a la necesaria - 
conexiôn del Derecho Administrative con la historia, "... no es 
fâcil entender la trama - dice - cuando se entra en el teatro - 
al final de la representaciôn".(13)
Concluido ese estudio preliminar analizaremos en concre­
te la determinaciôn de los dos bloques a que nos hemos venido - 
refiriendo en el Derecho del Estado independiente, establecien- 
do la necesaria conexiôn con el Derecho colonial. El Estado en 
este période podrâ ser titular de bienes rûsticos a partir de - 
diferentes titulos de adquisiciôn tanto de derecho pûblico como 
de derecho privado, que estudiaremos en concrete. Especial im - 
portancia merecerâ la expropiaciôn por causa de interés social 
como titulo de adquisiciôn de tierras para fines de reforma 
agraria. Los bosques, su concepto y la evoluciôn de su régimen 
juridico hasta el Derecho actual, serân también analizados en - 
esta Primera Parte.
Partiendo de la hipôtesis de que las tierras del Estado 
de vocaciôn agricola o ganadera afectadas a los fines de la re­
forma agraria pueden calificarse como bienes patrimoniales de - 
la Administraciôn, en tanto que los bosques pueden serlo como - 
bienes de dominio pûblico, aûn cuando en uno y otro caso apare- 
cen modalidades que difieren de lo que hemos llamado "doctrina 
tradicional", estudiaremos - ya en la Segunda Parte - la teoria 
general del dominio pûblico y de los bienes patrimoniales de la 
Administraciôn. En ese sentido haremos una incursiôn por la doc 
trina de diferentes paises en torno al tema para extraer las ne 
cesarias conclusiones, y , luego ensayar, siguiendo opiniones -
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doctrinales mas recientes, un necesario - a nuestro criterio 
replanteamiento de la teoria, de modo que nos permita adecuar - 
la calificaciôn de los bienes objeto de nuestro estudio en las 
categorlas que sehalamos.
Considérâmes, en efecto, que el dominio pûblico, concre­
tamente, se ha convertido antes que todo en una técnica jurldi- 
ca que puede ser utilizada instrumentalmente, independientemen- 
te en muchos casos de los supuestos que le dieron origen;(14) - 
de esta manera somos de la opiniôn que la exclusiva afectaciôn 
de los bienes al uso o al servicio pûblico como criterios ûni - 
COS de determinaciôn, se ha convertido en un obstâculo dogmâti- 
co para la calificaciôn dentro de este marco, de otros bienes - 
afectados a otros fines de utilidad pûblica. La legislaciôn y - 
la doctrina espaholas ofrecen, en orden a estas consideraciones^ 
ricas vertientes a partir de la naciôn de "fomento de la rique- 
za nacional" que examinaremos en profundidad en su momento. La 
nociôn de bienes patrimoniales de la Admistraciôn ha dejado de 
ser también la nociôn clâsica formulada por la doctrina tradi - 
cional.
A partir de este anâlisis doctrinal, tal como ya lo he - 
mos advertido, ensayaremos en concrete a la luz del Derecho po­
sitive hondureho la calificaciôn juridica de los bienes que es- 
tudiamos.
En otro orden de ideas, entendemos que el fin pûblico a 
que estân afectadas determinadas categorlas de bienes - eues 
tiôn aparté, considérâmes que la nociôn de "afectaciôn" no es - 
exclusiva del dominio pûblico - détermina su especifico régimen 
juridico; (15) en este sentido el anâlisis de los fines pûbli - 
ces a que estân afectados los bienes que estudiamos, que serân 
objeto de nuestra atenciôn a lo largo del trabajo, serâ funda - 
mental para los propôsitos que nos planteamos; un determinado - 
régimen juridico carece de virtualidad si no se le analiza en - 
funciôn de los fines que con el mismo se pretenden.
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Por otra parte, como ya lo hemos destacado, la misma di- 
nâmica de la investigaciôn nos harâ entrar en el anâlisis de d£ 
ferentes supuestos de intervenciôn administrative en la propie- 
dad privada; esta es particularmente acusada en materia fores - 
tal donde el particular se ha convertido en titular de una mera 
"propiedad instrumental" del suelo desvinculada de la titulari- 
dad del "Vuelo, que ha’sido asumida por la Administraciôn Fores - 
tal, Debemos aclarar que no hemos prescindido del anâlisis de - 
estos aspectos, aûn a riesgo de perder quizâ la unidad temâtica 
en algunos momentos, por entender que si hubiera sido asi ha 
briamos limitado notablemente las posibilidades de nuestra i n ­
vestigaciôn. Y es que se ha dicho también en la doctrina que a 
la Administraciôn posiblemente hoy no le interese tanto "acumu- 
lar propiedades segûn el viejo sentido regaliano, sino mâs bien 
conquistar o conseguir potestades".(16) A las implicaciones de 
este ûltimo supuesto en relaciôn con el tema concrete del domi­
nio pûblico haremos también al final algunas referencias.
Pero es necesario que hagamos también otras acotaciones 
previas al inicio formai del nuestra exposiciôn.
El Derecho hondureho es poco sistematizado y sobre el 
mismo no se ha construido una doctrina particular. Parte de esa 
asistematizaciôn - por lo menos, paradôgicamente, en la legisla 
ciôn mâs reciente - se debe al papel casi nulo que el Abogado - 
legista - que no juriste - ha jugado al momento de elaborar la 
necesaria legislaciôn que los cambios necesarios exigen en las 
sociedades hispanoamericanas. (17)
A la vista de esas circunstancias la doctrina que maneja 
remos serâ, salvo quizâ en el Capitule IV, bâsicamente espahola. 
Lo cierto es que pese a las diferencias histôricas y al dife - 
rente nivel de desarrollo existen notables aproximaciones en 
las legislaciones espahola y hondureha en torno a los temas que 
considérâmes, como se pondrâ de manifiesto a lo largo del trapa 
je.
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En esa medida las referencias a la legislaciôn espahola 
serân frecuentes, aunque sin pretensiones, ni mucho menos, de - 
un estudio acabado de Derecho comparado, todo lo cual implicarâ 
las necesarias citas, de las cuales quizâ se abuse en algunas - 
oportunidades, pero siempre con la intenciôn de hacer mas cia - 
ros los temas expuestos.
Para finalizar estas notas introductorias queremos obser 
var que en el desarrollo del trabajo haremos en algunas ocasio- 
nes citas a trabajos histôricos, econômicos o sociolôgicos, tal 
como ya se ha hecho en pâginas previas, y es que como se ha se­
halado el Derecho "es un producto y una técnica social" (18) y 
por lo mismo, para su comprenciôn no puede desvincularse de las 
otras ciencias sociales. (19) Otto Mayer se preguntaba en este 
sentido que "para qué serviria la ciencia del Derecho sino para 
hacer comprender mejor la realidad?"(20),frase que de por si de 
fine todo un método y toda una filosofla del Derecho.
Quede claro por ûltimo que con nuestro estudio - cuyas - 
limitaciones somos los primeros en reconocer - no pretendemos - 
importer a la vista del Derecho hondureho instituciones del De­
recho de terceros paises; sencillamente es nuestra intenciôn e£ 
tudiar la legislaciôn hondureha sobre tierras y bosques pûbli - 
COS a través de técnicas formuladas por la doctrina de éstos, - 
pero sin perder de vista la realidad hondureha, y considérâmes 
que la importante bibliografla de que echaremos mano, espahola 
fundamentalmente, no nos apartarâ de esa intenciôn.
Creemos que es la mejor manera de aprovechar nuestra per 
manencia en la Universidad espahola y de contribuir en alguna - 
forma a clarificar algunos supuestos de la legislaciôn hondure­
ha sobre el tema que abordamos, con el deseo final, de que en - 
alguna medida sirva para que se puedan comprender mejor los pro 
pios planteamientos que la misma supone. En la hora actual que 
vive Centro América, donde la agitaciôn social causada por es - 
tructuras econômicas asfixiantes es la noticia del momento, con 
sideramos que el futuro de la paz en Honduras, nuestro pals, ra
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dica en la medida en que la legislaciôn que estudiaremos se 
aplique en la forma debida y con la agilidad que el momento exi 
ge.
(1) Posas, M " P o l î t i c a  Estatal y Estructura Agraria en Hondu­
ras, 1950-78",pags 6-7; Dpto. de Ciencias Sociales, Univer
sidad Nacional Autonoma de Honduras; Tegucigalpa, 1979.
(2) Ibidem.
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Dominio de las Tierras en 1950-51", pag 12, Servicio Infor
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Tegucigalpa, 1951.
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tral, Tegucigalpa, 1976; Pérez Briognoli, H., "La Reforma 
Liberal en Honduras', pag 2 y sigs., Cuadernos de Ciencias
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E., "Interpretacion de 1 Desarrollo Social Centroamericano", 
pags 63 y sigs., EDUCA, San José, C.R., 1971.
(6) Posas, M. "Polîtica Estatal...", op. cit. pag 10.
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1977.
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larmente entendemos que "fin" y "medios" son en si comple- 
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C O " , pag. 30, (cit. a Villar palasi), E.N.A.P.; Madrid,
1973.
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ministrativas en America Latina", pag. 90, en Archive de - 
Derecho Publico y Ciencia de la Administracion, II, Fac. - 
de Derecho; Caracas, 1972.
(18) Villar Palasi,' "Derecho ...", op. cit. pag. 91.
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blico y Polltica, pags. 52-53, Cuadernos Civitas; Madrid,
1974.
(20) "Derecho Administrative Aleman", I, pag 187, De Palma, Bue^ 
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P A R T E
CAPITULO I.- ANTECEDENTES HISTORICOS. DETERMINACION 
I - PLANTEAMIENTO GENERAL
Para estudiar el tema que nos ocupa, es necesario hacer - 
un anâlisis previo del sistema de la propiedad colonial.Cualquier 
estudio a profundidad sobre tierras y bosques pûblicos en los De- 
rechos americanos, ha de partir necesariamente de esta base. (1)
La titularidad del Estado hondureho sobre gran parte de - 
los inmuebles rûsticos que posee, tiene su fuente, ea efecto, en 
la antigua regalia que sobre tierras y montes adquiriô la Corona 
espahola como consecuencia de la Conquista; derechos que, una vez 
producida la independencia politica, pasaron a su titularidad.
Interesa destacar por obra parte que, como consecuencia - 
de esa regalia, toda propiedad particular o comunal en América, - 
habrâ de tener su fuente necesariamente en un acto de la Corona ; 
es a partir de alli que se configura la propiedad y, por consi - 
guiente, es posterior al Estado mismo. (2)
Como ha senalado Tomâs y Valiente (3) "...el estudio de - 
la êpoca colonial es imprescindible para entender el reciente his_ 
tôrico de los diferentes paises de Centro y Sudamârica" y "tam - 
bién el Derecho indiano permite comprender muchas caracteristicas 
e instituciones de los Derechos positivos actuales de dichos pai­
ses". Esta precisiôn es particularmente vâlida en el campo que 
nos ocupa; por ello dedicamos el primer capitulo de nuestro traba 
jo a la regulaciôn colonial sobre tierras y bosques.
No se pretende en este supuesto hacer mera historia del -
Derecho, sino, por el contrario, destacar los principios recto - 
res que orientaron la politica colonial sobre la materia,que, 
con las debidas modulaciones, seguirân siendo operatives en el - 
Derecho del nuevo Estado. En este sentido podemos senalar el 
principle de que la propiedad originaria corresponde al Estado y 
que s61o a partir de alli y a travês de tltulos emanados de éste, 
puede surgir la propiedad particular, con la consecuencia de que 
los terrenos no amparados en titulos vâlidos corresponden al Es­
tado; la facultad de deslinde y de recuperaciôn de tierras posei 
das ilegalmente por particulares; la imprescriptibilidad de las 
tierras pûblicas; todos los cuales continûan teniendo vigencia y 
tienen su fuente, como hemos puesto de manifiesto, en el Derecho 
colonial.
Conviene precisar también desde estas pâginas iniciales 
que, a pesar de ese origen comûn, las tierras y bosques - o "mon 
tes"utilizando la terminologia usual en Espaha (4) - tuvieron un 
rêgimen juridico distinto en funciôn del aprovechamiento de los 
ûltimos.
Comenzaremos entonces haciendo una breve reseha de los - 
fundamentos juridicos de la titularidad de la Corona espanola so 
bre las tierras americanas, en el supuesto de que los bosques no 
son mâs que un producto de êstas y por lo mismo, con un carâcter 
accesorio.
II - ANTECEDENTES HISTORICOS. LA PROPIEDAD DE LA CORONA ESPANOLA 
EN AMERICA. SU FUNDAMENTO JURIDICO.
La Corona espanola fundamentô sus derechos, como ha sido 
ampliamente estudiado,(5) en la donaciôn papal y en "otros jus - 
tos y légitimés titulos", principle que se recoge en la Ley I, - 
Titulo I, Libre III de la Recopilaciôn de Leyes de Indias (6) 
en adelante RLI - cuyo texte,en lo conducente, es el siguiente:- 
"Por donaciôn de la Santa Sede Apostôlica y otros justes y legi­
times titulos, somos Sehor de las Indias Occidentales, Islas y - 
Tierra Firme del Mar Océano, descubiertas y por descubrir y es -
tân incorporadas en nuestra Real Corona de Castilla ..." (7)
Haremos un breve anâlisis de esos titulos, sin que ello 
signifique perder de vista que fue precisamente la conquista como 
fenômeno, el principio de atribuciôn de los bienes que estudiamos 
a la Corona y que, en consecuencia, los otros argumentes esgrimi- 
dos no tuvieron por objeto mâs que tratar de ocultar este hecho, 
con motivaciones morales y politicas muy évidentes.
a) La donaciôn Pontifieia
El primero de los titulos invocados por la Ley citada, se 
refiere a la "donaciôn, concesiôn y asignaciôn" que el Papa Aie - 
jandro VI hizo a los Reyes Catôlicos (8) y a sus sucesores, me 
diante bula de 4 de Mayo de 1493, de "todas las islas y tierras - 
firmes halladas y que se hallaren descubiertas y que se descubrie 
ren hacia el Occidente y Mediodia fabricando y componiendo una li 
nea del Polo Artico, que es el Septentriôn, al Polo Antârtico,que 
es el Mediodia ... la cual linea de cada una de las islas que vu^ 
garments se dicen de las Azores y Cabo Verde, cien léguas hacia - 
el Occidente ..." (9) Este acto fue confirmado posteriormente por 
nueva bula despachada por el mismo Papa el 26 de Septiembre de - 
1493. (19)
El alcance de tal disposiciôn no se puede comprender si - 
no nos ubicamos en el pensamiento politico-juridico de la época - 
del Descubrimiento, lo que nos permitirâ analizar también la com- 
petencia conque el Papa actuô en tal procéder. Por esta razôn ha­
remos un breve "excursus" sobre el tema, aûn a riesgo de apartar- 
nos en alguna manera del objeto central de nuestro tabajo.
Histôricamente se sostuvieron dos tesis para justificar - 
la competencia de la Santa Sede. La primera sostenia que las In - 
dias fueron legitimamente concedidas a los Reyes Catôlicos y a 
sus sucesores en plena soberania de Alejandro VI en base a sus po 
deres temporales. La segunda, que fueron concedidas legitimamente, 
pero ûnicamente para la conversiôn de sus habitantes, aunque dedu
ciendo de este hecho atributos de soberania de los reyes.(11) En 
el fondo, como ya se ha advertldo, con una y otra tesis se trata 
ba de justificar un solo hecho: la conquista. La diferencia de - 
matices se debe, por un lado a la cuestiôn moral que suscité el 
despojo de los aborigènes (12) y, por otro, a la crisis que en 
un momento posterior - la Reforma y el Renacimiento - sufrla la 
doctrina del poder temporal del Papa, con lo que quedaba séria - 
mente cuestionado el primer criterio. (13)
En un primer momento - finales del siglo XV y comienzos 
del XVI - la cuestiôn se resuelve siguiendo la tesis de Enrique 
de Susa (el"Ostiense"), canonista del siglo XIII. Al venir Cris- 
to al mundo - se razonaba - reuniô en si todas las potestades te 
rrenales y las transmitiô a San Pedro y a sus sucesores, de mane 
ra que si los pueblos de infieles tuvieron derechos y jurisdic - 
ciones antes de ese acontecimiento, al suceder, taies derechos - 
cesaron, de manera que podîan ser privados de los mismos por la 
autoridad del Papa que,-como Vicario de Cristo, estaban obliga - 
dos a aceptar. (14) Esta fue la tesis sostenida por Palacios Ru­
bio, (15) autor del famoso "Requerimiento" que se debla leer a - 
los caciques indlgenas, en el que se decla que por concesiôn del 
Pontlfice, Vicario de Cristo en la tierra, el Rey de Espaha era 
sehor de esos territorios, autoridad que por lo mismo debla de - 
ser acatada. Solôrzano y Pereyra, en su obra "Politica Indiana", 
recoge también esta tesis,(15) si bien en una posiciôn eclécti - 
ca, afirma también la segunda, (17) que resumiremos a continua - 
ciôn.
En 1510 se discutlan ya las potestades temporales del Pa 
pa. (18) Ello signified un nuevo esfuerzo de la doctrina por en- 
contrar una soluciôn al problema y éste fue el titulo de la fe y 
la finalidad cristiana de la ocupaciôn. El Papa - se decla - es 
el Vicario supremo de Cristo sobre la tierra y como tal, tiene - 
poder universal, tanto sobre los fieles, como sobre los infieles, 
para la predicaciôn y conservaciôn de la doctrina catôlica, en - 
tendida ésta como ûnico titulo de salvaciôn de los hombres y, en 
consecuencia, puede por derecho divino nombrar o encargar prefe-
rentemente a principes cristianos determinados en razôn de su po­
der y riqueza temporal, para que ayuden y amparen a los predicado 
res del Evangelio en la conversiôn de los infieles de las Indias, 
invistiêndolos de "toda la dignidad y autoridad soberana y real , 
que para el dicho cuidado y oficio fuere necesario, esto es, cons 
tituirlos por soberanos, principes y monarcas de todo aquel or 
be". (19) En suma - como observa Zavala - (20) sin necesidad de - 
llegar a la tesis del dominio temporal del Papa que sostenia la - 
primera opiniôn, se podla concéder al Principe una jurisdicciôn - 
cuasi-civil en orden a lo espiritual, de la cual se podlan dedu - 
cir poderes soberanos. (21) Solôrzano y Pereyra se hizo eco tam - 
bién de esta segunda tesis, como ya lo hemos anotado. (22)
b) "Otros justos y legltimos Titulos"
La Ley I, Titulo I, Libro III RLI menciona - recordêmos - 
lo - "otros justos y legltimos titulos", ademâs de la donaciôn 
pontificia, para justificar el derecho de la Corona sobre los nue 
vos territorios. Solôrzano y Pereyra se ocupa de esta cuestiôn - 
en los capltulos IX al XI de su obra antes citada. Zavala (23) si 
guiendo a este autor, hace un resumen de los mismos y menciona, - 
entre otros, a los siguientes: Vocaciôn divina, Dios dispuso es - 
tos reinos para los espaholes; ocupaciôn, fueron los castellanos 
los primeros que por mandato de los Reyes Catôlicos buscaron, ha- 
llaron y ocuparon las Indias, siendo de derecho natural que las - 
tierras deshabitadas son de quien las descubre y si estuvieren - 
habitadas es posible guerra justa cuando medie causa suficiente ; 
barbarie, los indios son bârbaros, incultos y necesitan ser redu- 
cidos a la vida civilizada para que puedan recibir la fe y la re- 
ligiôn cristiana; rebeliôn, los indios se han rebelado y no han - 
querido recibir la predicaciôn de la fe por medios pafificos; 
prescripciôn, por ûltimo, ya en el siglo XVII - cuando escribe So 
lôrzano y Pereyra - los reyes de Castilla gozan del derecho de 
prescripciôn sobre las Indias. (24)
c) El derecho de Conquista
La justificaciôn de la ocupaciôn de las Indias a través - 
de los titulos mencionados, respondia a razones muy évidentes: en 
primer lugar, defender los derechos de la Corona frente a terce - 
ras naciones cfue pretendian su disputa, siendo este aspecto, indu 
dablemente, el mâs importante, dada su trascendencia en el orden 
politico mundial de la época; (25) en segundo lugar, eliminar la 
posibilidad de usurpaciones de sus propios sûbditos: (26) y, fi - 
nalmente, justificar en orden a fines éticos la toma de la tierra 
de los aborigènes.
Independientemente de estas consideraciones, que por otra 
parte destacan la importancia del tema, debe entenderse que fue - 
la conquista como tal, el principal y ûnico efectivo a la vista - 
de las consecuencias prâcticas, titulo de dominaciôn de la Corona 
sobre las tierras americanas. Es de alli precisamente que parte - 
el régimen colonial con las consecuencias que se destacarân en su 
momento.
Solôrzano y Pereyra, el principal tratadista clâsico de - 
Derecho Indiano, quien dedica gran parte de su obra al estudio de 
los titulos de la Corona, al tratar del derecho de ocupaciôn so - 
bre tierras deshabitadas, establece que aûn cuando estuviesen ocu 
padas "... podrân pretender el mismo derecho en las que conquista 
ron por justa guerra con causa y razôn légitima... porque la gue­
rra es también otra introducciôn comûn de todas las gentes y obra 
que en lo que en ella se quita o gana a los develados, mueble o - 
raiz, se adquiere en pleno, justo y perfecto dominio de vencedo - 
res..." y aûn cuando - continûa - "los vasallos hîcieren las jor- 
nadas a su costa y por sola su autoridad, dispone también el dere 
cho, que las Provincias, tierras, pueblos y raices que ganaren y 
ocuparen quede en el dominio real..." (27) El texto es bastante - 
preciso en el sentido que apuntamos.
La conquista como fenômeno con implicaciones juridicas, - 
ténia, por otra parte, amplios antecedentes en el Derecho histôri
CO peninsular en razôn de las guerras de la Reconquista. La Ley 
XX, Titulo XXVIII, Partida 3, disponla en ese sentido que "Las - 
cosas de los enemigos de la fe con quien non ha tregua, nin paz 
el Rey, quien quiera que las gane deven (sic) ser suyas: fueras- 
ende villa, o castillo. Ca maguer alguno la ganase eh salvo fin- 
carîa el senorîo délia al Rey, en cuya conquista lo ganô ..."(28) 
Branchat (29) refiere también ampliamente esta doctrina al tra- - 
tar de la conquista de Valencia por Jaime I el Conquistador,tras 
obtener la aprobaciôn del Papa Gregorio IX“que le concediô benig; 
namente la gracia de la Santa Cruzada", adquiriendo por conquis­
ta "el absolute dominio de todos los baldlos, suelos y tierras" 
pudiendo "disponer como dispuso libremente de ellos..."
Es la conquista entonces, como ya anotâbamos, el titulo 
principal que expresa la dominaciôn de la Corona sobre los terri 
torios americanos. La pretensiôn de revestir de juridicidad a e£ 
te hecho invocando la donaciôn pontificia y los otros titulos,es, 
no cabe duda, consecuencia del pensamiento politico de la época 
del Descubrimiento y de los intereses que tal acontecimiento pu- 
so en juego. Es interesante observer en este sentido que expresa 
mente se ordenô en la Ley VI, Titulo I, Libro IV RLI, eliminar - 
la palabra "conquista" en las capitulaciones posteriores que se 
firmaran para nuevas empresas de descubrimiento y poblaciôn.(30)
III - NATURALEZA JURIDICA DE LAS TIERRAS Y BOSQUES DE LA CORONA 
EN AMERICA
A) LA R E G A L I A  S O B R E  L AS  T I E R R A S  Y M O N T E S
a) Determinaciôn
De acuerdo con lo expuesto hasta acâ, es claro que el 
principio fundamental de la politica colonial en torno a las tie 
rras americanas se encuentra en la teorla del Sehorlo (31) que - 
por derecho de conquista adquiriô la Corona sobre los territo - 
rios recién descubiertos. Este principio es la expresiôn legal -
de la toma de la tierra y constituye por lo mismo el punto de 
partida del rêgimen colonial. (32)
Las tierras americanas fueron descubiertas y conquista - 
das en nombre de los monarcas castellanos (33) a travês del pa - 
trocinio que otorgaron a las empresas que se organizaron con ta­
ies propôsitos. Por esta razôn, como es sabido, el descubrimien­
to y la colonizaciÔn no fue obra sôlamente de la Corona y tuvo , 
por el contrario, un carâcter mixto. (34) Ello, no obstante, los 
nuevos territorios quedaron vinculados a la Corona - recuérdese 
en este sentido la Ley XX, Titulo XVIII, Partida 3 antes citada- 
y sobre los mismos se reservaron los monarcas los privilegios 
que el Derecho concedla entonces al Jefe de un Estado conquista­
dor. Entre esos privilegios estaba la regalla sobre las tierras 
y montes cuyas consecuencias juridicas serân fundamentales para 
el objeto de nuestro estudio. (35)
Solôrzano y Pereyra refiriéndose al tema, dice lo siguien 
te: "Nos es digno de ... consideraciôn otro derecho que compete y 
esté reservado a los Reyes y Soberanos por razôn de la Suprema po 
testad de sus Reynos y Sehorlos, conviene a saber, el de las tie­
rras, campos, montes, pastos, rlos y aguas pûblicas... El quai 
obra, que todas estas cosas en duda se entienda y présuma ser su­
yas e incorporadas en su Real Corona, por lo cual se llaman de 
Realengo. Y que por consiguiente siempre que se ofrecieren pley - 
tos (sic) sobre ellas, o parte de ellas, asl en posesiôn como en 
propiedad, entren fundado su intenciôn contra cualesquiera perso­
na particulares que no mostraren incontinent! titulos y privile -
gios legltimos por donde puedan pertenecerles... de lo cual ....
tenemos leyes expresas del Derecho de nuestro Reyno en las Parti­
da s y en la Recopilaciôn, donde se da por razôn: Que este es gana 
do por los Reyes por respeto de la conquista que hicieron de la - 
tierra ..." (36)
El pârrafo es suficientemente claro para ilustrar el am - 
plio contenido juridico del concepto y las consecuencias que de - 
él se deducen. A renglôn seguido el autor citado, concretando su
exposiciôn al caso de América, continûa ... "y recogiéndome a lo 
que toca a la de las Indias, hallo que esta misma Regalia tienen 
nuestros gloriosos Reyes en ellas, en tal forma, que fuera de 
las tierras, prados, pastos, montes y aguas, que por particular 
gracia y merced suya se hallaren concedidas a las ciudades, vi - 
lias o lugares de las mismas Indias, o a otras comunidades o per 
sonas particulares de ellas, todo lo demés de este género y espe 
cialmente lo que estuviere por romper y cultiver, es y debe ser 
de su Real Corona y dominio ..." (37)
La expresiôn jurldica de ese principio se encuentra en 
la Ley XIV, Titulo XII, Libro IV RLI, a la cual nos referiremos 
mâs ampliamente en pârrafos posteriores.
b) Antecedentes peninsulares
En el Derecho histôrico peninsular existen précédantes - 
de la aplicaciôn de esta misma tesis como consecuencia de las gue 
rras de la Reconquista. Asi lo informa Nieto, por ejemplo, al - 
abordar el estudio de los baldios en el Derecho espahol. (38) Do­
minguez Guilarte, por su parte, ha senalado que los monarcas ad - 
quirieron una regalia sobre las tierras conquistadas, "la conqui£ 
ta - afirma - représenta su verdadera ocupaciôn . El rey juridica 
mente era el nuevo dueho por titulo originario, el sehor de Dere­
cho en nombre del Estado. De alli que tuviese una amplia facultad 
de disposiciôn innegable sobre el territorio ganado por sus ar 
mas".(39)
El sentido, como puede apreciarse, es el mismo que el de 
la regalia sobre las tierras y montes de América. Sin embargo. Do 
minguez Guilarte anota una precisiôn que particularmente nos inte 
resa destacar, "En nuestra Edad Media - dice - no puede hablarse 
nunca de una regalia sobre todas las tierrras, fruto de conquis - 
ta, al modo romano, sino de una regalia parcial sobre las tierras 
que no tenian titulares." (40) A diferencia entonces de la Penin­
sula, donde la regalia se concretaba a las tierras yermas sin ti-
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tular, en América, por el contrario, el concepto tendrâ un sign^ 
ficado total; todas las tierras no concedidas previamente por la 
Corona, se considerarén como parte de su patrimonio y no se reco 
nocen derechos preexistentes.
En torno a este mismo tema y para finalizar la referen­
d a  al Derecho histôrico peninsular, es interesante destacar la 
opiniôn de Branchat al exponer los derechos adquiridos por Jaime 
I, tras la conquista de Valencia, "Tienen los Principes - afirma 
- por razôn de las Supremas Potestades, dominio general en todas 
las tierras, montes, lehas, yerbas (sic) y pastos de sus Reynos, 
en virtud del quai todas estas cosas se entienden y presumen ser 
suyas, e incorporadas a la Corona; de tal manera que siempre que 
se ofreciere duda sobre el todo o parte de ellas, entren fundan- 
do su intenciôn contra cualquiera que no exhiba privilegio o ti­
tulo que acredite la légitima pertenencia", y continûa "Esta re­
galia, que es general a todos los Reyes y Soberanos, tiene parti 
cularmente lugar en el Reyno de Valencia: porque habiéndolo redu 
cido a su dominio el Rey don Jayme I con la fuerza de sus armas, 
adquiriô un derecho absolute para disponer de todo lo conquista- 
do", (41) precisiôn esta ûltima que difiere, sin embargo, de la 
opiniôn de Dominguez Guilarte supraindicada.
c) El concepto de regalia (42)
•m» mm mm mm mm mm mm ^m m m m m  m t  ^ m m m  mm
Ha quedado establecido el carâcter regaliano que tuvo - 
el dominio de la Corona sobre las tierras y bosques aunericanos; 
interesa ahora destacar el significado del concepto en examen pa 
ra una comprensiôn mâs amplia del tema.
En forma general se entienden por "regalias" los dere - 
chos y prerrogativas propias de los soberanos en un sentido pri- 
vativo y exclusivo; esta idea fundamental ha tenido, sin embargo, 
una variaciôn en su significado en el curso de la evoluciôn his- 
tôrica.
En la Alta Edad Media, tal como ha destacado la doctri-
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na, los reinos tuvieron un significado patrimonial y no se dis - 
tinguîa plenamente entre "imperium" y "dominium";(43) existiô, - 
por consiguiente, una confusiôn entre el interés pûblico y el in 
terês privado del monarca. En esta etapa histôrica comienza a 
configurarse la figura que nos ocupa; las regalias ("ius rega - 
lie") aparecen como derechos de tipo econômico o financière que 
corresponde de modo exclusivo al monarca, o bien derechos basa - 
dos en su propiedad privativa que por naturaleza se consideran - 
inaliénables e imprescriptibles por cualquier particular. (44)
Posteriormente, en el curso de la Baja Edad Media y ba^ 
jo la influencia de la recepciôn del Derecho romano, se comienza 
a separar el orden pûblico del orden privado, configurândose pau 
latinamente un Patrimonio de la Corona y un Patrimonio del Rey . 
(45) (46) De uno y otro serâ titular el Monarca, pero aunbos tie­
nen distinto significado; del primero, que incluye al Real Patr£ 
monio, es titular, pero en su condiciôn de Jefe de Estado, mien- 
tras que del segundo, lo serâ a titulo particular. (47)
En esta nueva etapa, al compâs de la evoluciôn senala - 
da, las regalias van adoptando un matiz acentuadamente pûblico; 
se consideran siempre como bienes o derechos del rey, pero for - 
mando parte ya del Patrimonio de la Corona, con la significaciôn 
que se ha indicado.
La regalia sobre tierras y montes en América tendrâ es­
te ûltimo significado (48) y pasan a ser bienes de la Corona.
d) Su significaciôn econômica y fiscal
Ots Capdequi, quien ha dedicado importantes péginas al 
estudio del régimen de la propiedad en el Derecho colonial, ob - 
serva que la regalia que estudiamos presentaba caracteristicas - 
especiales en su significaciôn juridica y en su desarrollo histô 
rico. (51)
A diferencia de las otras regalias de la Corona espaho-
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la en América en las que se acusa un interés puramente fiscal, 
(51) en la sobre tierras y montes se manifesté ademâs de este,un 
interés politico y econémico que es importante destacar. (52)
Como hemos advertido, la toma de la tierra signified 
precisamente el punto de partida del régimen colonial. La politi 
ca sobre la materia se expresa en un primer momento en la inten- 
cién de poblar y cultiver; destaca acâ ese interés politico y - 
econémico que se ha senalado. Posteriormente la tierra se conver 
tirâ en fuente de rentes para la Real Hacienda a través de su 
enajenacién y su significaciôn fiscal serâ évidente. Estes dos - 
principios tendrân una importancia especial para estudiar el ré­
gimen de su disposiciôn.
e) Consecuencias juridicas
La consecuencia final de toda esta construcciôn es que 
las tierras y los montes - aûn cuando el régimen juridico de unos 
y otros tuvo diferencias notables como lo hemos advertido - que 
no hubieran sido cedidas legalmente por la Corona a cualquier - 
titulo, se considerarân siempre como parte de su patrimonio y 
por lo mismo serân, mientras tanto, insusceptibles de propiedad 
particular.
Este principio tendrâ una notable importancia tanto en 
el régimen colonial como en el Derecho de Estado independiente, 
precisiôn que es fundamental - lo adelantamos desde ahora - para 
los objetos de nuestro trabajo. La Ley XIV, Titulo XII, Libro IV 
RLI, a la que hemos hecho referenda previamente, mandaba en ese 
sentido que las tierras poseidas por particulares que no estuvie 
ran amparadas en légitimes titulos, se restituyeran a la Corona 
para disponer de ellas, en virtud de pertenecer al "Patrimonio y 
Corona Real". (53)
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B) D I F E R E N C I A S  EN EL R E G I M E N  DE D I S P O S I C I O N  DE LOS " R E A L E N G O S "  - 
DE A M E R I C A  Y L O S " R E A L E N G O S "  P E N I N S U L A R E S .  U N A  R E F E R E N C I A  N E -  
C E S A R I A
Interesa destacar ahora otro aspecto muy importante de 
la cuestiôn que abordamos. De lo que hemos expuesto hasta acâ - 
résulta fâcil inferir que las tierras no cedidas por la Corona - 
en América, han de considerarse bienes "baldios" (54) o "realen- 
gos". Es este ûltimo concepto el que tratamos de precisar.
De acuerdo con Escriche, bienes realengos con "los que 
pertenecen al Rey", si bien citando a Gregorio Lôpez en la Glosa 
4 de la Ley I, Titulo XVII de la Partida 2^, distingue très cla- 
ses de realengos: a) el patrimonio de la Corona, conocido poste­
riormente como "Hacienda pûblica o nacional" ("todas las propie- 
dades, rentas y derechos conque estâ dotado el Tesoro Real para 
subvenir a la AdministraciÔn, orden y defense del Reyno"); b) el 
Real Patrimonio ("propiedades, rentes y derechos conque estâ do- 
tada la casa real para sus gastos"): y c) el Patrimonio Privado 
del Rey ("los bienes que el rey posee como persona privada ... a 
cualquier titulo propio y personal"); los dos primeros son bie - 
nés afectos a la Corona, es decir, al Estado, en tanto que el 
tercero consiste en el patrimonio particular del soberano.(55)
Evidentemente, los realengos americanos pertenecen al - 
primer tipo, como hemos puesto de manifiesto siguiendo la opi 
niôn de Ots Capdequi. (56)
No obstante, de acuerdo siempre con Escriche, el rey no 
puede enajenar los bienes del Patrimonio de la Corona "porque 
son inaliénables por su naturaleza y por su objeto", (57) preci­
siôn que se corresponde con la tesis de Nieto expuesta en su li­
bro "Bienes Comunales" acerca de la titularidad de estos bienes 
en razôn de los aprovechamientos constituidos sobre los mismos , 
que los desvinculan de la libre disposiciôn de la Corona, lo que 
marca, precisamente, su naturaleza de bienes comunales; "la for-
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ma de los aprovechamiento - dice - atrae y absorve la titulari - 
dad dominical" en desmedro de las pretensiones del Monarca".( 58)
Ha sido establecido por la doctrina, por otra parte, - 
que desde 1442 mediante la Ley Pacto de Valladolid de 5 de Mayo 
se declarô la inalienabilidad del Patrimonio de la Corona, la 
que "tenîa una faceta pûblica relativa a impedir la divisiôn de 
los reinos, y junto a ella, un deseo de evitar la dilapidaciôn 
del patrimonio real, lo que evidentemente producla una disminu - 
ciôn de las rentes de la Corona, lo que repercutla en incremen - 
tos de impuestos destinados al mantenimiento de la Corona y del 
Rey", como ha puesto de manifiesto Clavero Arêvalo. (59)
Sôlamente en casos calificados y excepcionalmente, el - 
rey podîa disponer de esos bienes, incluyendo ..."tierras e al - 
deas e términos de ellas ..." "oyendo previamente al Consejo de 
Castilla y encontrândose seis Procuradores de Cortes expresamen- 
te convocados para ello", de acuerdo con la opiniôn de Manzano.- 
(60) Esta inalienabilidad asl declarada persistirâ, segûn anota 
Clavero, hasta la legislaciôn liberal decimonônica, inspirada en 
los principios de la Revoluciôn francesa (61), extremo que estu- 
diaremos mâs ampliamente en el Capitulo IV al abordar la forma - 
ciôn histôrica del dominio pûblico en el Derecho espahol.
En el caso americano, por el contrario, los reyes pudie 
ron disponer siempre y libremente de sus realengos, (62) diferen 
cia sensible en relaciôn con los situados en la Peninsula. (63) 
El problema que tratamos de dilucidar es la razôn de ese trata - 
miento juridico distinto.
Refiriéndose al tema,Lôpez Rodô establece que "entre 
los bienes adquiridos por conquista, hay que distinguir los bie­
nes que hablan pertenecido originariamente al reino , pero se ha 
llaban en poder de los invasores, frente a los que siempre hablan 
sido tierras de infieles,"(64) afirmando a continuaciôn que, 
"cuando se conquistaban tierras sometidas a la dominaciôn ârabe 
los reyes no las adquirlan "apartadamente para si" sino para la Co
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rona de su Reino. Eran bienes del reino y, por consiguiente, es­
taban sometidos al mismo régimen que los recibidos por herencia 
al subir al trono ...", sujetos por lo mismo a la régla de la 
inalienabilidad que se ha senalado. (65)
Caso contrario fue el de las tierras americanas, de 
acuerdo siempre con la tesis de Lôpez Rodô; éstas, que no hablan 
pertenecido nunca antes a Espaha, fueron adquiridas a titulo per 
sonal y no en representaciôn de sus reinos, "sôlo a la muerte de 
los nuevos duehos venlan obligados por pacto a incorporer las In 
dias a la Corona de Castilla", dice el autor citado, (66), resu 
miendo la tesis de Manzano a la que hemos aludido en otra oca - 
siôn. (67) A diferencia entonces de los realengos peninsulares,- 
sobre los americanos "pudieron en toda época los reyes disponer 
libremente, con tal de que lo hicieran en favor de sus sûbditos, 
sin necesidad de la previa intervenciôn del Consejo real y de 
los seis procuradores que establece la Ley-pacto de Valladolid 
de 1442 ...", concluye el citado autor. (68)
La conclusiôn anterior explicarîa por si la diferencia 
que dajamos anotada, sin embargo Manzano, quien ha dedicado im - 
portantes pâginas al tema, establece que "a partir de la muerte 
del Rey Catôlico (Fernando), las Indias, antes bienes patrimonia 
les de los reyes de Castilla y Aragôn, se transforman en su tota 
lidad en bienes patrimoniales de los reinos de Castilla y de 
Leôn", de manera que "estos bienes (las Indias) al convertiras - 
de bienes privados -(de los reyes)- en bienes pûblicos -(de la - 
Corona o del Reino)-, pasarân a gozar automâticamente de la con­
diciôn de inaliénables e imprescriptibles, como los viejos o 
principales -(reinos)-T (69)
Esta aparente contradicciôn habrîa que explicarîa a 
nuestro criterio, en funciôn de la doble faceta que de acuerdo - 
con Clavero tuvo la indicada régla de la inalienabilidad; en 
principio - recordémoslo - "impedir la divisiôn de los reinos", 
y luego "evitar la dilapidaciôn del patrimonio real" con el fin 
de impedir "un increments de impuestos destinados al mantenimien
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to de la Corona y del Rey". (70) En América ûnicamente la prime 
ra tendrâ sentido, se prohibe por eso la cesiôn a cualquier ti­
tulo de tierras a extranjeros; (71) en cambio, respecte de la 
segunda, la situaciôn serâ completamente distinta.
Recordemos que en la Peninsula la regalla sobre las 
tierras conquistadas no tuvo carâcter absolute, fue una "rega - 
lia parcial", aplicable ûnicamente sobre las tierras yermas,sin 
titulares. (72) A través de las figuras de la "presura" o "esca 
lio" los sûbditos adquirlan un derecho a la tierra en funciôn - 
de la posesiôn y cultive que con el transcurso del tiempo darla 
origen a "un auténtico derecho de propiedad". (73) Colmeiro ex- 
plica, por otra parte, esa inalienabilidad de los baldios en ra 
zôn del deseo de los pueblos de ensanchar sus aprovechamientos 
comunes a costa de los mismos y en la pretensiôn de los ganade- 
ros de que no se enajenaran los terrenos incultos pertenecien - 
tes a la Corona para favorecer al Consejo de la Mesta; (74) en 
la misma llnea debe entenderse el planteamiento de Nieto que he 
mos comentado atrâs. Pues bien, la consolidaciôn de todas esas 
situaciones producirân como consecuencia la declaraciôn de ina­
lienabilidad antes referida.
En América al momento del Descubrimiento, la situaciôn 
serâ completamente; diferente. Como afirma Nieto "el descubri 
miento de las Indias dio lugar a una situaciôn que en Espana ha- 
bla sido ya prâcticamente olvidada desde hacia varies siglos: la 
existencia de inmensas extensiones de terrenos baldlos o abando 
nados que era preciso poblar y cultivar". (75) Esto unido a la - 
condiciôn juridica del indio coupante de esas tierras cuya capa- 
cidad se reconocla a médias, (76) produjo como resultado la con­
sideraciôn totalizadora de la regalla sobre las tierras y mon - 
tes en los nuevos territorios.
En resumen, a diferencia de la Peninsula donde las pose 
siones de particulares o los aprovechamientos de los pueblos o - 
de los ganaderos se hablan consolidado o estaban en proceso de - 
consolidarse, en América por la misma época, la cuestiôn se plan
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tearâ en términos absolutamente distintos, dada la diferencia ra 
dical en las condiciones existantes.
Se encuentra alli entonces la explicaciôn de la tesis 
regaiiana sobre las tierras americanas que Nieto ha considerado 
como un "dogma". (77) Debemos concluir de todo lo anterior que - 
los nuevos territorios eran patrimonio de la Corona y sôlamente 
de ésta podîa emanar en consecuencia, titulos vâlidos de propie­
dad sobre los mismos. Este principio, repetimos, serâ fundamen - 
tal en todo el derecho posterior del Estado independiente.
IV - EL REGIMEN DE DISPOSICION SOBRE LOS BALDIOS 0 REALENGOS
Estudiada la naturaleza juridica de las tierrras y mon 
tes de la Corona en América, analizaremos ahora el régimen de su 
disposiciôn. La propiedad privada y la propiedad comunal surgen 
necesariamente en América a través de actes emanados de la Coro­
na, tal como se ha anotado previamente.
Nos interesa particularmente destacar los principios a 
los que respondiô la politica colonial sobre la materia, princi­
pios que con las debidas modulaciones - tratândose de cesiones a 
particulares - conservarân su vigencia en la politica sobre tie­
rras pûblicas en el Derecho hondureho, hasta 1962 cuando se dic­
ta la primera Ley de Reforma Agraria en el pais.
Sentados estos propôsitos, estudiaremos en primer lu - 
gar las formas de adquisiciôn de tierras por los particulares y 
luego la regulaciôn juridica en torno a los bienes comunales, 
anâlisis que se harâ desde la perspectiva de las facultades que 
tuvo el Estado colonizador en tal sentido.
A) LA A D Q U I S I C I O N  DE T I E R R A S  P O R  LOS P A R T I C U L A R E S
Ha quedado expuesto el principio de que las tierras - 
no cedidas por la Corona a cualquier titulo, se considerarân 
siempre bienes baldios o realengos con el significado ya indica 
do.
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Sobre el rêgimen de su disposiciôn como politica colo 
niai, podemos distinguir dos etapas que respondieron a princi - 
pios distintos. En un primer momento, la tierra es un medio de 
fomento para la conquista y la colonizaciÔn, destaca acâ el in- 
terês politico y econômico a que aludiaraos en pârrafos anterio- 
res. Posteriormente es el interés fiscal el que se impone, la - 
tierra se convierte en fuente de ingresos para las Cajas Reales. 
(78) Analizaremos cada una de ellas.
a) La tierra como aliciente de la conquista y de la colonizaciÔn
En los ahos inmediatos al Descubrimiento, la Corona fo 
menta la conquista y colonizaciÔn ofreciendo tierras e indios a 
quienes se embarcaran en las expediciones organizadas con ese 
propôsito. Los conquistadores salian a conquistar unas tierras - 
con autorizaciôn, en nombre y bajo el control de la Monarquia, y 
ésta los premiaba cediéndoles trozos de las mismas y sus habitan 
tes.
En esta primera etapa existiô un môvil politico y eco­
nômico; (79) por una parte fomentar una actividad de poblaciôn - 
asociada al cultive de la tierra como medio para radicar nûcleos 
de colonizadores, y por otra la reducciôn del indigena para in - 
corporarlo a la obra colonizadora. (80)
Esta politica tuvo su expresiôn en los Repartimientos 
y en las Mercedes Reales. Los primeros resultaban de las faculta 
des acordades a los Jefes de expediciones en las Capitulaciones 
e Instrucciones conexas para que repartieran tierras a los inté­
grantes de las mismas. (81) Los repartimientos fueron asi, en - 
el fondo, una forma de remuneraciôn por servicios prestados a la 
Corona.
El otro titulo - las mercedes reales de concesiôn de - 
tierras - surge en un momento inmediato posterior y tuvo vigen - 
cia para aquellos lugares que ya no eran considerados como de 
nuevo descubrimiento y poblaciôn. Francisco de Leôn Pinelo, (82)
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tratadista clâsico de Derecho indiano, distinguiô dos clases de 
Mercedes Reales: Extraordinarias y Ordinarias. Las primeras se 
despachaban a favor de personas residentes en Indias, mientras 
gue las segundas lo eran a favor de residentes en la Peninsula 
que quisiesen establecerse en América.
Résulta necesario senalar que las tierras cedidas por - 
cualesquiera de los titulos anteriores, lo fueron a titulo de - 
precario; para adquirir el pleno dominio era necesario residir 
en ellas y explotarlas durante determinados plazos. Tratândose 
de los Repartimientos, segûn Ots Capdequi, el término varié se­
gûn lo dispuesto en cada una de las Capitulaciones; (83) no ob£ 
tante, la Ley I, Titulo XII, Libro IV, RLI, expresamente esta - 
blece el plazo de cuatro ahos de residencia efectiva "para que 
de alli en adelante las puedan vender y hazer (sic) de ellas a 
su voluntad libremente como cosa suya propia". (84) En el otro 
supuesto - Mercedes Reales - fue necesaria la "Real Confirma 
ciôn" sujeta a distintas reglas. (85)
Lo anterior es un ejemplo del marcado interveneionismo 
de la Corona en todo el régimen de tierras de la Colonia que, - 
como advierten algunos autores, signified un concepto distinto 
de la propiedad como derecho absoluto al modo romano. (86)
En esta primera etapa, en conclusiôn, las tierras fue - 
ron un medio de fomento, un incentivo - nos interesa recalcar - 
esta precisiôn - para inducir a los particulares a realizar una 
actividad que interesaba a la Corona: la conquista y poblaciôn 
de los nuevos territorios. El interés politico y econômico re - 
sulta évidente.
b) La tierra como fuente de ingresos para la Real Hacienda
Concluida la primera etapa de la colonizaciÔn y una vez 
que los asentamientos humanos se establecieron, la Corona viô - 
en la venta de la tierra una fuente de ingresos para la Real Ha 
cienda;como resultado se abandons la politica anterior de cesLôn
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gratuite. Résulta fâcil suponer que el sistema anterior dio 
origen a extralimitaciones que en un momento hubo que tolerar, 
pero luego, sobre todo cuando la Hacienda Real estaba urgida 
de fondes para financier las guerras europeas de Felipe II,(87) 
los realengos se convierten en fuente de rentes.
En este momento se dictaron leyes que ordenaban a los - 
poseedores la exhibiciôn de sus titulos en base a los cuales - 
debian hacerse las remedidas de los predios; los excedentes - 
debian ser recuperados por la Corona y si el poseedor deseaba 
continuer en su posesiôn, estaba obligado a entrar an "compos^ 
ciôn" con la Real Hacienda, (88) es decir, pagar su precio y - 
de esa forma legalizar su propiedad; en caso contrario, era 
preciso desalojar las tierras para que el rey pudiera disponer 
de ellas.
La Corona reafirmaba su derecho sobre la propiedad no - 
repartida o mercededada; las tierras baldias o realengas no po 
dian ser usurpadas por ser de su patrimonio, pero si lo eran, 
esa situaciôn de hecho podia "componerse" mediante el pago de 
un precio. La "composiciôn" no era un titulo, pero daba lugar 
a que el que la hubiese conseguido obtuviese el titulo corres- 
pondiente legalizando la situaciôn de hecho anterior. (89) Las 
tierras no ocupadas o cuyos poseedores no desearan "componer", 
debian ser vendidas al mejor postor.
Dos Reales Cêdulas despachadas por Felipe II el 1 de No 
viembre de 1591, definian la nueva politica. Su contenido que- 
dô incorporado en las Leyes XIV y XV, Titulo XII, Libro IV,RLI 
(90), que en la parte que nos interesa dispusieron lo siguien- 
te:
"Por haber Nos sucedido enteramente en el Sehorio de 
las Indias y pertenecer a nuestro patrimonio y Corona Real los 
valdios (sic), suelos y tierras que no estuvieren concedidos - 
por los sehores Reyes nuestros predecesores, o por Nos o en - 
nuestro nombre, conviene que toda la tierra que se posee sin - 
justos y verdaderos titulos, se nos restituva, segûn y como -
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nos pertenece, para que reservando ante todas cosas lo que a 
Nos, o a los Virreyes, Audiencias y gobernadores pareciere ne­
cesario para plazas, ejidos, propios, pastos y valdios (sic) - 
de los lugares y Concejos ... toda la demâs tierra quede y es­
té libre y desembarazada para hacer merced y disponer de ella 
a nuestra voluntad. Por todo lo cual acordamos y mandamos a 
los Virreyes y présidentes de audiencias... que cuando les pa­
reciere senalar términos compétentes para que los poseedores -
exhiban ante ellos y los Ministros de sus audiencias que nom -
braren, los titulos de tierras, estancias... y amparando a los 
que con buenos titulos y recaudos o justa prescripciôn poseye- 
ren, se nos vuelvan y restituyan las demâs, para disponer de - 
ellas a nuestra voluntad" (Ley XIV, Titulo XII, Libro IV, RLI).
Y, "considerando el mayor beneficio de nuestros vasallos 
ordenamos y mandamos a los virreyes y présidentes gobernadores, 
que en las tierras compuestas por sus antecesores no innnoven, 
dejando a los duehos en su pacifica posesiôn, y a las que se -
hubieren introducido y usurpado mâs de lo que les pertenece, -
conforme a las medidas, sean admitidos a moderada composiciôn 
y se les despachen nuevos titulos y todas las que estuvieren - 
por componer, absolutamente harân que se vendan a vela y pregôn 
y rematen en el mayor ponedor... conforme a las leyes y pragmâ 
ticas de nuestros reinos de Castilla..." (Ley XV, Titulo y Li­
bro citados, RLI). (91)
Este principio serâ reiterado en normativas coloniales 
posteriores. (92) Huelga decir que el interés fiscal que hemos 
mencionado estuvo presents en toda esta regulaciôn.
B) LA C O N C E S I O N  DE T I E R R A S  A L O S  P U E B L O S .  P R O P I O S .  E J I D O S  y  - 
O T R O S  B I E N E S  C O M U N A L E S
El estudio del régimen de disposiciôn de las tierras 
realengas no puede ser complete si no analizamos la propiedad 
comunal en sus distintas manifestaciones. La importancia de 
los ejidos, por otra parte, destaca en el régimen actual de 
las tierras pûblicas en el Derecho hondureho, como tendremos -
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oportunldad de analizar en su momento.
En términos générales puede adelantarse que la propie­
dad comunal explotada en forma colectiva, era lo caracteristi 
co en la época prehispânica; C93) ello responde a una ley so - 
ciolôgica comûn a todos los pueblos y a todas las culturas en 
una de las primeras etapas de su evoluciôn histôrica, idea que 
ha sido destacada por reputados juristes. (94)
Establecido el dominio de la Corona, toda concesiôn de
propiedad debla emanar de un acto de la misma (95) y las pro -
piedades comunales no podîan ser la excepciôn.
Este tipo de propiedad, de tanta importancia en el ré­
gimen colonial, respondiô taunbién a un doble objetivo: por una 
parte satisfacer las necesidades inmediatas de los pueblos; por 
otra, tratândose de pueblos de indigenas, satisfacer un fin pura - 
mente fiscal; se buscaba que éstos, en tanto que tributaries de 
la Corona, tuviesen medios para satisfacer esas cargas y no po­
dîan ser mâs que tierras de cultive, de allî las particularida- 
des de los bienes comunales de estos pueblos.
Por razones sistemâticas conviene entonces, distinguir 
la regulaciôn sobre bienes comunales segûn fuere de espaholes o 
de indlgenas el pueblo titular de los mismos.
a) Bienes comunales de pueblos de espaholes
La Ley XIX, Titulo VII, Libro IV, RLI, basada en una 
real célula dictada por Carlos I en 1523, dispusos que se seha- 
laran ejidos, dehesas y tierras para propios en las nuevas po - 
blaciones, ademâs de tierras de labor ("suertes") para los veci 
nos. (96) En slntesis, esta Ley, cuya fuente se encuentra en el 
Derecho histôrico castellano, (97) dispuso que a cada pueblo 
se entiende que de espaholes - se le sehalara un ejido para uso 
de los vecinos y para su futura expansiôn, el que por lo mismo 
no podla ser enajenado; ademâs, una dehesa inmediata al ejido -
para pasto de ganado, también de uso comunal y por ûltimo, te - 
rrenos de propios para atender a los gastos pûblicos, de los - 
que ocasionalmente gozaban los vecinos a titulo de censo, abo - 
nando el pago del canon respective al Concejo,y "suertes" para 
uso de vecinos. En la prâctica el ejido vino a confundirse con 
la dehesa. (98)
b) Bienes comunales de pueblos de indigenas
La asignaciôn de bienes comunales a los pueblos de in 
digenas o "reducciones" (99) se regulô por la Ley VIII, Titulo 
III, Libro VI, RLI, que dispuso lo siguiente; "Los sitios en 
que se han de formar pueblos y reducciones tengan comodidad de 
aguas, tierras y montés, entradas y salidas y labranzas y un - 
exido de una légua de largo, donde los indios puedan tener sus 
ganados ..." En este otro caso se sehalô entonces un ejido con 
la cabida indicada y una cantidad suficiente (se emplea la pa - 
labra "comodidad") de tierras para labranzas, cuyo aprovecha 
miento implicaba distintas funciones, incluyendo la de asegurar 
el pago de los tributes a que estaban obligados los habitantes. 
(100)
Los ayuntamientos, finalmente, pudieron aumentar sus 
propios mediante compra a la Real Hacienda. (101) Los pueblos - 
de indigenas, de igual manera, pudieron adquirir nuevas tierras 
por composiciôn, a ello se refiere la ley XIX, Titulo XII, Li - 
bro IV, RLI (102).
V - LA PRESCRIPCION COMO TITULO DE ADQUISICION DE LA PROPIEDAD 
SOBRE BALDIOS. LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DECRETADA POR LA REAL
CEDULA DE 15 DE OCTUBRE DE 1754.
Cuestiôn muy sensible es la que abordamos en esta opor- 
tunidad. Investigadores tan autorizados como Ots Capdequi no se 
pronuncian definitivamente sobre el tema, si bien éste se incli 
na por la opiniôn de que después de 1700, de acuerdo con lo - 
dispuesto en una Real Cédula de 15 de Octubre de 1754 que luego 
comentaremos, no pudo alegarse la prescripciôn adquisitiva como
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causa originaria para la atribuciôn del dominio privado sobre 
tierras baldlas o realengas en América. (103)
El problema se plantea por la relativa obscuridad de 
las normas que tuvieron vigencia y que regularon este aspecto, 
y también, como ha senalado el autor citado, por la interpre- 
taciôn dada a las mismas por los Oidores de las Audiencias 
americanas, formados en la tradiciôn del Derecho Romano jus- 
tiniano vigente en la Peninsula, pero supletoria en América , 
(104) circunstancia que no les permitla apreciar con claridad 
los principios que se destacaban en la legislaciôn de Indias, 
en los cuales se manifestaba una intervenei6n acusada del Es- 
tado para defender ese doble interés que reiteradamente se ha 
puesto de manifiesto. (105)
a) La situacién anterior al ano 1700
La Ley XIV, Libro IV, TltUlo XII, RLI, a la que antes 
nos hemos referido, luego de ordenar que los poseedores exhi- 
ban sus tîtulos ante las autoridades compétentes, finalisa ex 
presando que "... amparando a los que con buenos tîtulos y re 
caudos o justa prescripciôn poseyeren, se nos vuelvan y resti 
tuyan las demâs, para disponer de ellas a nuestra voluntad". 
Solérzano y Pereyra al comentar la disposicién citada, expone 
lo que a continuaciôn transcribimos; "Aunque sin embargo de - 
esto (la falta de tîtulos) quando ya han pasado quarenta anos 
o tanto tiempo que se pueda tener por largo, sobre la pose 
sién y labranza de los particulares en esas tierras, ahora 
sea con algûn tîtulo o color o sin él, se suele tener por més 
seguro y acertado disimular con ellos lo pasadoy no andar in- 
quietando y constritando a los poseedores..." (106)
A la luz de la ley y texto transcrites se reconoce en 
tonces en este mornento la "justa prescripcién" como tîtulo de 
adquisiciôn de la propiedad sobre baldîos, prescripciÔn que - 
no puede ser més que la extraordinaria, de acuerdo con lo ex
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puesto por Solôrzano ("quarenta anos o tiempo que se pueda 
tener por largo", es decir, la posesiôn inmemorial, (107)pero 
agregando a la posesiôn el necesario cultivo como requisito - 
para que aquella se produjera - "posesiôn y labranza" dice 
el texto citado-,novedad que, a juicio de Ots Capdequî, res - 
ponde a ese doble interés polltico-econômico y fiscal que se 
ha mencionado en pârrafos précédantes. (108)
Posteriormente, la Real Cédula de 15 de Octubre de 
1754 que "dio nueva forma a la administraciôn del Rauno de Tie 
rras" - como dice el hondureno Vallejo (109) - mandô que to- 
das las personas que estuvieren en posesiôn de tierras, queda 
ban obligadas a exhibir los tîtulos en que amparaban sus de- 
rechos ante la autoridad compétente a efecto de comprobar la 
validez de los mismos y en tal caso convalidarlos, y en defec 
to de êstos disponîa "les deberé bastar con la justificaciôn 
que hicieren de aquella justa posesiôn, como tîtulo de justa 
prescripciôn, en inteligencia de que si no tuvieren cultiva - 
dos o labrados los taies realengos, se les debe senalar el 
término de très meses ... o el que parezca compétente para 
que lo hagan, con apercibimiento que de lo contrario se haré 
merced de ellos a los que denunciaren con la misma obligaciôn 
de cultiverlos".
La disposiciôn anterior -de acuerdo siempre con la 
misma Real Cédula - era aplicable a las situaciones surgidas 
con anterioridad al ano de 1700; consecuentemente aparece cia 
ra hasta acâ la prescripciôn - posesiôn asociada al necesario 
cultivo - como tîtulo de adquisiciôn del dominio sobre bal 
dîos.
b) La situaciôn posterior al ano 1700
La misma Real Cédula comentada introduce una innova - 
ciôn con relaciôn a las situaciones posteriores a 1700; para 
éstas ya no se menciona la prescripciôn y se exige en todo ca 
so el tîtulo que ampare la posesiôn, debidamente confirmado ,
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por lo que, como afirma Ots Capdequî "parece evidente que si 
la prescripciôn con las limitaciones apuntadas - (el necesa - 
rio cultivo) - fue considerado como modo de adquirir el domi­
nio privado de tierras de realengo con anterioridad a la Real 
Provisiôn de 1754 - cuyos efectos se retrotraen a 1700 - a 
partir de esa fecha ya no podîa ser alegada con eficacia jurî 
dica, puesto que toda posesiôn de hecho no amparada por justo 
tîtulo, quedô inexcusablemente sujeta a la composiciôn y con- 
firmaciôn que habîan de soliciter los intrusos poseedores". - 
(110) (111)
Ahora bien, el panorama senalado hasta acâ se compli­
ce a la luz de una Real Cédula de 2 de Agosto de 1780, despa- 
chada al Virrey de Nueva Granada en la que se mencionan como 
posibles tîtulos convalidantes de la posesiôn "ventes, compo- 
siciones con mi Real Patrimonio, contrato particular, ocupa - 
ciôn u otro cualquiera que sea capaz de evitar la sospecha de 
usurpaciôn" (112). Esta nueva disposiciôn pareciera que vuelve 
al criterio anterior, aunque como establece Ots Capdequî, cu- 
ya huella hemos venido siguiendo en base a sus amplios estu - 
dios sobre el tema, "... creo que con referenda a las situa­
ciones producidas con posterioridad a 1700, no puede alegarse 
la prescripciôn ... ya que la doctrine sentada a este respec­
te por la Real Instrucciôn de 1754, es lo suficientemente cia 
ra y no se puede admitir que fuera virtualmente rectificada - 
en 1780", sobre todo por el "criterio vacilante y, por lo mi£ 
mo, contradictorio" de la misma (113), si bien el citado autor 
- como hemos puesto de manifiesto - concluye manifestando que 
no se atreve "a formuler una opiniôn definitive sobre el par­
ticular"/ (114) como simple observaciôn, nosotros destacamos 
que la Real Cédula de 1754 tuvo vigencia general para toda la 
América colonial, en cambio la de 2 de Agosto de 1780 fue co- 
municada exclusivamente al Virreinato de Nueva Granada.
c) Conclusiôn
Resumiendo cuanto se ha expuesto, podemos concluir
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afirmando que la prescripciôn adquisitiva, en tanto que pose­
siôn asociada al cultivo, fue tîtulo de adquisiciôn del domi­
nio sobre baldîos hasta el ano de 1700; la usurpaciôn se en - 
tendîa asî como una concesiôn a los cultivadores sin tîtulo - 
en funciôn del interés polîtico-econômico de la Monarquîa: po 
blar y cultiver.
A partir del ano senalado, sin embargo, de acuerdo 
con la Real Cédula de 15 de Octubre de 1754 en la que se acu- 
sa claramente el interés fiscal, la prescripciôn deja de ser 
tîtulo de adquisiciôn; este serâ el principle general. No obs 
tante, algunas disposiciones particulares emitidas bajo el 
criterio romanista de algunos funcionarios (115) con fecha 
posterior a 1754 (Real Cédula de 2 de Agosto de 1780) parecie 
ra que vuelven al criterio anterior al reconocer valor adqui- 
sitivo a la posesiôn continuada. Ello révéla en el fondo la - 
contradicciôn entre el interés pûblico - representado en este 
caso por el interés de la Corona-y el interés particular(116), 
producto del enfrentamiento de dos mentalidades incompatibles, 
como ha puesto de manifiesto Nieto (117), la publicista que 
sostiene la imprescriptibilidad en todo caso y la privatista 
que no admite la excepciôn que supone ésta.
El tema es sumamente importante a la vista de las con 
secuencias prâcticas. El Derecho hondureno actual establece - 
el principle de imprescriptibilidad de las tierras pûblicas , 
extreme que seré estudiado en su memento y, a nuestro juicio, 
tiene su més remoto antecedente en las disposiciones colonia 
les que hemos destacado.
VI - LOS MONTES. SU REGIMEN JURIDICO ESPECIAL
Al inicio de nuestro trabajo senalébamos que, si bien 
las tierras y los bosques formaron en conjunte - junte con 
los pastes y aguas - una de las regalîas de la Corona espaho- 
la en América, el régimen jurîdico de unos y otros, en rela - 
ciôn con su aprovechamiento y disposiciôn, tuvo diferencias - 
sustanciales.
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Las tierras - entiêndase en este caso las suscepti 
bles de ser labradas - se consideraron siempre como instrumen 
to de politics econômica y fiscal; las éreas boscosas tuvie - 
ron, en cambio, una significaciôn distinta; a su anélisis dé­
die amo s los pârrafos siguientes:
a) El titulo de disfrute comunal. Sus efectos
El carâcter accesorio de los ârboles a la tierra; la 
abundancia en términos générales de bosques y por consiguien- 
te de maderas en los nuevos dominios; el aprovechamiento por 
lo comûn artesanal, como no podîa ser de otra manera en socie 
dades en estados primaries de desarrollo y, por consiguiente, 
su escaso valor, fueron causas que en conjunto determinaron - 
que su importancia econômica y fiscal fuera mener en relaciôn 
con el recurso primario, de allî que su régimen jurîdico en - 
razôn de ese doble interés a que nos hemos venido refiriendo, 
tuvo que ser distinto.
En general, los bosques, por las razones que apunta - 
mes, tuvieron un régimen de disfrute comunal. La Ley V, Tîtu­
lo XVIII, Libro IV, RLI, dispuso en ese sentido que "... el - 
uso de todos los ... montes y aguas de las provincias de las 
Indias, sea comûn a todos los vezinos (sic) de ellas que aora 
(sic) son y después fueren, para que los puedan gozar libre - 
mente..." Incluso los montes situados en terrenos particule - 
res que previamente hubieren sito titulados por la Corona, tu 
vieron también este carâcter; al efecto, la Ley VII del Tîtu­
lo y Libro citados estableciô que "los montes, pastos, (118) 
y aguas ... contenidas en las mercedes que estuvieren hechas, 
e hiziéramos (sic) de Sehorîos en las Indias, deven (sic) ser 
comunes a los Espaholes e Indios y asî mandamos a los Virreyes 
y Audiencias que lo hagan guardar y cumplir"; otra ley esta- 
blecîa por el mismo estilo que "los indios puedan libremente ■ 
cortar madera de los montes para su aprovechamiento" (Ley XIV 
Tîtulo y Libro citados), lo mismo puede afirmarse, por razo­
nes obvias, de los pobladores espaholes.
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b) Excepciones a ese principio general
Si el principio general fue el que hemos senalado, 
existieron excepciones en razôn del interés pûblico, ya fuere 
representado por el interés de la Corona o de los pueblos.
La Ley XIII del Titulo y Libro que hemos venido citan 
do, estableciô, por ejemplo, la prohibiciôn de cortes de made 
ra de caoba, cedro y roble "si no fuere para cosas de nuestro 
servicio o fébrica de navios" y si bien esta disposiciôn se - 
refiere particularmente a los cortes "para los navios que se 
fabriquen en la Isla de la Habana" la prohibiciôn debe enten- 
derse en sentido general, desde luego que el mismo interés e£ 
tuvo vigente no sôlo en América, sino que, incluso en la Pe - 
ninsula; Garcia de Enterrîa ha expuesto en este sentido, por 
ejemplo, cômo a lo largo de la Edad Moderna se "justifies la 
propiedad de los bosques pensando en la polltica de construe- 
ciones navales del Estado... que exigia contar con grandes 
disponibilidades de maderas" .(L19) Repârese, por otra parte, - 
que en el texto transcrito la prohibiciôn se generalize, cuan 
do las maderas fueren necesarias "para cosas de nuestro serv£ 
zio". C120)
En relaciôn con el otro supuesto - interés pûblico lo 
cal - la Ley XV, siempre del mismo titulo y Libro, estableciô 
también una prohibiciôn de cortes de madera en las proxinida- 
des de La Habana para no dahar las fuentes de distribuciôn de 
agua de la ciudad, bajo "pena de pérdida de la madera y nés - 
de cien ducados". (121) Se expone acé el mismo casuismo de la 
ley que comentamos en el pârrafo precedente, caracteristica 
sehalada de la legislaciôn colonial, pero en lineas générales 
entendemos que por muy casuista que sea una legislaciôn,siem­
pre ha de responder a determinados intereses y el interés pû­
blico en el aspecto senalado, consideramos que fue evidente - 
en todas las colonias.
En resumen, recapitulando conceptos, podemos concluir
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afirmando que como principio general, los bosques tuvieron - 
en América un régimen de aprovechamiento comunal, no obstan­
te su caracter regaliano, diferencia sensible en relaciôn - 
con el régimen de tierras que hemos estudiado. S in embargo, 
cuando el interés pûblico fue manifiesto, el titulo de dis - 
frute comunal quedô en suspense. En la ûltima etapa del régi 
men colonial, como se analizarâ de inmediato, se ordenô, en 
cambio, la enajenaciôn de los bosques con pocos resultados - 
précticos.
Es importante destacar por ûltimo, que en América 
a diferencia de la Peninsula - el titulo de disfrute comunal 
sobre los bosques no hizo atribuciôn de su titularidad a los 
vecinos que los aprovechaban;(122) en otras palabras, no se 
produjo la situaciôn que Nieto ha senalado; segûn su tesis - 
recordemos - en Espaha "la forma de los aprovechamientos - 
atrae y absorve la titularidad dominical" (123), a pesar de 
las frecuentes fricciones que con ese motivo se produjeron - 
entre la Corona y los Concejos. (124)
VII-LOS BALDIOS 0 REALENGOS EN EL PRIMER CUARTO DEL SIGIO - 
XIX. EL DECRETO DE LAS CORTES DE CADIZ DE 4 DE ENERO DE 
1813.
En el primer cuarto del siglo XIX, precisamente en - 
plena época de agitaciôn politico-social en las Colonias que 
daria como resultado su independencia, se produce un cambio 
en el sentido de la politica de le Monarquia sobre las tie­
rras baldias o realengas como consecuencia de los principios 
libérales que se instauran a raiz de la Constituciôn promul- 
gada en Cédiz el 19 de Marzo de 1812.
El 4 de Enero de 1813, las Cortes Générales y Extra - 
ordinarias reunidas en esta ciudad, promulgaron el Decreto - 
nûm. 214 (125) por el cual se mandaba que "todos los terre - 
nos baldios o realengos y de propios y arbitrios, con arbola 
do o sin él, asi en la Peninsula o islas adyacentes como en
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las provincias de Ultramar, excepte los ejidos necesarios a 
los pueblos, se reducirân a propiedad particular ..." (art. 
1); para su enajenaciôn se preferirla a los vecinos de los - 
pueblos en cuyo término se encontraren los terrenos, estable 
ciéndose la prohibiciôn de traspasarlos a cualguier titulo a 
"manos muertas" (arts. 2 y 3); la mitad de los baldios, espe 
cialmente los de la Peninsula, se reservaban, sin embargo, - 
como hipoteca para el pago de la deuda nacional (art.6); se 
disponia también que de las tierras restantes de baldios o - 
realengos o de las labrantias de propios y arbitrios, se da­
ria gratuitamente una "suerte" a militares de distinta gra - 
duaciôn (art. 9) gracia llamada "premio patriôtico" que se - 
limitaba a los que hubieran servido en la guerra de la Inde­
pendencia espahola "o en la pacificaciôn de las actuales tur 
bulencias en algunas provincias de Ultramar..»" (art. 12), - 
referencia clara a los movimientos independentistas que ya - 
se producian en Amperica.
Este Decreto, que fue aÜDolido, no obstante, por Fer­
nando VII en 1814 con toda la obra de las Cortes anteriores, 
- aûn cuando en 1818 el mismo monarca ordenô por la Real Cé­
dula la venta de los baldios o realengos del Reino (126) - - 
es de corte netamente liberal y vislumbra la futura legisla­
ciôn desamortizadora de la Peninsula, (127) influyendo tam - 
bién de manera notable, en la legislaciôn posterior sobre 
tierras de los Estados Americanos, extremo que se estudiaré 
oportunaunente.
VIII - RECAPITULACION
En las pâginas anteriores hemos expuesto una serie - 
de principios que orientaron el régimen juridico de la tie - 
rra, en la época colonial. Aûn cuando han sido reiterados a 
lo largo del trabajo, considérâmes conveniente resumirlos en 
este momento para resaltar su importancia a la vista del ob- 
jeto perseguido: senalar su vigencia en el Derecho posterior 
del Estado independiente.
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Destaca en primer lugar la consideraciôn de los bal­
dîos o realengos como bienes del Patrimonio de la Corona ad- 
quiridos por conquista; con los bosques - entendidos estos - 
como tierras forestales - serân en conjunto una de sus rega­
lias. Como consecuencia de este principio la propiedad, tan­
to de particulares como de los pueblos, ha. de tener su ori - 
gem necesariamente en un acto emanado de la Corona o en su - 
nombre.
La disposiciôn sobre estas tierras responds en prin­
cipio a un interés polltico-econômico de la Monarquia: po 
blar y cultiver, como forma de asentar grupos de colonizado- 
res en los nuevos territorios; la tierra se convierte en un 
incentive, un medio de fomento para la actividad conquistado 
ra y colonizadora.
En un momento posterior, a partir de 1591 concrete - 
mente, la polltica de la Corona cambia; estabilizadas las co 
lonias, la tierra se convierte en fuente de rentas para la - 
Real Hacienda; la polltica de cesiôn gratulta anterior, se - 
abandons y se impone la enajenaciôn a titulo oneroso; el in­
terés fiscal es manifiesto en este momento, la usurpaciôn de 
tierras realengas no esté permitida, se exige un titulo que 
emane de la Corona para legalizar la propiedad y si no exis­
te, el poseedor ha de entrer en "composiciôn” con la Real Ha 
cienda, es decir, abonar su precio para accéder al titulo; - 
caso contrario, las tierras usurpadas deben ser recuperadas 
para que la Monarquia pueda disponer libremente de ellas.
La prescripciôn extraordinaria - posesiôn continuada 
durante cuarenta anos " o tanto tiempo que se pueda tener 
por largo" asociada al necesario cultivo - se consideraré co 
mo titulo de adquisiciôn de la propiedad sobre baldios, aun­
que de manera excepcional, por eso se impone la condiciôn de 
cultivo; la prescripciôn se reconoce asl, como una concesiôn 
a los cultivadores, reflejo del interés polltico-econômico - 
antes mencionado. Esta situaciôn persistiré hasta 1700; a
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partir de ese ano el criterio cambia, la prescripciôn deja - 
de ser tîtulo de adquisiciôn contra la Corona, aunque en la 
doctrina se presentan dudas al respecto, sobre todo por la - 
interpretaciôn influîda por criterios privatistas de aigu - 
nos funcionarios coloniales, aûn en contra de la propia polî 
tica colonial marcadamente intervencionista.
En sîntesis, la propiedad sobre los realengos corres 
ponde por derecho de conquista a la Monarquîa; sôlo de ésta 
pueden emanar tîtulos que reconozcan la propiedad a particu­
lares y comunidades; las tierras que previamente no hubieren 
sido tituladas, se considerarân siempre como bienes de la Co 
rona y podrân ser recuperadas en cualquier momento cuando e£ 
tuvieren indebidamente ocupadas por particulares, de allî 
que sean frecuentes las disposiciones que exijan a los posee 
dores la exhibiciôn de sus tîtulos y la remedia de los mis - 
mos.
Los bosque, por el contrario, en cuanto tierras eu - 
biertas por ârboles aprovechables, tendrân un régimen de di£ 
frute comunal, que se extiende incluso a los que se encontre 
ren en tierras tituladas a favor de particulares. Sin embar­
go, cuando el interés pûblico, representado por el interés - 
de la Corona o de los pueblos, fue manifiesto, se establecie 
ron limitaciones a esos aprovechamientos en favor de ese in­
terés pûblico. Este tîtulo de disfrute comunal no hizo, por 
el contrario, atribuciôn de su titularidad exclusiva a los - 
pueblos, como sucediô en Espaha a juzgar por la opiniôn de - 
la doctrina mâs autorizada que ha estudiado detenidamente el 
tema (Nieto).
En la ûltima etapa del régimen colonial se establece 
râ una polltica liberal de cesiôn amplia de la propiedad so­
bre tierras y bosques; no obstante los pocos efectos prâcti- 
cos de la misma, su influencia en la legislaciôn posterior - 
de los nuevos Estados serâ notable, aûn cuando como se ha - 
destacado en la Introducciôn de este trabajo, en el caso con 
creto de Honduras, el libéralisme no se consolidarâ plenamen
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te. (128)
Toda la polltica colonial y por lo mismo, el régi - 
men juridico sobre tierras y bosques, estuvo, en resumen, - 
marcado por un fuerte interveneionismo estatal, en el que - 
los intereses de la Monarquia siempre fueron évidentes; de 
alll que se haya afirmado con certeza que la propiedad pri- 
vada entendjSa al modo romano, no se configura nltidamente - 
en Hispanoamérica sino hasta la promulgaciôn de los Côdigos 
Civiles libérales del siglo XIX.(129) Y es que, como ha ob- 
servado el administrativista colombiano Vidal Perdomo, a di 
ferencia de los palses europeos en los que la colonizaciôn 
de la mayor parte de sus territorios se produjo antes de la 
configuraciôn de la nociôn misma del Estado, en América,por 
el contrario, la colonizaciôn fue inducida por unos Estados 
ya configurados - en los inicios de la nociôn del Estado mo 
derno precisamente - y luego, la propiedad privada es poste 
rior y proviene de la propiedad originaria del Estado. (130)
Con ello hemos senalado - repetimos - principios 
que todavla hoy siguen siendo operatives en el régimen jurl 
dico de las tierras pûblicas en el Derecho hondureno, que - 
serân de importancia especial al momento de establecer su - 
calificaciôn jurldica.
En los capitules siguientes - finalmente - analiza- 
remos en concrete la configuraciôn de las tierras y bosques 
pûblicos en el Derecho del Estado actual, lo que supondrâ , 
como veremos, un estudio paralelo del intervencionismo esta 
tal en la propiedad de particulares.
(1) véanse como referencias, por ejemplo, en el Derecho m£ 
xicano donde el problema de la tierra derivado de la - 
Colonia, ha tenido especial importancia histôrica, F r a  
ga, G. "Derecho Administrativo", pâg. 372, Porrûa, Me­
xico, 1969; Serra Rojas, Andrés, "Derecho Administrât! 
vo", pâg. 176, Porrûa, Mexico, 19; Mendieta y Nunez, -
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Lucîo, "El Problema Agrario en Mexico", pâgs. 19 y sig. 
Porrûa, Mexico, 1959; Caso Antonio, "Derecho Agrario" 
pâg.38, Porrûa, Mexico, 1950. También en el Derecho co - 
lombiano Vidal Perdomo, J. "Derecho Administrativo,pâg . 
5Q1 , U. de los Andes, Bogotâ, 1gi75; en el Derecho uru - 
guayo, Sayagues Laso, E. "Tratado de Derecho Administra­
tivo", ir pâg. 310. Montevideo, 1959; en el derecho cos- 
tarricense Salas Marrero, Oscar - Barahona Israel, Rodr£ 
go, "Derecho Agrario", pâgs. 230, Publicaciones de la U. 
de C.R., San José, 1973.
(2) En este sentido Vidal Perdomo sehala que "... es ûtil ad 
vertir que en America la propiedad privada es posterior 
y proviene de la propiedad del Estado. En efecto, la con 
quista signified el ingreso al patrimonio de las Coronas 
colonizadoras, de los vastos territorios del Continente.. 
En los palses europeos, por el contrario, la colonisa 
ciôn de la mayor parte de su territorio se produjo antes 
que la nociôn de Estado se hubiere conformado con perfi- 
les nltidos...", "Derecho ..." @p.cit.pâgs.503-4.
(3) "Manual de la Historia del Derecho Espanol" 1, pâg.327 , 
Tecnos, Madrid, 1980.
(4) Sobre el significado similar de los terminos "bosques",
"montes" y "forestal", vease Guaita, Aurelio, "Regimen Ju
rldico-Administrativo de los Montes" pâgs. 15-17, Porto 
y Cia., Santiago de Compostela, 1956. Infra notas 1 y 2, 
capltulo III.
(5) Vease Manzano Manzano, Juan, "La incorporaciôn de las lii 
dias a la Corona de Castilla", pâginas 313 y sigs., Edic. 
Cultura Hispânica, Madrid, 1948; Garcia Gallo, Alonso, - 
"Estudios de Historia del Derecho Indiano", pâgs. 427 y 
sigs., Inst.Nac.de Estudios Jurldicos, Madrid, 1972; Za­
vala, Silvio A . , "Las Instituciones Jurldicas en la Con­
quista de America", pâgs. 15 y sigs. Porrûa, Mexico,1971
Levene, Ricardo, "Introducciôn a la Historia del Derecho
Indiano", pâgs. 53 y sigs. Valerio Abeledo-Editor,1974.
(6) Utilizaremos la ediciôn de Cultura Hispânica, Madrid, 
1972, ediciôn en fascimil de la de Juliân Paredes de
1681 .
(7) Sobre los antecedentes, orlgen y alcances de esta ley, -
vease Manzano Manzano, "La incorporaciôn..." op.cit.pâgs
299-308 .
(8) En torno al tema se ha producido una interesante polemi- 
ca en la doctrina; mientras Garcia Gallo entiende que 
las Indias fueron concedidas por Alejandro VI a Fernando 
e Isabel en tanto que Reyes de Castilla, "los dos prlnc£ 
pes, como reyes de Castilla - no era de Aragôn - recibi£ 
ron las Indias por las bulas de Alejandro VI", afirma, - 
"Estudios ..." op. cit. pâg. 474 y sigs.; Manzano Manza­
no entiende que fueron concedidas pero a mitad y a titu­
lo personal, como reyes de Castilla y Aragôn, respectiva 
mente y sôlo a partir de su muerte "... las Indias, an -
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te bienes patrimoniales de los reyes de Castilla y Ara­
gon, se transforman en su totalidad, en bienes patrimo­
niales de los reinos de Castilla y Léon", vease la ad - 
quisicion de las Indias por los Reyes Catolicos y su lii 
corporaciôn a los Reinos Castellanos", pâgs. 80 y sigs. 
y 149 AHDE, Tomos XXI-XXII, Madrid, 1951-52, también en 
"La Incorporaciôn ..." op. cit. pâg. 313 y sigs.
(9) El texto de la bula puede verse en Solôrzano y Pereyra, 
J. "Politica Indiana", II, pâgs. 102-05 ediciôn de Com- 
panîa Iberoamericana de Publicaciones, Madrid, 1930.
(10) Solôrzano y Pereyra menciona como antecedentes de esas 
bulas, la de Adriano VI que concediô a Enrico II de In- 
glaterra y a sus sucesores el reino de Ibernia (Irlanda) 
con cargo de convertirlo a la fe y la de Martino V de - 
1420, por la que hizo donaciôn a los reyes de Portugal 
de las tierras de Africa y de la India Oriental,"dândo- 
selas en pleno y perfecto dominio con el mismo cargo de 
conversiôn y porque no cesare su celo y ardor en seme - 
jantes descubrimientos", Ibidem, I, pâg. 102. Zavala r£ 
fiere que los descubrimiento de Colôn provocaron el ce­
lo de la Corona portuguesa, razôn por la cual, los Re - 
yes Catôlicos gestionaron en Roma la emisiôn de las bu­
las citadas para respaldar el titulo romanista de la 
ocupaciôn. Vease "Las Instituciones ..." op. cit. pâg.
30 y sigs., en igual sentido Manzano Manzano, "La Inco£ 
poraciôn,,," op. cit. pâgs. 320-21 ; Garcia Gallo, "Estii 
dios..." op. cit. pâgs. 478-79. La Ley I, Titulo IX, 
Partida 2 déclara, finalmente, que una de las cuatro m£ 
neras de adquirir el senorio de una tierra por el Rey - 
es "el otorgamiento del Papa", vease Tomas y Valiente , 
"Manual ..." I, op.cit. pâg. 329.
(11) Vease Zavala, "Instituciones ..." op. cit. pâ g . 19-21.
(12) Como advierte Zavala en su documentado estudio, en el - 
primer caso se afirmaron exclusivamente los valores del 
invasor y se negaron los derechos de los invadidos, por 
los cuales se tuvo poco o ningün respeto; en el segundo, 
por el contrario, se afirmô la calidad humana del indio 
y sus derechos, a pesar de su condiciôn de gentiles. 
Ibidem, pâg. 16.
(13) Vease Ybot Leôn, A., "La Iglesia y los Eclesiâsticos E£ 
panoles en la Empresa de Indias", en "Historia de Ameri 
ca" dirigida por Antonio Ballesteros y Beretta, pâg.150, 
Madrid, 19.
(14) Vease Zavala, "Las Instituciones...", op.cit. pâg. 15 ; 
Tomâs y Valiente, "Manual ..." 1, pâg. 335.
(15) El texto del Requerimiento que se cita en Zavala, Ibi - 
dem, pâg. 215 y sigs. Palacios Rubio justified siguien­
do la misma tesis la conquista de Navarra, basândose en 
la excomuniôn y destronamiento de su rey por el Papa, - 
vease Ybot-Leôn, "La Iglesia ..." o p .c i t .p â g .134.
(16) Al respecto dice qtre "los infieles e idolâtras cuyas - 
obras son en pecado, aunque mirando el derecho de las -
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gentes, pudiesen adquirir y tenar tierras y senorîos, es­
tos cesaron y se traspasaron a los fieles que se los pu - 
diesen quitar, despues de la venida de Christo (sic) al - 
mundo, de que fue constituldo absolute monarca y cuyo im- 
perio, juntamente con su sacerdocio, comunico a San Pedro 
y a los demas Pontifices que en su câtedra sucesiesen" de 
manera que siendo los indios infieles e idolâtras se les 
podîa "hacer guerra y ser legîtimamente privados y despo- 
jados de las tierras que poseîan, tomândolas en sî y para 
sî en dominio y gobernacion superior los Principes caste- 
llanos qüë las conquistasen, principalmente teniendo para 
ello licencia del Romano Pontîfice, cuya universal juris- 
dicciôn sobre los mortales se extiende también a los rey- 
nos de los infieles", "Politica ..." 11, op. cit. pâg.97- 
98.
(17) Infra nota 22. Sobre la posicion de Solôrzano y Pereyra - 
en torno al tema vease Manzano Manzano, "La incorporaciôn 
..." op. cit. pâg. 279 y sigs.
(18) Vease la tesis del escoces John Mair en Ybot-Leôn. "La 
Iglesia ..." op. cit. pâg. 135; también en Zavala, "Las - 
Instituciones ..." op. cit. pâg. 17.
(19) Bartolomé de las Casas, "Tratado Comprobatorio" citado 
por Zavala, op. cit. pâg. 22.
(20) Ibidem.
(21) Esta fue también la tesis defendida, entre otros, por 
Francisco de Vitoria, un resumen de la misma en Ybot-Leôn 
"La Iglesia ..." op. cit. pâg. 147; vease también Garcia 
Gallo, ""Estudios..." op. cit. pâgs. 403 y sigs.
(22) Al respecto afirma que "Y aûn quando las Bulas Apostôli - 
cas huvieren (sic) dicho, que solo les daba la Protec 
ciôn, eso an los reyes significa e incluye jurisdicciôn y 
no pudiendo excederla por si mismos los Romanos Pontifi - 
ces entre estos infieles ... a ninguno de los Principes - 
Cristianos ... se pudo concéder, y cometer con mâs justas 
causas de razôn y conveniencia cristiana y politica que a 
los Reyes Catôlicos de Espana... y aunque no ignoro, que 
hay muchos de los hereges que impugnan esto, por decir 
que la predicaciôn y conversiôn de los gentiles debe ser 
libre a todas las Naciones, como también la facultad de - 
comerciar unas con otras ... todas tienen fâcil respuesta, 
con advertir, que el Sumo Pontifice, que es el principal 
movil o motor de estas materias de conversiones, puede S£ 
nalar y decidir entre los Principes Christianos los term£ 
nos de ellas en sus comercios y navegaciones, con expresa 
prohibiciôn de que los unos no entren ni se mezclen en 
los de los otros, como lo huvo (sic) en la concesiôn,siem 
pre que al bien universal de la Iglesia ... juzgare ser - 
conveniente",, "Politica ... " I, op.cit.pâgs. 113-114.
(23) "Las Instituciones..." op. cit. pâgs. 27-28.
(24) Vease también Manzano Manzano, "La Incorporaciôn ..." op. 
cit. pâg. 286 y sigs.; también Levene, "Introducciôn ..." 
op. cit. pâgs. 53-54.
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(25) A fines del siglo XV y comienzos del XVI, Espaha era uno 
de los paises mas poderosos del mundo y su poderîa se vio 
incrementado con los nuevos territorios adquiridos provo- 
cando el celo de sus rivales europeos, primero Portugal y 
luego Inglaterra, Holanda y Francia, quienes pretendieron 
disputarle sy dominacion sobre las Indias. Solôrzano y P£ 
reyra al estudiar los tîtulos que hemos comentado afirma 
que lo hace "no poque sea necesario andar inquiriendo y - 
calificando la Justicia de los Reynos, ya de antiguo adqui 
ridos y entablados... sino para satisfacer a tantos here­
ges y escritores mal afectos a nuestra Naciôn, que como - 
en el punto que dexo dicho C@1 Descubrimiento) asî tambieh 
en este nos ladran y muerden, y mezclando segûn lo costum 
bran , muchos supuestos falsos a su modo, con algunos que 
pueden parecer verdaderos, se llevan tras sî el aplauso - 
del vulgo ignorante y acreditan su nombre con ofensa del 
nuestro, y lo que es peor esparcen estos tratados para 
dar mâs calor a las injustas invasiones con que infestan 
lo que ocupamos", "Politica ..." op. cit. pâgs. 87-88. C£ 
mo afirma Zavala "Como la donaciôn papal venia a ser el - 
simbolo cômodo de la extensiôn espahola en America, sobre 
alla recayeron las criticas de los extranjeros rivales, y 
fue también el apoyo de los tratadistas espaholes", "Las 
Instituciones ..." op. cit. pâg. 38.
(26) Durante la primera etapa de la conquista y colonizaciôn - 
la Corona cediô con mucha liberalidad tierras e indios a 
los colonos, la Ley 1, Titulo XII, Libro IV, RLI, basada 
en una Real Cedula de 18 de Junio de 1513 autorizaba, por 
ejemplo, a los gobernadores a repartir tierras y solares 
a los nuevos pobladores. Posteriormente la politica cam - 
biô, la Ley III, Titulo I, Libro IV, RLI, basada en una - 
Real Cedula la dictada por Felipe II, disponia que "ningu 
na persona haga por su propia autoridad nuevo descubrimien 
to, poblaciôn o rancheria, sin licencia real, so pena de 
muerte y perdida de los bienes ilegalmente adquiridos".
(27) "Politica ..." I pâg. 91, la ûltima parte de la cita con­
firma el alegato de los derechos de la Corona contra las 
posibles usurpaciones de sus sûbditos.
(28) Ediciôn en fascimil de la ediciôn de Andrea de Portona 
rris, fol.159, Salamanca, 1955.
(29) "Tratado de los Derechos y Regalias que corresponden al - 
Real Patrimonio en el Reyno de Valencia", pâgs.1, 229-30, 
Valencia, 1784.
(30) En lo conducente al texto es el siguiente "Por justas eau 
sas y consideraciones conviens que en todas las capitula- 
ciones que se hizieren (sic) para nuevos descubrimientos, 
se escuse (sic) esta palabra conquista y en su lugar se - 
use de las de pacificaciôn y poblaciôn ..."
(3î) Recuerdese la Ley I, Titulo I, Libro III, RLI que luego - 
de referirse a los tîtulos de dominaciôn dice "... comos 
Sehor de las Indias Occidentales, Islas y Tierra Firme.,, 
y estân incorporadas en nuestra Real Corona de Castilla"; 
de igual manera la Ley XIV, Titulo XII, Libro IV, RLI; -
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afirma también que "por haber Nos sucedido enteramente en 
el Senorio de las Indias y pertenecer a nuestro patrimo - 
nio y Corona real los valdios (sic) y suelos y tierras..."
(32) En este sentido, Martinez Pelaez, Severo, "La patria del 
Criollo", pâg. 144, Editorial üniversitaria Centroamerica 
na, San José, C'R. 1975.
(33) Supra nota 8 .
(34) Vease Ots Capdequi, J.M. "El Regimen de la Tierra en la - 
America Espanola durante el periodo Colonial, pâg. 10, 
Universidad de Santo Domingo, Rep. Dominicana, St. Domin­
go, 1946.
(35) Vease Ots. Capdequi, "Estudio de Historia del Derecho Es­
panol en las Indias" pâg. 51, Editorial Minerva, Bogotâ, 
1940. En el Derecho historico peninsular, Dominguez Guilar 
te ha establecido que "Por derecho de guerra, el Rey ad - 
quiere las tierras yermas conquistadas ... El Rey juridi- 
camente era el nuevo dueho por titulo originario, el senor 
de Derecho en nombre del Estado", "Notas sobre la Adquis£ 
ciôn de Tierras y Frutos en nuestro Derecho Medieval",p â g . 
288-80, AHDE, Tomo X, Madrid, 1933. En el Derecho francês 
los inmuebles adquiridos por conquista, formaban parte 
del dominio del soberano segûn Domat (citado por Garrido 
Falla, "Tratado de Derecho Administrativo" II, pâg. 464, 
I.E.P. Madrid, 1977. Como antecedente lejano interesa de£ 
tacar la figura del "ager publicus" romano, o sean las 
tierras conquistadas cuya titularidad pasada al Estado 
("populos") y sobre las cuales los particulares no podian 
adquirir la propiedad, solamente la posesiôn, pagando el 
"tributum" o el "stipendium" segûn se tratara de una pro- 
vincia del Emperador o del Pueblo, hasta Diocleciano. Ve£ 
se Petit E. "Derecho Romano" pâgs.334-35, Edit.Nacional 
Mexico. 1966; Declareuil, J. "Roma y la Organizaciôn del 
Derecho", pâgs. 124-25, UTHEA, Mâxico, 19
(36) "Politica ..." III op. cit. pâgs. 37-38.
(37) Ibidem.
(38) "Bienes Comunales" pâg. 145. Edit.Revista de Derecho Pri­
vado, Madrid, 1964; si bien Nieto concluye negando la ti­
tularidad de la Corona (Estado) sobre estos bienes, en un 
momento posterior cuando sobre los mismos se han estable­
cido aprovechamientos comunales, que al final los monar - 
cas tienen que respetar. Ibidem, pags. 145-71, sobre este 
extremo, se volverâ oportunamente en el texto.
(39) "Notas ..." op. cit. pâgs. 288-89. Supra nota 35.
(40) Ibidem, pâg. 287.
(41) "Tratado ..." op. cit. pâgs. 207-208 y 229-30.
(42) En lo fundamental seguiremos la definiciôn dada por el 
"Diccionario de Historia de Espaha" pâgs. 419-20, Edicio- 
nes Revista de Occidente, Madrid, 1969.
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(43) Vease Garcia de Enterria, E . "Apuntes de Derecho Admini£ 
trativo" 2*1, pâg. 10, Curso 77-78, Madrid 1977; Villar - 
Palasi, J.L. "Derecho Administrativo" II, pâgs. 23-24 Cln 
troducciôn al Dominio Pûblico) Unidad Didâctica I, U N E D , 
Madrid, 1977; Garcia Trevijano-Fos, J.A. "Tratado de Dere 
cho Administrativo" I, pâg. 15, Edit. Revis, de D. Priva­
do, Madrid, 1974; Ots Capdequi, "El Regimen ..." op.cit. 
pâg. 2 0 .
(44) Vease "Regalias en Indias", "Diccionario de Historia de - 
Espaha", op. cit. pâg. 420. En sentido general, Garcia de 
Enterria dice que las regalias "se hacen insusceptibles 
de dominio privado","Apuntes ..." op. cit. pâg. 9.
(45) Si bien no hay unanimidad en la doctrina sobre este aspe£ 
to, vease Clavero Arevalo, M.F., "La Inalienabilidad del 
Dominio Pûblico", pâg.20 RAP, N* 25, 1958; también Lôpez 
Rodô, L. "El Patrimonio Nacional" pâgs. 54-55, Cons. Sup. 
de Invest.Cient. Madrid, 1954, no obstante, este ûltimo 
concluye afirmando el carâcter patrimonial de los reinos 
de la epoca (Ibidem).
(46) Manzano Manzano comentando la glosa de Gregorio Lopez a - 
la Ley I, Titulo XVII, Partida 2, ha explicado sin embar­
go, cômo en Castilla se distinguieron perfectamente los - 
bienes de la Corona de los patrimoniales del Principe,
"La Adquisiciôn ..." op. cit. pâg. 19 y sigs. Infra nota
55.
(47) Vease Ots. Capdequi, "El regimen ..." op. cit. pâg. 20-21
Manzano Manzano. "La Adquisiciôn ..." op. cit. pâg.21. In
fra pâg. 14.
(48) Sobre este extremo Ots Capdequi dice lo siguiente: "... -
cuando se produce en la segunda mitad del siglo XII y pr£
mera mitad del siglo XIII la recepciôn del Derecho romano 
justinianeo, en Espaha ... signified establecer princi 
pios juridicos claros de separaciôn entre el orden pûbli­
co y el orden privado ... Y esto repercute en lo que se - 
refiere a estas tierras de realengo, no de una manera in- 
mediata pero si a traves de un proceso lento de élabora - 
ciôn por parte de los juristes. Se llega a former un con- 
cepto juridico distinto del realengo; este sigue siendo - 
bien del rey, patrimonio suyo, pero no ya del rey como - 
sehor, sino patrimonio de la Corona, de la Monarquia, del 
rey como Jefe de Estado. No puede hablarse todavia porque 
este es un concepto moderno de bienes nacionales, pero de 
hecho ya en esa Baja Edad Media, esas tierras de realengo 
fueron verdaderos bienes nacionales ... Se habla aqui tam 
bien de realengos y de regalias - continûa - pero esos 
realengos y esas regalias son en el ânimo de los juristes 
formados en las doctrines del Drecho Romano ... bienes de 
la Corona, de la Monarquia, del Estado, no bienes particu 
lares del rey", este es el concepto que se recibirâ en - 
America, "El Regimen ..." op. cit. pâg. 21.
(49) Recuerdese en este sentido la Ley XIV, Titulo XII, Libro
IV, RLI, que dispuso que "por haber Nos sucedido enteramejn
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te en el Senorio de las Indias, y pertenecer a nuestro pa 
trimonio y Corona Real los valdios (sic) y suelos y tie - 
rras ..."
(50) "El Régimen ... " op. cit. pag. 27
(5 1) Para un cuadro de las otras regalias de la Corona en Amé­
rica, véase voz "Regalias en Indias","Diccionario..." op. 
cit. pâg. 420-21 ; un resumen también en Ots Capdequi, IbjL 
dem, pâgs. 22-27.
(52) Ese doble interés ha sido observado también por Dominguez 
Guilarte en la politica de presuras o escalios medievales 
en la Peninsula, Véase "Notas ..." op. cit. pâg.290.
(53) Infra, pâgs. 21-22.
(54) Escriche J. define a los baldios como los terrenos que 
"no siendo de dominio particular, ni se cultivan, ni es - 
tân adehesados", "Diccionario Razonado de Legislaciôn y - 
Jurisprudencia" , pâg. 341, Paris, 1838,Para Colmeiro, M.
son "los terrenos ociosos que el Estado conserva en su do
minio y cuyas producciones consisten en los frutos espon- 
tâneos del suelo, o sea los terrenos que no correspondiez 
do al dominio privado, pertenecen al dominio pûblico para 
su comûn disfrute o aprovechamiento y no estân destinados 
a labor ni adehesados", "Derecho Administrativo Espanol", 
II, pâg. 112, Madrid, 1876.
(55) "Diccionario ...", op. cit. pâg. 373. Sobre el tema véase 
también Manzano Manzano, "La Adquisiciôn ...", op. cit. 
pâgs. 20-23.
(56) Supra nota 4& .
(57) "Diccionario ..." op. cit. pâg. 373.
(58) Nieto A. "Bienes ...." op. cit. pâgs. 136 y 144-50; véase
en especial la referencia a las leyes 1 y 2 del Tîtulo 23,
Libro 7 de la Novpisima Recopilaciôn, basadas en disposi­
ciones tomadas en las Cortes de Madrid de 1580 y en las - 
de 1539, por Felipe III en Segovia en 1609 y Felipe IV en 
1632, por las que la Monarquîa se compromete a no vender 
ni remedir tierras pûblicas y baldîas (Ibidem, pâg. 147). 
Como opiniôn contraria, puede interpretarse la de Garrido 
Falla, quien ha distinguido los bienes comunales de los - 
baldîos "puesto que aquellos tienen dueho y estos n o " . 
Véase "Sobre los bienes comunales", pâg. 678 REVL, n* 125, 
1962.
(59)"La Inalienabilidad ..." op. cit' pâg. 24. Sobre la Ley- - 
Facto de Valladolid de 1442 y sus implicaciones, véase ad£ 
mâs de Clavero Arévalo (Ibidem, pâg. 22-24), Manzano Man­
zano, "La Adquisiciôn ..." op. cit. pâgs. 36-38) quien r£ 
produce el texto en pâgs. 158-64 (Ibidem); Garcîa de Ent£ 
rrîa, E. "El Dogma de la Reversiôn de Concesiones" en Dos 
Estudios sobre la Usucapiôn en Derecho Administrativo", - 
pâgs. 48-54, Tecnos, Madrid, 1974; Lôpez Rodô, L. "El Pa­
trimonio ..." op. cit. pâgs. 76079. (Garcîa de Enterrîa, 
sin embargo, aborda èl principio de inalienabilidad en el 
texto citadodesde otro ângulo y ûnicamente por cita se rje
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mite a trabajos que se concratan en la Ley-Pacto referi- 
da. Ibidem, pâg. 51).
(60) "La Adquisiciôn ..." op. cit' pâgs. 37-38.
(61) "La inalienabilidad ..." op. cit. pâg. 26-28.
(62) Repârese en ese sentido que la Ley I, Tîtulo 23, Libro 7, 
de la Novîsima Recopilaciôn por la que se dispone" que - 
no se envîen jueces a vender ni remedir tierras pûblicas 
y baldîas ..." estâ basada en lo acordado por Felipe ii 
en las Cortes de 1586 y de 1593 (supra nota 58); en cam­
bio, en el mismo perîodo se disponîa lo contrario para - 
America; la Ley XIV, Tîtulo XII, Libro IV antes citada y 
que se comentarâ en el texto Cinfra p â g .21 ) dispuso que 
las tierras no amparadas en tîtulos legîtimos se restitu 
yeran a la Corona para disponer de ellas y estâ basada 
en Reales Cedulas despachadas por el mismo monarca Feli­
pe II, el 20 de Noviembre de 1578, el 8 de Marzo de 1589 
y el 1 de Noviembre de 1591 (folio 103 vuelto, ediciôn 
RLI citada).
(63) Ibidem. Si bien como ha expuesto Nieto en su pormenoriz£ 
do estudio, siempre existieron tensiones entre la reite- 
rada pretensiôn de la Monarquîa sobre la propiedad de 
los baldîos y la oposiciôn de los pueblos o concejos a - 
su enajenaciôn, reiterando su propiedad comunal en fun - 
ciôn de los aprovechamientos, hasta concluir con la le - 
gislaciôn desamortizadora del siglo XIX. Asî, ademâs de 
las Leyes citadas anteriormente (Supra nota 59), median- 
te Decreto de 28 de septiembre de 1737, Felipe V ordena 
la venta de los baldîos "considerândoselos de su propie­
dad" por razones fiscales, los pueblos se oponîan y Fer­
nando VI en 1747 pone término por de pronto a dicha pol£ 
tica. Carlos III y Carlos IV reafirman posteriormente la 
tesis de su propiedad y ordenan su enajenaciôn "con esca 
SOS resultados" en 1767, 1768 y 1770. Por ûltimo, en las
Cortes de Câdiz, en 1812 - extremo que particularmente - 
nos interesa por sus repercusiones en America - "se con- 
sagra legislativamente de una manera definitiva la liqu£ 
daciôn de los bienes comunales", polîtica que es confir- 
mada por Fernando VII en 1818 hasta concluir con la le - 
gislaciôn desamortizadora del siglo XIX. Esa tension que 
apuntamos se traduce en reiteradas decisiones de venta - 
y también en reiteradas promesas de no volver a disponer 
de esos bienes por parte de la Monarquîa; vease "Bienes 
..." op. cit. pâgs. 159-74 y 842-70. Vease también Escri 
che, "Diccionario ..." op. cit. voz "Baldîos", pâgs.341- 
43; Colmeiro, "Derecho Administrativo... II op. cit. pâg. 
112 y sigs. En igual sentido, Ballarîn Marcial, A. "Der£ 
cho Agrario" pâgs. 27 y sigs. Edit. Revista de D. Priv. 
Madrid, Madrid, 1978.
(64) "El Patrimonio ..." op. cit.pâg. 80.
(65) Ibidem.
(66) Ibidem, pâg. 83.
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(67) Supra nota 8 .
(68) "El Patrimonio ..." op. cit. pâg. 83.
(69) "La Adquisiciôn ... op. cit. pâg' 149-50.
(70) "La inalieanabilidad ..." op. cit. pâg. 24 Supra nota 60
(71) Vease la importante referencia al"pleyto de los Colones" 
que hace Manzano Manzano, "La Adquisiciôn ..." op. cit. 
pâgs. 61-62. Esta doctrina tendrâ su expresiôn en la Ley 
I, Tîtulo I del Libro III, RLI, que luego dç establecer 
que las Indias quedan incorporadas a la Real Corona de - 
Castilla, dispone que "y porque es nuestra voluntad y lo 
hemos prometido y jurado que siempre permanezcan unidas 
para su mayor perpetuidad y firmeza, prohibimos la enag£ 
naciôn de ellas ... Y considerando la fidelidad de nues-
tros vasallos y los trabajos que los descubridores y po­
bladores pasaron en su descubrimiento y poblaciôn para - 
que tengan mayor certeza y confianza de que siempre est£ 
rân y permanecerân unidas a nuestra Real Corona, promete 
mos y damos nuestra fe y palabra real por Nos y los re - 
yes nuestros sucesores, de que para siempre jamâs no se­
rân enagenadas ni apartadas en todo o en parte...; y si 
Nos o nuestros secesores hicieramos alguna donaciôn o 
enagenaciôn contra lo susodicho, sea nula y por tal la - 
declaramos". Sobre los antecedentes de esta ley vease 
Manzano Manzano, "La Incorporaciôn ..." op. cit. pâgs. - 
229 y sigs.
(72) Dominguez Guilarte, "Notas ..." op. cit. pâg. 287. Supra 
nota 35)
(73) véase Nieto, "Bienes ..." op. cit. pâgs. 127-28. Domin - 
guez Guilarte, Ibidem, pâg. 292.
(74)’ "Derecho Administrativo ..." op. cit' II pâgs. 114.
(75) "Bienes ..." op. cit. pâg. 155.
(76) Sobre el tema véase Ots. Capdequî, "El derecho de propie 
dad en Indias" AHDE, Vol. II, pâg. 153. Madrid 1925.
(77) "Bienes ..." op. cit. pâg. 145., aunque su sentido, enten 
demos, debe explicarse en la forma senalada en el texto.
(78) véase Martînez Pelaez, "La Patria ..." op. cit. pâgs.145 
-48; también Ots. Capdequî, "El Régimen ..." op. cit. pâg 
53-56, del mismo autor "El Estado Espanol en las Indias" 
pâgs. 35-37. Fondo de Cultura Econômica, México 1965.
(79) véase Ots. Capdequî, "El Régimen..." op. cit. pâg.41-42.
(80) En general, sobre este punto puede adelantarse la tesis 
de que la polîtica colonizadora tuvo en mente ademâs de 
la ocupaciôn de la tierra - que es el aspecto que nos in 
teresa para los objetos de nuestro estudio - la reduccion 
del indîgena y su aprovechamiento en cuanto sujeto de tr£ 
bajo y sujeto fiscal, es decir, tributario de la Corona, 
lo que marcarâ en conjunto la naturaleza del régimen colo 
niai, referencia que aparece como paralela al tema que
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abordamos; véase Martînez Pelaez, "La Patria ..." op.cit. 
pags. 441 y sigs.; referencias también en De Solano Pérez 
Lila, F. "Tierra, Comercio y Sociedad. Un anâlisis de la 
Estructura Social Agraria Centroamericana Duran tel siglo 
XVIII", pâgas. 312-13. Rev. de Indias, Vols. 125-26, Ma - 
drid, 1971.
(81) Esta polîtica se sancionô con la Ley I. Tîtulo XII, Libro 
IV, RLI, que en la parte que nos interesa dispuso lo si - 
guiente: "Porque nuestros vasallos se alienten al descu
brimiento y poblaciôn de las Indias y puedan vivir con la 
comodidad y conveniencia que deseamos. Es nuesra voluntad 
que se puedan repartir y repartan, casas, solares, tie 
rras... a todos los que fueren a poblar tierras nuevas en 
los pueblos y lugares, que por el Gobernador de la nueva 
Poblaciôn les fuere sehalados ..." Como ejemplos pueden - 
mencionarse las actas de Repartimiento y Fundaciôn de las 
villas de San Pedro de Puerto Caballos y Gracias a Dios - 
en 1536, existentes en el archive de Indias y reproduci - 
das por Vallejo, Antonio R. "Guîa de Agrimensores, o sea, 
Recopilaciôn de Leyes Agrarias", pâgas. 15-35, Tegucigal­
pa, 1911, véase también Mendiete y Nunez, "El problema... 
op. cit. pâgs. 25.
(82) "Tratado de las confirmaciones Reales" citado por Ots Ca£ 
dequî, "El Régimen ..." op. cit. pâgs. 53-54.
(83) Ibidem, pâg. 43.
(84) Supra nota 81.
(85) Supra nota 90..5'*
(86) Véase Fraga G. "Derecho ..." op. cit. pâg. 374; Serra Ro­
jas, "Derecho ..." op. cit. pâg. 177. Ots Capdequî, "El 
Régimen..." pâgs. 77 - 78, también del mismo autor "El D£ 
recho de Propiedad..." op. cit. pâgs. 124 y sigs.. En es­
te mismo sentido Ballarîn Marcial, A. comenta que "Los. 
reyes de Espana utilizaron la técnica medieval de la div£ 
siôn medieval del dominio para asegurarse el control de - 
la empresa colonizadora, en lugar de reconocer derechos - 
de propiedad absoluto "more romano" "Estudios de Derecho 
Agrario y Polîtica Agraria" pâg. 915, Madrid 1975.
(87) Asî lo reconoce expresamente la segunda de las Reales Cé- 
dulas despachadas por Felipe II el 1 de Noviembre de 1591, 
que en conjunto fueron refundidas en la redacciôn de la - 
Ley XIV, Tîtulo XII, Libro IV, RLI; el ^exto de las Rea -
_  les cêdulas citadas es reproducida por _aallejo, "Guîa de 
Agrimensores..." op. cit. pâgs. 54-56.
(88) Sobre esta figura de origen germânico, Ots. Capdequî dice 
que "la composiciôn no era un tîtulo, pero sî la base pa­
ra la obtenciôn de un tîtulo. La composiciôn aplicada a - 
al régimen de tierras, supone una situaciôn de hecho con­
traria al derecho, que ha podido producirse o por la ocu­
paciôn sin tîtulo, o lo que era mâs frecuente, por la ocii 
paciôn al amparo de un tîtulo de mâs tierra que la que el 
tîtulo autorizaba. Descubierto el hecho se evaluaba la 
tierra, se fijaba una cantidad y mediante su pago se obte
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nia la composiciôn. Esta composiciôn no era un titulo, - 
pero consolidate una situaciôn de hecho y daba derecho - 
al que la habla conseguido para obtener el titulo co 
rrespondiente que normalizase ya esa situaciôn en el or ­
den juridico", "El Régimen ..." op. cit. pâgs. 73. Sobre 
la naturaleza jurldica de la composiciôn y su diferencia 
con la prescripciôn, véase Nieto, "Bienes ..." op. cit. 
pâgs. 584-85.
(89) Ibidem.
(90) Supra nota 87.
(91) véase sobre el tema, Solôrzano y Pereyra, "Polltica..." 
II, op. cit. pâg. 38.
(92) Asl en las Reales Cédulas de 30 de Octubre de 1692 y de 
24 de noviembre de 17 35, nombrando un comisionado espe - 
cial para la composiciôn de tierras y recaudaciôn de sus 
productos que dio orlgen al Juzgado Privativo de Tierras 
y de 15 de Octubre de 1754 que reorganizô la administra­
ciôn del ramo de tierras; Véase Vallejo, "Guîa de Agri - 
mensores..." op. cit. pâgs. 67-78.
(93) véase, por ejemplo. Salas Marrero Israel, "Derecho ..." 
op. cit. pâg. 199. Mendieta y Nunez, "El problema..."op. 
cit. pâg. ; Ekstein, Salomôn, "El Ejido Colectivo - 
en México", pâgs. 9-11, Fondo de Cuit, Economie, México 
1966 .
(94) Precisamente cuando no se conoce la idea de personalidad 
jurldica del grupo "por lo que - como afirma Garcîa de 
Enterrîa - se carece de arbitrio técnico para imputer a 
éste la titularidad de las cosas de uso pûblico, que es 
el primer requisito dogmâtico del dominio en cuanto pro­
piedad", "La Imprescriptibilidad del Dominio Pûblico", - 
en "Dos Estudios ..." op. cit. pâg. 98. Si bien la idea 
expuesta se refiere a las cosas de uso pûblico en fun 
ciôn de la nociôn de dominio pûblico, estimamos que el - 
principio puede entenderse en sentido general. En el de­
recho germânico, Mayer ha insistido en este punto, "Con­
forme el grado de desarrollo de la sociedad - dice - era 
lôgico que el derecho de las cosas pûblicas encontrara 
su primera determinaciôn en la forma social primitiva de 
la realizaciôn de intereses pûblicos, es decir, en las - 
comunidades rurales. No eran municipios en el sentido a£ 
tuai, sino asociaciones ("genossenschaften"} en las cua­
les los derechos de los individuos se mezclaban con los 
del grupo, prevaleciendo unos u otros de estos derechos, 
alternativamente, segûn los objeto ... Los terrenos afe£ 
tados a todos eran comunales ("allmend"), es decir, no - 
pertenecîan a ningûn individuo en particular, sino a la 
totalidad de ellos", antes dice "... falta el sujeto 
del cual el dominio debe depender, la persona moral de - 
derecho pûblico" que aparece posteriormente conforme a - 
los estudios de Gierke, segûn él mismo aclara, véase D e ­
recho Administrativo Alemân", III pâg. 9 2 Ctrad. cast.) 
De Palma, Buenos Aires, 1949. Véase también Nieto, "Bie­
nes..." op. cit. pâg. 182 y sigs.
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(95) Supra nota 2.
(96) En lo medular la ley citada dispuso que "habiéndose sen£ 
lado compétente cantidad de tierra exido de la pobla 
ciôn y su crecimiento, senalen ... dehesas que confinen 
con los exidos ... y alguna buena cantidad de mâs, que 
sean propios del Concejo y lo restante en tierras de la­
bor, de que hagan suertes ..."
(97) Véase la Ley IX, Titulo XVIII, Partida 3^, que, en efec­
to, establece que "... son del comûn de cada cibdad o 
lia las fuentes e las plaças o fazen las ferias... e los 
otroz exidos... e los montes e las dehesas e todos otros 
lugares semejantes destos, que son establecidos u otorga 
dos para procomunal de cada cibdad, villa ..."
(98) En este sentido Caso, A. "Derecho ..." op. cit. pâg.54.
Una amplia referencia sobre los bienes comunales en la - 
colonizaciôn americana, en general puede verse en Nieto, 
"Bienes ..." op. cit. pâgs. 399-403.
(99) La politica colonial en este sentido fue la de reducir a 
la poblaciôn indigena dispersa, concentrândola en pue 
blos que se organizaron siguiendo el modelo del munici - 
pio Castellano, véase leyes I y XV, Titulo III, Libro IV 
RLI .
(100) Véase Martinez Pelaez, "La Patria ..." op. cit. pâgs.166 
-72; Ots, Capdequi, "El Derecho de Propiedad..." op. cit. 
pags. 154.55; Mendieta y Nunez, "El problema ..." op.cit. 
pâgs. 316-17; Magarinos Torres, S. "La Restituciôn de los 
Bienes Comunales a los Indios" Tes. Doc. pâg. 63-74 y 227, 
Madrid, 1932. De Solano Perez-Lila informa de concesiones 
de bienes comunales a pueblos de indios en Centro América, 
en el siglo XVIII, con abundantes datos, "Tierras, Comer­
cio y Sociedad ..." op. cit. pâg.353.
(101) véase Ots Capdequi, "El Régimen ..." op. cit. pâgs.149-50.
(102) Es muy ilustrativo en este sentido lo dispuesto en el n*
7 de la Instrucciôn fechada en San Ildefonso el 27 de
lio de 1795, por la que se mandaba cômo procéder en las 
ventas, composiciones y remedidas en terrenos baldios en 
América; su texto en Vallejo, "Guia de Agrimensores ..." 
op. cit. pâgs. 87 y sigs.
(103) véase "El Régimen ..." op. cit. pâgs. 155 y sigs.
(104) Véase Garcia Gallo, "Estudios ..." op. cit. pâg.73 y sig.
(105) Esa formaciôn romanista de los Oidores de las Audiencias 
americanas -regresados de Salamanca o de Alacalâ de Hena 
res - como obstâculo para integrar la doctrina jurldica 
ampliamente intervencionista, que orienté el régimen de 
la tierra en la América colonial, ha sido puesto de mani 
fiesto especialmente por Ots. Capdequi, "El Régimen ..." 
op. cit. pâgs. 17, 18 y 119 y sigs.
(106) "Politica ..." II op. cit. pâg. 40.
(107) Sobre el sentido de la posesiôn inmemorial es imprescin-
dible el estudio de Garcia de Enterria, "El Dogma de la
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Reversion de Concesiones", en "Dos Estudios ..." op. cit. 
pâg. 24 y sigs.
(108) El problema de la prescripciôn sobre bienes realengos en 
America "se habla planteado - dice el citado autor - mâs 
que en un sentido estrictamente juridico, de derecho pr£ 
vado, en un sentido politico; aqui lo que jugô siempre - 
en torno al problema del regimen de la tierra, fue la n£ 
cesidad de poblar la necesidad de defender el interes 
econômico - posesiôn efectiva y cultivo -; pero junto a 
ese deseo de defender el interes econômico, surgiô tam - 
bien a partir del reinado de Felipe II, el deseo de de - 
fender un interés fiscal: el que la venta, la enajenaciôn 
de las tierras baldlas y realengas por parte de la Coro­
na , produjera algûn ingreso al fisco. Por eso - continûa 
- en esa Real Cédula de 1591, en la cual se quiere defen 
der ante todo el interés fiscal - exigiendo en consecuen 
cia, la revisiôn de los tîtulos y a falta de tîtulos una 
composiciôn - se admitiô también como una concesiôn nec£ 
saria a la defensa del interés econômico, eso que se ll£ 
mô la "posesiôn antigua" "que pueda ser considerada como 
causa de justa prescripciôn", "El Régimen..." op. cit. - 
p â g . 1 6 1 .
(109) "Gula de Agrimensores..., op. cit, pâg. 71.
(110) "Espana en América", pâgs. 122-26, 1959, citado por Nie­
to, "Bienes ..." op. cit. pâg. 554.
(111) El nûmero 5°de la citada Real Cédula de 1744 dispuso"que 
los poseedores de tierras vendidas o compuestas por los 
respectivos subdelegados desde el citado ano de mil no- 
vecientos, hasta el présente, no puedan tampoco ser mo - 
lestados inquietados ni denunciados ahora ni en tiempo - 
alguno, constando tenerlas confirmadas por mi real perso 
na o por ...; pero, los que poseyesen sin esta preciosa 
calidad, deberân acudir a impetrar la confirmaciôn de - 
ellas ante las audiencias de sus distritos y demâs mini£ 
tros. . . los cuales en vista del proceso que se hubiere - 
formado ... examinarpan si la venta o composiciôn estâ - 
hecha sin fraude ni colusiôn y en precios proporcionados 
y equitativos con vista y audiencia de los fiscales para 
que con atenciôn a todo y constando haber enterado en c£ 
j as reales el precio ... les despachen en mi real nom - 
bre la confirmaciôn de sus tîtulos con los cuales queda- 
rân legitimados en la posesiôn y dominio de taies tie 
rras ..." el nûm. 6® estableciô que "... si por los pro- 
cesos que se deben haber formado para las ventas y compo 
sociones no confirmadas desde el ano de mil setecientos, 
constase no haber medido ni apreciado los taies realen­
gos... se suspenda el despachar la confirmaciôn, hasta - 
tanto que esto se ejecute..." Véase el texto en Vallejo, 
"Guîa de Agrimensores ..." op. cit. pâg.71 y sigs.
(112) véase Ots. Capdequî, "EL Régimen..." op. cit. pâg.130. - 
Una referencia al mismo tema en Nieto, "Bienes ..." op. 
cit. pâg. 454-55.
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(113) Ibidem, pâg. 130. Sobre los antecedentes de la Real C£
dula citada y los diferentes criterios que influyeron 
en su redacciôn. Ibidem, pâgs. 121 y sigs.
114) Ibidem, pâg. 168.
115) Ibidem, pâg. 128. Supra nota 105.
116) Ibidem, pâg. 16.
117)"Bienes ..." op. cit. pâg. 552.
118)La situaciôn de los pastos a los que hemos hecho refe - 
rencia en forma accesoria, tiene relaciôn con la poli­
tica ganadera de la Colonia; la Mesta fue introducida 
en la Nueva Espana (Mexico), concretamente asi lo re - 
fiere el Titulo V, Libro V, RLI, incluso la Ley VI, T^ 
tulo XVII, Libro IV, mandaba que las tierras privadas 
"alzados los frutos que se sembraren, queden para pas- 
to comûn, excepto las dehesas boyales y concejiles" 
(Vease Caso, "Derecho..." op. cit .pâgs. 46-49. En Ho^ 
duras, particularmente, la incidencia de estas dispos£ 
ciones fue menor; Vallejo, por ejemplo, no hace refe - 
rencia a ellas en su "Guia de Agrimensores..." que es 
precisamente una recopilaciôn de las distintas leyes - 
agrarias durante todo el periodo colonial, hasta 1911 
inclusive.
(119) "Apuntes ..." op. cit. pâg. 234. Una referencia amplia 
aunque proponiendo su enajenaciôn en Jovellanos, Gas - 
par Melchor de, "Informe sobre la Ley Agraria" pâgs. 
94-96. Edic. lEP, Madrid, 1955 (reproducciôn de la ed£ 
ciôn de 1795.
(120) El texto de la ley es el siguiente: "Considerando que 
las maderas de caoba, cedro y roble son de la mayor im 
portancia para los navios que se fabrican en la Isla - 
de La Habana. Mandamos a los Governadores (sic) y Cap£ 
tanes Générales de ella, que no consientan ni permitan 
cortar ningunas, si no fuere para cosas de nuestro se£ 
vicio, o fâbrica de navios".
(121) La misma ley dispone que "... no se corten maderas ni^ 
gunas sin licencia del Gobernador y al que lo contra - 
rio hiziere (sic) le damos desde luego por condenado - 
en la misma pena y si fuere aprehendido con hacha (sic) 
o machete, cortando maderas, le condenamos a quatro 
anos..."
(122) Se trataria de "bienes comunales atipicos" en tanto 
que su titularidad se la reservô el Estado, utilizando 
la terminologia de Nieto, "Bienes ..." op. cit. pâg. - 
137.
(123) Ibidem pâgs. 147-50. Supra nota 58.
(124)Supra nota 63- ^
(125) El texto de Fernândez, T.R. - Santamia, J.A. "Legisla­
ciôn Administrativa Espahola del Siglo XIX, pâgs.1228- 
29, 1st. de Est. Adtvos. Madrid, 1977, también en Va -
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liejo "Guîa de Agrimensores ..." op. cit. pâgs. 143 y 
sigs. Un documentado estudio sobre los antecedentes - 
de este Decreto, rastreado a travês del estudio de 
las actas de las sesiones de las Cortes, en Nieto, 
"Bienes ..." op. cit. pâgs. 848-62.
(126) Nieto. Ibidem, pâg. 862.
(127) Ibidem, pag. 848.
(128) Supra nota, 5 Introduccion.
(129) En este sentido, Ballarin Marcial considéra que las 1^ 
yes de Indias sirvieron para que los reformadores agra^ 
rios mexicanos pudieran "superar el individualismo li­
beral de los Codigos Civiles decimononicos donde habîa 
cristalizado un concepto quiritario del dominio", "Es- 
tudios ..." op. cit. pâg. 915. Supra nota 8 6 .
(130) Supra nota 2.
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CAPITULO II.- LAS TIERRAS DEL ESTADO EN EL DERECHO HONDURENO AC­
TUAL . riPOLOGfA. AFECTACIÔN.
I - ASPECTOS GENERALES
a) Necesaria conexidn con el derecho colonial.
Al inicio de nuestro trabajo exponiamos que la titulari-
dad del Estado hondureno sobre gran parte de sus inmuebles rûsti 
cos tiene su fuente en la antigua regalia de la Corona, cuyas li 
neas générales y consecuencias juridicas estudiamos en el Capitu 
lo precedente.
En este sentido es indispensable para los planteamientos 
posteriores establecer la necesaria conexidn con ese régimen an­
terior .
Las primeras leyes sobre tierras que se dictan en el 
pais, una vez producida la Independencia politica, senalan la ti 
tularidad del nuevo Estado sobre los antiguos baldios o realen - 
gos. Asi la Ley de Tierras de 19 de Marzo de 1829 (1) dispuso - 
que "Se venderân las tierras llamadas realengas ..." (art.l), lo 
que supone, desde luego, un acto de disposicidn sobre las mismaa 
La Ley de Tierras de 23 de Agosto de 1836 fué todavia mâs clara
en ese sentido al establecer que "Las tierras nombradas antes v -
realengas corresponden al Estado y se venderân por caballerias". 
(art.l) (2)
La Constitucidn de Honduras de 1839, por otra parte, es- 
tableciô en el articulo 98 que la Hacienda Pûblica entre otras - 
rentas "se formaria del valor de las tierras baldias'.'(3)
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A la vista de estas disposiciones que se senalan para 
indicar la nueva titularidad del Estado hondureno sobre los an­
tiguos baldios, es fâcil deducir que el interês fiscal presidid 
la legislaciôn sobre tierras pûblicas en ese periodo; pero tam- 
biên éstas se convertirân en un medio de politica econdmica, - 
las tierras pûblicas se ofrecerân como un incentive para la co-
lanizacidn interior, para fomentar la agricultura y para la
apertura de vias de comunicacidn - ferrocarriles principalmen - 
te Estos fines pûblicos serân estudiados con mayor deteni 
miento en el Capitule V; por ahora nos interesa ûnicamente 11a-
mer la atencidn sobre los mismos.
El Estado sin embargo podrâ adquirir tierras de las par 
ticulares - que previamente hubiere titulado - a través de dis­
tantes titulos, tante de Derecho pûblico como de Derecho priva- 
do; en consecuencia, las tierras pûblicas ya no estarân limita- 
d&s a los antiguos baldios o realengos; todas ellas, al final, 
se destinarân a la ejecuciôn de la reforma agraria como un pro- 
ceso de cambio encaminado a transformar la estructura de la te- 
nencia de la tierra en el pais.
En el présente Capitule nos proponemos entonces astable 
cer la nueva titularidas del Estado hondureno sobre los anti 
guos baldios o realengos, sehalando a grandes rasgos los prin - 
clpios que han orientado el régimen de su disposicidn, pero al 
mlsmo tiempo destacar otros titulos de adquisiciôn, de tierras 
por el Estado, afectadas todas juntas al final, a una finalidad 
pûblica determinada; la realizaciôn de la reforma agraria.
b) El Concepto de "Tierras" que interesa.
En el Derecho hondureno las tierras rurales de vocacién 
agricole o ganadera y las tierras de vocacién forestal estûn su
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jetas a regîmenes jurîdicos distintos. Para los fines perse- 
guidos en la siguiente exposicidn nos interesan ûnicamente 
las primeras; la Ley de Reforma Agraria de 30 de Diciembre de 
1974 establece en ese sentido que "Para los efectos de esta - 
ley - (la reforma agraria) - se considerarâ como predio rûsti 
co o tierra rural aquella que se encuentra fuera de los limi­
tes urbanos y sea susceptible de uso agricole o ganadero"; es^  
timamos que el concepto es claro y no requiere mayores comen- 
tarios. En el Capitulo siguiente estableceremos la definicidn 
legal de las tierras forestales.
Lo anterior no signifies de ninguna manera afirmar 
que ûnicamente tierras de vocaciôn agricole o ganadera podrân 
ser adquiridas por los titulos que examineremos, pero para 
propûsitos de sistematizaciôn insistiremos por de pronto en - 
este aspecto. En su momento analizaremos lo pertinente a las 
tierras de vocaciôn forestal.
II - TIPOLOGIA DE LAS TIERRAS PUBLICAS. CLASIFICACION.
A peser de la importancia que siempre ha tenido el ré 
gimen de las tierras pûblicas en el Derecho hondureno, su po- 
ca sistematizaciôn es notoria; normes dispersas en distintos 
textos légales se han referido al tema y por ello su estudio 
exigirâ un esfuerzo de comprensiôh de nuestra parte; al fi - 
nal, sin embargo, su afectaciôn a los fines de la reforma 
agraria establecerâ cierta unidad, extreme que también se ana 
lizarâ oportunamente.
Partiendo de la citada Ley de Tierras de 1829 y de 
otras posteriores podemos establecer la siguiente tipologia - 
de las tierras del Estado en el Derecho hondureno, segûn su - 
titulo de adquisiciôn; a) Tierras cuya titularidad ha sido 
atribuida por la ley (los antiguos baldios o realengos y las 
tierras de ejidos); b) tierras adquiridas por actos de Dere - 
cho Privado (herencia, legado o donaciôn, compraventa y permu 
ta); c) tierras adquiridas por actos de Derecho pûblico (con-
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fiscaciôn, secularizaciôn de bienes eclesiâsticos, y expropia 
ciôn por causa de interés social).
En el Derecho espahol , mueho mâs sistematizado que - 
el hondureno, la Ley del Patrimonio del Estado ha definido 
también los titulos por los cuales el Estado podrâ adquirir - 
bienes (art. 19), son ellos: a) Por atribuciôn de la ley; b)a 
titulo oneroso, con ejercicio o no de la facultad de expropia 
ciôn; c) por herencia, legado o donaciôn; d) por prescripciôrv 
y e) por ocupaciôn.(4) Garrido Falla ha sistematizado esta 
enumeraciôn en la siguiente formatadquisiciones "por ocupa - 
ciôn,(5) por atribuciôn de la ley, por negocio juridico priva 
do, por negocio juridico pûblico y por prescripciôn".(6) En - 
el curso de los pârrafos siguientes haremos algunas referen - 
cias al precepto senalado y a la opiniôn de la doctrina que - 
lo ha comentado. Por de pronto iniciamos el estudio de los d^ 
ferentes titulos de adquisiciôn de tierras en el Derecho hon- 
dureho que hemos dejado anotados.
A) T I E R R A S  C U Y A  T I T U L A R I D A D  HA S I D O  A T R I B U I D A  P O R  LA LEY
a) Los antiguos baldios o realengos.
Ha sido expuesta ya la nueva titularidad del Estado - 
hondureno sobre los antiguos baldios o realengos de la Corona 
en lo que fue la antigua Provincia de Honduras. Concretando - 
nuestro punto de vista, el nuevo Estado se subrogô en los de- 
rechos de la Corona, principio que se ha mantenido en toda la 
legislaciôn sobre tierras que se ha dictado en el pais, tanto 
en forma expresa,(7) como implicita.(8)
En la doctrina hispanoamericana la soluciôn es simi - 
lar; cada uno de los Estados es titular de todas las tierras 
que no hubieren sido cedidas previamente a cualquier titulo, 
tanto por la Corona como por el nuevo Estado.(9) En México, - 
por ejemplo, a los baldios se les conoce como "bienes de pro- 
piedad originaria", aludiendo, no cabe duda, a los derechos -
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del Estado mexicano como sucesor de los bienes de la Monarquia 
(10). Esta doctrina inspiré precisamente el articulo 27 de la 
Conistituciôn de ese pais de 1917, en cuanto establece que "La 
propiedad de las tierras •.. comprendidas dentro de los limi - 
tes del territorio nacional, corresponde originariamente a la 
Naciôn, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el 
doiminio directo de ellas a los particulares, constituyendo la 
propiedad privada...", principio que, en sintesis, recoge el - 
mismo sentido de la legislaciôn colonial que hemos estudiado - 
en el Capitulo anterior, y que, en concrete, ejercerâ también 
una influencia notoria en el Derecho hondureno.(11)
Para ilustrar lo expuesto hasta acâ résulta oportuno - 
trascribir parte de la Exposiciôn de Motivos presentada con la 
iniciativa del referido articulo de la Constituciôn mexicana, 
por Venustiano Carranza, en el Congreso de 1916 que promulga - 
ria dicho texto; el texte es el siguiente;"Por virtud precisa- 
mente de existir en dicha legislaciôn colonial el derecho de - 
propiedad absoluta en el Rey, bien podemos decir que ese dere­
cho ha pasado con el mismo carâcter a la Naciôn. En tal conce£ 
to, la Naciôn viene a tener el derecho pleno sobre las tierras 
... de su territorio, y sôlo reconoce u otorga a los particula 
res el dominio directo, en las mismas condiciones en que se tu 
vo por los mismos particulares durante la Epoca Colonial, y en 
las mismas condiciones en que después la Repûblica lo ha reco- 
nocido u otorgado...";(12) recalcamos que el mismo principio - 
ha estado vigente en el Derecho hondureno como se analizaré a 
lo largo del trabajo.
El Côdigo Civil hondureno confirma este criterio. El - 
articulo 618 establece que"Son bienes del Estado todas las tie 
rras que estando situadas dentro de los limites territoriales, 
carecen de otro dueho".(13) Dos elementos destacan en este pre 
cepto, como es fâcilmente apreciable; en primer lugar, que se 
trata de tierras situadas dentro de los limites territoriales 
del Estado, disposiciôn congruente con el principio de sobera- 
nla territorial; en segundo lugar, que sean tierras que carez- 
can de otro dueho•
Este ûltimo dato es el que nos interesa precisar. Apa- 
rentemente y de acuerdo con la ôptica del Derecho y la doctri­
na espahola actual, (14) pareciera que el articulo citado se - 
refiere a bienes abandonados ("res derelictae") adquiridos por 
ocupaciôn al modo romano; no obstante, su sentido preciso es - 
otro, significa exactamente que las tierras que no hubieren sa 
lido antes del dominio del Estado, por cualesquiera de los ti­
tulos admitidos por el Derecho, tanto durante el periodo colo­
nial como durante la êpoca posterior, han de ser considerados 
como baldios o realengos, o tierras nacionales como se dice en 
las leyes hondurehas mis recientes;(15) el criterio contenido 
en otras leyes asi lo confirma. (16)
Consecuencia de lo expuesto en el pârrafo precedente - 
es que las tierras que sin estar amparadas en titulos legiti - 
mos - (entendiendo por taies los expedidos originariamente por 
el Estado en los momentos histôricos anotados, no comprendién- 
dose por lo consiguiente los titulos legitimos o no, que se pu 
dieran tener sobre tierras de propiedad particular, previamen­
te titulados por el Estado)- fueren poseidas por particulares, 
se considerarân también como tierras nacionales, es decir, biè 
nés del Estado, extremo que se réitéra en las diferentes leyes 
que han tenido vigencia en Honduras.(17) Planteamos asi de pa- 
so el tema de la imprescriptibilidad de los baldios que serâ - 
objeto de estudio mâs detenido en su momento.
Estudiado lo pertinente en el Derecho hondureno, no po 
demos concluir con este tema, para meros efectos de comparaciôn, 
sin hacer una breve referencia al Derecho espahol. Nieto, que - 
ha investigado minuciosamente sobre los baldios peninsulares, 
ha llegado a la conclusiôn, de que éstos, juridicamente consi­
derados, constituyen hoy "un peso muerto en el Derecho admini£ 
trativo espahol", (18) La politica sobre baldios en la Peninsu­
la siempre estuvo sujeta, recordémoslo, a fricciones entre la 
Corona que pretendia disponer de ellosr y en la prâctica lo h£ 
zo,y los Concejos cuyos vecinos habian establecido aprovecha- 
mientos sobre los mismos; (19) esta tendencia se mantendrâ 
hasta la Ley Desamortizadora de 1 de Mayo de 1855 que declarô 
en estado de venta los predios rûsticos pertenecientes al Esta 
do y a otras "manos muertas" (art. 1) los cuales debîan ser re
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ducidos a propiedad. particular, politica por la que habia abo- 
gado Jovellanos desde fines del siglo XVIII.(20) Las consecuen 
cias prâcticas de esa legislaciôn serân, de acuerdo con Garri­
do Falla, la liquidaciôn de los baldios.(21)
En leyes relativamente recientes se menciona todavia, 
sin embargo, a los baldios; asi la Ley del Patrimonio Forestal 
de Estado de 10 de Marzo de 1941 - cuyas funciones han sido 
asumidas como es sabido por el Institute Nacional para la Con 
servaciôn de la Naturaleza - establece que "Los terrenos eria- 
les, baldios, pantanosos, esteparios, ejidos, costas y mârge - 
nés de propiedad indeterminada y de uso pûblico" formarân par­
te del mismo.(art. 2 letra b)
Es precisamente en la legislaciôn de montes donde se - 
pueden detectar los rémanentes de los baldios peninsulares. La 
Ley de 1855 citada excluyô de la venta, en efecto, a "los mon­
tes y bosques cuya venta no créa oportuno el Gobierno"(art. 2 
n°g); el Real Decreto de 26 de Octubre del mismo aho prefijô - 
los montes del Estado excluidos de la desamortizaciôn y la Ley 
de Montes de 24 de Mayo de 1863 exceptuô de la venta "Los mon­
tes pûblicos de pinos, robles o hayas, cualesquiera que sean - 
sus especies, siempre que consten de menos de 100 hectâreas".
(22) Serân estos en su mayor parte, a nuestro criterio, los 
comprendidos luego en el articulo 2, letra a) de la indicada - 
Ley del Patrinonio Forestal del Estado, esto es "Los montes y 
terrenos forestales que el Estado posee en la actualidad".
Mâs recientemente la Ley de Patrimonio del Estado dis­
pone que "Pertenecen al Estado, como bienes patrimoniales, los 
inmuebles que estuvieren vacantes y sin dueho conocido" (art. 23)
(23), y si bien por "bienes vacantes" se suele entender los 
bienes abandonados, considérâmes que su interpretaciôn puede - 
ser amplia en el sentido de incluir cualquier terreno baldio, 
es decir sin titulo reconocido, en conexiôn con el articulo - 
22 de la misma ley (24);asi lo ha entendido por ejemplo, Gar - 
cia Cantero; el articulo 21 de la citada ley puede ser en la -
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actualidad segûn afirma, "un medio apto para resolver el pro - 
blema de la titularidad de los baldios". (25) Trâtase acâ tam- 
biên, finalmente, de un supuesto de atribuciôn de bienes al Es 
tado por la ley.(26)
b) Ejidos
En el Capitulo anterior estudiamos los diferentes ti - 
pos de bienes comunales que se asignaban a los pueblos durante 
la êpoca colonial.
El Derecho hondureno actual considéra como "ejidos" a 
la totalidad de esos bienes, exceptuando aquellos que los muni 
cipios han adquirido a titulo oneroso que tendrân la considéra 
ciôn de "propios". Este criterio fue el mantenido por la Ley - 
de 17 de Febrero de 1846 sobre concesiôn de ejidos a los pue -
blos que estableciô que por taies debian entenderse "... los -
terrenos dados de gratis a los pueblos y no los que estos han 
comprado pues de su propiedad son duehos absolutos" (art. 1) - 
(27). En el mismo sentido la Ley de Tierras de 15 de Mayo de - 
1888 distinguiô très clases de tierras en el territorio nacio­
nal "1®) Los baldios, ...; 2®) Los que se conceden a los pue -
blos por via de ejidos y sobre los cuales se adquiere ûnicamen
te el dominio ûtil; 3°) Los terrenos de dominio particular en­
tre los cuales deben comprenderse también los pertenecientes a 
corporaciones o comunidades determinadas" (art.l) (28).
Mâs recientemente el articulo 18 del Reglamento para - 
la Ejecuciôn del Catastro Agrario Nacional clasifica como te - 
rrenos "municipales privados" a los que los Municipios han ad­
quirido por cualquier titulo que no sea la cesiôn gratuita del 
Estado, que son considerados como ejidos. La Ley de Municipal! 
dades y del Régimen Politico, équivalente hondureno a la Ley - 
espahola de Régimen Local, se refiere, finalmente a ambos ti - 
pos de bienes al establecer que corresponde a las corporacio - 
nés municipales "la administraciôn y conservaciôn de las fin - 
cas o propios y los bienes y derechos comunales" (art.47, inci
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so III), si bien en la prâctica résulta dificil muehas veces - 
establecer la distinciôn, como parece suceder también en el De 
recho espahol.(29)
Los ejidos, o bienes comunales en sentido extricto, - 
se consideran en el Derecho hondureno como tierras cedidas a - 
los pueblos para uso y goce de los vecinos, cuya titularidad - 
ûltima, sin embargo, se la réserva el Estado, principio en el 
que subyace la antigua regalia de la Corona.(30) La Ley Agra - 
ria de 12 de Mayo de 1898 estableciô con claridad este princi­
pio al disponer que "En los terrenos que se conceden a los pue 
blos y aldeas para ejidos, el Estado conservarâ el dominio di­
recto" (art, 1), mientras que el articulo 8 estableciô que "... 
los ejidos de los pueblos se concederân para uso comûn de los 
vecinos".(31) La Ley Agraria de 24 de Noviembre de 1924 dispu­
so también que "En los ejidos el Estado conservarâ el dominio 
directo" (art.8), pronunciândose en idéntico sentido la Ley 
Agraria de 2 de Abri1 de 1936.(art.10) El Côdigo Civil hondure 
ho establece finalmente que "En las tierras de ejidos se conce 
de ûnicamente el uso y goce de ellas y extinguido un pueblo 
vuelven al Estado"(art. 630 pârrafo ûltimo).
La cuestiôn que analizamos tiene especial importancia 
prâctica en el Derecho hondureho actual. Reiterando esa titula 
ridad ûltima que dejamos sehalada la Ley de Reforma Agraria de 
30 de Diciembre de 1974 dispone la afectaciôn de las tierras - 
ejidales rurales a los fines que se propone dicha ley (trasfor 
maciôn de la estructura de tenencia de la tierra) (art.6, letra
b)(32), y para ese efecto el Institute Nacional Agrario (INA), 
ôrgano encargado de la gestiôn del proceso, "exigirâ la inme- 
diata devoluciôn de todas las tierras ... ejidales que estén - 
ilegalmente en poder de particulares" (art.15). Se exceptûan - 
de los alcances de esa afectaciôn las tierras de propios en ra 
zôn de su distinta naturaleza, y, ademâs, las tierras de eji - 
dos de vocaôiôn forestal (bosques) cuya administraciôn corres- 
ponderâ a la Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal (COH 
DEFOR), ôrgano encargado de la Administraciôn Forestal del Es­
tado, (art.8), extremo este ûltimo sobre el que volveremos
60
oportunamente al estudiar la clasificaciôn de los bosques por 
razôn de su titularidad en el Capitulo siguiente.
La problemâtica que supone la evoluciôn jurîdica de - 
los ejidos es., sin embargo, bastante complicada. En su carâc - 
ter de tierras comunales no estuvieron exentas de los afanes 
libérales de enajenaciôn propios del siglo XIX; la Ley de Agr£ 
cultura de 29 de Abril de 1877 inspirada en esos principles, 
cuyo propôsito era fomentar la agricultura "ûnico rame de la - 
industria que por ahora estâ llamado a asegurar la prosperidad 
de la Repûblica" como afirmaba su preâmbulo, estableciô por 
ejemplo que "Cuando los terrenos en que los empresarios de in­
dustria se propongan cultivar cualquiera de los articules indi- 
cados en el articulo anterior (café, caha de azûcar, cacao...) 
fueren de propiedad comunal o ejidos de los pueblos ... las Mu 
nicipalidades tendrân la précisa obligaciôn de vender por su - 
justo precio los referidos terrenos ..." (art.2)(33).
Leyes posteriores aûn cuando enuncian el principio de 
la titularidad del Estado sobre estas tierras que se conceden 
a los pueblos para uso y goce de los vecinos, establecen dispo 
siciones paralelas que han permitido a las Municipalidades la 
enajenaciôn de parcelas de las mismas a los vecinos que las 
ocupasen; a éstas efectivamente ha correspondido la "adminis - 
traciôn" de los ejidos de acuerdo con la Ley de Municipalida - 
des y del Régimen Politico hasta 1962 cuando se dicta la prime 
ra Ley de Reforma Agraria. El principio establecido en este 
sentido ha sido que las Municipalidades tranferirân mediante - 
concesiôn el dominio ûtil de parcelas determinadas a los veci­
nos que las solicitasen, pero algunas leyes como la Ley Agra - 
ria de 1898 concedian la opciôn de compra en dominio pleno a - 
quienes se encontraran en esa situaciôn (art. 10), de manera 
que por esa via las Municipalidades podian enejenar tierras 
ejidales; la Ley Agraria de 1924 sigue también esta orienta 
ciôn.(art.10)
Por ûltimo, a partir de 1936 se prohibe la enajenaciôn
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del dominio pleno sobre tierras de ejidos Cart.55 de la Ley - 
Agraria de ese aho). La legislaciôn vigente réitéra, finalmen­
te, la titularidad ûltima del Estado sobre los ejidos, tal co­
mo ha sido expuesto. Quede clara, entonces, esta ûltima cir 
cunstancia.
B) T I E R R A S  A D Q U I R I D A S  P O R  A C T O S  PE D E R E C H O  P R I V A D O .
El Estado de Honduras, como tal, es una persona jurf- 
dica; asi lo establece expresamente el articulo 56 N*l& del - 
Côdigo Civil hondureho. A la vista de esta norma y como supue£ 
to previo a la exposiciôn del presente tema, conviene hacer aJL 
gunas precisiones.
No aparece en el Derecho hondureho la precisiôn termi- 
nolôgica que la legislaciôn y la doctrina espaholas han esta - 
blecido en cuanto a distinguir entre el Estado como persona - 
juridica "total", en su conjunto, que aparece en el seno de la 
comunidad internacional en sus relaciones con otros Estados, y 
la Administraciôn Pûblica propiamente, con personalidad jurid£ 
ca propia, entendida como centro de imputaciôn juridica en sus 
relaciones con los particulares, que expresa la personalidad - 
estatal en sus relaciones internas con los administrados.(34)
A falta de esa precisiôn cabria hablar entonces y en - 
orden a estas consideraciones, de un Estado administrador, en 
tanto que sujeto activo de las funciones administratives. En - 
otras palabras, el Estado aparece en este supuesto como apara- 
to administrativo - Administraciôn Pûblica en todo caso - como 
centro de las funciones estatales internas, (35) idea que al - 
final viene a tener idênticas consecuencias - aunque no la mis 
ma claridad - que la construcciôn legislative y doctrinaria es 
pahola a que hacemos referencia. Es en este sentido - Estado 
administrador, Administraciôn Pûblica - que entenderemos el 
concepto Estado cuando hagamos referencia a él, en estos y 
posteriores pârrafos.
Luego de esta precisiôn, que considérâmes importante a
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la luz de lo expuesto, entremos en materia.
En su carâcter de persona juridica el Estado hondureno 
puede adquirir bienes de los particulares, de igual manera que 
éstos, ya sea a titulo de compreventa o de permuta, o bien 
aceptando herencias, legados o donaciones, o prescribiendo a - 
su favor. Asi debe entenderse de acuerdo con el articulo 59 
del Côdigo Civil hondureno que reconoce esa capacidad a todas 
las personas juridicas.
Debe entenderse que, tratândose de inmuebles, taies 
bienes de propiedad particular deben estar amparados en titu - 
los legitimos inscrites en el Registre de la Propiedad, desde 
luego que sin ese requisite podrian ser reputados como tierras 
del Estado, conforme a lo que ya estudiamos al tratar de los - 
baldios.
Por las peculiaridades que ofrecen estudiaremos por se 
parade la normativa relativa a las adquisiciones por herencia 
legado o donaciôn, por compraventa o permuta, y por usucapiôn 
a favor del Estado.
a) Tierras adquiridas por el Estado por herencia, legado o do 
naciôn.
A diferencia del Derecho espahol en el que el Estado - 
sucede ab-intestato a falta de otros herederos (arts.956-58 -
del Côdigo Civil espahol), en el Derecho hondureho es la corpo 
raciôn municipal del término en el que hubiere tenido su ûlti­
mo domicilio el causante, o en su defecto donde estén radical 
dos los bienes, la que estâ; llamada  ^a la sucesiôn.(art.960 
N° 8 y 974 del Côdigo Civil hondureho)
No obstante, el Estado puede adquirir a titulo de he - 
rencia, legado o donaciôn, por propia voluntad del causante. - 
Como en estos supuestos las adquisiciones dependen de la mera 
liberalidad del titular de los bienes no se nos ofrecen mayo -
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res comentarios, excepto la exigencia de que la aceptaciôn se 
exprese por Decreto del Poder Ejecutivo en Consejo de Minis 
tros, con la intervenciôn posterior de la Contadurfa General - 
de la Repûblica - ôrgano de contabilidad del Estado, dependien 
te del Ministerio de Hacienda - a través de la Oficina de Bie­
nes Nacionales (art. 46 Ley Orgénica de la Contadurfa General 
de la Repûblica). En parecido sentido en el Derecho espahol, - 
el articulo 24 de la Ley de Patrimonio del Estado establece - 
que "No podrân aceptarse herencias testamentarias, legados o - 
donaciones en favor del Estado, sino mediante Decreto acordado 
en Consejo de Ministros, a propuesta del de Hacienda, aunque - 
el testador o donante sehalase como beneficiario a algûn otro 
ôrgano de la Administraciôn ... La sucesiôn légitima del Esta­
do seguirâ regiêndose por el Côdigo Civil y disposiciones com­
plementer ias V
b) Tierras adquiridas por el Estado a titulo oneroso. La corn -
praventa y la permuta.
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En general se admite que el Estado puede adquirir bie 
nés inmuebles "utilizando - como dice Garrido Falla (36) -
los modos conocidos por el Derecho privado"; ya hicimos refe­
rencia al articulo 59 del Côdigo Civil que en el caso particu 
lar del Derecho hondureho lo reconoce expresamente; peroccuan 
do procédé que la Administraciôn actûe de esta forma, siendo 
por lo demâs titular de la potestad expropiatoria?
En principio,, la doctrina sostiene que la Administra 
ciôn Pûblica puede contratar perfectamente como cualquier par 
ticular adquiriendo los bienes muebles o inmuebles que preci­
se para el cumplimiento de sus fines, siempre que el particu­
lar propietario no ofrezca resistencia a ello, supuesto con - 
trario en el cual si procédé hacer uso del procedimiento coac 
tivo; la expropiaciôn, concretamente, tratândose de inmuebles. 
Esta soluciôn puede ser descartada,sin embargo, por normas le 
gales que expresamente establezcan que la adquisiciôn de in - 
muebles debe hacerse en todos los casos por la via de la ex -
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propiaciôn.C37)
El Derecho espahol, por via de ejemplo, se orienta en 
ese sentido? asi la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario dispo 
ne que "El Institute - (IRYDA) - previa tasaciôn y aprobaciôn 
del correspondiente plan de reparcelaciôn o redistribuciôn, - 
podrâ adquirir para el cumplimiento de los fines sehalados... 
las fincas de propiedad particular que voluntariamente deseen 
enajenar sus duehos..."(art. 20.1); no obstante, "El Institu­
te podrâ también adquirir tierras por expropiaciôn" en los ca 
SOS y con los requisites establecidos por la misma ley (art. 
20.3). En parecido sentido la Ley de Patrimonio del Estado 
preceptûa que "La adquisiciôn a titulo oneroso de los edifi - 
cios o de los terrenos en que aquellos hayan de construirse 
que el Estado precise para el cumplimiento de sus fines, se - 
acordarâ por el Ministerio de Hacienda cualquiera que sea el 
valor de dichos bienes... excepto; a) Cuando la adquisiciôn - 
se lleve a cabo al amparo de la Ley de Expropiaciôn Forzosa 
..." Cart. 54). La Ley de Montes de 8 de Junio de 1957 sigue 
también esta orientaciôn (art. 25). Por razôn de interés s o ­
cial, en cambio, en algunos supuestos contemplados en la Ley 
de Reforma y Desarrollo Agrario aparece descartada la compra­
venta y se impone la expropiaciôn (arts, 241 y 244).
En el Derecho hondureho, concretamente, se debe dis - 
tinguir el carâcter urbano o rural de los inmuebles para estu 
diar las adquisiciones por compraventa o permuta. En el prime 
ro caso se puede afirmar que es el procedimiento normal. El 
segundo supuesto, que es el que particularmente nos interesa 
a la vista de nuestro estudio, nos merece por lo mismo una 
atenciôn mâs detenida.
La Ley Agraria de 1936 incluye, por ejemplo, dentro - 
de los terrenos del Estado, los que éste haya adquirido por - 
compraventa.(art. 2) Posteriormente la Ley de Reforma Agraria 
de 29 de Septiembre de 1962, actualmente derogada por la vi - 
gente de 30 de Diciembre de 1974, estableciô que habiéndose -
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declarado afectable con fines de reforma agraria un predio de 
terminado de propiedad particular, deberia "gestionarse" su - 
adquisiciôn con el propietario mediante compraventa, como pa- 
so previo al inicio del procedimiento expropiatorio? no logra 
do ese propôsito procederia entonces la expropiaciôn (art.49); 
esta disposiciôn a todas luces politica, pretendia, no cabe - 
duda, mitigar èl efecto que la ejecuciôn de un proceso de es­
te tipo produciria en los grandes propietarios.
Aûn cuando la norma comentada en el pârrafo preceden­
te esté derogada, debemos, no obstante, establecer su real - 
alcance. La gestiôn previa en la forma sahalada no implica - 
mâs que senalar en forma tâcita al particular su obligaciôn - 
de traspasar el predio a la Administraciôn, de acuerdo con su 
afectaciôn anterior a los propôsitos de la reforma agraria; - 
se trataria entonces de una venta forzosa impuesta al propie­
tario que la aproxima mâs a la expropiaciôn que a la simple - 
compraventa, si aplicâramos el criterio definido por el arti­
culo 1 de la Ley espanola de Expropiaciôn Forzosa de 16 de D£ 
ciembre de 1954. (38)
La Ley de Reforma Agraria vigente no hace referencia 
a ningûn tipo de operaciôn previa a la aplicaciôn del proced£ 
miento expropiatorio, el cual procederâ una vez que los pre - 
dios hayan sido declarados afectables con fines de reforma - 
agraria (arts. 49 y 56), extremo que se analizarâ en su momen 
to, por lo que la adquisiciôn de tierras por compreventa -aûn 
con las modulaciones indicadas previamente - para fines de re 
forma agraria ha de considerarse descartada? la propia natura 
leza del proceso, en cuanto destinado a cambiar la estructura 
de la tenencia de la tierra en el pais, asi lo indica.
A iguales conclusiones podemos llegar en relaciôn con 
la permuta; la Ley de Reforma Agraria de 1962 estableciô que 
podrian permutarse tierras del Estado por otras de propiedad 
particular, cuando se considerase conveniente a los fines tu- 
telados por la misma(art. 41);sin embargo, la nueva ley no
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contiene ninguna disposiciôn en ese sentido.
Ahora bien, si la adquisiciôn por compraventa o permu 
ta aparece descartada en el Derecho hondureno actual cuando - 
se trate de bienes rûsticos afectados con fines de reforma 
agraria, no se puede afirmar lo mismo cuando el objeto de la 
adquisiciôn sea otro? en este otro supuesto, estimamos, rige 
el principio general antes enunciado.
Pero, en todo caso, aûn cuando el procedimiento de ad 
quisiciôn sea de Derecho privado - en los casos que hemos in- 
dicado, inmuebles urbanos o inmuebles rûsticos no afectados - 
con fines de reforma agraria - deberân observarse siempre for 
malidades previas y posteriores al otorgamiento del respecti­
ve contrato "én atenciôn a la peculiaridad del sujeto admini£ 
trativo" como dice Garrido Falla (39) ? la Ley Orgânica del 
Presupuesto de Honduras establece todo un precedimiento en e£ 
te sentido.(art. 53)
c) Tierras adquiridas por usucapiôn.
Como persona juridica con capacidad de Derecho priva­
do el Estado hondureho puede prescribir inmuebles a su favor. 
En este caso serân aplicables las normas générales del Côdigo 
Civil; la prescripciôn ordinaria implica la posesiôn con bue- 
na fé y justo titulo durante diez ahos (arts. 2272 y 2286 del 
Côdigo Civil hondureho), mientras que la extraordinaria supo­
ne la posesiôn sin justo titulo ni buena fé durante veinte 
ahos (art.2287). En el Derecho espahol el Estado podrâ tam - 
bién usucapir conforme a las leyes comunes (art. 25 Ley de - 
Patrimonio del Estado)(40).
Las consecuencias prâcticas de este modo de adquisi - 
ciôn no se han planteado en el Derecho hondureho, sin embargcy 
el supuesto teôrico debe dejarse indicado.
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C) T I E R R A S  A D Q U I R I D A S  P O R  A C T O S  DE D E R E C H O  P U B L I C O .  EN E S P E  - 
C I A L  LA E X P R O P I A C I O N  F O R Z O S A .
Analizados los modos de adquisiciôn de tierras por ti 
tulos de Derecho privado, haremos lo propio ahora con los ti­
tulos de Derecho pûblico. Estudiaremos en este sentido la se- 
cularizaciôn de bienes eclesiâsticos, la confiscaciôn y la ex 
propiaciôn por causa de interês social. De estos titulos ûni­
camente el ûltimo tiene vigencia, pero conviene hacer una re­
ferencia a todos ellos. Sobre la expropiaciôn por causa de in 
terês social haremos un estudio mâs detenido dada su especial 
trascendencia en la legislaciôn sobre tierras vigente actua^ 
mente en Honduras.
a) Secularizaciôn de bienes eclesiâsticos.
En la Introducciôn de nuestro trabajo sanalâbamos la 
influencia que el libéralisme europeo tendrâ en Centro Améri- ? 
ca durante el siglo XIX.(41) El esquema teôrico que el Despo­
tisme ilustrado formula en el siglo XVIII tendrâ una influen­
cia notable a lo largo del siglo siguiente en los paises ame- 
ricanos (42) y la desamortizaciôn de los bienes eclesiâsticos 
es uno de los aspectos donde tal influencia se plasma con ma­
yor nitidez.
En la legislaciôn hondureha ya la Ley de Tierras de - 
19 de Marzo de 1829 disponia que "Se venderân las tierras lia 
madas realengas y las que se subasten de manos muertas"(art.
3); la Ley de Tierras de 3 de Julio de 1835 estableciô en el 
mismo sentido que "Las tierras realengas o baldias (sic), las 
de manos muertas y las poseidas sin justo titulo, correspon - 
den en propiedad al Estado y éste serâ el usufructuario de - 
ellas"(art. 1) (43).
Posteriormente durante el gobierno liberal de Marco - 
Aurelio Soto se dicta la Ley de 30 de Enero de 1879 por la -
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que se décréta la aboliciôn de la contribuciôn decimal (diez- 
mos) que se pagaba a la Iglesia (art. 1) y se ordena la venta 
de sus bienes raîces y las de "cofradias, archicofradias y - 
otras corporaciones anâlogas".(art. 3X(44)
La Ley Agraria de 12 de Marzo de 1898 estableciô que 
"Pertenecen al Estado los terrenos siguientes: 1) Los baldios 
... 2) Los que de conformidad con la Ley herede el fisco, y - 
3) Los que hayan pertenecido a las Cofradias, Archicofradias 
u otras corporaciones anâlogas, y hayan sido legalmente secu­
lari zadas" (art. 1). Todavia una ley relativamente reciente - 
como la de 2 de Abril de 1936 dispuso que "Son terrenos del - 
Estado los situados dentro de los limites territoriales que - 
no hayan sido legalmente titulados; los adquiridos por el Fi£ 
co por rectificaciôn de linderos, por compra o por cualquiera 
otro de los medios establecidos por la ley para adquirir; y - 
los que pertenecieron a cofradias, archicofradias u otras cor 
poraciones anâlogas".(art.2)
Es importante observer que no obstante que el propôs_i 
to de la desamortizaciôn fué el de enajenar los bienes de las 
manos muertas,todavia en la Ley Agraria de 1936 citada se ha­
ce alusiôn a este tipo de bienes como pertenecientes al Esta­
do; ello tiene su explicaciôn en la debilidad del proceso li­
beral en Honduras, a diferencia de otros paises controamerica 
nos donde este fué radical como observâbamos en la Introduc - 
ciôn. a nuestra investigaciôn.
b) Confiscaciôn
La confiscaciôn, entendida como la transferencia coac 
tiva de la propiedad particular al Estado, sin indemnizaciôn 
y generalmente por razones politicas, criterio que distingue 
a este institute de la expropiaciôn, se encuentra proscrite - 
en el Derecho hondureho actual. La Constituciôn vigente de 2 
de Junio de 1965 dispone en ese sentido que "Se prohibe la -
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confiscaciôn de bienes. La propiedad no puede ser limitada en 
forma alguna por causas de delito politico".
Este titulo de adquisiciôn de inmuebles fué corrientg, 
sin embargo, en el largo periodo de guerras civiles que se su 
ceden en Honduras durante gran parte del siglo XIX y primeras 
décadas del presents - observaciôn que es vâlida en general - 
para toda Hispanoamérica - como forma de cobrar deudas polit_i 
cas, no obstante las reiteradas declaraciones formales en con 
trario establecidas por distintos textos constitucionales(45); 
ello refleja de paso la inestabilidad politica que han sufri- 
do estos paises. Todavia en 1943 se confiscan bienes rûsticos 
propiedad de ciudadanos alemanes como consecuencia de la ali- 
neaciôn del pais al lado de las potencias aliadas durante la 
Segunda Guerra Mundial, conflicto solucionado recientemente - 
con el reconocimiento por el Estado de las indemnizaciones co 
rrespondientes, previa reclamaciôn formulada por el Gobierno 
de la Repûblica Federal Alemana. El Derecho hondureho conside 
ra en ese sentido como imprescriptible el derecho de reivind_i 
car los bienes confiscados.(art. 103 de la Constituciôn de 
1965)
Como puede apreciarse, este tema, proscrite por la ge 
neralidad de las Constituciones modernas, no ofrece mâs que - 
interés histôrico, y, en nuestro caso, para meros propôsitos 
de sistematizaciôn.
c) Expropiaciôn por causa de interês social.
De los titulos de adquisiciôn de tierras por el Esta­
do por actos de Derecho Pûblico es la expropiaciôn por causa 
de interés social el que mayor atenciôn nos merece, tanto por 
su especial carâcter de instituciôn de Derecho Administrative^ 
como por su trascendencia actual en el régimen de tierras en 
el Derecho hondureho.
En la Introducciôn a nuesto trabajo nos referiamos ya 
a la estructura de la tenencia de la tierra en Honduras y a -
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las dificultades que la misma supone como freno al proceso de 
desarrollo; estos extremos serân analizados con mayor aten - 
ciôn en el Capitule V, por ahora nos interesa ûnicamente 11a- 
mar la atenciôn sobre el tema como condicionante de la insti­
tuciôn cuyo estudio nos proponemos.
Por la importancia de la misma y por los ricos mati - 
ces que ofrece consideremos oportuno dedicar un apartado espe 
cial a su anâlisis, que desarrollaremos en los siguientes pâ­
rrafos .
III - LA EXPROPIACION POR CAUSA DE INTERES SOCIAL. ESTUDIO ES 
PECIAL.
Por expropiaciôn en general se entiende tradicional - 
mente la potestad de la Administraciôn por la cual êsta ad - 
quiere coactivamente bienes de los administrados, para el cum 
plimiento de sus fines, siguiendo un procedimiento determina- 
do y pagando una justa y previa indemnizaciôn.(46) Se trata - 
en palabras de Garcia de Enterria, de una potestad "ablatoria" 
en el sentido de un "poder de la Administraciôn de sacrificar 
situaciones patrimoniales de los particulares", y por lo mis­
mo de provocar su extinciôn como derechos "total o parcialmen 
te",(47)
Pero no es la expropiaciôn en sentido general la que 
nos interesa, sino, concretamente, cuando se produce por cau­
sa de interés social, en materis agraria, dada la temâtica de 
nuestro trabajo.
A) EL I N T E R E S  S O C I A L  C O M O  C A U S A  DE E X P R O P I A C I O N .
El concepto de expropiaciôn en funciôn de la causa 
que la provoca ha sufrido una evoluciôn importante desde su - 
formulaciôn inicial al amparo de la legislaciôn liberal clâsi 
ca, hasta los momentos actuales en que se convierte en una -
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técnica de configuraciôn social en poder de la Administraciôn.
En la sociedad liberal decimonônica, como ha sido se- 
halado por la doctrina, la propiedad se configura como un de­
recho sagrado e inviolable a través de la formulaciôn revolu- 
cionaria establecida en el articule 17 de la Declaraciôn de - 
Derechos del Hombre de 1789.(48) La propiedad particular asi 
concebida sôlo podrâ ser restringida por causa de "necesidad 
pûblica" legalmente constatada y previa indemnizaciôn justa; 
la expropiaciôn se concibe entonces con un carâcter excepcio- 
nal, "como el limite ûltimo de la propiedad".(49); ante tal - 
construcciôn no hace falta decir, en palabras de Gonzâlez Pé­
rez, que "el término necesidad pûblica se entendia en su sen­
tido mâs estrecho".(50)
Posteriormente, en forma paralela a la evoluciôn del 
derecho de propiedad "del que se impugna su sentido de reduc 
to exento" (51), se amplia la causa de expropiaciôn; se habla 
râ entonces de "utilidad pûblica". El procedimiento expropia­
torio se podrâ utilizer en consecuencia "no sôlo cuando la co 
sa fuese e.strictamente necesaria, imprescimdible al fin pûbl£ 
co, sino también cuando fuese ûtil al mismo"(52); se pensaba 
fundamentalmente en el procedimiento expropiatorio como base 
para incrementar el dominio pûblico.(53) Es desde esa perspec 
tiva que Mayer definiô el concepto diciendo que "La expropia­
ciôn es un acto de la autoridad mediante el cual se transfie- 
re o restringe un derecho de propiedad del sûbdito, en favor 
de una empresa de utilidad pûblica"(54).
El ûltimo estadio de la evoluciôn de la "causa expro- 
piandi" ha llevado a la formulaciôn del concepto de "interés 
social"(55). La propiedad no se concibe en este momento con - 
el carâcter de derecho absoluto que tuvo en el marco del Es­
tado liberal clâsico; la propiedad ha de cumplir una "funciôn 
social" y en su defecto cabrâ la expropiaciôn; es la sociedad 
en si, de acuerdo con esta concepciôn, la que se bénéficia de 
la actividad expropiatoria.(56) La Administraciôn se ha vuel-
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to ampliamente intervencionista, ha abandonado su papel pasi- 
vo propio del Estado liberal burgués para realizar en los tér 
minos planteados por Fortshoff, una actividad de "interven - 
ciôn conformadora en el orden social" (57) , estableciendo li- 
mitaciones al ejercicio del derecho de propiedad,
El significado inicial de la expropiaciôn , en suma, 
ha sido desbordado, a tal grado que se ha senalado que hoy es 
una técnica instrumental, mâs que finaliste, un medio de in - 
tervenciôn, intercambiable con otros para lograr un détermina 
do resultado. (58)
Ahora bien, la doctrina ha distinguido con mucha cla­
ridad el "interés social" - que es el que, repetimos, nos in­
teresa - de la "utilidad o de la necesidad pûblica" como cau­
sas de expropiaciôn.
En el primer supuesto - expropiaciôn por causa de in­
terês social - el procedimiento se aplica con fines de redis- 
tribuciôn o de conformaciôn del orden econômico y social, (59) 
a diferencia de los otros - utilidad pûblica especialmente 
que se entienden en razôn de las exigencias de la propia Adm£ 
nistraciôn, instrumentândose para la ejecuciôn de obras pûbl£ 
cas o para implementar determinados servicios.(60)
La expropiaciôn por causa de interés social supone la 
existencia de un beneficiario, que se trata por lo general de 
un sujeto perteneciente a una determinada clase social, aun - 
que excepcionalmente el bien expropiado puede pasar a un ente 
pûblico "aunque ya por razôn diversa de su funcionamiento ob­
jet! vo " como anota Garcia de Enterria.(61)
No obstante, un sector de la doctrina no siempre ha - 
visto justificada esta distinciôn por entender que el concep­
to "utilidad pûblica" - e incluse el de "necesidad pûblica" - 
es lo suficientemente elâstico para comprender todos los su­
puestos que surjen como consecuencia de la evoluciôn social;
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asi se han pronuhciado, por ejemplo, en la doctrina de habla 
castellana, Gonzâles Pérez y Sayaguês Laso.C62)
Particularmente somos de la opiniôn que la distinciôn 
cabe por las circunstancias anotadas? en este sentido Garcia 
de Enterria ha afirmado que "la funcionalizaciôn del instru - 
mento expropiatorio fuera del âmbito extricto de la obra pû - 
blica o del funcionamiento de la Administraciôn hacia opera - 
ciones de transformaciôn social directe (reforma agraria, so- 
cializaciôn de empresas, etc...) determinaron esa duplicaciôn 
causal expresada en la dualidad de conceptos, utilidad pûbli­
ca e interés social'.' (6 3)
B) LA F U N C I O N  S O C I A L  DE LA P R O P I E D A D .  SU  C O N C E P T O  Y A L C A N C E S .
El estudio de la expropiaciôn por causa de interés so 
cial, estimâmes, tiene que ser paralelo al de "funciôn social 
de la propiedad"; asi se ha entendido en la doctrina que ha - 
comentado las leyes de reforma agraria hispahoamericanas,(64) 
mientras que en el Preâmbulo de la Ley espahola de Expropia - 
ciôn Forzosa se considéra que "al consagrar la expropiaciôn - 
por interés social, la ley viene a entender implicita, tras - 
toda relaciôn de dominio una funciôn social de la propiedad." 
(65)
Résulta necesario, en consecuencia, una referencia 
obligada al concepto aludido.(66)
El concepto liberal de la propiedad, de inspiraciôn 
francesa, consagrado en los Côdigos Civiles decimonônicos, re 
fleja, como es sabido, una concepciôn individualiste, en el - 
que la idea de libertad es fundamental, mostrândose en dos fa 
cetas: la libertad de gozar de los bienes y la libertad de in 
tercambio de bienes y services, es decir la propiedad y el - 
contrato. (67)
Ya aludiamos en un pârrafo anterior a la Declaraciôn
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de 1789 que considerô a la propiedad privada como un derecho 
"sagrado e inviolable"; esta fôrmula, si bien no es la que se 
consagra en los Côdigos Civiles (68) permits considerar a la 
propiedad como un "derecho fundamental", con caracteristicas 
absolutas, conectado con las libertades innatas del individua 
Lasarte afirma en ese sentido que "La propiedad queda consa - 
grada como un poder absoluto de la persona sobre la cosa, que 
se concrete primordialmente en las facultades de goce y dispo 
siciôn de las que ûnicamente de modo "anormal" podrâ privarse 
al propietario, ya que determinan el contenido tîpico del de­
recho subjetivo, ilimitado por definiciôn",(69)
El individualismo es la teoria politica del momento, 
el interés individual, coïncidente - se afirma - con el inte­
rês social, produce el necesario abstencionismo del Estado. 
(70)
Esta formulaciôn de la doctrina de la propiedad llega 
râ a América a través de los Côdigos Civiles y la influencia 
liberal que se recibe.(71) Es asi como el Côdigo Civil hondu­
reho define al institute en los términos siguientes: "Se lla­
ma dominio o propiedad al derecho de poseer exclusivamente 
una cosa y gozar y disponer de ella, sin mâs limitaciones que 
las establecidas por la Ley o por la voluntad del propietaridL' 
(art. 613) El Côdigo espahol, por su parte, lo difine dicien­
do que"La propiedad es el derecho de gozar y disponer de una 
cosa, sin mâs limitaciones que las establecidas por las leyed' 
(art. 384)
Ahora bien, como sehala Garrido Falla, las limitacio­
nes previstas en la concepciôn asi formulada, de acuerdo con 
el marco ideolôgico en que estân insertas, "lo eran fundamen­
talmente por razôn de que el derecho de cada propietario ha - 
bia de cohonestarse con el que a los demâs correspondis?(72)
Esa concepciôn de la propiedad entrarâ en crisis en - 
el curso del présente siglo, fundamentalmente por la legisla - 
ciôn especial que hubo de dictarse para atender necesidades -
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sociales apremiantes, es decir "por causa de las.reformas a 
que ha habido que someter el modelo econdmico capital!sta y - 
de modo especial a sus postulados precedentes del libéralisme 
econdmico".(73)
Es conocida la influencia de Duguit en el cambio doc- 
trinario sehalado. "Hoy - escribîa el maestro francés,- la pro 
piedad deja de ser el derecho subjetivo del individub, y tien 
de a convertirse en la funcidn social del detentador de capi­
tales mobiliarios o inmobiliarios* La propiedad impiica para 
todo detentador de una riqueza, la obligacidn de emplearla en 
acrecer la riqueza social, y , merced, a ella, la interdepen- 
dencia social", el propietario, entonces, "se halla socialmen 
te obligado a cumplir aquel menester, a realizar la tarea que 
le incumbe ' en relacidn a los bienes que detenta, y no puede 
ser socialmente protegido si no la cump3-e, y s61o en la medi- 
da en que la cumple".(74)
La conciencia de sectores sociales desposeidos y los 
propios desequilibrios del sistema en que la propiedad como - 
derecho absoluto se habîa incubado determinô la progresiva in 
tervenciôn del Estado que somete el orden social econômico ba 
sado en la propiedad y libre pacto, a sucesivas correcciones 
interventoras.(75) De esa manera el concepto decimondnico de 
la propiedad entra en crisis, el Estado interviens para asi£ 
nar a la misma precisos limites y se afirma la idea de su ne- 
cesaria conexidn con los intereses sociales, con los intere - 
ses de la colectividad.(76)
Surge asi la idea de funcidn social de la propiedad, 
que supone la presencia de un interês no siempre propio del - 
titular, sino de un interês pûblico, cuya tutela ha de corres 
ponder al Estado, con lo que se modifies la relacidn directs 
sujeto-bien, propio de la concepcidn tradicional, convirtiên- 
dose en una relacidn sujeto-comunidad, en funcidn de la util^ 
dad del bien, representada esta ûltima por los organismes a - 
los que el Estado ha confiado la tutela y salvaguarda de los
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intereses pûblicos.(77)
El replanteamiento de la propiedad en esa forma deter 
raina / nuevos rasgos que Montés ha agrupado en cuatro aspectos 
fundamentales:pluralismo de la misma, conexidn social, desco- 
nexién de la coincidencia necesaria entre libertad y propie - 
dad, y ejercicio o actividad del sujeto a la vista del inte - 
rês pûblico y no la sola titularidad del sujeto, como centro 
de la regulaciôn.(78)
Interesa, finalmente, para los especificos plantes 
mientos del concepto en exâmen en la legislacidn hispanoamer_i 
cans, la conexidn entre propiedad y proceso econdmico; lo que 
Ballarin Marcial ha descrito como "funcidn social subjetiva" 
y como"funcidn social objetiva".(79) La propiedad se inserts 
en el proceso productive - opina Montés en este sentido - mar 
cando "una transicidn estâtica del dominio a una propiedad or 
gâniCâ instrumentalmente incorporada a la actividad econdmicaj,' 
convirtiéndose en "un elemento del patrimonio, establecimien- 
to, explotacidn, hacienda, o si se quiere, empress en sentido 
objetivo".(80)
Ballarîn distingue asi entre una "funcidn social sub­
jetiva", (81) que consiste en limitaciones y deberes a cargo 
del propietario", y una "funcidn social objetiva", que supone 
"una cierta distribucidn de la propiedad al servicio de unos 
tipos de empresas reputados dptimos o preferibles por el le - 
gislador en cada momento histdrico".(82) La configuracidn de 
la propiedad rûstica se define actualmente "por los conceptos 
de cultivo directe, de cultivo correcte y de cultive eficien- 
te", pero "la funcidn social no se agota en este aspecto sub­
jetivo; antes bien, obliga a reformar la extructura fundiaria, 
la distribucidn de la propiedad rûstica, en su aspecto objeti 
vo",(83) tal funcidn social objetiva "légitima per se los li­
mites a la extensidn de la propiedad privada individual"(84) 
y "se incumple cuando en un ârea determinada la distribucidn 
y el ejercicio del derecho de propiedad se verifica de forma
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que la situacidn econdmico-social, en su conjunto, parezca de 
teriorada o deficitaria".(85)
C) LA E X P R O P r A C r O N  P O R  I N C U M P L T M I E N T O  DE LA F Ü N C I O N  S O C I A L  DE
LA P R O P I E D A D  EN EL D E R E C H O  H O N D U R E R O .
El Derecho hondureho en materia de expropiacidn ha se
guido una evolucidn similar a la sehalada por la doctrina que 
hemos examinado.(86) La institucidn actualmente se régula en 
sentido general por la Ley de Expropiacidn Forzosa de 9 de 
Abril de 1944, desfasada en muehos aspectos, que concrete la 
aplicacidn del procedimiento cuando résulta necesario por eau 
sa de necesidad o utililidad pûblica, entendidos como supues - 
tos precisamente para la ejecucidn de obras püblicas.(art.2)
Es a partir de la Constitucidn de 21 de Diciembre de 
1957 que se introduce la idea de intetés social en conexidncon 
la de funcidn social de la propiedad privada en el Derecho - 
hondureho. El articulo 157 de este texto constitucional dispo 
nia que "Se reconoce la funcidn social de la propiedad priva­
da. Las limitaciones que establezca la ley tendrân por base - 
motivos de necesidad, utilidad pûblica o interês social".
A tono con ese principio la Ley de Reforma Agraria de 
26 de Septiembre de 1962, primera ley hondureha dictada para 
implementar lo que se ha llamado "reforma agraria integral", 
(87) desarrolla la idea de interês social como causa de expro 
piacidn.(88)
La Constitucidn vigente de 6 de Junio de 1965,(89)in­
troduce cierta dificultad terminoldgica al establecer que "El 
Estado garantiza, fomenta y reconoce la existencia y legitimi 
dad de la propiedad privada en su mês amplio concepto de fun­
cidn social y sin mâs limitaciones que aquellas que por moti­
vos de necesidad o interês pûblico establezca la ley"(art.97). 
No se menciona el interês social, como puede apreciarse,aun - 
que se hace referenda al interês pûblico, que vendrîa a te -
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ner el mismo significado.
As£ se ha entendido, a nuestro jucio, en la Ley de Re 
forma Agraria de 30 de Diciembre de 1974 que derogd a la ante­
rior, en cuanto dispone que "Serân afectadas con fines de re - 
forma agraria... las tierras rurales de dominio privado" que - 
de "conformidad con la presente ley no estân siendo utilizadas 
en armonia con la funcidn social de la propiedad que establece 
el articulo 97 de la Constitucidn de la Repûblica" (art.23). - 
Elio détermina por si la causa de la expropiacidn de acuerdo - 
con el desarrollo que se hace en diferentes articules de la 
misma ley que analizaremos en pârrafos posteriores.
Antes de continuer conviene que hagamos una pausa pa­
ra plantearnos algunas reflexiones en torno al sentido de las 
normes a las que nos referimos.
En primer lugar debemos destacar desde ahora el doble 
sentido de la funcidn social, "subjetivo" y "objetivo", en los 
têrminos planteados por Ballarin Marcial que previamente hemos 
estudiado y sobre el cual luego volveremos.
En segundo lugar, importa resaltar la idea de afecta-
cidn de las tierras en las que no se cumple la funcidn social,
a los fines de la reforma agraria ("Serân afectadas con fines 
de reforma agraria..." dice el supraindicado articulo 23). La 
afectacidn asi entendida supone, entonces una limitacidn le - 
gai de la propiedad, que represents el primer paso hacia la - 
expropiacidn.(90) Limitacidn (91) que se establece en furcidn 
del interês pûblico, al traer aparejadas restricciones y car-
gas impuestas al propietario, en defecto de las cuales cabe -
la expropiacidn. Se produce asi una "vinculacidn, de la pro - 
piedad al interês pûblico , (92) sin que se altéré su extructu 
ra.(93)
Si comparâmes esa normative con el articulo 33 dsl - 
texto constitucional espahol de 1978 en cuanto preceptûa que
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la funcidn social de la propiedad "delimitarâ su contenido de 
acuerdo con las leyes", veremos que el texto hondureho se que 
da un paso mâs atrâs; la funcidn social de la propiedad se e£ 
tablece acâ desde "adentro", implica el establecimiento de 
"limitaciones”; en cambio el texto espahol supone la "configu 
racidn" del derecho desde "afuera", en tanto que una cosa es 
"limitacidn" y otra es "delimitacidn" de los derechos.(94) So 
lamente en materia forestal la legislacidn hondureha estable- 
cerâ una verdadera "delimitacidn" en funcidn de otros princi- 
pios constitucionales, como estudiaremos oportunamente en el 
Capitulo siguiente.
Expuestas estas ideas previas, volvamos al anâlisis 
concreto de la legislacidn hondureha que venimos estudiando.
Desarrollando los preceptos anteriormente sehalados 
- articules 97 de la Constitucidn de 1965 y 23 de la Ley de - 
Reforma Agraria de 1974 - el articulo 24 de esta ûltima deter 
mina las situaciones que se consideran contrarias a la expre- 
sada funcidn social de la propiedad, disponiendo al efecto - 
que "... se considéra que la propiedad rural no se utiliza en 
armonia con la funcidn social en cualquiera de los casos si - 
guientes:
a) Cuando la propiedad se concentre de manera que consti- 
tuya un latifundio en los têrminos de esta ley.
b) Cuando las tierras se encuentren ociosas o incultas o 
deficientemente explotadas.
c) Cuando los predios se hallen indirectamente explotados.
d) Cuando la fragmentacidn de los predios haya dado ori- 
gen al minifundio, y, con êste, al mal uso o destruc - 
cidn de los recursos naturales, o un bajo rendimiento 
de los factores de la produccidn" (95)
Estudiaremos por separado cada uno de esos supuestos.
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- Latifundios. La Ley de Reforma Agraria en el articulo 25 - 
establece los limites de extensidn en hectâreas que pueden - 
pertenecer a una sola persona natural o jurldica; extensidn 
permitida que varia segûn la zona geogrâfica donde esté ub£ 
cada la propiedad. Si se excediere de esos limites se consi­
déra que la propiedad constituye un latifundio para los efec 
tos de la ley; el exceso serâ objeto de expropiacidn, salvo 
supuestos de excepcidn especialmente calificados en razdn de 
explotaciones intensives y tecnificadas de productos agra - 
rios esenciales para la economla del pals.(arts. 38 y 39) (96)
- Tierras incultas o deficientemente explotadas. Serân expro 
piadas tambiên en forma inmediata todas las tierras que aûn 
cuando no excedan de los limites establecidos se encuentren 
incultas u ociosas, entendiênsode por taies "aquellas que 
siendo susceptibles de uso agricole o ganadero, no estân 
siendo explotadas con cultivos agricoles o crianza de ganadd' 
(art. 28). Si el predio se estuviere explotando en menos de 
50 hectâreas se permitirâ al propietario retener hasta dicha 
extensidn y el excedente serâ expropiado; si estuviere ex - 
plotândolo en mâs de ese limite se permitirâ retener el do - 
ble, siempre que no exceda de los "techos" sehalados en el - 
articulo 25(art.28).
- Tierras indirectamente explotadas. Igualmente serân expro- 
piables los predios explotados por medio de arrendatarios, - 
sub-arrendatarios, aparceros, medieros, colonos y en general 
cualquier_.. forma de explotacidn indirecta, y los predios 
rûsticos de que fueren propietarios dos o mâs personas en co 
mûn, sin que constituyan una explotacidn o empresa.(art.33)
- Minifundios. Finalmente serân expropiables los predios ca­
lificados como minifundios, entendiéndose por taies los que 
tengan superficies inferiores a cinco hectâreas. La expropia 
cidn en este caso tendrâ por objeto la reagrupacidn de la 
propiedad y su adjudicacidn posterior a los mismos campesi - 
nos minifundistas en unidades mayores de produccidn (art.34)
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como se puede apreciar se trata acâ de una técnica muy pare- 
cida a la llamada "concentracidn parcelarla" en el Derecho - 
espahol, regulada por los artlculos 171 y 179 de la Ley de - 
Reforma y Desarrollo Agrario.(97)
Es claro, para concluir, a la vista de los precep - 
tos sahalados el doble sentido "subjetivo" y "objetivo" de - 
la funcidn social de la propiedad en la legislacidn hondure­
ha, en los têrminos definidos por Ballarin Marcial, a los 
que nos referimos previaunente y a los cuales nos remitimos.
D) LA E X P R O P I A C I D N  S A N C I Q N .  S U P U E S T O S  EN Q U E  SE T I P I F I C A  EN 
LA L E G I S L A C I D N  H O N D U R E n A .
Dentro de la expropiacidn por causa de interês so - 
cial en general, la doctrina espahola a partir de Garcia de 
Enterria ha distinguido lo que se ha llamado "expropiacidn - 
sancidn"(98) definida en los articulos 71 y 72 de la Ley es­
pahola de Expropiacidn Forzosa de 1954, a los que parece re- 
ducirse acâ el procedimiento cuando se aplica por "incumpli- 
miento de la funcidn social de la propiedad'.'(99)
Como se ha expuesto, en la legislacidn hondureha se 
configura lo que se ha llamado "funcidn social subjetiva" y 
"funcidn social objetiva", que supone limitaciones de diver­
se género a la propiedad y un primer paso, cuando se tipifica, 
para la expropiacidn. El incumplimiento de la funcidn social 
de la propiedad asi entendida, viene consecuentemente a iden 
tificarse con todos los supuestos de expropiacidn por causa 
de interês social, lo que significa una diferencia clara con 
el sistema espahol.
En ese sentido conviene hacer algunas precisiones. 
El articulo 71 de la Ley espahola de Expropiacidn Forzosa es 
tablece que "Existirâ causa de interês social para la expro­
piacidn forzosa, ademâs de en los casos a que haya lugar con
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arreglo a las leyes, cuando con esta estimacidn express se ha 
ya declarado especificamente por una ley la oportunidad de - 
que un bien o una clase de bienes se utilicen en el sentido - 
positivo de una determinada funcidn social y el propietario - 
incumpla esta directiva", luego el articulo siguiente estable 
ce los requisitos necesarios para configurer ese supuesto, - 
que resumidos por Garcia de Enterria son los siguientes:"... 
que se haya determinado de antemano, por ley o por decreto, - 
que dichos bienes deben sufrir determinadas transformaciones, 
o ser utilizados de manera especifica, que la ley contenga 
una intimacidn express de expropiacidn en caso de incumpli 
miento del deber impuesto y que ese incumplimiento se produz- 
ca realmente en forma total o sustancial, una vez transcurri- 
do el plazo previamente fijado al propietario para realizar - 
la especifica funcidn sehalada"(100) .
De manera que "se trata... de una auténtica sancidn 
... que opera, no ya con carâcter general supeditada toda la 
riqueza a la eventualidad de una expropiacidn por un interês 
indefinido o enunciado de modo abstracto, sino a travês de - 
la previa imposicidn legal de un deber concreto, es decir, - 
que la ley fija al propietario una directiva concrets, y le 
conmina con la expropiacidn para el supuesto de que lo incum
pliere", ya que "el interês de la Administracidn se centra -
en conseguir que, efectivamente, el fin se cumpla sin ex 
traer la propiedad del marco juridico de la economia privadaK 
(101)
Aplicando esta doctrina a los supuestos estableci - 
dos por la legislacidn hondureha podemos arribar a la conclu 
sidn de que la expropiacidn-sancidn se configura en los ca -
SOS sehalados en las letras c) y d) del articulo 24 de Ley -
de Reforma Agraria, antes citados.
En el primer supuesto - explotacidn déficiente del 
predio - la ley permite retener la superficie explotada por 
su propietario en forma no intensiva o adecuada, pero sehala
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un plazo de cuatro ahos a partir de su vigencia para que la - 
explotacidn se vue1va eficiente en la forma sehalada por la - 
misma; en caso contrario procederâ la expropiacidn; sin embar 
go, cuando el predio estuviere totalmente inculto el procedi­
miento expropiatorio podrâ aplicarse de inmediato.(arts. 28 
y 29)
En el segundo supuesto - predios explotados indirecta 
mente - la ley sehala un plazo de seis meses a partir de su - 
vigencia para que los propietarios procedan al cultivo direc- 
to de sus tierras, procediento la expropiacidn si esa obliga­
cidn no se cumpliere.(art.41) La ley prohibe aslmismo el dom£ 
nio en comûn de un mismo predio por dos o mâs personas seha - 
lando un plazo de dos ahos igualmente a partir de su vigen - 
cia para que se procéda a la particidn correspondiente; en ca 
so de que la comunidad resuite por causa de sucesidn se seha 
la un plazo de un aho a partir de la fecha en que se inicia - 
para que los comuneros la hagan césar; la expropiacidn procé­
dera cuando persista la comunidad fuera de los plazos estable 
cidos, sa]vo que los comuneros hubieren constituldo socieda - 
des mercantiles para procéder a la explotacidn de sus predios; 
se exceptûan de esa regulacidn los terrenos que fueren propie 
dad comûn de pueblos o aldeas.(art.27) Esta disposicidn tiene 
su razdn de ser en el interês de la ley de promover una agri- 
cultura de base empresarial.
Nos parece clara entonces la conclusidn a que antes - 
arribamos. En los otros supuestos - prôpiedàdès calificadas - 
como latifundios o como minifundios - la ley no sehala obliga 
ciones previas que han de cumplir los propietarios y procédé 
por lo mismo la expropiacidn inmediata. En todos los casos, - 
sin embargo, la ley hondureha tipificac supuestos de incum - 
plimiento de la funcidn social de la propiedad, a diferencia, 
repetimos, con el sistema espahol.
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E) LA I N D E M N I Z A C I O N .  SU P R O B L E M A T I C A  E S P E C I A L .
La doctrina ha sehalado como la expropiacidn en gene­
ral se configura modernamente en una doble vertiente; por una 
parte como una potestad de la Administracidn por la que esta 
résulta legitimada para sacrificar derechos patrinomiales de 
los administrados, y, por otra, como una garantfa para éstos 
en el sentido de salvaguardar su integridad patrimonial tren­
te a la accidn directa y los posibles excesos del Estado.(102)
En las expropiaciones en materia agraria, dada su es- 
pecialidad en razdn de los objetivos perseguidos, esa garan - 
tia, por lo demâs siempre existente a nuestro criterio, debe 
entenderse,sin embargo, con algunas variantes.Por de pronto - 
repârese que el carâcter indicado es el que ha determinado la 
existencia de procedimientos especiales en el Derecho espahol, 
distintos del procedimiento general establecido en la Ley de 
Expropiacidn Forzosa de 1954, aûn con la especialidad que su­
pone la inclusidn del procedimiento por incumplimiento de la 
funcidn social de la propiedad (arts. 71-75) (103) ; circunstan 
cia que por otra parte ha sido abiertamente criticada por un 
sector muy importante de la doctrina por entender que equiva- 
lia a la quiebra del principio de unidad que pretendia la ley 
que hemos mencionado en la regulacidn de la expropiacidn.(104
Nos interesa destacar particularmente, en lo que al - 
Derecho hondureho se refiere, la especialidad de la indemniza 
cidn en el procedimiento expropiatorio con fines de reforma - 
agraria, dado que este es el requisite previo para que se for 
malice la trasferencia de la propiedad a la Administracidn 
(arts. 59 y 61 de la Ley de Reforma Agraria), lo que no obsta 
para que antes de ese evento se procéda a la ocupacidn del in 
mueble como tambiên ocurre en el Derecho espahol en algunos - 
supuestos.(105)
La Constitucidn hondureha de 1965 establece como prin 
cipio que la expropiacidn no podrâ verificarse sin previa in^
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demnizacidn.(art.99) La Ley de Reforma Agraria dispone en cam­
bio que las expropiaciones que se efectûen de conformidad con 
la misma "se indemnizarân mediante pagos al contado y bonos - 
de la deuda agraria".(art.67) que serân nominatives y transfe 
ribles y gozarân de la plena garantîa del Estado.(art.68)
Ello plantea el problema de si se cumple o no con la obliga - 
cidn de indemnizacidn previa sehalada por la Constitucidn.
El problema no es exclusive del Derecho hondureho; se 
ha planteado tambiên en simllares têrminos en el Perû a rafz 
de la promulgacidn de la Ley de Reforma Agraria de 24 de Ju - 
nio de 1969 cuyo articulo 177 tambiên sehala esa forma de in­
demnizacidn; en Costa Rica tras la promulgacidn de la Ley del 
Institute Costarricense de Tierras y Colonizacidn (106) y an 
teriormente en Bolivia a raiz de la Ley de Reforma Agraria de 
1953.(107) Puede afirmarse en sentido general que esa forma - 
de indemnizacidn es la sehalada en todas las leyes de reforma 
agraria en Hispanoamêrica.(108)
La consideracidn polltica de la reforma agraria ha de 
terminado esa solucidn.(109) Ante la imposibilidad por el Es­
tado de indemnizar de inmediato a todos los propietarios ex - 
propiados se ha optado por la emisidn de la deuda agraria.Aho 
ra bien, no se trata de negar la indemnizacidn, lo que equi - 
valdria a una confiscacidn, sino a diferirla, parte al conta­
do y parte en bonos del Estado redimibles en amortizaciones - 
anuales y con plazos que varîan de quince a veinticinco ahos 
a partir de la fecha de su colocacidn;(art. 67) bonos que por 
otra parte pueden servir de tîtulo de garantîa para que el te 
nedor expropiado pueda obtener financiamientos blandos por 
parte de instituciones crediticias del Estado, hasta por un - 
50% del valor total de sù inversidn, en empresas industriales 
consideradas como estratêgicas para el desarrollo nacional de 
acuerdo con los Planes elaborados por el Gobierno (art.72); - 
supuesto en el cual dichos bonos podrân redimirse anticipada- 
mente hasta en un 50% de su valor.(art.73) Los bonos por otra 
parte estarân exentos del pago del impuesto sobre la renta. 
(art.67)
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Se trata entonces, como hemos anotado, de diferir el 
pago con el propdsito de no gravar en exceso el presupuesto - 
nacional para atender este renglôn, desde luego que las expro 
piaciones en los têrminos planteados por la ley han de ser ma 
sivas, extremo este que - por otra parte - no se ha cumplido 
en la prâctica. Pero a la vez se trata de crear estîmulos pa 
ra que los grandes propietarios expropiados - generalmente la 
tifundistas tradicionales - puedan invertir en empresas indu£ 
triales consideradas de importancia para el desarrollo nacio­
nal.
No obstante,a la luz del precepto constitucional el - 
desarrollo de la ley aparece como claramente inconstitucional 
desde luego que la indemnizacidn no es previa a la consolida- 
cidn de los efectos de la expropiacidn, esto es,a la transmi- 
sidn formai de la propiedad, si por "previa" habremos de en - 
tender necesatiamente el pago al contado.(110) Actualmente se 
discute en Honduras un nuevo proyecto de Constitucidn y de 
acuerdo con êste se resuelve la cuestidn senalando la peculia 
ridad de la indemnizacidn en la expropiacidn por incumplimien 
to de la funcidn social de la propiedad en los têrminos plan­
teados por la ley que comentamos; de aprobarse asi toda duda 
al respecto séria disipada.(111)
Lo censurable de la disposicidn que comentamos es que 
no distingue las situaciones en las que el expropiado no ha - 
cumplido con la füncidn social - concretamente en el supuesto 
de mantener su propiedad inculta u ociosa o deficientemente - 
explotada - por causas imputables a su posible carencia de re 
cursos, de aquêllas otras en las que la situacidn es precisa­
mente la inversa; en el primer supuesto somos de la opinidn - 
que la indemnizacidn siempre deberia ser al contado. Gonzalez 
Pérez ha formulado una observacidn parecida en la doctrina e£ 
pahola.(112)
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IV - LA AFECTACION DE LAS TIERRAS DEL ESTADO CON FINES DE RE­
FORMA AGRARIA. UNIDAD DE REGIMEN JURIDICO.
En las pâginas anteriores hemos establecido una clasi 
ficacidn general de las tierras del Estado en el Derecho hon­
dureho, a travês del anâlisis de los distintos modos posibles 
de adquisicidn. Hicimos tambiên un estudio mâs detenido de la 
expropiacidn por causa de interês social, en atencidn a las - 
razones que previamente sehalamos. Interesa ahora destacar - 
la afectacidn de todas las tierras del Estado a un fin pûbli­
co especifico: la realizacidn de la reforma agraria.
La Ley de Reforma Agraria establece en ese sentido 
que se dedicarân a los fines de la reforma agraria las tie 
rras expropiadas con ese objeto, las tierras rurales que se - 
transmiten mediante donacidn, herencia, legado o a cualquier 
titulo al Estado o al Instituto Nacional Agrario y las tie 
rras rurales cuya titularidad corresponda a entes descentrali 
zados de la Administracidn (art. 6) ; en igual sentido el art_i 
culo 12 de la misma ley dispone que "Todas las tierras rura - 
les de propiedad del Estado susceptibles de uso agricole o ga 
nadero se destinarân a la realizacidn de la reforma agraria". 
Por tierras rurales o predios rûsticos se entiende aquellos - 
"que se encuentran fuera de los limites urbanos y sean susce£ 
tibles de uso agricole o ganadero" (art.7), de lo que se de£ 
prende la exclusidn de esta regulacidn de las tierras foresta 
les, cuyo rêgimen es distinto, tel como lo hemos indicado al 
comienzo de este Capitulo y como se estudiarâ en el siguiente.
Para los efectos sehalados y siendo el Instituto Ne - 
cional Agrario, el drgano encargado de la gestidn del proceso, 
el Poder Ejecutivo le trasferirâ "todos los predios rurales 
que se hallen registrados a favor del Estado" (en el Registre 
de la Propiedad) y aquellos que le pertenezcan "por carecer - 
de otro dueho - los antiques baldios segûn ha quedado expues­
to - y los que haya adquirido a cualquier titulo y que no se
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encuentren registrados a favor del mismo" (del Estado) por el 
solo efecto de la ley.(art.12)
De esta afectacidn general se exceptûan ûnicamente: - 
"a) Aquellos predios rûsticos o la porcidn de los mismos que 
estân destinados a fines de ensehanza, fomento o experimenta- 
cidn agricola, ganadera o forestal, o a capacitacidn campesi- 
na, mientras cumplan esas funciones; b) Las âreas dedicadas a 
obras de utilidad pûblica, taies como puertos, aeropuèrtos, - 
bases militares, represas, proyectos turîsticos y demâs simi- 
lares, asi como las que el Estado o las instuciones descentra 
lizadas del mismo hayan destinado legalmente a fines especif% 
COS de importancia prioritaria para la economia nacional; c) 
Las tierras ejidales que conforme a los planes de crecimiento 
de las poblaciones, el Instituto Nacional Agrario destine a - 
ese propdsito, previa audiencia de las respectivas municipal! 
dades; d) Los parques y los bosques nacionales, las réservas 
forestalls y las zonas protegidas, las riberas de los rios, - 
lagos y lagunas y las superficies sujetas a procesos de refo- 
restacidn"(art.13).
En suma, todas las tierras rurales del Estado cuya t£ 
tularidad le corresponda a cualquier titulo, con las excepcio 
nés indicadas, estân afectadas a los fines de transformaciôn 
de la estructura agraria del pais, lo que détermina un espe - 
cial rêgimen juridico de Derecho pûblico cuyas notas détermi­
nantes se estudiarân en el Capitulo V.
(1) El texto en Vallejo, "Guia de Agrimensores ...", op. cit. 
pag. 149-50.
(2) Op. cit. pags. 161-63.
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(3) El texto de esta Constitucidn puede verse en la monogra- 
fia de Marinas Otero, L,, "Las Constituciones de Hondu - 
ras" pags. 9 3 y sigs. Ediciones Cultura Hispânica, Ma - 
drid,1962.
(4) Vëase comentarios sobre esta norma en Garrido Falla,"Tra 
tado ... ". II, op. cit. pags. 453-61; Garcia de Ente 
rria, "Apuntes...", op. cit. pag. 210-15; Fuentes Bode - 
I6n, F,, "Derecho Administrative de los Bienes", pags. - 
504-10, ENAP, Madrid, 1977; Parejo Gamir-Rodriguez Oli - 
ver, "Lecciones de Dominio Pûblico", pags. 305-06, Ma 
drid, 1976.
(5) Sobre la ocupacidn como titulo de adquisicidn de inmue - 
bles por el Estado en el Derecho espahol vëase nota 26 - 
Cinfra).
(6 ) "Tratado...",II, op. cit.,pag, 453.
(7) AsI la Ley de Tierras de 19 de Marzo de 1829 (Art. 1. Se
venderën las tierras llamadas realengas . . . ) ; Ley de Tie^
rras de 3 de Julio de 1835 (art. I Las tierras realengas 
o valdias (sic) . . . corresponden en propiedad al Estado - 
...); Ley de Tierras de 15 de Mayo de 1888 (Art. I . La - 
divisidn territorial para los fines de esta comprends 
très clases de terrenos; I . Los baldios que son los que - 
no estan enajenados a personas particulares, pueblos o - 
corporaciones y cuyo dominio pertenece al Estado...);
Ley Agraria de 12 de Marzo de 1898 (Art. I. Pertenecen - 
al Estado los terrenos siguientes: I. Los baldios, que -
son los que estando situados dentro de los limites del - 
Estado, no tienen otro legitimo dueho...); Ley Agraria 
de 20 de Nov. de 1925 (Art. I. "La propiedad de la tie - 
rra... corresponde originariamente al Estado, el cual ha 
tenido y tiene el derehco de transmitir el dominio de
ellas a los particulares, constituyendo la propiedad pr^
vada); Ley Agraria de 2 de Abril de 1936 (Art. I, en si- 
milares têrminos al anterior).
(8 ) AsI la Ley de Reforma Agraria de 26 de Septiembre de 
1962 (Art. 17. El patrimonio del Instituto Nacional Agr^ 
rio estara constituldo por I..., 2. Las tierras naciona­
les que se dediquen a la reforma agraria ...", Art. 28.
El Instituto Nacional Agrario dispondrâ para el desarro­
llo de la Reforma Agraria de : a) Las tierras nacionales,.
b)..., c)..."). Ley de Reforma Agraria de 30 de Diciem - 
bre de 1974 (Art. 6 . Se dedicarân a los fines de la re - 
forma agraria: a) Las tierras expropiadas conforme a es­
ta ley, b) Las tierras nacionales y ejidales rurales,
c) ..., d)..., e ) ...,)* Repârese que en estas dos ulti­
mas leyes ya no se menions a loa baldios, pero se habla 
de "tierras nacionales" cuyo significado es el mismo.
(9) vëase bibliografla citada en Nota I, Cap.I; tambiên Vod£
novic, A. "Curso de Derecho Civil", II, pag. 106, Edit.
Nascimiento, Santiago de Chile, 1957,
(10) Vëase Fraga, G. "Derecho ...", op. cit. pag. 372. Serra
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Rojas, "Derecho...", op.cit. pag. 178.
(11) Supra nota 7, referencias a las Leyes Agrarias de 1925 y 
de 1936.
(.12) Reproducido por Caso, A. "Derecho...", op. cit. pag. 499.
(13) En igual sentido el art. 590 del Cddigo Civil de Chile; 
art. 2342. No. I Cddigo Civil de Argentina; art. 675 C6 - 
digo Civil de Colombia; art. 108 Codigo Civil de Bolivia; 
art. 572 Cddigo Civil de El Salvador.
(14) Garcia Cantero, por ejemplo, conecta el principio de atri 
bucion de los baldios al Estado en los Codigos Civiles 
hispanoamericanos con el tema de la adquisicidn de inmue- 
bles vacantes, vëase "La Adquisicidn de Inmuebles Vacan - 
tes por el Estado", pags. 51-52, RAP No 47, 1965.
(15) Supra nota 8 .
(16) Supra notas 7 y 8 .
(17) Asi por ejemplo, la Ley de Tierras de 3 de Julio de 1835 
(art.I Las tierras realengas o baldias ... y las poseîdas 
sin justo titulo, corresponden en propiedad al Estado); - 
Ley de Tierras de 15 de Mayo de 1888 (art. II. Todo terr^ 
no que no sea de la propiedad exclusiva y légitima de un 
individuo, persona o comunidad cualquiera, debe conside - 
rarse como baldio y del dominio del Estado ...); Ley Agra 
ria de 12 de Marzo de 1898 (art. I. Pertenecen al Estado . 
los terrenos siguientes; 1) Los baldios que son los que - 
estando situados dentro de los limites del Estado no tie­
nen otro legitimo dueho...". Art. 2. Los terrenos del 
Estado son imprescriptibles salvo aquëllos que hubieren - 
sido legitimamente titulados...) Ley Agraria de 20 de Nov. 
de 1925 (art. 6. Son terrenos del Estado:I. Los situados 
dentro de los limites territoriales de la Repûblica que - 
no hayab sido legalmente titulados ... los terrenos son - 
imprescriptibles, salvo aquellas que hayan sido legalmen­
te tituladas); Ley Agraria de 2 de Abril de 1936 (art.2, 
en los mismos termines que la anterior); Ley de Reforma - 
Agraria de 26 de Septiembre de 1962 (art. 32, El Institu­
to Nacional Agrario exigirâ la inmediata devoluciôn de t£ 
das las tierras nacionales y ejidales que estên ilegalmen 
te en poder de particulares . . .) ; Ley de Reforma Agraria
de 30 de Die. de 1974 (art. 15, en los mismos têrminos
que la precedents).
(18) "Bienes ..." op.cit. pag 137.
(19) Supra notas 58 y 63, Capitulo 1.
(20) vëase "Informe sobre la Ley Agraria", pags. 60 y sigs.
Edic. Inst. Est. Politicos, Madrid, 1955 (reproduccion de 
la de 1795).
(21) "Tratado...", II, op.cit. pag. 560.
(22) Vëase Cap. V, pags284-8?
(23) "Los bienes a que se refiere el pârrafo - continûa el ar­
ticulo trascrito - se entenderân adquiridos desde luego.
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por el Estado, y tomara posesion de los mismos en via ad 
ministrativa, salvo que se oponga un tercero con pose -
sion superior a un aho, pues en tal caso el Estado ten - 
drâ que entablar la accidn que corresponda ante la juri£ 
diccion ordinaria".
(24) En este sentido en conexidn con el articulo 22 de la mi£ 
ma Ley del Patrimonio del Estado espahola, cuyo texto es 
el siguiente;"Tambien corresponde al Estado los bienes - 
inmuebles detentados o poseidos sin titulo por entidades 
o particulares, pudiendo reivindicarlos con arreglo a - 
las leyes. En esta reivindicacion incumbe al Estado la - 
prueba de su derecho, sin que los detentadores o poseedo 
res puedan ser compelidos a la exhibicidn de sus titu - 
los ni inquietados en la posesiôn hasta ser vencidos en 
juicio". Sobre estos preceptos y su antecedents en la - 
Ley de Mostrencos de 16 de Mayo de 1835 vëase bibliogra- 
fia citada en la nota 4 (supra), ademâs Bayona de Pero - 
gordo, J.J."E1 Patrimonio del Estado", pags. 243-45, 
Inst. Est. Fiscales, Madrid, 1977.
(25) "La Adquisicidn...",op. cit. pag. 76.
(26) En este sentido Garcia de Enterria, "Apuntes ...", op. - 
cit. pag. 211-12; Fuentes Bodeldn, "Derecho Administrât^ 
vo ...", op. cit. pag. 540; tambiên con précisa argumen- 
tacidn Albaladejo, M. "Derecho Civil", III, pag 321, 
Bosch, Barcelona, 1977, En sentido contrario Garrido Fa­
lla, que los considéra adquiridos por ocupacidn, si bien 
con importantes matices, "Tratado ...", II, op. cit. pag 
453-55.
(27) En texto de la ley en Vallejo, "Guia de Agrimensores . . 
op. cit. pags 183-84.
(28) Op. cit. pag 237 y sigs.
(29) En este sentido Nieto, "Bienes...", op. cit. pags 3 y 875 
y sigs; Tambiên Fuentes Bodeldn, "Derecho Administrati- 
v o ...", op. cit. pag 486.
(30) Gts Capdequi refiere concretamente que si un pueblo era
abandonado por cualquier causa las tierras comunales re-
vertirân a la Corona, "El Rêgimen op. cit. pag 104;
en igual sentido Magarihos Torres, "La Restitucidn ...", 
op. cit. pag 228.
(31) El texto en Vallejo "Guia de Agrimensores..." op. cit. - 
pag 261 y sigs.
(32) En igual sentido el art, 28 de la Ley de Reforma Agraria 
de 1962.
(33) El texto en Përez Brignoli,"La Reforma liberal ...", op. 
cit. pags 23 y sigs.
(.34) Vëase el art. I de la Ley espahola de Rêgimen Juridico -
de la Administracidn del Estado.es fundamental'lo que al
respecto establecen Garcia de Enterria-Fernândez R ., -
"Curso de Derecho Administrativo", I, pags 20 y 23, Civi^
tas, Madrid, 1975; tambiên Garrido Falla, "Tratado ...",
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op. cit. pags 356-57; Martin Mateo, "Manual de Derecho A£ 
ministrativo", pags 26-28, Madrid, 1980.
(.35) En este sentido en el Derecho italiano, Alessi, R. "Inst£ 
tuciones de Derecho Administrative", I, (trad, cast.), 
pags 10-11 u 41, Bosch, Barcelona, 1970.
(36) "Tratado ...", II, op. cit. pag 457.
(37) En este sentido Sayagues laso, "Tratado»..",11, op. cit. 
p a g . 3 1 1 .
(38) El articulo citado de la Ley espahola de Expropiacidn Fo£ 
zosa en la conducente establece que el concepto incluye - 
"cualquier forma de privacidn singular de la pripiedad 
privada o de derechos o intereses légitimés, cualesquiera 
..., acordada imperativamente, ya implique venta, permu­
ta, censo, arrendamiento, ocupacidn temporal o mera cesa- 
cidn de su ejercicio".
(39) "Tratado...",11, op. cit. pag 457.
(40) Si bien los plazos son distintos, vêanse arts. 1957 y 
1959 del Cddigo Civil espahol (diez o veinte ahos segûn - 
estên ausentes o présentes en la prescripcidn ordinaria y 
treinta en la extraordinaria).
(41) Supra nota 5, Introduccidn.
(42) En este sentido Garcia Laguardia, "La Reforma Liberal en
Guatemala" pag. 20,Educa, San José C.R., 1975 Ballarin
Marcial "Derecho ...", op. cit. pag. 43.
(43) Los textes de ambas leyes en Vallejo "Guia de Agrimenso - 
res...", op. cit. pags. 149 y sigs.
(44) Supra nota 33.
(45) Una coleccidn de los mismos en Marihas Otero, "Las Constd^ 
tuciones ..."op. cit.
(46) En este sentido Sayaguês Laso, "Tratado ...", II, op. cit.
, II, op. cit. pag, 106.
tambiên en "Curso ...", II, op. cit. pag 182.
terria, "Los Principios ...", op. cit. pag 22
ilidad Pûblica y el Interês Social an la Nue- 
oropiacidn Forzosa". pag 259, RCDI Nos 324-25
terria, "Los Principios ..." op. cit. pag 22.
sz, "La Utilidad Pûblica..'.' op. cit. pag 259 .
PalasI, J.L., "Justo Precio y Transferencias 
pag II, RAP No 18, 1955.
(54) "Derecho Administrativo ...", III, op. cit. pag 3.
pag 312.
(47) "Curso ...




(50) Vêase "La 




(5 3) Vêase Vill 
Coactivas"
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(55) Vêase Garcia de Enterria, "Los Principios ...",op. cit. 
pags 558-62; Gonzalez Pêrez, "La Utilidad Pûblica ...", 
op. cit. pag 260-62; tambiên Ruiz Serramalera, R. "Con - 
cepto y Fundamento de la Expropiacidn Forzosa por Causa 
de Interês -Social", pags 71 y sigs., RCDI N® 34, 1958; - 
Guaita, A., "Derecho Administrativo Especial", III, pags 
257-58.Librerla-General, Zaragoza, 1967; Garcia Oviedo - 
Martinez üseros, "Derecho Administrativo", II, pag 455 y 
sigs, Madrid,19.
(56) vêase Garcia de Enterria, "Los Principios ...", op. cit. 
pag 61.
(57) En el Estado de derecho burguês - dice Fortshoff - "... 
el orden social (queda) bajo la proteccidn de los de­
rechos fundamentales ...", y "su validêz constitucional" 
significaba "que al Estado le estaba vedado la interven- 
cidn conformadora en el orden social ya que estos dere - 
chos fundamentales no sdlo eran instumento de proteccidn 
individual, sino que con esta proteccidn estabilizaban a 
la vez, un determinado orden social. Esto aparece claro- 
-continûa - si se tiene en cuenta que las constituciones
del siglo pasado han de ser consideradas partiendo del 
dualismo de sociedad y Estado, y que la sociedad ha de - 
entenderse como la existencia de la clase burguesa de eri 
tonces". Mas adelante continûa "Cuando, en cambio, el or_ 
den social no es para el Estado un determinado cometido 
y objeto de conformaciên, la situacidn es completamente 
distinta. En este caso, en efecto, el presupuesto de la 
accidn estatal es que la situacidn social tiene que ser 
mejorada, que no puede ser considerada como fundamental- 
mente justa","Tratado de Derecho Administrativo" (trad, 
cast. ), pags 102 y 169, Inst. Est. Polit., Madrid,1958.
(58) En este sentido Rodriguez Oliver, J.M. "Expropiacidn Fo£ 
zosa" pag 5. ACAI, Madrid, 1979.
(59) Supra nota 57. En igual sentido Garcia de Enterria - Fe£ 
nandez R., "Curso ...", II, op. cit. pag 203; Garrido F£ 
lia, "Tratado...", II, op. cit. pags. 282-83.
(60) Supra nota 53; en este sentido tambiên Garcia de Ente - 
rrla-Fernândez R.,"Curso ..." op. cit. pag 202.
(61) "Curso..." op. cit. pag 203. En la expropiacidn por cau­
sa de utilidad pûblica puede aparecer tambiên la figura 
del beneficiario, pero en carânter de concesionario de - 
determinada obra o servicio pûblico (art. 3.1 y 4.5 Ley 
espahola de Expropiaclon Forzosa de 1955 y 7 de la Ley - 
hondureha de Expropiacidn Forzosa de 1914)
(62) Gonzalez Pêrez, "La Utilidad Pûblica ...", op. cit. pag 
230; vêase tambiên Fulz Serramalera, "Concepto y Funda - 
mento,,,", op. cit. pags 71-72.
(63) "Curso...", II, op. cit. pag. 202.
(64) vêase Ballarin Marcial, "Principios Générales de la R e ­
forma Agraria Integral", pag 227, REAS No 52, 1965.
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(65) Vêase Ruiz Serramalera, "Concepto y Fundamento...", op. 
cit. pag. 74. Tambiên Garrido Falla, "Tratado...", op. - 
c i t . pag 266.
(66) Un tratamiento complète del tema a la luz del articulo - 
33 de la Constitucidn espahola de 1978 que destaca que - 
la funcidn social de la propiedad "delimitarâ su conte­
nido de conformidad con las leyes", puede verse en Mon - 
tês, Vicente L."La Propiedad Privada en el Sistema del - 
Derecho Civil Contemporâneo", pag 79 y sigs,. Civitas, - 
Madrid, 1980.
(67) vêase Montes, op. cit. pag 55; Martin Mateo, R., "El Es- 
tatuto de la Propiedad Inmobiliaria", pags 105-06, RAP - 
No 52, 1967; Ballarin Marcial, "Derecho...",op. cit. pag
86 .
(68) En este sentido Lasarte, Carlos, "Consideraciones Pre 
vias al Estudio del Derecho de Edificacidn; Pluralisme de 
la Propiedad Privada", pag 160-61, en el volûmen "La Vin 
culaciên.. . ", op. cit. ; tambiên Montés "La Propiedad 
Privada...", op. cit. pag 67 y sigs.
(69) Op. cit. pag. 159.
(70) Vêase Lasarte, op. cit. pag 155; Martin Mateo, "El Esta-
tuto...", op. cit. pag 106; Garrido Falla. "Tratado ..."
II, op. cit. pag 85; Montés ,"La Propiedad Privada...", 
op. cit. pag 79; BassolsComa-Gomez-Ferrer Morân, "La Vin 
culaciôn ...", op. cit. pag 30. ^
(71) Supra nota 5. Introduccidn. En este sentido Ballarin Ma£
cial anota que "Como es Idgico... una estructura similar 
présenta la codificacidn civil en Amêrica Latina. En su
fase temprana, organizada en base al modelo de la burgue
sla conservadora napolednica, bien sea por recepciôn di­
recte, o bien indirecta, a travês de los Codigos de Be­
llo (Chile) y de Vêlez Sarsfield (Argentina), estos mis­
mos valores vienen imbricados en los institutos de la 
propiedad y del contrato ...", "Derecho ...", op. cit. -
pag 83 (con un cuadro completo de la codificacidn civil
hispanoamericana.)
(72) "Tratado...", II, op. cit, pag 205.
(73) Vêase Montés, "La Propiedad Privada...", op. cit. pag 79.
(74) "Manual de Derecho Constitucional", pag 276 (trad, cast.) 
Madrid, s/f. Vêase tambiên "Las Transformaciones del De­
recho Pûblico y Privado", pags 237-38, (trad, cast.). 
Edit. Heliasta. Buenos Aires, 1975.
(75) En este sentido Martin Mateo, "El Estatuto...", op. cit. 
pag 107.
(76) Op. cit. pag 109.
(77) Vêase Montés,"La Propiedad Privada...", op. cit. pag 192; 
tambiên Garcia Oviedo-Martinez Useros, "Derecho ...", II 
op. cit. pag 453.
(78)"La Propiedad Privada ...", op. cit. pags 90-99.
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(79) "Derecho . op. cit. pags 251-52.
(80) "La Propiedad Privada..."op. cit. pag 88. En esta misma 
linea debe entenderse la idea de "propiedad activa" refe 
rida especialmente a los bienes productives y a la tie - 
rra, en conexidn con la idea de funcidn social en el De­
recho italiano, vêase Alessi, "Instituciones ...", II, - 
op. cit. pag. 483.
(81) Ballarin no lleva a mâs la polêmica acerca de si la fun­
cidn social de la propiedad implica la superacidn o no - 
del concepto de "derecho subjetivo" (Supra la opinidn de 
Deguit, nota 74), terminando por reconocer que ambos con 
ceptos no se contradicen, "Derecho ...", op. cit. pags - 
248-49 y 255. Analizando el reciente texto constitucio - 
nal espahol de 1978 Montés sostiene que la propiedad se 
configura siempre con un "contenido esencial" que en to­
do caso tiene que ser respetado y ello équivale a un de­
recho subjetivo,"La Propiedad Privada...", op. cit. pags 
193-94, 205-07 y 226; en igual sentido Morisi, Massimo - 
"Aspectos Esenciales de la Relacidn entre Estado y Econo 
mia en una Constitucidn de la Crisis", pags 402, en el - 
volumen "La Constitucidn Espahola de 1978", Civitas, Ma­
drid, 1981.
(82) "Derecho ...", op. cit. pag 251;
(83) Ibidem.
(84) Ibidem.
(85) "Los indices demostrativos de esta realidad - afirma Ba­
llarin - podrian ser la falta de buenos niveles productif 
vos, el monocultivo excesivo, el paro, ausencia de las - 
debidas condiciones de habitabilidad ...", "Derecho ..." 
op. cit. pag 252.
(86) Un breve repaso al constitucionalismo hondureho as! lo - 
confirma; la Constitucidn liberal de 1 de Noviembre de - 
1880 sehald la utilidad pûblica como causa de expropia -
cidn (art. 11); a partir del art. 67 de la Constitucidn
de 14 de Octubre de 1894 se vienen repitiendo la necesi­
dad y la utilidad püblicas, asi el art. 59 de la Consti­
tucidn de 2 de Sep. de 1904; art. 66 de la de 10 de Sept, 
de 1924; y 74 de la de 19 36, encontramos en êsta no obs­
tante una norma que marca ya un nuevo sentido al dispo - 
ner qeu "El Estado tendrâ en todo tiempo el derecho de 
imponer a la propiedad privada de la tierra y de las 
aguas, ya sea de nacionales o de extranjeros, las modal£ 
dades que dicta el interês general por causa de necesi - 
dad o utilidad pûblica, previa indemnizacidn"; vêanse - 
los textos en Marihas Otero, "Las Constituciones ..." ,- 
op. cit. pag 203 y sigs.
(87) Concepto que ha sido definido por Ballarin Marcial como
"un sistema de normas juridicas y un conjunto coordinado 
de acciones, pricipalmente püblicas, que tienen por ob­
jeto mediante la distribucidn de la tierra y de sus rêd_i 
tos, sustituir el rêgimen de latifundio y minifundio pre
pondérante en ciertos paises de rberoanêrica por una agr£ 
cultura empresarial, de base familiar y asociativa, pari- 
ficada con los demâs sectores e integrada en el desarro - 
llo planificado del pais, segûn criterios de incremento - 
de la produccidn y de justicia social", "Principios Géné­
rales ..." op. cit . pag. 203 ; puede verse tambien del mi£ 
mo autor "Estudios ..." op. cit. pags. 920 y sigs.; Carr£ 
ra, Ricardo R . , "El Derecho Agrario en las Leyes de Amer£ 
ca Latina", pags. 149 y sigs. REAS n® 48, 1964.
(88) Arts. 7 a 10 de la Ley citada.
(89) Actualmente se discute un nuevo proyecto de Constitucidn 
en Honduras.
(90) En parecido sentido Ballarin Marcial, "Principios Généra­
les..." op. cit. pags. 228-29.
(91) Sobre la idea de limitacidn de los derechos privados, ve£ 
se lo expuesto en el capitulo III, p â g s .123 notas 59 a 61 
Independientemente de la bibliografla allî citada, puede 
verse tambiên Garcia Trevijano-Fos, "Tratado ..." op. cit. 
pags. 527-37; Martin Mateo, "El Estatuto..." op. cit. pâgs 
1 30-32 .
(92) Sobre la nocidn de vinculacidn de la propiedad, vêase lo 
expuesto en el capitulo III p a g s .i25 y la bibliografla c£
tada en las notas 69 a 73. En el supuesto de la legisla -
cidn hondureha que examinâmes, se tratarla en todo caso - 
de una "vinculacidn negativa, utilizando la terminologla 
de Arcenegui (supra nota 72, cap. III).
(93) vêase la opinidn de Bassols Coma y Gomez-Ferrer Morân en 
un supuesto similar en el Derecho espahol, "La Vincula 
cidn..." op. cit. pag. 99; un mayor desarrollo de esta 
idea en en capitulo V , p a g .278-79notas 76-80.
(94) vêase las referencias en las notas : 9] . Un estudio
completo del tema de la funcidn social de la propiedad y
de la delimitacidn de los derechos en la Constitucidn es­
pahola en el importante trabajo de Montes, "La propiedad 
privada ..." op. cit. pâgs. 184 y sigs'
(95) En el Derecho espahol el articulo 2 de la Ley de REforma 
y Desarrollo Agrario de 1973 establece los criterios que 
determinan el cumplimiento de la funcidn social de la pro 
piedad de fincas rûsticas.
(96) En el Derecho espahol no se han puesto limites a la exten 
sidn o cabida permitida a los propietarios de fincas rûs­
ticas (vêase Ballarin Marcial, "Derecho ..." op. cit. pag. 
251, por nota), lo que si sucede, por ejemplo, en el Der£ 
cho italiano en el cual el principio se eleva a rango 
constitucional (art. 42 en relacidn al 44 de la Constitu­
cidn italiana), una referencia én Alessi, "Instituciones 
..." II, op. cit. pâg. 484.
(97) Sin embargo se ha discutido en la doctrina espahola su n£ 
turaleza expropiatoria, vêase Martin Oviedo, J.M. "Espe r 
cialidades de la Expropiacidn en Materia Agraria", pâgs.
471-73, RAP. n® 47, 1965 y bibliografla allî citada.
(98) Gonzalez Pêrez atribuye a Garcia de Enterria el origen - 
de esta expresiôn en la Comisiôn que redactô el Antepro- 
yecto de la Actual Ley espanola de Expropiacidn Forzosa, 
vêase "La Utilidad Pûblica..." op. cit. pâgs. 283. En 
contra puede interpretarse la opinidn de Montés, "La Pro 
piedad Privada ..." op. cit. pâg. 112.
(99) vêase Gonzâlez Pêrez, op. cit. pâgs. 282 y 287.
(100) "Curso..." II op. cit. pâg. 285.
(101) Ibidem.
(102) Garcia de Enterria, "Los Principios ..." op. cit. pâgs.37
38; tambiên en "Curso ..." op. cit. pâg. 184.
(103) vêase Martin Oviedo "Especialidades ..." op. cit. pâg.460
y sigs. con un acabado estudio del tema. Mâs recientemen-
te la Ley 34/1979 de 16 de Nov.CB.O.E.) n® 281 de 23/Nov/ 
1979) ha venido a regular con carâcter especial la expro­
piacidn de fincas manifiestamente mejorables derogando 
los arts. 256 al 260 de la Ley de Reforma y Desarrollo 
Agrario; un estudio detallado y critico de esta Ley puede
verse en el trabajo de Fernândez Ferreres, Germân, "Anot£
ciones a la Ley de Fincas Manifiestamente Mejorables" pag
223 y sigs. REDA n® 25 1980.
(104) En este sentido, Garcia de Enterria "Principios..." op. - 
cit. pâgs. 32-36 ; tambiên en "Curso ..." II op. ci't.pâg. 
288; Gonzâlez Pêrez, "La Utilidad Pûblica ..." op. cit. - 
pâgs. 227.28; Guaita A. "Derecho Administrativo ..." III, 
pâgs. 254-55; en contra, defendiendo las especialidades, 
Lamo de Espinosa, "La Expropiacidn ..." op. cit. pâgs. 7 
y sig. referencias a la polêmica en Martin Oviedo, "Espe­
cialidades ..." op. cit. pâg. 458.
(105) vêase Garcia de Enterria-Fernandez R., "Curso ..." II,op. 
cit. pâgs. 242 y sigs., en materia agraria vêanse arts.
59 y 248 de la Ley Espahola de Reforma y Desarrollo Agra­
rio y 6 de las Fincas Manifiestamente Mejorables de 1979. 
Una referencia general sobre las leyes de reforma agraria 
hispanoamericanos acerca de este tema an Ballarin Marcial 
"Principios Générales ..." op. cit. pâg. 232.
(106) En este sentido, Salas Marrero-Barahona Israel, "Derecho 
..." op. cit. pâg. 232.
(107) vêase Casto Ferrugat, "La Reforma Agraria en Bolivia" en 
el volumen "La Reforma Agraria en Amêrica Latina, Proce­
so y Perspectives", pâg. 449, Fondo de Cultura Econdmica, 
México 19.
(108) vêase Ballarin Marcial, "Principios Générales ..." op.cit 
pâg. 232.
(109) Recuêrdese en este sentido en el Derecho ESpahol el art. 
44 de la Constitucidn Republicana de 1931; la Constitu 
cidn vigente de 1978 en el art. 33, pârrafo tercero esta­
blece que "nadie podrâ ser privado de sus bienes y dere -
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chos sino por causa justificada de utilidad pûblica e in­
heres social, mediante la correspondiente indemnizacidn y 
de conformidad con lo dispuesto por las Leyes" y no se 
menciona la palabra previa; sobre el proceso de formacidn 
de esta ûltima norma y las distintas interpretaciones que 
sobre el particular se formularon en el Congreso y en el 
Senado, vease Montés "La Propiedad Privada ..." op. cit. 
p â g s . 131-41.
(110) Esta situacidn tambiên se ha planteado en Costa Rica, v êa 
se Salas Marrero-Barahona Israel, "Derecho..." op. cit. 
pâg. 75.
(111) Cortina Pelaez comenta que la "importacidn" de principios 
bâsicos del Derecho publico forjado en Europa y en Esta - 
dos Unidos "en los primeros tiempos de la expansidn mun - 
dial del Capitalismo" ha supuesto "una grave inadecuacidn 
vertical" y un freno a la concepcidn de la Administracidn 
Pûblica para el desarrollo en los parses de Amêrica Lati­
na , y sehala como ejemplo precisamente "...la responsabi- 
lidad irrestricta de la Administracidn en la inmediacidn 
necesaria y previa de toda expropiacidn", vêase su estu - 
dio "Las ciencias administrativas ..." op. cit. pâgs. 72 
- 73.
(112) "La Utilidad Pûblica ..." op. cit' pâg. 285.
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CAPITULO III,- LOS BOSQUES. CONCEPTO. EVOLUCION DE SU REGIMEN 
JURIDICO. TfPDLOGIA.
I - EL CONCEPTO DE BOSQOE
Hemos advertido en otra ocasidn acerca de la duplici - 
dad de têrminos "bosques" y "montes" a que se alude por este - 
orden en las legislaciones hondureha y espahola. Interesa, por 
lo mismo, precisar previamente su significado. Guaita en su im 
portante monografla sobre el tema, luego de estudiar los anté­
cédentes législatives espaholes, concluye que las palabras"mon 
tes","bosque" y "forestal" tienen el mismo significado por re­
fer irse a un mismo objeto. (1) Masa Ortîz y Fuentes Bodeldn 
sostienen tambiên este criterio con algunas matizaciones. (2) 
En la Edad Media, sin embargo, segûn Klein, (3) se entendia - 
por "monte" el terreno quebrado con ârboles esparcidos y esca- 
sos, reservândose el têrmino "bosques" para designar a las 
âreas mâs densamente pobladas. Recientemente Saenz Jarque, re- 
parando en esa distinciôn medieval, ha entendido que lo caracte 
rîstico del bosque es la existencia de ârboles, mientras que - 
en los montes, ello no es definitivo como elemento singulariza 
dor, bastanto con la simple posibilidad de tenerlos. (4)Guaita 
mismo, no obstante que arriba a la conclusidn indicada, estima 
que la expresidn "montes" es la mâs adecuada. (5)
En el Derecho hondureho, la palabra "monte" no es cono 
cida con el significado juridico que tiene en el Derecho espa­
hol. La legislacidn hondureha se refiere en cambio a los têrmi 
nos "bosques" y "âreas forestales".
Por las mismas razones a que alude Saenz Jarque, que -
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resultan muy évidentes, la legislaciôn hondurena no define el 
concepto "bosque" pero si lo hace respecte del concepto 
"ârea forestal" que tiene una signîficaciôn muy amplia, en pa 
recidos têrminos al concepto legal de "monte" en el Derecho - 
espanol, definido en los articules 1 de la Ley de Montes, de 
8 de Junio de 1957 y 4 de su Reglamento.
En los pârrafos siguientes analizaremos ambos concep- 
tos. Aclaramos que en los desarrollos posteriores cuando alu- 
dames al têrmino "bosques" en el Derecho hondureno, lo hare - 
mes en el sentido amplie de "area forestal" que estudiaremos 
a continuaciôn.
A) EL C O N C E P T O  DE A R E A  F O R E S T A L  EN EL D E R E C H O  K O N D U R E n O
Este concepto es definido por el articule 9 de la Ley 
Forestal de 18 de Noviembre de 1971 que, junte con la Ley de 
la Corporaciôn Hondurena de Desarrollo Forestal (COHDEFOR) de 
10 de Enero de 1974 y en lo que no esté expresamente derogada 
por ésta, (6) regulan la materia forestal en el Derecho hondu 
reho.
"Para los fines de la présente Ley - dice el articule 
citado - los terrenes que deben quedar sujetos a la jurisdic - 
ciôn e intervencién de la Administraciôn Forestal del Estado , 
se denominan "âreas forestales". Se consideran âreas foresta - 
les :
a) Todas las tierras que sostienen una asociacién vegetal dom^ 
nada por ârboles o arbustes de cualquier tamano que, aunque - 
talados, fueren capaces de producir madera u otros productos 
forestales, de ejercer influencia sobre el clima, suelo o so­
bre el rêgimen de aguas, o de proveer réfugié al ganado y vi­
da silvestre.
b) Las tierras de vocaciôn forestal, entendiêndose por taies 
los terrenes cubiertos o no de vegetaciôn que deban dedicarse
a uso forestal exclusive o prépondérante por ser impropios pa 
ra el cultive agricola, por su aptitud para la producciôn de 
maderas u otros productos forestales, por sus funciones y po- 
sibilidades protectoras sobra las aguas y suelos, por sus va- 
lores estêticos y récréatives o por cualquiera otra razôn de 
anâlogo interês generalV
En case de que un terrene "no sea considerado como - 
ârea forestal de manera general y noteria" - continûa el mis 
mo articule citado, corresponderâ a la Administraciôn Fores - 
tal del Estado "previos los asesoramientos técnicos de los ra 
mes agropecuario y forestal, decidir sobre la clasificaciôn - 
de dicho terrene como forestal o no forestal". De igual mane 
ra, determinada ârea forestal podrâ perder esa calificaciôn me 
diante "declaraciôn expresa en contrario de la Administraciôn 
Forestal del Estado". Las mârgenes fluviales y lacustres - f^ 
nalmente, conforme al mismo articule - se considerarân siem - 
pre como âreas forestales.
A la vista de este concepto, conviene hacer las si 
guientes observaciones:
a) Se trata, como puede apreciarse, de un concepto a 
la vez descriptive y declarative (7) con una significaciôn 
muy amplia. Describe de una manera detallada lo que debe en - 
tenderse por* âreas forestales", pero a la vez déclara que 
los terrenos cubiertos de ârboles o arbustes con fines econô- 
micos ("producciôn de maderas u otros productos forestales") 
o ecolôgicos y récréatives ("funciones o posibilidades protec 
toras sobre las aguas y suelos... valores estêticos o récréa­
tives o... cualquier otra razôn de anâlogo interês general"); 
o las tierras de vocaciôn forestal Clas que "estando o no cu- 
biertas de vegetaciôn" deban“dedicarse a uso forestal exclus^ 
vo o prépondérante por ser impropias para el cultive agrico - 
la"), deben considerarse siempre como "âreas forestales" y por 
tante sujetas al rêgimen forestal, delimitândose asi el âmbi- 
to de aplicaciôn de la legislaciôn sobre el sector; repârese
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en este sentido que el texto transcrite expresa claramente - 
que las tierras que se consideran como "âreas forestales"que 
dan sujetas a "la jurisdicciôn e intervenciôn de la Adminis­
traciôn Forestal del Estado."
b) Es la tierra como soporte fîsico, asociado a su - 
destine forestal, por las especiales condiciones del suelo y 
no los ârboles en si, lo que tipifica el concepto de "ârea - 
forestal".
En otras palabras, de acuerdo con el sentido delpré­
cepte citado, lo que caracteriza al terrene forestal es la - 
existencia de ârboles o arbustes,o que careciendo de elles - 
sea susceptible de reforestaciôn - o "repoblaciôn"como se d^ 
ce en el Derecho espanol - por ser impropios para el cultive 
agricole; se distinguen asi las tierras actualmente cubier - 
tas de vegetaciôn arbôrea o arbustiva y las tierras de voca­
ciôn forestal cuyo destine natural por las especiales carac- 
teristicas del suelo, es precisamente ese. De esta manera, - 
como ya anotâbamos, es el soporte fisico ("tierra"), asocia­
do al destine forestal lo que délimita al concepto.
c) En los supuestos en que un terrene no pueda ser - 
considerado como ârea forestal de manera noteria, la Admini£ 
traciôn Forestal del Estado decidirâ, previos los dictâmenes 
técnicos del case, sobre su clasificaciôn como forestal o no 
forestal. Por otra parte, un terrene que se considéré como - 
ârea forestal de manera évidente, puede perder esa condiciôn 
por resoluciôn de la Administraciôn Forestal del Estado, su- 
puesto que entendemos debe aplicarse a aquellos cases en los 
que un interês pûblico superior, distinto al tutelado por la 
legislaciôn forestal, asi lo demande. (8)
d) El precepto que venimos comentando establece una 
distinciôn fundamental entre los terrenos forestales y aquê- 
llos que no lo son. A estes ûltimos - los terrenos del Esta­
do de vocaciôn . agricola o ganadera-nos referimos en el capi
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tulo anterior. El rêgimen juridico a que estân sometidos unos 
Y otros serâ completamente distinto, dato que adelantamos y 
que ampliaremos en capitules posteriores.
B) EL C O N C E P T O  DE " M O N T E "  EN EL D E R E C H O  E S P A R O L
Interesa referirnos al concepto de "monte" definido 
por la legislaciôn espanola para efectos de comparaciôn.
Este concepto se encuentra - como ya habiamos adelan 
tado - en el articule 1, pârrafos 2 y 3 de la Ley de Montes 
de 8 de Junio de 1957, (9) y desarrollado en el articule 4 - 
de su Reglamento. (10)
El texto del articule 1 de la Ley citada que nos in- 
teresa es el siguiente;
"2. Se entiende por terrene forestal o propiedad forestal - 
(11) la tierra en que vegetan especies arbôreas o arbusti- 
vas, de matorral o herbâceas, sea espontâneamente o procé­
dante de siembra o plantaciôn,siempre que no sean caracte- 
risticas del cultive agricola o fueren objeto del mismo.No 
obstante, se exceptûan de los comprendidos en dicho conce£ 
te los terrenos que formando parte de una finca fundamen - 
talmente agricola y sin estar cubiertas apreciablemente 
con especies arbôreas o arbustivas de carâçter forestal re 
sultaren convenientes para atender al sostenimiento del ga 
nado de la propia explotaciôn agricola y asimismo, los pra 
dos desprovistos de arbolado de dicha naturaleza y las pra 
deras situadas en las provincias del litoral cantâbrico.
3. Bajo la denominaciôn de montes se comprenden todos los 
terrenos que cumplan las condiciones que se expresan en el 
apartado 2 y aquellos otros que, sin reunirlas, hayan sido 
o sean objeto de resoluciôn administrative por aplicaciôn 
de las leyes que regulan esta materia y en virtud de la 
cual hayan quedado o queden adscritas a la finalidad de
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ser repobladas o transformadas, por lo tanto en terrenos - 
forestales" (12 (13) .
C) S I M I L A R  S T G N I F r C A D C  EN A M B O S  O R D E N A M I E N T O S
De la lectura del precepto anteriormente transcribe 
y del correspondiente en la legislaciôn hondurena, se puede - 
afirmar que en lo fundamental son plenamente coïncidentes, a£ 
pecto que nos interesa destacar por encima de las diferencias 
que existen, en atenciôn mâs que todo a las peculiaridades de 
cada pals.
En efecto, en el concepto espanol, al igual que en - 
el hondureno, se insiste en dos aspectos; el "sustratum" tie­
rra y el tipo de vegetaciôn que ésta debe soportar, distinta 
esencialmente de todo cultivo agricola, que puede ser actual 
o potencial en virtud de su repoblaciôn o reforestaciôn.(14) 
Como âpunta Grau "adquiere aqui un carâcter relevante la idea 
de destino principal de la explotaciôn, que se muestra capaz 
de servir para configurar la naturaleza del predio de que se 
trate" (15) . Se establece asi en ambos ordenamientos una Cla­
ra distinciôn entre lo que es un terreno forestal y un terre- 
no agricola, (16) con consecuenciasde la mayor importancia. 
desde luego que a partir de alli se configura el marco de 
aplicaciôn de la legislaciôn forestal, precisiôn que es suma- 
mente importante en el Derecho hondureno si recordamos que 
las tierras del Estado de vocaciôn agricola o ganadera se de£ 
tinan a la ejecuciôn de la reforma agraria.
Por otra parte, tambiên en el concepto espanol se en 
cuentran los elementos descriptivos y declarativos que anotâ­
bamos en el Derecho hondureno. En este sentido Saenz Jarque - 
establece, refiriêndose al concepto espanol, que "al criterio 
descriptive... le ha sido agregado el del destino principal - 
del predio como elemento diferenciador, completados por el de 
la vocaciôn o susceptibilidad forestal, recogido en Ultimo lu 
gar, que al exigir una previa declaraciôn administrativa en -
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tal sentido se identifica con el... criterio declarativo".(17)
Con todo, existe una diferencia que estimamos impor­
tante anotarla; el concepto legal de monte en el Derecho espa 
hoi incluye, no s61o los terrenos con ârboles o arbustos, si- 
no tambiên los de matorral o herbâceas; el Derecho hondureno 
limita en cambio el concepto de "ârea forestal" a los terre - 
nos poblados de "ârboles o arbustos de cualquier tamano"(art.
9 Ley Forestal), y ello excluye a nuestro criterio los terre­
nos poblados de simple vegetaciôn herbâcea, a menos que sean 
calificados como tales por la Administraciôn Forestal del Es­
tado. La calificaciôn de las especies vegetales como arbôreas 
o arbustivas es, en todo caso, "un dato extrapositivo para cu 
ya calificaciôn habrâ que acudir a una ciencia no juridical - 
la fitologia", como acertadamente han sehalado en la doctrina 
espahola Parejo Gamir y Rodriguez Oliver. (18)
Por lo demâs, en ambos ordenamientos se pueden iden- 
tificar tres elementos que califican a un terreno como fores­
tal; en primer lugar el carâcter necesario de predio rûstico, 
es decir de predio rural y no urbano; en segundo lugar, la 
circunstancia de que no sôlamente los terrenos actualmente eu 
biertos de ârboles sino tambiên los que pudieran tenerlos en
10 sucesivo por repoblaciôn o reforestaciôn, se consideran co 
mo terrenos forestales; en tercer lugar - finalmente - el he- 
cho de que se trate de terrenos que no puedan servir de modo 
permanente para el cultivo agrario. (19)
Es tal identidad en el sentido sehalado que, prescin 
diendo de la no inclusiôn de las especies herbâceas en el tex 
to hondureho, una misma definiciôn nos puede ser ûtil para 
identificar con exactitud el alcance de los . conceptos de 
"ârea forestal" y de "montes" que hemos analizado. Asi Grau - 
Fernândez establece que "montes es la finca o conjunto de fin 
cas rûsticas que estando pobladas de especies arbôreas, arbus 
tivas, de matorral o herbâceas o pudiendo llegar a estarlo 
por sus caracteristicas naturales, tengan asignado destino fo 
restai,entendido este como destino principal del predio,y
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bien constituyen o pueden constituer una explotaciôn forestal, 
ejerza funciones protectoras o correctoras de utilidad gene - 
ral, o sea utilizable en consideraciôn a valores estêticos o 
recreativos". (20)
II - EVOLÜCION DEL REGIMEN JURIDICO DE LOS BOSQUES
Guaita, citando a Stein, ha sehalado la évolueiôn de 
la titularidad de las âreas forestales en los derechos euro - 
peos en los têrminos siguientes: "... en una primera etapa 
que domina regaliana (Stein) el Estado se considéra dueho de 
los montes en virtud de la teorîa del "dominium eminens"; po£ 
teriormente pasa a considerarse simple propietario de los mon 
tes, pero aûn con caracter de exclusividad; finalmente, el Es 
tado reconoce la propiedad de los montes, pero sin que êl ab­
dique de la suya; antes al contrario, es cada vez mâs acusada 
la tendencia a ensanchar este dominio forestal del Estado". - 
(21)
En el Derecho hondureho podemos afirmar que se ha 
producido una evoluciôn en têrminos muy similares . A su anâ- 
lisis dedicamos las siguientes pâginas.
A) LOS A N T E C E D E N T E S  C O L O N I A L E S
Al estudiar en el capîtulo 1 el rêgimen juridico de 
los montes en el periodo colonial, se destacô su carâcter re- 
galiano, pero a la vez su rêgimen de disfrute comunal que se 
extendia, incluso, a la cubierta forestal de tierras que pre- 
viamente hubieran sido tituladas por la Corona a favor de par 
ticulares. Ese tîtulo de disfrute comunal sobre los bosques 
realengos, concretamente - que no fue causa, por otra parte , 
para la atribuciôn de su propiedad a quienes los aprovechaban 
- quedô en suspense, sin embargo, cuando el interês de la Co­
rona o de los pueblos, fue manifiesto. Al analizar las causas 
de ese rêgimen juridico especial, destacamos en forma princi­
pal el escaso valor de las maderas en razôn de su abundancia y
su aprovechamiento, por lo general artesanal. Estos extremes 
guedaron expuestos con mayor amplitud en el capîtulo I y a 
ellos nos remitimos en esta oportunidad. Interesa recordar 
ûnicamente las lîneas générales de dicho rêgimen para compren 
der de mejor manera la evoluciôn que se observarâ posterior - 
mente.
B) T I T U L A R I D A D  DE LOS B O S Q U E S  EN F U N C I Q N  DE LA P R O P I E D A D  DEL 
S U E L O
a) Planteamiento y causas de la evoluciôn del Rêgimen Juridico
El Derecho del nuevo Estado, una vez producida la In- 
dependencia, introducirâ una modificaciôn sustancial en el rê 
gimen juridico de los bosques al reconocer la propiedad part£ 
cular de aquellos que se encontraran, en terrenos de dominio 
privado previamente titulados por el mismo reservândose la t± 
tularidad sobre los restantes, herencia de la antigua regalia 
de la Corona y expresiôn por lo mismo de la polîtica de rea - 
lengos que se ha estudiado en los capitulos precedentes.
Una ley de 3 de Septiembre de 184 0 (22) que se promu_l 
gô con el objeto de establecer un impuesto a la exportaciôn -
de maderas, dispuso que; "Las maderas de los terrenos enejena
dos a particulares... son propias de sus respectives duehos - 
y en consecuencia podrân aplicarlas a usos particulares, sin 
extraerlas del Estado, sin gravamen alguno, pero si guisiesen 
llevarlas fuera de êl, pagarân el impuesto que se estable 
ce..." (articule 1).
Es a partir de esta ley que se sanciona legalmente
la clasificaciôn de los bosques por razôn de su titularidad -
en pûblicos y particulares, (23) que se mantendrê en la legi£ 
laciôn posterior. (24) En los bosques pûblicos se incluyen 
tanto los del Estado, como las âreas forestales en terrenos - 
de ejidos de los municipios; (25) se trata asi de una clasif^ 
caciôn subjetiva muy parecida a la establecida por la doctri­
na espahola del siglo XIX para los bosques peninsulares.(26)
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El valor que han adquirido las maderas en la êpoca - 
en que se dicta la ley citada, determinarâ el cambio del régi 
men juridico.
En el preâmbulo de esta ley se sehala implîcitamente 
la nueva situaciôn al comentar que "los poseedores de tierras 
que adquirieron justo y legltimo tîtulo sobre ellas ... son - 
duehos de las maderas que los terrenos producen porque aunque 
se hayan vendido a un precio muy înfimo, no por eso quedaron 
sin enagenarse, en razôn de que no existîa una ley que lo de- 
mandase asi, y aunque se diga que los duehos de terrenos que 
contienen maderas los han adquirido con lesiôn enorme de la Ha 
cienda Pûblica, es un supuesto falso, porque al tiempo que 
los compraron no tenlan aquêllos ningûn valor ..." Repârese - 
que claramente se manifiesta que la existencia o no de bosques 
en los terrenos adquiridos por particulares era una cuestiôn 
que no se tenîa en cuenta en la transacciôn con el Estado, 
por la razôn de que êstos carecîan de valor. (27)
Esta valoraciôn de las maderas, mâs que en el orden 
interno donde los aprovechamientos siguieron siendo de tipo 
artesanal dada la economîa rural y de subsistencia propia de 
la êpoca, se hizo manifiesta en relaciôn a los mercados ex - 
ternos como producto de exportaciôn, de allî que el Estado - 
reconozca la propiedad de las maderas - y por consiguiente , 
de los bosques - a los propietarios de los terrenos, para 
que las exploten "pudiendo aplicarlas a usos particulares 
sin extraerlas del Estado sin gravamen alguno", pero si se - 
destinan a la exportaciôn, se aplicarâ el impuesto que esta- 
blecîa dicha ley.
En otras palabras, el Poder Pûblico abandona a la - 
iniciativa particular la extracciôn de las maderas en terre­
nos que hubiere titulado a favor de êstos, les reconoce su 
propiedad en general, pues no serîa justo que 1) hiciera ûnica­
mente con las destinadas à la exportaciôn, pero si su desti­
ne es êste (la exportaciôn) la Hacienda pûblica percibira un 
impuesto que es lo que en este momento le interesa particular
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mente. Luego, para aprovechar maderas en terrenos no titula­
dos (antiguos baldîos o realengos) serâ necesario un contra- 
to con el Estado; en este sentido, la Corte Suprema de Justi 
cia de Honduras en sentencia de 15 de Julio de 1901 declarô 
que "el corte de maderas de caoba y cedro en terrenos nacio- 
nales sin mediar contrato con el Estado lesiona los intere - 
ses fiscales y produce responsabilidad criminal". (28)
b) Clasificaciôn de las âreas forestales por razôn de su ti­
tularidad en el Derecho vigente
De acuerdo con el artîculo 10 de la Ley Forestal 
hondurena, las âreas forestales - en el concepto amplio que 
hemos estudiado - se clasifican, segûn su rêgimen de propie­
dad, en pûblicas y privadas. Son âreas forestales pûblicas - 
segûn el articulo citado, las "âreas forestales estataies - 
poseidas por el Estado en nombre y representaciôn de la na - 
ciôn" y las"âreas forestales ejidales poseidas por los muni­
cipios". Son âreas forestales privadas, en caimbio, las âreas 
forestales de propiedad particular, poseidas por personas na 
turales o juridicas privadas, no tuteladas por el Estado". - 
(29)
Esta clasificaciôn subjetiva atendiendo al sujeto - 
titular, tiene su correspondiente tambiên en la legislaciôn 
espahola. (30)
La Ley Forestal en el articulo 20 establece cuales 
son las âreas forestales estatales; son êstas: "a) Las âreas 
forestales sobre las cuales el Estado posee titulos de domi­
nio; b) las âreas forestales sobre las cuales el Estado ha - 
ejercido posesiôn; c) las âreas forestales sobre las cuales 
el Estado ha ejercido actos posesorios de cualquier naturale 
za en particular concediendo aprovechamientos forestales 
mientras no se demuestre legalmente que son de dominio no es 
tatal; d) todas las âreas forestales que se encuentren en te 
rritorio hondureho y que nadie reivindique o reclame legal -
mente como suyas".
De acuerdo con esta norma, consideramos clara la in 
clusiÔn como âreas forestales estatales de los antiguos bal­
dîos o realengos que no hubieren sido titulados a favor de - 
particulares (los supuestos contenidos en las letras b), c)y
d),,herencia de la antigua regalîa de la Corona, y las que el 
Estado hubiere adquirido de los particulares por cualquier - 
modo y sobre las cuales posee tîtulos de dominio Cel supues­
to contemplado en la letra a); en este sentido nos remitimos 
a lo expuesto en el capîtulo anterior sobre los diferentes - 
tîtulos de adquisiciôn de tierras por el Estado.
Llama la atenciôn la referenda que se hace a la po 
sesiôn del Estado en los supuestos b) y c) de la norma comen 
tada, lo mismo que en el artîculo 10 citado mâs arriba. A - 
nuestro juicio la ley emplea este têrmino por la razôn de su 
exclusiôn del Registre de la Propiedad, en tanto que en este 
se han de inscribir "los tîtulos o instrumentes en que se re 
conozca, transfiera, modifique o cancele el dominio sobre in 
muebles" (art. 2312 del Côdigo Civil hondureho) y los anti - 
guos baldîos o realengos - hoy llamados "tierras nacionales" 
- precisamente por no haber sido titulados por el Estado han 
estado fuera de la inmatriculaciôn registral; por la misma - 
razôn se establece una presunciôn posesoria a favor del Esta 
do sobre aquellos terrenos que no estân amparados en tîtulos 
vâlidos (el supuesto d) del artîculo 20 citado); como estu­
diaremos en el capîtulo y, la ley hondureha contempla esa - 
inscripciôn una vez que los terrenos forestales pûblicos hu­
bieren sido inscritos en el catâlogo del Patrimonio Pûblico 
Forestal Inalienable. (31) Por idênticas razones concluîmos 
que los terrenos a que se refiere el supuesto a) de la norma 
que comentamos ("âreas forestales sobre las cuales el Estado 
posee tîtulos de dominio"), son aquellos que el Estado ha ad 
quirido de los particulares por diferentes tîtulos y que por 
lo mismo, si obran inscritos en el Registre de la Propiedad.
La inclusiôn como âreas forestales pûblicas de los
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terrenos ejidales tambiên nos merece algunos comentarios.
En primer lugar y a la vista de lo que hemos expues­
to en el capîtulo precedente, los ejidos se consideran como - 
tierras del Estado cedidas a los Municipios para uso y goce - 
de los vecinos; en este sentido nos remitimos a cuanto deja - 
mos expuesto en esa oportunidad. (32) No obstante esa titula­
ridad ûltima del Estado y a diferencia de las tierras de eji 
dos de vocaciôn agrîcola o ganadera cuya gestiôn es asumida - 
directamente por el Institute Nacional Agrario con propôsitos 
precisamente de reforma agraria, desvinculândoLas de la dispo- 
siciôn municipal, (33) las tierras de ejidos calificadas como 
âreas forestales, presentan una diferencia sustancial en cuan 
to a su gestiôn; êsta es asumida por la Corporaciôn Hondureha 
de Desarrollo Forestal (COHDEFOR) - ôrgano encargado de la Ad 
ministraciôn Forestal del Estado, pero siempre que se hagan - 
aprovechamientos forestales en esos terrenos, habrâ de abonâr 
seles a las Munieipalidades correspondientes un precio por 
los productos forestales que se extraigan, valor que en todo 
caso serâ fijado unilateralmente por el ôrgano mencionado (ar 
tîculos 5 y 6 de la Ley de la Corporaciôn Hondureha de Desa - 
rrollo Forestal); sobre estos extremos volveremos oportunamen 
te.
El reconocimiento de derechos a las Municipalidades 
por la explotaciôn de los recursos forestales en los terrenos 
de ejidos tiene su razôn de ser en la intenciôn del Estado de 
no afectar los ingresos de las haciendas locales, que han te- 
nido una fuente tradicional en los recursos forestales del 
têrmino. Es importante reparar en este orden de ideas en lo 
que Garcia de Enterrîa ha sehalado en el Derecho espahol a 
propôsito de tema parecido: "Puede decirse que hoy los ûnicos 
municipios que tienen una hacienda saneada - afirma - son los 
que tienen bienes patrimoniales, (34)"...los pocos municipios 
que mantienen montes" - continûa - son "los ûnicos que se saJ^  
varon de la aguda crisis de las haciendas municipales" (35)
La segunda observaciôn que planteamos en orden a la
112
clasificaciôn que analizamos, se refiere a la confusiôn entre 
ejidos y propios, en tanto que el articulo 10 citado no dis - 
crimina entre ambos tipos de bienes a los que oportunamente - 
hicimos referencia; (36) ese error de técnica legislative no 
tiene sin embargo consecuencias prâcticas de importancia,pue£ 
to que, como estudiaremos luego, en la ûltima etapa de la evo 
lueiôn del rêgimen juridico de los bosques en el Derecho hon- 
dureh, todos los terrenos forestales - en el concepto amplio 
que se ha definido - estân sujetos al control de la Corpora - 
ciôn Hondureha de Desarrollo Forestal e independientemente de 
esa distinciôn, siempre serân abonados a los municipios los - 
derechos correspondientes por los aprovechamientos que se ha­
gan en esos terrenos; en este sentido, tanto unos como otros- 
ejidos y propios - son fuente de rentas para el municipio, 
circunstancia que, por otra parte, se da tambiên en el Derecho 
espahol con algunas matizaciones. (37) Sin embargo, debe de - 
jarse clara en todo caso la titularidad ûltima del Estado so­
bre los ejidos y la propiedad de los Municipios sobre los popios, 
independientemente de la confusiôn que introduce dicha norma.
Resumiendo, podemos dejar establecida la clasifica - 
ciôn de las âreas forestales en pûblicas y privadas, siendo - 
los primeros los terrenos forestales estatales, incluyendo 
los terrenos de ejidos, mientras que los segundos serân los - 
terrenos forestales cuya propiedad corresponda a particulares,
C) EL C O N T R O L  P O R  EL E S T A D O  DE LA A C T I V I D A D  F O R E S T A L
a) Antecedentes
Tradicionalmente, el interês del Estado en relaciôn 
con los bosques, se centraba en su explotaciôn para la obten- 
ciôn de maderas y otros productos forestales (résinas princi- 
palmente) destinados a la exportaciôn. Sobre los bosques pû - 
blicos, el Estado o los Municipios en su caso, percibian de - 
terminadas rentas como precio de la explotaciôn, previas li - 
cencias de corte otorgadas a los particulares interesados.
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Los propietarios de bosques de dominio privado te 
nîan facultades amplias para su disposiciôn, salvo algunas 1± 
mitaciones de policla, taies como la prohibiciôn de cortes de 
madera en bosques situados a menos de cien metros de distan - 
cia de las riberas de los rîos u otras fuentes de agua (art. 
54, Ley Agraria de 1925, 5 de la Ley de Bosques de 1939), o - 
medidas para la prevenciôn de incendios (articulo 7 Ley de 
Bosques de 1939).
El Estado, finalmente, percibiria taunbiên un impues­
to por la exportaciôn de maderas. Se repara,como puede verse, 
ûnicamente en el carâcter fiscal del bosque, como fuente de - 
ingresos para el Estado (o de los Municipios, en su caso).
Esta fue la tônica general de la legislaciôn fores - 
tal del pais hasta 1955. A partir de la Ley Forestal de 16 de 
Diciembre de ese aho, se insiste en la protecciôn y conserva- 
ciôn del bosque independientemente de su titularidad, a la 
par de su explotaciôn racional, (38) iniciândose una politica 
intervencionista muy amplia, pero de pocos resultados prâcti- 
cos, que tendrâ su desarrollo mâs sehalado en las Leyes fore£ 
taies de 27 de Mayo de 1961 y de 18 de Noviembre de 1971, (39) 
y finalmente, ya de manera definitiva, en la Ley de la Corpo­
raciôn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR) de 10 de - 
Enero de 1974, que amplia el rêgimen de intervenciôn sobre 
las âreas forestales privadas hasta sus ûltimas consecuencias 
y que reorganize la Administraciôn Forestal ,encargândola a di­
cho ôrgano, para hacerla funçional, de manera que responda a 
las exigencies de la propia legislaciôn.
b) Los Supuestos Constitucionales
Previo al estudio de las principales disposiciones - 
de la ûltima ley citada y de las consecuencias juridicas que 
de la misma se desprenden, es imprescindible referirnos a los 
preceptos constitucionales que sirven de soporte a la normati 
va que sehalamos.
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El artîculo 254 de la Constituciôn vigente de 1965 - 
establece que: "Se déclara de utilidad y necesidad pûblica la 
explotaciôn técnica y racional de los recursos naturales de - 
la Naciôn. El Estado reglamentarâ el uso, goce y aprovecha 
miento de acuerdo con el interês social. La reforestaciôn del 
pais y la conservaciôn de los bosques, se declaran de urgen - 
cia nacional y de interês colectivo".
En consonancia con este principio, el artîculo 251, 
previamente dispone que "el ejercicio de las actividades eco- 
nômicas corresponde primordialmente a los particulares. Pero 
el Estado, por razones de orden pûblico e interês social, po­
drâ reservarse el ejercicio de determinadas industrias bâsi - 
cas, explotaciones y servicios de interês pûblico y dictar le 
yes y medidas econômicas, fiscales y de seguridad pûblica pa­
ra encauzar, estimular, supervisar y suplir la iniciativa pri 
vada, toda vez que tal intervenciôn signifique aumentar la ri 
queza nacional, corregir el déficiente funcionamiento de la - 
economîa o asegurar los beneficios econômicos para el mayor - 
nûmero de los habitantes del paîs".
Se anuncia acâ lo que en la doctrina espahola se ha 
llamado "principio de subsidiaridad," (40) en tanto que se re 
conoce la primacîa de la acciôn de los particulares en las ac 
tividades econômicas, la que podrâ ser estimulada por la ac - 
ciôn estatal; no obstante, el Estado "por razones de orden pû 
blico e interês social"-supuesto este ûltimo en que cabe la - 
lînea de nuestra exposiciôn - podrâ reservarse determinadas 
industrias bâsicas o explotaciones, supliendo la iniciativa - 
privada, toda vez que con ello se cumplen los fines que enun- 
cia el citado artîculo 251 - ("aumentar la riqueza nacional, 
corregir el déficiente funcionamiento de la economîa, o asegu 
rar los beneficios econômicos para el mayor nûmero de habitan 
' tes del paîs"). Esta polîtica es la que ha seguido el Estado 
hondureho en materia forestal, en funciôn de la declaraciôn - 
formulada en el artîculo 254 constitueional que por si mismo de 
fine toda ma polîtica estatal en materia de protecciôn y explo
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taciôn racional de los recursos naturales, con especial refe­
rencia a la riqueza forestal del pais. A tono con estas decla 
raciones se ha dietado la Ley de la Corporaciôn Hondureha de 
Desarrollo Forestal, cuyos objetivos y principales atribucio- 
nes estudiaremos a continuaciôn.
c) La Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR) 
y sus principales atribuciones
La ûltima Ley citada de 4 de Enero de 1974 créa la - 
Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR), como 
una instituciôn autônoma del Estado, con personalidad jurîdi- 
ca y patrimonio propio (art.l) cuyo objeto es "hacer un ôpti- 
mo aprovechamiento de los recursos forestales conque cuenta - 
el pais, asegurar la protecciôn, mejora, conservaciôn e incre 
mento de los mismos y generar fondos para el financiamiento - 
de programas estatales, a fin de acelerar el proceso de desa­
rrollo econômico y social de la naciôn". (art. 2)
Destaca acâ desde el inicio el doble sentido de la - 
politica forestal del Estado; por una parte la protecciôn, 
conservaciôn y por consiguiente, el aprovechamiento racional 
de los recursos forestales y por otra la generaciôn de ingre­
sos a partir de ese aprovechamiento para contribuir a finan - 
ciar el desarrollo nacional.
Politicas de este tipo podemos afirmar que son comu- 
nes en todos los paises en vias de desarrollo; en efecto, a - 
diferencia de los paises industrializados en los que la impor 
tancia de los recursos naturales, aûn siendo siempre esencial, 
es cuantitativamente menor por la razôn de contar con mayor - 
cantidad de capital acumulado y de mayor desarrollo tecnolôgi 
co, en los paises en vias de desarrollo, en cambio, los recur­
sos naturales constituyen en gran medida su principal patrimo 
nio econômico (41) y de alli que se arbitren politicas amplia 
mente intervencionistas y proteccionistas.
A tono con los objetivos sehalados, el articulo 5 de 
la referida ley dispone que "corresponde al Estado, por medio 
de la Corporaciôn, el control de todos los bosques localiza - 
dos en âreas forestales pûblicas o privadas. En consecuencia, 
su conservaciôn, reforestaciôn, explotaciôn o aprovechamiento 
y la industrializaciôn y comercializaciôn de los productos de 
rivados de los mismos, serân funciones de aquêlla" (de COHDE­
FOR) . Para estos fines, de acuerdo siempre con la disposiciôn 
citada, "la Corporaciôn formularâ programas para protéger y - 
conserver los bosques y para reforestar las tierras desarbola 
das de vocaciôn forestal ... Cuando las âreas forestales sean 
de propiedad privada, las personas naturales y juridicas titu 
lares del dominio estarân obligadas a actuar de conformidad - 
con dichos programas", para lo cual "tendrân derecho ... a re 
cibir de la Corporaciôn los incentivos que êsta establezca y 
a que se les pague el precio de los productos forestales que 
se extraigan ..." todo ello de acuerdo con el citado articulo 
5.
"La Corporaciôn - dispone el articulo 6 - aprovecha- 
râ los bosques bajo cualquiera de las modalidades que escoja 
y determinarâ la oportunidad de su explotaciôn". "En todo ca­
so - continûa la norma citada y de acuerdo con el precepto an 
terior - las personas naturales o juridicas propietarias de - 
âreas forestales privadas, asi como las Municipalidades, (42) 
tendrân derecho, cuando se realice el aprovechamiento el pa- 
go de un precio cuyo monto y condiciones, serân fijados por - 
la Corporaciôn con base en los criterios que establezca".
El articulo 7 establece, por otra parte, que "El 
corte, aserrio o impregnaciôn de la madera y la extracciôn o 
destilaciôn de résinas, serân hechas por la Corporaciôn en 
forma directa o a travês de empresas de capital mixto o de ca 
pital privado formadas en su totalidad por hondurehos o de 
asociaciones de campesinos o cooperativas".
Finalmente, el mismo articulo 7 dispone que "la ex
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portaciôn de la madera y su comercializaciôn interna al por 
mayor asi como la de los productos de destilaciôn de résinas 
serân funciôn privativa de la Corporaciôn".
d) Consecuencias
Del anâlisis de las normas anteriormente transcrites 
se desprende a primera vista el despliegue de una politica - 
ampliamente intervencionista por parte del Estado en las di­
ferentes fases de la actividad forestal, que ha llevado a 
una pubLi&caciôn del sector mâs allâ de los estrictos limi­
tes de la propiedad forestal estatal. De tal politica pode­
mos deducir las siguientes consecuencias:
1) Nacionalizaciôn del comercio exterior e interior 
al por mayor de la madera y de otros productos forestales.
"Con el têrmino "nacionalizaciôn - apunta Spagnuolo 
Vigorita - se expresa fundamentalmente el paso y la atribu­
ciôn de actividades y bienes privados (o potencialmente pri 
vados) a la propiedad colectiva y a la gestiôn pûblica".Si£ 
nifica en otros têrminos y en sentido amplio - continûa 
el autor citado - el fenômeno de la compléta publificaciôn 
de uno o mâs sectores econômicos que pasan del dominio de - 
los sujetos privados al de los sujetos pûblicos".(43) Pres- 
cindiendo en-este momento de la referencia a la publifica - 
ciôn de bienes privados - aspecto sobre el cual volveremos 
oportunamente - y concretândonos en este momento a la asun- 
ciôn por el Estado de determinadas actividades econômicas , 
estimamos que la cita es clara para comprender el proceso - 
que se ha operado en el Derecho hondureho en torno al comer 
cio exterior de la madera y de otros productos forestales - 
lo mismo que a su comercializaciôn interna al por mayor.
Como estudiaremos mâs ampliamente en pâginas si 
guientes, al analizar las causas de la ûltima evoluciôn ope 
rada en el derecho forestal hondureho que venimos estudian-
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do, hasta 1974 cuando se dicta la Ley de la Corporaciôn Hon 
durena de Desarrollo Forestal, la exportaciôn de las made - 
ras, de résinas y de productos de destilaciôn de las mismas, 
estuvo en manos de empresas privadas. El Estado se limitaba 
a percibir los impuestos de exportaciôn correspondientes, - 
extremo - y al- que ya antes hemos hecho referencia.
El panorama cambia a partir de la ley citada, que - 
transfiere a COHDEFOR el ejercicio de la actividad exporta- 
dora y el comercio interior al por mayor que pasan a ser - 
"funciôn privativa" de la misma, como reza el articulo 7 an 
tes transcrite. Se trata entonces de la transferencia de 
una actividad realizada antes por particulares a la gestiôn 
pûblica, determinândose claramente la nacionalizaciôn de la 
misma al publificarse el sector. (44)
"Un interês pûblico superior" - utilizando la fra­
se de Baena del Alcâzar (45) - (la generaciôn de fondos para 
el financiamiento de programas estatales a fin de acelerar 
el desarrollo econômico y social de la naciôn", articulo 1 - 
de la ley que comentamos), ha determinado la asunciôn por - 
el Estado a travês de COHDEFOR de la actividad antes citada, 
con la consecuencia de su nacionalizaciôn.
2) El control delaprovechamiento de los bosques por 
el Estado.
De acuerdo con los preceptos de la ley de COHDEFOR 
transcrites atrès, el control de todos los bosques localiza- 
dos en âreas forestales, tanto pûblicas como privadas, (46) 
corresponderâ al Estado a travês del ôrgano mencionado, lo 
que supone que "su conservaciôn, reforestaciôn, explotaciôn 
o aprovechamiento y la industrializaciôn y comercializaciôn 
de los productos derivados de los mismos" serân funciones - 
que asumirâ aquêl.
Por otra parte se establece tambiên que "la Corpo­
raciôn aprovecharâ los bosques bajo cualquiera de las moda-
lidades que escoja y determinarâ la oportunidad de su explo 
taciôn".Cart. 6)
Ello nos plantea el anâlisis de las consecuencias - 
juridicas que taies preoeotos siçonen. En relaciôn con las 
âreas forestales pûblicas, la dificultad no existe; se trata 
de bienes estatales y su titular puede disponer de ellos co­
mo mejor le convenga, sin olvidar que siempre esa disposi - 
ciôn ha de ser de acuerdo con el interês pûblico, motor de - 
toda la actividad estatal.
El problema se plantea entonces en relaciôn con las 
âreas forestales privadas. De una cuestiôn no cabe dura: se 
ha producido un interveneionismo intense en la propiedad de 
êstas de manera que la facultad de disposiciôn de los pro - 
ductos forestales ha sido separada de sus titulares y tras- 
pasada a la Administraciôn Forestal del Estado.
cSupone esa normativa una nacionalizaciôn compléta 
de todo el sector forestal, no sôlo en su comercializaciôn 
como ya lo hemos estudiado, sino tambiên en todas las otras 
fases de la actividad forestal?, êSe ha producido una diso- 
ciaciôn entre los conceptos de suelo y vuelo, reservândose 
el Estado el aprovechamiento y conservaciôn del ûltimo, pe 
ro sin alterar la propiedad del suelo? <?Cual es entonces - 
la naturaleza jurîdica del derecho del Estado de acuerdo - 
con esa normativa? dQuê têcnicas se han empleado para al - 
canzar los propôsitos enunciados?
Por el mêtodo que nos hemos trazado serâ hasta en 
el Capîtulo V que analizaremos en concrete la naturaleza - 
jurîdica de los bienes que estudiamos; por esta razôn no - 
nos detendremos ahora en mayores consideraciones sobre el 
tema.
Lo anterior no impiica, sin embargo, que eludamos 
abordar algunas C précisiones que resultan.necesarias en 
este momento por el planteamiento que hemos venido haciendo.
Bâstenos observar previamente que la intensidad - 
del interveneionismo estatal en todas la fases de la acti­
vidad forestal, no implica necesariamente la transferencia 
de la propiedad del suelo forestal al sector pûblico. Los 
propietarios particulares "tendrân derecho a que se les pa 
que el precio de los productos forestales que se extraigan" 
dice el articulo 5 de la Ley, aûn cuando ese precio "se - 
râ fijado por la Corporaciôn con base en los criterios que 
establezca" (artîculo 6), es decir, de manera unilateral.
No hay en consecuencia traspaso de la propiedad del suelo 
forestal a la Administraciôn, salvo algunos supuestos de - 
excepciôn que se estudiarân en su momento. (47)
Se ha producido entonces de manera évidente una - 
disociaciôn entre la titularidad del suelo y la titulari - 
dad del vuelo en las âreas forestales privadas. El control
del aprovechamiento, conservaciôn y demâs fases de la acti
vidad forestal se las réserva el Estado a travês de COHDE­
FOR, lo que équivale en ûltimo caso y segûn nuestro crite­
rio a una efectiva nacionalizaciôn del vuelo forestal. Los 
particulares, en tanto, conservan la propiedad del suelo - 
con una serie de cargas que deben soportar y con el derecho 
de ^ cibirun preciè par ]a explotaciôn de los bosques ubicados 
en sus terrenos, en las condiciones sehaladas; la propie - 
dad particular se convierte asî en una**propiedad instrumen 
tal condicionada al necesario logro de ciertos objetivos - 
de interês pûblico". (48)
En apoyo de la afirmaciôn anterior - la nacionali 
zaciôn del vuelo forestal - se ha dicho en la doctrina que 
el concepto de nacionalizaciôn en su sentido concreto y ju 
rîdico consiste "en la réserva de un sector, de una activi 
dad o de una cierta clase de bienes que se concede al Esta
do o a los sujetos a êl intimamente unidos, con la consi -
guiente exclusiôn "de iure" de cualquier sujeto privado". 
(49) Esa réserva, expresiÔn clave en el tema que abordamos, 
estâ claramente definida en el Preâmbulo de la Ley que he­
mos venido comentando al establecer que "Considerando": que
el Estado por razones de orden pûblico e interês social - 
el "interês pûblico de orden superior" a que antes aludia 
mos - (50) debe reservarse el control y aprovechamiento -
de los recursos forestales para obtener de los mismos los
mâximos beneficios econômicos y sociales", réserva que de 
acuerdo con el artîculo 5 de la Ley de COHDEFOR se extien 
de tanto a las âreas forestales pûblicas como a las priva 
das y que ha de entenderse en funciôn de los artîculos -
251 y 254 de la Constituciôn, antes transcrites.
La circunstancia de que el aprovechamiento puede 
hacerse directamente por COHDEFOR "o a travês de empresas 
de capital mixto o de capital privado formadas en su tota 
lidad por hondurehos o por asociaciones de campesinos o - 
de cooperativas" (art. 7), es decir, por terceros, no es 
obstâculo, a nuestro criterio, para sostener la opiniôn - 
que afirmamos. En este sentido Soagnuolo Vigorita sehala 
la "inexistencia de una absoluta correlaciôn entre nacio­
nalizaciôn y gestiôn pûblica directa" puesto que "una vez 
adoptados el paso de los bienes o actividades de la titu­
laridad privada a la pûblica e instituîda la réserva, no 
hay por quê excluir la posibilidad jurîdica y la conve 
niencia prâctica de una nueva cesiôn de las empresas (51) 
y de los bienes a los sujetos privados" a travês del sis- 
tema de concesiones, (52) bastando en tal caso "asegurar 
un efectivo control pûblico que garantice la exacta corre 
laciôn entre la gestiôn y los fines de utilidad general - 
que presidieron la nacionalizaciôn ", (53)
Con ello hemos arribado a una primera conclusiôn: 
la nacionalizaciôn del vuelo en las âreas forestales pri­
vadas y el control por el Estado a travês de COHDEFOR de 
las distintas fases de la actividad forestal (conserva 
ciôn, reforestaciôn, explotaciôn o aprovechamiento y co - 
mercializaciôn de los productos forestales).
Ese es nuestro propôsito hasta este momento. Opor
tunamente cuando analicemos en concreto la naturaleza jurîdi 
ca de los bosques, volveremos sobre el tema para estudiarlo 
mâs ampliamente en funciôn del anâlisis de las têcnicas por 
las cuales se ha llegado a esa publificaciôn.
3) La vinculaciôn de la propiedad privada de âreas 
forestales a los fines de la Ley
3-a) La limitaciôn y delimitaciôn de derechos.
En los pârrafos anteriores expusimos nuestro crite­
rio en torno a la nacionalizaciôn del vuelo forestal, sin 
afectar la titularidad del suelo en las âreas forestales pri 
vadas, la que sigue conservando su propietario. Résulta obli 
gado entonces analizar cual es el contenido real de ese dere 
cho del titular.
En su oportunidad estudiamos la evoluciôn del dere­
cho de propiedad desde su concepciôn dogmâtica propia de la 
legislaciôn decimonônica que marcaba una concepciôn "indivi­
dual en lo filosôfico, liberal en lo politico y subjetivis - 
ta en lo juridico" como ha dicho Ballarin Marcial, (54) y 
que hacia de la propiedad un derecho sagrado e inviolable, - 
hasta las actuales concepciones que funcionalizan su conten^ 
do para ponerlo a tono con las exigencias de la colectividad 
a travês de la idea de "funciôn social" (55) que supone la - 
presencia de un interês pûblico superior, no propio del titu 
lar, cuya tutela le corresponde por lo mismo al Estado, (56)
La legislaciôn de casi todos los paises ha superado 
esa primaria concepciôn del derecho de propiedad y se ha pro 
ducido, como afirma Montés, "un giro conceptual" que ha con- 
vertido a la propiedad en "una situaciôn jurîdica compleja" 
(57), de manera que ya no se puede hablar de una sola propie 
dad sino de diverses tipos de propiedad, (58)
Hechas estas consideraciones previas, entremos a
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analizar el tema que nos ocupa.
Al estudiar la formulacidn del contenido de los dere­
chos en general, la doctrina ha distinguido entre "limitaciôn" 
y "delimitaciôn" de los mismos. (59) La "limitaciôn" supone 
el contenido normal del derecho y opera ûnicamente sobre las 
condiciones o posibilidades de su ejercicio, dejando inaltera- 
do el nûcleo central del mismo; supone "un derecho previo" cu­
yo ejercicio se limita para coordinarlo bien con los derechos 
o intereses de otros sujetos (supuesto clâsico), o bien con 
los intereses o derechos de la comunidad (concepciôn moderna) 
(60). La "delimitaciôn" en caunbio, supone fijar "el contenido 
normal" de un derecho, "sehalar limites o fronteras a su ex - 
tensiôn"; (61) en otras palabras, définir a partir de alli el 
contenido de un derecho y no limiter sencillamente un derecho 
preexistente; (62) se trata de los "limites confines" como 
acertadamente los ha llamado el Profesor Garcia de Enterrîa , 
cuyas ideas venimos siguiendo en esta exposiciôn. (63)
Aplicando esta doctrina al supuesto hondureho que ve­
nimos estudiando, consideramos que estamos en presencia de 
una verdadera delimitaciôn del derecho de los sujetos particu 
lares sobre las âreas forestales privadas de las cuales son - 
titulares y no de simples limitaciones a las facultades de 
ejercicio. La mâs importante de esas facultades, como es la - 
de disposiciôn de la cubierta forestal, ha sido sustraîda de 
su âmbito juridico y traspasada a la Administraciôn Forestal 
del Estado, la que aparece al final como titular del vuelo, - 
reservândose o concediendo aprovechamientos sobre el mismo a 
terceros.
Las facultades dominicales del titular privado han 
quedado reducidas prâcticamente al derecho a percibir un pre­
cio por los productos forestales extraîdos y a que excep- 
cionalmente se les indemnice por los los perjuicios que 
se causen en sus terrenos como consecuencia de los aprovecha­
mientos, (64) sin que se nieguen en ningûn momento la posibi­
lidad de enajenaciôn de su propiedad a terceros, supuesto en el
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cual el nuevo propietario ha de soportar las mismas cargas.
Por otra parte, la legislaciôn vigente establece obli 
gaciones que han de ser observadas por los particulares titu­
lares del suelo, asî el artîculo 5 de la Ley de COHDEFOR - co 
mo se ha indicado mâs atrâs,-establece que este ente formula­
râ programas para "protéger y conserver el bosque y para re - 
forestar las tierras desarboladas de vocaciôn forestal", que- 
dando obligadas "las personas naturales o juridicas titulares 
del dominio" cuando las âreas forestales sean de propiedad 
privada, a "actuar de conformidad con diehos programas", para 
lo cual han de recibir no obstante los incentivos que esta 
blezca el ôrgano mencionado.
La ley entonces ha delimitado el contenido del dere - 
cho de los particulares titulares del suelo forestal, ha seha 
lado el âmbito de su extensiôn y definido lo que a partir de 
entonces se convierte en su "contenido normal", entendido es­
te como el conjunto de"las concretas posibilidades de actua - 
ciôn o las concretas reglas de conducta que de ellas - las 
normas - derivan para las personas afectadas". (65)
3-b) La_v£ncu^aciôn__de ^a__pro£iedad__y_su neces^aria _co 
nexiôn con ^a_idea de__un i.nterês £Ûblico superior
La dimensiôn colectiva de determinados sectores de 
bienes, el sentido ya totalmente aceptado de que la apropia - 
ciôn privada sobre las cosas debe servir, no sôlo para la sa- 
tisfacciôn de intereses individuales, sino tambiên para el lo 
gro de intereses comunitarios diverses, (66) acordes con cada 
categorîa de bienes, en paralelo con la acciôn conformadora - 
del orden econômico y social de la Administraciôn, (67) son - 
criterios que han llevado a la funcionalizaciôn de la propie­
dad y por consiguiente, a la delimitaciôn de los derechos en 
el sentido que se ha estudiado. (68) Asî se ha entendido a 
nuestro criterio, por ejemplo, en el reciente texto constitu- 
cional espahol a tenor de lo dispuesto en el artîculo 33 en -
cuanto establece que "1. Se reconoce el derecho a la propie - 
dad privada y a la herencia" y "2. La funcidn social de estes 
derechos delimitarâ su contenido de acuerdo con las leyes".
El reconocimiento de ese interês pûblico superior tu- 
trlado por la Administraciôn, en el que priva el interés de - 
la colectividad y no el propio del sujeto, ha llevado a la 
configuraciôn de la idea moderna de "vinculacidn de la propie 
dad," (69) idea que a juicio de Arcenegui puede entenderse en 
dos sentidos, positive une, negative el otro. (70)
El sentido positive, que es el que nos interesa a la 
vista de nuestro estudio, "supone una nueva definiciôn o del_i 
mitaciôn" de la propiedad, adoptando "posturas socializadoras 
o colectivizadoras"; (71) el sentido negative equivaldrâ, en 
cambio, a simples limitaciones de la propiedad en el sentido 
que ya hemos analizado y que por le mismo dejamos de lado.(72) 
Garrido falla, en parecido sentido, distingue también la vin-' 
culaciôn de la propiedad de la simple limitacidn a partir de 
la idea de "afectaciôn" de bien a un fin pûblico que se trata 
de protéger, (73) que cabe en el primer supuesto, pero no en 
el segundo.
En este orden de ideas y habiendo sehalado ya que el 
derecho de propiedad sobre âreas forestales privadas en el De 
recho hondureho ha side "delimitado" por la Ley, senalândole 
un contenido precise, podemos afirmar que tal propiedad en 
funciôn de la tutela otorgada a les fines colectivos que ta - 
les bienes suponen, se ha convertido en una "propiedad vincu- 
lada" en el sentido que Leguina Villa ha senalado en el Dere­
cho espanol. "Propiedad vinculada - dice este autor - porque 
su titular privado no es libre para fijar el destine que ha - 
de darse al bien de su pertenencia; ni tampoco para sehalar - 
el modo de ejercicio de sus facultades de goce y disposiciôn, 
sine que por el contrario, tantO aquêL como estas vienén rîgiro^ 
mente determinadas-ên las leyes,sea de manera directa sea po-r 
remisiôn a disposiciones y actes de la Administracidn".(74)
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La cita anterior referida al Derecho espanol, no sig- 
nifica desconocer que el grado de intervenciôn sobre las 
âreas forestales privadas en el Derecho hondureho es mâs in - 
tenso que el que se da sobre los montes de particulares en Es 
pana, como se analizarâ en su momento, pero la plasticidad 
del pârrafo transcrite es tal, que résulta perfectamente 
aplicable al case hondureho.
Resumiendo, podemos concluir que en el sector fores - 
tal hondureho el ejercicio de una determinada actividad en fun 
ci6n del interês de la colectividad tutelado por la Adminis - 
traciôn, (75) prima sobre la titularidad del bien (suelo fo - 
restai), de manera que se produce"una seperaciôn entre la pro 
piedad y control de la riqueza" (76) y por consiguiente, el - 
goce de la propiedad sobre el suelo forestal ya no se présen­
ta como"libre", sine que debe estar en funciôn de una determi 
nada actividad econômica, tutelada y dirigida por el Estado, 
(77) le que supone la vinculaciôn de la misma a los fines de 
la Ley.
e) Causas de esa ûltima evoluciôn
En cada una de las fases de la evoluciôn del rêgimen
jurldico de los bosques en el Derecho hondureho, hemos estu-
diado las causas que han determinado en su momento esa evolu 
ciôn. Nos toca ahora, por consiguiente, referirnos a las ra- 
zones que han incidido en la adopciôn de los principles con- 
tenidos en la mâs reciente legislaciôn, que hemos analizado 
en las pâginas anteriores.
Los bosques, como ya exponiâmes en la Introducciôn - 
de nuestro trabajo, son considerados como el recurso natural 
mâs importante conque cuenta el pais (78) y los suelos de vo 
caciôn forestal representan el 66% de su superficie territo­
rial (7.397.800 Has) (79).
En base a dates de 1974 se ha calculado que un 85% -
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de la producciôn de madera aserrada - principal producto del 
bosque - se destina a la exportaciôn, mientras que el 15% res 
tante es absorbida por el mercado interno. C80) El recurso fo 
restai représenta asî un factor muy importante en la conside- 
raciôn global de la economîa del pais.
Tradicionalmente la explotaciôn del bosque y la exporta 
ciôn de los productos forestales, estuvo en manos de la ini - 
ciativa privada; esta circunstancia y la déficiente estructu- 
ra de la Administraciôn Forestal del Estado, condicionaron 
una explotaciôn del recurso en forma irracional con consecuen 
cias desastrosas, a tal grado, que se ha considerado que una 
gran parte del territorio nacional se ha convertido prâctica- 
mente en tierra improductiva, modificândose las condiciones - 
climâticas y alterando el ciclo hidrolôgico con inundaciones 
y sequias en distintas épocas del aho ( 8 1 ) ,  aspecto que tam - 
bién se ha observado en Espaha y que sehalamos por via de corn 
paraciôn. (82)
El Estado, poseedor de importantes extensiones foresta­
les (âreas forestales pûblicas)/ se limitaba a otorgar centrâ­
tes de aprovechamiento (83)  con poca o ninguna vigilancia so­
bre la ejecuciôn de los mismos, no obstante las facultades 
atribuidas a la Administraciôn forestal por distintos textes 
légales en tal sentido. (84)
El interês patrimonial de los propietarios de âreas fo­
restales privadas o de concesionarios de explotaçiones de bo£ 
ques pûblicos encaminado a lograr la mayor rentabilidad de su 
actividad mediante certes excesivos y poco tecnificados en 
desmedro del recurso (85)  ( 8 6 ) ; la degradaciôn del bosque en
virtud de talas para convertirlo en campe de cultive agricole 
donde el campesino desarrolla actividades agricoles margina - 
les: (87)  las plages; el sobrepastoreo, los incendies foresta 
les provocados tambiên por ancestrales prâcticas agropecua 
ries, han sido factores que, todos juntes, han representado - 
al final un grave peligro para la riqueza forestal del pais -
(88) con las consecuencias indicadas. Cabe observer que un 
panorama muy similar ha sido senalado por Leguina Villa como 
condicionante del acusado interveneionismo estatal sobre los 
montes de particulares en el Derecho espanol, (89) aspecto - 
éste que se analizarâ en su momento.
A peser de que desde 1955 se insiste en la protecciôn 
del bosque a la par de su explotaciôn racional como normes - 
que orientan la legislaciôn forestal, (90) la faite de capa- 
cidad de la Administraciôn Forestal del Estado para atender 
a los requerimientos de la legislaciôn (91) y la estructura 
oligopôlica que manejaba el comercio exterior de la madera , 
determinaron que la normative forestal ampliamente interven- 
cionista y proteccionista del recurso, tuviera aplicaciôn 
prâctica limitada con las consecuencias que se han anotado.
En efecto, a diferencia de Espaha donde la producciôn 
de materias primas forestales es consumida por la industrie 
nacional con un déficit incluse que tiene que ser cubierto - 
por la via de la importaciôn, (92) en Honduras, las maderas 
son destinadas fundamentalmente a la exportaciôn. (93)
Hasta 1974, el 90% de este trâfico estuvo controlado - 
por el capital extranjero. Cuatro compahias controlaban, no 
sôlamente la exportaciôn, sino tambiên la fase de producciôn 
en sus diverses etapas. Buena parte de los bosques de propie 
dad privada habian sido adquiridos por los empresarios de la 
madera, bien en su totalidad - incluyendo suelo y vuelo - o 
en ocasiones adquiriendo ûnicamente el arbolado con la reser 
va de aprovechamiento por diez o mâs ahos, con lo que se be- 
neficiaban no sôlamente de los volûmenes actuales, sino tam­
biên de los posibles incrementos del bosque por su regenera- 
ciôn y de las alzas de los precios de la madera en los merca 
dos internacionales.
Los contratos o licencias de explotaciôn de los bos 
ques, tanto en âreas forestales pûblicas (94) o privadas(95)
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otorgados por la Administraciôn Forestal eran gestionados y 
obtenidos, por otra parte, por intermediarios dependientes de 
las grandes compahias que los explotaban directaonente o a tra- 
vês de contratistas privados que dependian de los crêditos 
otorgados por aquéllas. A travês de esta estructura las firmas 
exportadoras controlaban todas las fases del proceso, con el - 
resultado final - ademâs de la destrucciôn progresiva del bos­
que y sus consecuencias paralelas - de que el pais perdia tam­
biên en la comercializaciôn por la no repatriaciôn de las div^ 
sas generadas. Sôlamente en 1972 se calculô que el Estado dejô 
de percibir treinta y un millones de dôlares (96) en concepto 
de divisas que permanecieron en el exterior. (97)
Por otra parte, la debilidad institucional de la Admi­
nistraciôn Forestal que ya hemos anotado y que "no ejercia el 
liderazgo necesario en la conducciôn del desarrollo de los re- 
cursos forestales" a tal grado que "estos estân siendo dilapi- 
dados, sin mayor provecho para el pais ante la impotencia de - 
las instituciones nacionales" como sehalaba un documento ofi - 
cial, (98) fue otro factor que, junto al sehalado anteriormen- 
te (la estructura de explotaciôn y comercializaciôn de la made 
ra), determinaron que el Estado optara por una politica decidi 
damente interveneionista que tuvo su expresiôn final en la - 
Ley de la CorporaciÔn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDE- 
FOR), que ademâs de encargar a este ente descentralizado la Ad 
ministraciôn Forestal del Estado, (art. 8 letra A) de la ley - 
citada), nacionaliza el comercio exterior y el interior al por 
mayor de la madera (articulo 7) y se réserva el mismo - el Es­
tado) -el "control de todos los bosques localizados en âreas fo 
restales pûblicas o privadas" asumiendo su "conservaciôn, refo 
restaciôn, explotaciôn o aprovechamiento y la comercializaciôn 
de los productos derivados de los mismos" (art. 8), que equiva 
le, de acuerdo con la conclusiÔn a que hemos llegado, a una na 
cionalizaciôn del vuelo forestal en las âreas privadas y a la 
vinculaciôn de la propiedad del suelo de las mismas a los fi - 
nés pûblicos trazados por la ley, extremes todos que han queda 
do analizados en pâginas anteriores.
130
El factor fiscal, en cuanto el aprovechamiento del bo£ 
que es generador de divisas, seguirâ siendo esencial en el De­
recho Forestal hondureho, pero a su lado se potencian preocupa 
ciones ecologîstas y proteccionistas del recurso, aspectos am- 
bos que juntos marcarân el sentido de la legislaciôn vigente.
Dos principios que han sido sehalados por Leguina Vi - 
lia en el Derecho espahol, marcarân tambiên la orientaciôn del 
Derecho hondureho en esta materia; "la afectaciÔn de los mon - 
tes a su destino forestal" con ênfasis en "su conservaciôn y - 
restauraciôn", y la racionalidad de los aprovechamientos fores 
taies". (99)
III - OTRAS CLASIFICACIONES DE LAS AREAS FORESTALES
En las pâginas anteriores hemos dejado expuesta la cia 
sificaciôn de las âreas forestales por razôn de su rêgimen de 
propiedad en "pûblicas y "privadas". No obstante que hemos con 
cluîdo afirmando que la ûltima evoluciôn operada en la legisla 
ciôn forestal en Honduras, ha supuesto una efectiva nacionali- 
zaciôn del vuelo en las âreas forestales privadas y el control 
por la Administraciôn de las diferentes fases de la actividad 
forestal, debemos recordar que el propietario del suelo en las 
âreas forestales privadas conserva derechos que en todo caso - 
deben ser siempre respetados por la Administraciôn Forestal, - 
de manera que la clasificaciôn antes sehalada sigue conservan- 
do plena validêz.
Esta recapitulaciôn de ideas previamente expuestas, es 
conveniente para comprender de mejor manera las otras clasifi- 
caciones de las âreas forestales que establece la legislaciôn 
hondureha (por "Razôn de su Destino") y por ("Razôn de su Rêg^ 
men de Administraciôn"), que estudiaremos a continuaciôn y que 
serân bâsicas para estudiar posteriormente la naturaleza jurî- 
dica de los bosques en el Derecho hondureho.
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A) P O R  R A Z O N  DE SU  D E S T I N O
a) Criterios clasificatorios
"Por razôn de su destino" que équivale a diferentes 
grados de afectaciÔn a la utilidad pûblica y de acuerdo con el 
articulo 11 de la Ley Forestal de 1971 vigente en esta materia, 
las âreas forestales, tanto pûblicas como privadas, se distin- 
guen en "Clasificadas" y "No clasificadas"; estudiaremos cada 
una de ellas conforme a los criterios establecidos por el art^ 
culo citado.
1) ^ e a £  forestales clasificadas.- La ley distingue en este 
sentido las "zonas forestales protegidas" y las "zonas de inte 
rês forestal".
1-a) ^onas £ore£talesjprote£idas. Se consideran con este carâc 
ter "las âreas forestales pûblicas o privadas declaradas de 
gran importancia para la conservaciôn del paisaje, de las aguas 
o de los suelos, de manera que se permita sôlamente un aprove­
chamiento limitado, segûn planes de ordenaciôn formulados o 
aprobados por la Administraciôn Forestal del Estado". Como se 
puede observer, factores ecolôgicos son los que inciden funda­
mentalmente en esta clasificaciôn.
1-b) ^onas de_in ter ê s__f or e s ta 1. "Son las âreas forestales pû - 
blicas o privadas clasificadas segûn criterio de relevante in­
terês econômico, en especial para la formaciôn de unidades de 
ordenaciôn o de unidades industriales de aprovechamiento fore£ 
tal". En este supuesto, en cambio, os el aspecto econômico en 
funciôn del aprovechamiento ordenado del recurso, lo que deter 
mina el criterio clasificatorio.
2) ^oas__foresta^es nojcla£ificadas. - La ley incluye en este - 
aspecto a las âreas forestales pûblicas o privadas excluîdas - 
de la clasificaciôn anterior. Zonas forestales,pûblicas no cia 
sificadas son "las âreas forestales estatales o ejidales" no -
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incluîdas en esos supuestos en razôn de que su "carâcter de - 
utilidad pûblica no es eminente o no ha sido declarado expresa 
mente" (art. 11 Ley Forestal); igual criterio se aplica a las 
zonas forestales privadas no clasificadas.
b) Procedimiento para la clasificaciôn
La clasificaciôn de las âreas forestales en "zonas pro 
tegidas" o "zonas de interês forestal" se efectuarâ "segûn su 
carâcter de utilidad y necesidad pûblica", mediante Resoluciôn 
de la CorporaciÔn Hondureha de Desarrollo Forestal, segûn dis­
pone el articulo 13 de la Ley Forestal. (100)
Previo a la emisiôn de dicha Resoluciôn, el ôrganoTmen 
cionado harâ publicar en "La Gaceta", Diario Oficial de la Re- 
pûblica - équivalente al Boletîn Oficial del Estado en el Dere 
cho espahol - un aviso en que se harân saber los aspectos si - 
guientes: a) La resoluciôn de crear una zona forestal protegi- 
da o de interês forestal y las razones que motivan esta deter- 
minaciôn; b) Area, situaciôn y limites de la zona en cuestiôn;
c) El derecho que tienen quienes pueden considerarse perjudica 
dos para reclamar contra tal decisiôn, exhibiendo los titulos 
en que fundamenten su reclaimo y exponiendo las razones del mi£ 
mo ante la Administraciôn Forestal (COHDEFOR) dentro del têrmi 
no de noventa dias contados desde la fecha de la publicaciôn - 
citada; todo lo anterior conforme a lo establecido en el arti­
culo 14 de la Ley Forestal.
El ôrgano compétente (COHDEFOR) con los asesoramientos 
técnicos del caso, conocerâ y resolverâ todos los reclamos que 
se presenten en relaciôn con lo dispuesto en el pârrafo ante - 
rior (art. 16 Ley Forestal). Expirado el plazo sehalado sin ha 
ber reclamos de parte légitima, o despuês de resueltos êstos, 
se emitîrâ Resoluciôn con carâcter de definitive, dando el ca­
râcter de "zona forestal protegida" o "zona de interês fores - 
tal", especificando sus limites y el reconocimiento de los de­
rechos de los titulares de âreas forestales privadas incluidas
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en las mismas (art. 17 Ley Forestal), derechos cuyo contenido 
en todo caso ya han sido estudiados a la luz de la mâs recien 
te legislaciôn sobre la materia.
c) Efectos
La declaraciôn de un ârea forestal como "zona fores - 
tal protegida o como "zona de intefes forestal" produce de - 
acuerdo con los artîculos 15 y 19 de la Ley Forestal de 1971, 
los efectos siguientes:
a) Prohibiciôn de adquirir nuevos derechos sobre las 
âreas forestales pûblicas objeto de la declaraciôn, - 
cuya titularidad, como luego estudiaremos, conservarâ 
siempre el Estado (art.15). (101)
b) Prohibiciôn de efectuar aprovechamientos forestales - 
en las âreas privadas sin la previa regulaciôn y auto 
rizaciÔn de la Administraciôn Forestal del Estado.(15)
c) Otorgar facultades a la Administraciôn Forestal del - 
Estado para imponer a los propietarios^usufructuarios, 
administradores o simples usuarios de las âreas fore£ 
taies privadas incluidas en las zonas "las restriccio 
nés y obligaciones que sean indispensables para el lo 
gro de los fines de utilidad y necesidad pûblica que 
conlleva la resoluciôn de declaraciôn", (art. 19).
Estas normas que conservan su vigencia al no haber s_i 
do derogadas por la ûltima ley sobre el sector (Ley COHDEFOR), 
entendemos sin embargo, que deben entenderse con cierta rela 
tividad. En efecto, si nos atenemos a su sentido literal, ese 
rêgimen especial se aplicarîa ûnicamente a las zonas foresta­
les clasificadas y, conforme a lo que ya hemos estudiado, la 
ûltima evoluciôn operada en el Derecho forestal hondureho ha 
delimitado los derechos de los titulares de las âreas foresta 
les privadas en general, configurando una propiedad vinculada 
- têrmino entendido en su mayor significaciôn - a los fines -
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pûblicos que tutela la nueva legislaciôn, ampliando paralela 
mente el rêgimen de intervenciôn de los poderes pûblicos,a - 
tal grado que se ha producido una efectiva nacionalizaciôn - 
del vuelo forestal, independientemente de la titularidad del 
suelo, ademâs del control de todas las fases de la actividad 
forestal, como previamente ha sido estudiado.
En este sentido, es claro que la nueva legislaciôn - 
ha desbordado los limites que suponen las disposiciones co - 
mentadas y sus efectos se han ampliado por consiguiente, a - 
todas las âreas forestales, estên o no clasificadas, aspecto 
que es sumamente importante y que, por lo mismo, debe ser e£ 
pecialmente destacado.
B) P O R  R A Z O N  DE SU  R E G I M E N  DE A D M I N I S T R A C I O N
Conforme al articulo 12 de la Ley Forestal de 1971, 
las âreas forestales se clasifican "por su rêgimen de admi - 
nistraciÔn" en "âreas forestales bajo rêgimen especial" y 
''âreas forestales bajo rêgimen general".
a) Areas forestales bajo rêgimen especial
Bajo este criterio pueden incluirse tanto âreas fo - 
restales pûblicas como privadas; por ello se distinguen dos 
categories :
1) Incluidas en el Patrimonio pûblico forestal ina - 
lienable. Comprends a las âreas forestales estatales o ejida 
les clasificadas como "zonas forestales protegidas" o como - 
"zonas de interês forestal" incluidas en "Catâlogo del Patr^ 
monio Pûblico Forestal Inalienable". (102)
2) No incluidas en el Patrimonio Pûblico Forestal - 
Inalienable. Se incluyen acâ las âreas forestales privadas - 
incluidas en zonas forestales protegidas o zonas de interês 
forestal no incluidos en el Catâlogo del Patrimonio Pûblico
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Forestal Inalienable. (103)
b) Areas forestales bajo Rêgimen General
Son aquellos terrenos pûblicos o privados que no se 
incluyen en los criterios anteriores.
Es fâcilmente apreciable la importancia qifi esta cla­
sif icaciôn tiene para los efectos del estudio de la naturale 
za jurîdica de los bosques en el Derecho hondureho, en fun - 
ciôn de las consecuencias que de la misma se derivan. Sin em 
bargo, como lo hemos advertido en ocasiones anteriores, el - 
mêtodo que nos hemos trazado nos obliga a centrar nuestra 
atenciôn en este aspecto hasta en el capitule V y por lo mi£ 
mo, serâ hasta enfonces que volveremos sobre el tema.
IV - UNA REFERENCIA AL DERECHO ESPANOL (104)
En el curso de la exposiciôn que hemos venido hacien 
do, han sido frecuentes las alusiones al Derecho espahol en 
materia forestal. Repârese en este sentido en el anâlisis 
previo del concepto legal de monte y las referencias a la 
clasificaciôn de los montes espaholes por razôn de su titula 
ridad, (105) independientemente de otras consideraciones.(106)
La doctrina que hemos venido manejando es tambiên 
fundamentalmente espahola. Ya lo deciamos en la Introducciôn 
de nuestro trabajo, el Derecho hondureho es poco sistematiza 
do y sobre el mismo no se ha construido una doctrina particu 
lar. A partir de estos datos es évidente la importancia de - 
la comparaciôn de la legislaciôn espahola con la hondureha, 
mêtodo que hasta acâ se ha seguido, sin pretensiones finales 
por otra parte, de un estudio acabado de Derecho comparado.
Es por esta razôn que considérâmes importante al final del - 
présente capitule, hacer una referenda general al Derecho - 
Forestal espahol en lo pertinente hasta acâ y a la vista de 
cuanto se ha estudiado del Derecho hondureho.
A) CLASIFICACrON PE LOS MONTES EN EL DERECHO E S P A n OL POR RA - 
Z Q N  PE SU TITULARIDAD
a 1 margen de la referenda anterior a este tema (107) 
résulta impresdndible volver sobre el mismo en razôn de los 
propôsitos antes enunciados.
De acuerdo con la Ley de Montes de 1957, los montes 
pueden ser pûblicos o particulares; en este sentido, el art! 
culo 1, pârrafo primero dispone que "la propiedad forestal - 
puede corresponder al Estado, (108) a las Entidades locales, 
a las Entidades pûblicas o privadas no territoriales y a los 
particulares". Montes pûblicos son enfonces aquellos cuya ti 
tularidad corresponde a una Administraciôn Pûblica (art. 9 - 
del Reglamento de Montes), incluyendo a los que la titulari­
dad pûblica se limita al dominio ûtil, conservando el parti­
cular el dominio directo (art. 10 del Reglamento de Montes).
Se trata de una clasificaciôn subjetiva que hace abs 
tracciôn de la naturaleza y rêgimen de los distintos tipos - 
de montes.(109) La legislaciôn forestal es aplicable a todos 
ellos segûn dispone expresamente el articulo 1, pârrafo cuar 
to de la Ley de Montes, (110) aunque en su desarrollo se con 
figuren diversos regimenes cuyo anâlisis ofrece una rica te- 
mâtica. (111)
a) Los montes pûblicos. Distinta consideraciôn segûn su uti­
lidad pûblica.
Abstracciôn hecha de la diferente tipologia que ofre 
cen los montes de las Entidades locales (112) y fundamental­
mente del anâlisis de la naturaleza jurîdica, aspecto que 
considérâmes al final de nuestro trabajo, nos concretamos en 
esta oportunidad a abordar, de manera si se quiere superfi - 
cial, la clasificaciôn de los montes pûblicos en el Derecho 
espahol por razôn de la utilidad pûblica que suponen.
De acuerdo con el articulo 24 del Reglamento de Mon­
tes, los montes pûblicos podrân ser o no de utilidad pûblica. 
Merecen esta ûltima calificaciôn los que previamente hubie - 
ran sido declarados como taies (113) y que de acuerdo con el 
articulo 25 del citado reglamento se hallen en alguno de los 
casos siguientes;
a) Los existantes en las cabeceras de las cuencas hidro- 
grâficas.
b) Los que en su estado actual, o repoblados, sirvan pa­
ra regular eficazmente las grandes alteraciones del - 
rêgimen de las aguas llovidas.
c) Los que eviten desprendimientos de tierras o rocas, - 
formaciôn de dunas, sujetar o afirmar los suelos sue^ 
tos, defender poblados, cultivos, canalizaciones o 
vias de comunicaciôn, impedir la erosiôn de suelos en 
pendiente y el enturbiamiento de las aguas que abaste 
cen poblaciones.
d) Los que saneen parajes pantanosos.
e) Los montes que con su aprovechamiento regular, sirvan 
para hacer permanentes las condiciones higiênicas, 
econômicas y sociales de pueblos comarcanos.
f) En general, cuando se trate de masas de arbolado o te 
rrenos forestales que, dadas sus condiciones de situa 
ciôn o de ârea, sea précise conserver o repoblar por 
su influencia econômica o fisica en la naciôn o comar 
ca, la salubridad pûblica, el mejor rêgimen de las - 
aguaSÿ la seguridad de los terrenos, la fertilidad de 
las tierras destinadas a la agriculture o por su uti­
lidad para la defense nacional, previo requerimiento 
de le autoridad militer.
Como bien sehalan Parejo Gamir y Rodriguez Oliver (114) 
es tal la amplitud de la enumeraciôn anterior que en la prâc 
tica cualquier monte habrâ de ser susceptible de tal déclara 
ciôn.
La declaraciôn de utilidad pûblica supone efectos ju
rîdicos importantisiinos. Todo monte que haya sido objeto de - 
esa declaraciôn serâ inscrite en el Catâlogo de Montes défini 
do por el articulo 6 de la Ley (115), confîgurândose un impor 
tante rêgimen juridico-administrativo a partir de alli, cuyo 
estudio especifico, como reiteradamente lo hemos anotado, se­
râ objeto de nuestra atenciôn en desarrollos posteriores.
Los montes pûblicos se clasifican enfonces en catâlo- 
gados y no catalogados; los primeros suponen su previa decla­
raciôn de utilidad pûblica (116) que conservan, en tanto no - 
sean excluidos del mismo; (117) el rêgimen juridico serâ dis- 
tinto para unos y para otros.
b) Los montes particulares. Clasificaciôn
Para meros efectos de comparaciôn con el Derecho hon­
dureho, conviene hacer una breve referenda a este tema.
Los montes de particulares se clasifican en "protect© 
res" y"no protectores" (art. 35 del Reglamento de Montes); -
"estân de algûn modo - como dice Guaita - (118) afectados a - 
la utilidad pûblica; merecen esta calificaciôn los que se ha­
llen en los casos siguientes: los situados en las cuencas ali 
mentadoras de los pantanos, los que tengan las caracterîsti - 
cas de los catalogados o de utilidad pûblica, (119) los que - 
habiendo estado catalogados hayan pasado o pasen legalmente - 
por rectificaciôn del catâlogo y por razones de pertenencia - 
al dominio particular y, finalmente, los que por ley especial 
réciban esa calificaciôn (art. 31 del Reglamento de Montes).
"Los montes de particulares no estân sujetos al rêgi­
men administrative prescrit© para los de utilidad pûblica, 
aunque por razones de interês general, quedan sometidos a los 
preceptos de la legislaciôn forestal que les sean de expresa 
y especial aplicaciôn" dispone el articulo 35, pârrafo segun 
do del Reglamento de Montes. Guaita anota en este sentido que 
"los montes protectores recuerdan - pero nada mâs - entre los
particulares, los catalogados entre los pûblicos". (120)
Tanto los protectores como los no protectores, estân 
sujetos a una amplia intervenciôn administrative, (121) que - 
serâ mâs évidente por razones obvias en los primeros.
B) O T R A S  C O N S I D E R A C I O N E S
a) Semejanzas en uno y otro ordenamiento
Un anâlisis detenido de cuanto hasta acâ se ha expue£ 
to nos muestra^ la existencia de principios comunes, aunque 
sistematizados de manera distinta, en el Derecho espahol y en 
el Derecho hondureho.
En efecto, las funciones protectoras de suelos, cuen­
cas y ambiente que se destacan en los supuestos enumerados 
por el articulo 25 del Reglamento de Montes como criterios pa 
ra la calificaciôn como de utilidad pûblica de un monte pûbli 
co determinado, que al final son los mismos que sirven para - 
calificar como "protectores" a determinados montes privados, - 
en el Derecho espahol, aparecen también en el DErecho hondure 
ho como criterios para définir lo que la ley hondureha llama 
"zonas forestales protegidas", que son - recordêmoslo - 'iaque- 
llas âreas forestales pûblicas o privadas declaradas de gran 
importancia para la conservaciôn del paisaje, de las aguas o 
de los suelos, de manera que se permita sôlamente un aprove - 
chamiento limitado segûn planes de ordenaciôn forestal formu­
lados o aprobados por la Administraciôn Forestal del Estado". 
(art. 11 letra a) de la Ley Forestal de 1971).
En uno y otro caso, por otra parte, la afectaciÔn a - 
la utilidad pûblica que supone la calificaciôn indicada, im - 
plica la inclusiôn de los "montes" o de las "âreas forestales" 
en un catâlogo, con efectos muy similares,como se estudiarâ - 
en su oportunidad.
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A la vista frio de los preceptos de la legislaciôn es 
pahola citada, pareciera que las preocupaciones ecologistas - 
son las que mâs destacan en la regulaciôn de los montes; sin 
embargo, la explotaciôn racional del recurso forestal como 
fuente de materias primas es también objeto de regulaciôn en 
el Derecho espahol. (122)
En este sentido, el articulo 4, pârrafo 4, pârrafo 
cuarto de la Ley de Montes establece que "el disfrute de los 
montes de las Entidades pûblicas estén o no en el Catâlogo, - 
quedarân sometidos por motivos de interés pûblico a cuanto - 
se establece en la présente ley. El disfrute de los montes de 
los particulares - continûa el precepto citado - taunbién que- 
darâ sometido por motivos de interés pûblico - a aquellos pre 
ceptos de esta ley que le sean aplicables", aprovechamientos 
que se harân en ambos casos "dentro de los limites que permi- 
tan los intereses de su conservaciôn y mejora" (art. 29, p â ­
rrafo primero. Ley de Montes y 202 de su Reglamento), para lo 
cual se perseguirâ la estructuraciôn dasocrâtica de los mon - 
tes por medio de proyectos de ordenaciôn (123) y planes técni 
COS (124) (art. 203, pârrafo segundo del Reglamento), dândose 
preferencia a los trabajos de ordenaciôn en los montes catalo 
gados y en los protectores (art. 204 del Reglamento)
El Derecho hondureho establece en sentido parecido 
como ya anotâbamos - que "en las zonas forestales protegidas" 
se permitirâ "sôlamente un aprovechamiento limitado segûn pla 
nés de ordenaciôn forestal formulados o aprobados por la Adm£ 
nistraciÔn Forestal del Estado" (art. 11, letra a) Ley Fores­
tal) .
En torno a estas mismas ideas es importante referirno 
también al aprovechamiento en terrenos forestales que revis- 
ten especial importancia econômica, a la par de las puramen- 
te ecologistas. El Derecho hondureho define esos terrenos co 
mo"zonas de interés forestal" en los cuales se incluyen âreas 
forestales pûblicas o privadas que revistan especial interés
econômico "en especial para la formaciôn de unidades de orde 
naciôn o de unidades de aprovechamiento (art. 11 letra Ley 
Forestal).
Notables semejanzas con estas "zonas de interês fores 
tal" tienen las llamadas "agrupaciones forestales" en el Dere 
cho espahol, (125) que consisten en la formaciôn de planes de 
ordenaciôn que engloban a montes pûblicos y particulares de - 
determinadas comarcas. (126) Très son los supuestos en los 
que caben estas agrupaciones segûn el articulo 31, pârrafo 
primero de la Ley de Montes:
- Que se trate de montes pûblicos o privados de gran 
producciôn en su conjunto y que sean susceptibles - 
de formar comarcas de ordenaciôn.
- La necesidad de coordinar los intereses selvlcolas 
o pastorales.
- Por necesidad de repoblaciôn forestal.
Estas agrupaciones, no obstante, podrân ser volunta - 
rias u obligatorias (127) (art. 31, pârrafo tercero de la Ley 
de Montes); en el Derecho hondureho, en cambio, las "zonas de 
interés forestal" serân determinadas siempre por resoluciôn - 
de la Administraciôn Forestal del Estado con pleno carâcter - 
vinculante. (128)
b) Diferencias
No obstante que tanto en el Derecho forestal hondure­
ho como en el espahol, destacan principios comunes, aunque 
sistematizados de manera distinta, como ya hemos anotado, es 
importante destacar también las diferencias que resultan del 
anâlisis comparado de los mismos.
Nos interesa referirnos en este momento, sobre todo - 
al mayor grado de intensidad en la intervenciôn estatal en el 
sector forestal hondureho. La mayor importancia del recurso -
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dentro del contexto general de la economîa y la necesidad de 
un efectivo control de las diferentes fases que se involu - 
cran en la actividad forestal, ante la explotaciôn desmesur£ 
da de que venîan siendo objeto los bosques, ha llevado a una 
publicaciôn casi total del sector, de manera que, a la par - 
de la propiedad forestal pûblica, la propiedad privada sobre 
âreas forestales ha quedado reducida a una mera titularidad 
del suelo, produciéndose una efectiva nacionalizaciôn del 
vuelo, lo que ha configurado una propiedad forestal especial^ 
mente vinculada a los fines pûblicos tutelados por la ley. - 
No insistiremos mâs sobre este tema, por haber sido estudia­
do con mayores detalles en su oportunidad.
En el Derecho espahol, en cambio, si bien destacan - 
parecidas preocupaciones en funciôn de los factores econômi- 
cos, ecolôgicos, climatolôgicos y sociales que toda politica 
forestal bien entendida debe comporter, (129) el grado de in 
tervenciôn estatal no ha alcanzado la misma cota de intensi­
dad que en el Derecho hondureho. Ello no supone, desde luego, 
minusvalorar la amplia intervenciôn sobre los montes de par­
ticulares, que implica en el piano juridico la configuraciôn 
de una propiedad ampliamente vinculada a fines pûblicos como 
ha sido estudiado especialmente y de manera definitiva a 
nuestro juicio, por Leguina Villa, (130) a tal grado que, - 
como observa Garcia de Enterria, "en muchas ocasiones - el - 
grado de intervenciôn estatal - se antepone a las facultades 
del propietario". (131)
En Espaha la propiedad forestal pûblica aparece como 
minoritaria frente a la propiedad forestal privada. (132) An 
te ese panorama Leguina observa que "el legislador espahol - 
pudo optar en el momento de abordar la reforma del ordena 
miento forestal en el aho 1957 - cuando se dicta la Ley de - 
Montes - por una soluciôn decididamente publificadora de la 
propiedad de los montes, invirtiendo la estructura de la pro 
piedad mediante transferencias masivas de fondos forestales 
desde manos privadas a manos pûblicas". "Pero la soluciôn
que, sin duda, habrîa facilitado grandemente el logro de las - 
finalidadss bâsicas de toda politica forestal coherente - con­
tinûa, fus descartada, posiblemente debido al enorme esfuerzo 
financiero que su ejecuciôn habria implicado y seguramente tam 
bién por sntender que una nacionalizaciôn, siquiera parcial, - 
del suelo forestal, habria chocado abiertamente con la estruc­
tura socioeconômica general del pais". (133)
Por esta razôn se optô, siempre siguiendo la opiniôn 
de Leguina, "por una soluciôn intermedia, consistante en el 
mantenimisnto de la distribuciôn dominical existante entre una 
superficia pûblica forestal minoritaria y una superficie fore£ 
tal privada o de particulares mayoritaria, sujetando esta ûlti 
ma a una fuerte intervenciôn administrative que permita la par 
manente sabordinaciôn de los intereses esconômicos inmediatos 
de sus titulares privados a los intereses générales, sin renun 
ciar, por otra parte a un paulatino engrandecimiento del patri 
monio forsstal pûblico". (134)
2n el Derecho hondureho, repetimos, el grado de inter 
venciôn ha sido mayor. Aparece una propiedad forestal pûblica 
que llamaremos "plana" (suelo y vuelo), frente a una propiedad 
forestal privada de la cual ha sido separado el vuelo, cuya ti 
tularidad ha sido asumida por el Estado. La naturaleza juridi- 
ca de una y otra y las tëcnicas por las que se ha llegado a 
esa soluciôn (nacionalizaciôn del vuelo) serâ objeto de nues - 
tro anâlisis hasta en capitulo V.
(1) "La question de la terminologia en nuestro caso concreto- 
dice el autor citado refiriéndose al Derecho espahol - no 
ofre:e realmente ningûn problems, pues podemos considerar 
sinôiimos todas las expresiones dichas (montes, bosque, - 
forestal)", "Rêgimen Juridico ..." op.cit. pâgs.15-17. S£ 
pra iota 4 , Cap .1
(2) "El /ocablo monte - dice Masa Ortiz - es el mâs usado.
tanto en el lenguaje ordinario, como en nuestros textos - 
légales... Equivalente al de "bosques" - sitio poblado de 
ârboles y mates'... o que el también sinônimo de "forestal" 
adjetivo que comenzô a extenderse en fecha mucho mâs re - 
ciente y que, siendo tan aceptable como el primero puesto 
que para sustantivarlo se ha tenido que acudir a una locu 
cion compuesta: la de "terreno forestal", véase "Legisla­
ciôn de Montes" pâgs. 20-21, Edic. Nauta, Barcelona, 1964.
Fuentes Bodelôn dice por su parte que "Propiedad Forestal, 
monte, bosque, son conceptos que exigen una manifestaciôn 
previa" ... "El bosque, continûa, lugar extenso poblado - 
de ârboles" es siempre monte "elevaciôn natural del terr£ 
no", aunque se localice en terrenos llanos, es un concep­
to fîsico, ya que alude al objeto o soporte del derecho - 
constituîdo por la propiedad forestal"; "Derecho Adminis- 
trativo..." op. cit. pâg. 471.
(3) Citado por Guaita, "Rêgimen Juridico ..." op. cit. pâg.16.
(4) "Derecho Agrario" pâg.490, Fundaciôn Juan March.Madrid
1 975.
(5) "Rêgimen Juridico..." op. cit. p â g . 17.
(6) Concretamente en lo relativo a la organizaciôn de la Admi­
nistraciôn Forestal del Estado, encargado antes a la Di - 
recciôn General de Recursos Forestales, dependiente del - 
Ministerio de Recursos Naturales, y hoy asumida por la 
CorporaciÔn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR) y 
en lo referente al rêgimen de aprovechamiento de las âreas 
forestales, actividad asumida por este ente; extremos es­
tos que se estudiarân con mayores detalles en pâginas po£ 
teriores.
(7) Saenz Jarque clasifica las definiciones de "montes" en el 
Derecho forestal comparado, atendiendo a criterios des 
criptivos, declarativos o econômicos. Menciona especific£ 
mente la definiciôn dada por la ley hondureha como ej em - 
plo de un criterio puramente descriptivo; nosotros consi- 
deramos que tiene una significaciôn mucho mâs amplia, in- 
cluso con una significaciôn econômica muy importante; Vê£ 
se "Derecho..." op. cit. pâgs. 490-91.
(8) Se trata de un supuesto muy parecido al establecido en el 
articulo 2, pârrafo primero de la Ley de Montes espahola, 
por el cual los montes pueden ser desafectados de su des­
tino natural en virtud de "obras y trabajos cuyo interês 
general prevalezca sobre la utilidad pûblica de los mon - 
tes afectados".
(9) Sobre los antecedentes del concepto legal de montes en el 
Derecho espahol, vêase Grau, S. Comentarios a la Ley y R£ 
glamento de Montes" pâgs. 50-51, Madrid, 1966; Vêase tam­
biên Guaita, "Rêgimen Juridico..." op. cit. p â g . 472.
(10) Amplios comentarios sobre estas normas en Grau, "Comenta­
rios ..." op. cit. pâgs. 44-57; Masa Ortiz, "Legislaciôn 
..." op. cit. pâgs. 19-25; tambiên en Garcia de Enterria 
"Apuntes..." op. cit. pâgs. 229-31; Parejo Gamir, R. Ro-
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Rodriguez Oliver, J.M. "Lecciones de Dominio Publico" pâgs 
217-19, ACAI, Madrid, 1976; Fuentes Bodehon, "Derecho Ad- 
ministrativo..." op. cit. pâgs.491-92.
(11) Esta aparente identificaciôn entre "propiedad forestal" y 
"terreno forestal" ha sido criticada por Grau, "...se ha 
incurrido en el error de identificar la propiedad fores - 
tal que es un derecho - apunta - con el objeto o soporte 
fisico de ese derecho" que es el terreno, "Comentarios..." 
op. cit. pâg. 49. El Regalmento de la Ley,que se refiere 
al concepto de monte en similares terminos (art.4)^ omite 
en cambio esa aparente identificaciôn que, por otra parte, 
no planteaba "ningûn problema de legalidad, pues lo cier- 
to es que en la propia ley y a pesar de tal equiparaciôn 
expresa, no se producla tal, a no ser que se entendiera - 
en un sentido vulgar, objetivo y material, contrario a la 
tecnica y por tanto intrascendente" como sehala Masa Or - 
tiz, "Legislaciôn... op. cit. p â g . 19.
(12) De acuerdo con el articulo 4, pârrafo cuarto del Reglamen 
to "Las cuestiones que surj an sobre la clasificaciôn de - 
un terreno, serân resueltas por el Ministerio de Agricul­
ture, previos los informes de las Direcciones Générales - 
de Agriculture y de Montes, Caza y Pesca Fluvial, salvo - 
lo dispuesto en la legislaciôn de conflictos jurisdiccio- 
nales, si en relaciôn con dicha clasificaciôn se plantea- 
se contienda con autoridades dependientes de otros Minis- 
terior", vease Masa Ortiz, "Legislaciôn ..." op. cit. 
pâgs. 24-25.
(13)Parejo Gamir y Rodriguez Oliver han resumido los alcances 
de este artpiculo en la forma siguiente: a) De un lado, - 
no son tan solo los terrenos forestales actuales, sino 
también los potenciales: es decir, los destinados a con - 
vertirse en forestales. b) Y de otro, no todos los terre­
nos forestales son montes, puesto que se excluyen a) las 
praderas de las provincias del litoral cantâbrico por r£ 
zones puramente contingentes, b) y por razôn del criterio 
de accesoriedad, los terrenos forestales de escasa impor­
tancia en relaciôn con la explotaciôn agrîcola o pecuaria 
con la que forman un todo unitario", "Lecciones..." o p . - 
cit. pâg. 218.
(14) Para Grau la simpe resoluciôn administrative declarando - 
la "adquisiciôn" de un terreno con el objeto de ser repo- 
blado (vêase art. 50 de la Ley de Montes espahola) no ré­
sulta suficiente para que sea calificado como "monte") lo 
ûnico que se produce es la "posibilidad de la subsiguien- 
te transformaciôn de los terrenos en terreno forestal" y 
mientras no se concrete, no se podrâ hablar de monte en - 
sentido estricto, "Comentarios..." op. cit. pâgs.54-55. 
Saenz Jarque distingue en este sentido entre terrenos fo­
restales naturales (que ya lo son) y los que pueden lie - 
gar a serlo transformando su naturaleza", "Derecho ..." - 
op. cit. pâg. 492.
(15) "Comentarios ..." op. cit. pâg. 50.
(16) Grau comenta que esta precision preocupaba al legislador -
espanol "hasta el limite de lo posible", "Comentarios ..." 
op. cit. pâg. 50.
(17) "Derecho..." op. cit. pâg. 492. Supra nota 7. Vease tam
bien Fuentes Bodelôn "Derecho Administrative ..." op. cit. 
pâg. 472.
(18) "Lecciones ..." op. cit. pâg. 219.
(19) En este sentido Guaita, "Regimen Juridico ..." op. cit.
pâg. 20; este autor agrega un cuarto elemento consistante 
en el hecho de que no se trate de ârboles que cumplan un 
fin exclusivamente cientifico, como los jardines botâni - 
COS (op. cit. pâg. 21). Por ello define a los montes como 
"el terreno rûstico provisto de especies forestales o su£ 
ceptible de tenerlas y no destinado de modo permanente a 
un cultivo agricola o a prados ni a fines cientificos", 
"Derecho Administrativo Especial", V. Zaragoza, 1970. p â g . 
2 1 0.
(20) En "Lecciones curso AEDA" (1974), citado por Saenz Jarque,
"Derecho ..." op. cit. p â g . 492. Résulta curioso anotar - 
cômo en esta definiciôn se emplea la frase "valores este- 
ticos o récréatives" que utiliza también la definiciôn de 
"ârea forestal" en el Derecho hondureho (art.9 letra b) , 
Ley Forestal).
(21) "Regimen Juridico ..." op. cit. p â g ' 47, la cita que hace 
de Stein es de "Administrazione Forestale" en "Diritto A£ 
ministrativo" de Orlando, V, pâg. 518.
(22) El texto de Vallejo, "Guia de Agrimensores" op. cit. pâgs 
189-90 .
(23) Es posible que tal distinciôn se haya reconocido anterio£ 
mente a la ley citada; repârese en este sentido en el es- 
piritu del Decreto n® 214 de las Cortes de Câdiz que ord£ 
naba la enajenaciôn amplia de los realengos tanto de la -
Peninsula como de Ultramar, "con arbolado o sin el", In -
fra. C a p . 1; sin embargo, serâ hasta en la ley citada que
se sanciona legalmente, aunque de manera indirecta, dicha 
clasificaciôn.
(24) Asi el art. 2 de la Ley de Bosques de 1939; art. 13 de la
Ley Forestal de 1955; articulo TO de la Ley Forestal de -
1961; art. 10 de la Ley Forestal de 1971, actualmente vi­
gente y cuyo estudio se harâ en este mismo capitulo.
(25) Ibidem.
(26) Ortiz de Zühiga clasificaba en 1843 a los bosques penin - 
sulares en "montes nacionales (baldios), realengos, de 
dueho desconocido y secuestrados), municipales, de esta - 
blecimientos pûblicos, particulares y proindivisos (que 
pertenecian a dos o mâs sujetos a la vez) Posada Herrera 
por la misma êpoca habla de "realengos, provinciales, co­
munes y particulares"; citados por Guaita, "Regimen Juri­
dico ...: op. cit. pâgs. 43-44.
147
(27) Por otra parte, repârese que en el texto transcrito no se 
hace r e f e r e n d a  a la inclusion de bosques - entendido co­
mo conjunto de ârboles - en la operacion de compra-venta 
de realengos con el Estado, por la "razôn de que no exis- 
tla una ley que lo demandase asi", lo que puede interpre- 
tarse a nuestro juicio como un indicio de que el sistema 
colonial de disfrute comunal siguiô observândose poste 
riormente, sin embargo, a falta de mayores datos, no opi- 
namos definitivamente sobre el particular (Infra nota 23)
(28) Quezada, Presentaciôn, "Repertorio Alfabetico de Jurispru 
dencia de la Corte Suprema", pâg. 77; Tegucigalpa, 1918.
(29) El articulo citado incluye también como âreas forestales 
privadas a "las âreas forestales en fideicomiso poseidas 
por las Comunidades tribales bajo la tutela del Estado"; 
esta inclusiôn estâ fuera de orden en la realidad hondure^ 
na en la cual no existen "réservas indigenas" a las que - 
parece aludir el texto transcrito; se trata de un error - 
legislativo, tomado posiblemente de legislaciones forest£ 
les de otros paises americanos donde esa situaciôn si 
existe.
(30) En Espaha los montes, por razôn de su titularidad, se cia 
sifican tambiên en pûblicos y particulares. Son pûblicos 
los que pertenecen al Estado (que integran el Patrimonio 
Forestal del Estado) a las entidades locales y a las de - 
mâs Corporaciones o Entidades de Derecho I, pârrafo de la 
Ley de Montes y 8 de su Reglamento). Es abundante la bi:- 
bliografia que comenta esta clasificaciôn; por su clari - 
dad nos remitimos a lo que expone Guaita, "Derecho Admi - 
nistrativo ..." V, op. cit. pâgs. 211.14.
(31) En el Derecho espahol, la Ley de 10 de Mayo de 1941 sobre 
el Patrimonio Forestal del Estado, cuyas funciones han s£ 
do asumidas por el Instituto Nacional para la Conserva 
ciôn de la Naturaleza (ICONA), a partir del Decreto-Ley - 
17/1971 de 28 de Octubre, tambiên alude a la "posesiôn" - 
como justificante de la titularidad del Estado sobre te - 
rrenos forestales pûblicos; "El Patrimonio Forestal del - 
Estado se constituye con - dice el art. 2 - a) los montes 
y terrenos forestales que el Estado posee en la actuali - 
dad". Repârese por otra parte en la presunciôn posesoria 
que supone la inscripciôn de montes pûblicos en el Catâlq 
go de Montes, de acuerdo con el articulo 10 de la Ley de 
Montes espahola, presunciôn que, a juicio de Guaita, lo - 
que en ûltimo têrmino significa es una presunciôn de pro­
piedad ; (cit. por Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Leccio­
nes ..." op. cit. pâg. 229.
(32) Infra, pags 5 9 .
(33) Ibidem.
(34) "Apuntes ..." op. cit. pâgs. 200.01.
(35) Op. cit. pâg. 234.
(36) Infra p a g . 5 8 .
(37) En el Derecho espahol, si bien se establece claramente la 
distinciôn entre bienes de propios y bienes comunales de 
los Municipios (arts. 183, 186-87 de la Lye de Rêgimen Lo 
cal y 5 del Reglamento de Bienes), siendo la nota de dis­
tinciôn la circunstancia de que los primeros "pueden con£ 
tituir fuente de ingresos para el erario municipal" (art. 
186 Ley de Rêgimen Local), mientras que los segundos se - 
caracterizan porque "su aprovechamiento y disfrute perte­
necen exclusivamente a los vecinos" (art. 187 de la ley - 
citada); la verdad es que si se analizan detenidamente 
otras disposiciones légales, se pueden concluir que tanto 
unos como otros pueden ser fuente de ingresos para las H£ 
ciendas locales, as 1 el articulo 192, pârrafo tercero - 
de la Ley de Rêgimen local establece que si el aprovecha­
miento de los bienes comunales no fuere posible en forma 
comunal o colectiva o mediante su distribuciôn por lotes
o suertes, "el Gobernador Civil podrâ autorizar la adjud£ 
caciôn del disfrute y aprovechamiento mediante precio,pre 
firiêndose en igualdad de condiciones a los postores vec£ 
nos sobre los forasteros" Cen igual sentido los artîculos 
77, pârrafo tercero y 81, pârrafo primero del Reglamento 
de Bienes de las Corporaciones Locales); entre los ingre­
sos de Derecho privado de las Corporaciones municipales , 
se incluyen entre otros - por otra parte - "los ingresos 
provenientes de la enajenaciôn a tîtulo oneroso de los 
aprovechamientos de bienes comunales" (art. 2 letra b) Iri 
gresos de las Corporaciones Locales : Normas provisionales 
para la Aplicaciôn de las Disposiciones de la Ley 41/1975 
aprobados por Real Decreto 3250/1976, de 30 de Die.)
(38) El articule. 1 de la Ley Forestal de 1955 disponîa que : - 
"Esta Ley tiene por objeto promover y reglamentar la pro­
tecciôn, conservaciôn, restauraciôn, propagaciôn y aprov£ 
chamiento de los bosques y los suelos del pals". Los art£ 
culos 1 y 2 de la Ley Forestal de 1961 expresaban por su 
parte que "la présente Ley tiene por objeto lograr y per- 
petuar los mâximos beneficios directos e indirectos que - 
pueden derivarse para la Naciôn, de la vegetaciôn, la fa£ 
na, las aguas y los suelos existentes en las âreas fores­
tales ..." y "para alcanzar los fines declarados en el a£ 
tîculo 1 esta ley promueve: a)la conservaciôn, restaura - 
ciôn, propagaciôn, uso, aprovechamiento y mejora de los - 
bosques y pastos naturales, b) ... c) ... d) ... e ) ...
El ordenamiento y desarrollo del sector forestal en sus - 
fases de producciôn, explotaciôn, elaboraciôn, consume y 
comercializacipon". El artîculo 1 de la Ley Forestal de - 
1971 actualmente vigente, en este punto (.Infra nota 6) 
dispone que "la présente ley tiene por objeto: a) lograr 
y perpetuar los mâximos bénéficiés directos e indirectos 
que pueden derivarse para la Naciôn de la flora, fauna, - 
las aguas y los suelos existentes en las âreas forestales 
...b) Asegurar la protecciôn y mejoramiento de las mismas 
y c) racionalizar el aprovechamiento, industrializaciôn y 
comercializaciôn de los productos forestales".
(39) El artîculo 28 de la Ley Forestal de 1955 otorgaba facul­
tades al Poder Ejecutivo para reglamentar la protecciôn -
de bosques privados y prohibir los actos siguientes: "a) 
el descombro innecesario de tierras impropias para labo - 
res agricoles; b) la explotaciôn sin control de ârboles y 
productos forestales que no han llegado a su complete de£ 
arrollo; c) El incendie de los bosques y prados y el em - 
pleo del fuego para descombro de las tierras impropias p£ 
ra labores agropecuarias"; si el particular no colabora - 
en esas medidas el Poder Ejecutivo quedaba facultado para 
declarer el bosque "protegido" y asumir directamente la - 
protecciôn y control del bosque (art. 31), La Ley Forestal 
de 1961 distinguîa entre "âreas forestales privadas de r£ 
gimen especial" ("zonas de intefes forestal" y "zonas pro 
tegidas o reservadas") sobre las cuales la Administraciôn 
Forestal del Estado tenîa amplias facultades discreciona- 
les en materia de protecciôn para "prohibir, restringir o 
reglamentar en cualquier grado los casos siguientes: a) - 
las rotulaciones, descombros y rozas; b) las quemas; c) - 
el pastoreo; d) el corte, derribo, descortezamiento o mu- 
tilaciôn de cualquier clase de vegetaciôn; e) la obten 
ciôn de résinas, gomas u otros jugos vegetales; y f) el - 
aprovechamiento y extracciôn de maderas u otros productos 
forestales"; y "âreas forestales de rêgimen general" so - 
bre las cuales la Administraciôn Forestal quedaba faculty 
da para reglamentar las actividades forestales, pero sin 
llegar a establecer prohibiciones como en el caso ante 
rior (art. 47). La Ley Forestal de 1971, parcialmente vi­
gente, como se ha advertido en otras ocasiones, distingue 
tambiên entre "âreas forestales privadas bajo rêgimen es­
pecial" y "bajo rêgimen general"; estableciendo un cuadro 
de prohibiciones muy similar al establecido por la Ley de 
1961 .
(40) En relaciôn con la normativa anterior a la Constituciôn - 
de 1978, puede verse Baena del Alcâzar, "Rêgimen Jurîdico 
de la Intervenciôn Administrative en la Economîa", pâgs. 
182-83, Tecnos, Madrid, 1966. Guaita, A. "Derecho Admini£ 
trativo..." 1, op. cit. pâgs. 13-14, Zaragoza 1965; Gar - 
cîa de Enterrîa, "Apuntes ... " op. cit. pâg. 309.10. La 
Constituciôn de 1978 establece en su artîculo 128 que "1. 
Toda la riqueza del paîs en sus distintas formas y sea 
cual fuere su titularidad, estâ subordinada al interês g£ 
neral. 2. Se reconoce la iniciativa pûblica en la activ£ 
dad econômica. Mediante ley se podrâ reservar al sector - 
pûblico recursos o servicios esenciales, especialmente en 
caso de monopolio y asîmismo acordar la intervenciôn de - 
empresas cuando asî lo exigiera el interês general".
(41) Sobre el tema puede verse "Recursos Naturales de los Paî- 
ses en Vîas de Desarrollo. Investigaciôn, Explotaciôn y 
Utilizaciôn Racional", Informe al Comité Asesor sobre 
Aplicaciôn de la Ciencia y la Técnologîa del Desarrollo", 
Naciones Unidas, Nueva York, 1970. Tambiên el volumen "D^ 
cusiones sobre Planificaciôn", Institute Latinoamericano 
de Planificaciôn Econômica y Social CILPES), Siglo XXI 
Editeras - Editorial Universitaria de Chile, México, 1973.
(42) Infra pag.III,
(43) "Las Empresas Nacionalizadas", en el volumen "La Empresa 
Publica", 11, pag. 1429, Publicaciones del Real Colegio
de Espana en Bolonia, 1970.
(44) Ibidem.
(45) "Por nacionalizacion" se ha entendido, dice el autor ci- 
tado, "la transformacion en un inheres publico de orden 
superior de un bien determinado o de una cierta activi * 
dad que son o pueden ser un medio de produccion o de ci£ 
culacion en el amplio sentido del termino, en bien o en 
actividad del Estado... con miras a su utilizaciôn inme- 
diata o futura en el inheres general y no en el privado", 
"Rêgimen Jurîdico de ..." op. cih. pâg. 109 "En senhido 
eshricho - apunha Garrido Falla por ohra parhe - la na - 
cionalizaciôn implica la hransferencia al sechor publico 
de achividades o de servicios economicos que se enconhra_ 
ban anheriormenhe en el sechor privado y con la finali - 
dad de ser geshionado direchamenhe por la Adminishraciôn 
o medianhe empresas püblicas", vêase "La Empresa Püblica 
en el Derecho Espanol", en "La Empresa Pûblica, 1, op. - 
cih. pâg. 859.
(46) El concepho de "ârea foreshal", similar en su significa- 
do al concepho legal de "monhe" en el Derecho espanol, - 
ha sido analizado al comienzo de eshe Capîhulo.
(47) Infra Capîhulo V pâg. 323.
(48) vêase Spagnuolo Vigoriha, "Las Empresas ..." op. cih. 
pâg. 1432.
(49) Ibidem.
(50) Supra noha 45.
(51) Recordemos que el auhor cihado amplia el concepho de na­
cionalizacion al hraspaso de "achividades y bienes priva 
dos" a la propiedad colechiva y a la geshiôn püblica", - 
de allî que la nacionalizacion no puede recaer sôlamenhe 
sobre bienes sino hambiên sobre empresas que geshionan - 
deherminadas achividades, op. cih. pâg. 1429; sobre es - 
has ülhimas huvimos ocasiôn de referirnos al hrahar de - 
la nacionalizacion del comercio exherior e inherior al - 
por mayor dé la maderâ y dé ohros produchos foreshales.
(52) "Las Empresas ..." op. cih. pâg. 1433.
(53) "La eleccion enhre geshion direcha del Eshado (o de ohros 
enhes püblicos) o geshiôn privada a hravês de la conce- 
siôn" es "un problema que hiene nahuraleza y repercusiôn 
mâs bien polihica y econômica que jurîdico-conshihucio - 
nal" dice Spagnuolo Vigoriha, Ibidem. En conhra puede in 
herpreharse la opinion de Lôpez Rodô para quien "no cabe 
que el Eshado se desenhienda de la explohaciôn de las em 
presas y la enhrega nuevamenhe al capihal privado, pues 
enhonces no podrîa decirse que eshuvieran nacionalizadas" 
"la nacionalizacion, en cambio - insishe - exige la pre- 
sencia de una enhidad eshahal que haya venido a sushihuir
a los particulares en la gestion de la empresa", vêase - 
"Las Empresas Nacionalizadas en Inglaterra" pag.378, RAP 
n** 3, 1950 . A nuestro juicio habrîa que distinguir las -
nacionalizaciones de determinadas achividades economicas 
que pueden encuadrarse en preshaciones de servicios (ser^ 
vicios püblicos) y preshaciones de bienes (gestion econ^ 
mica) o "dacion al mercado" CVillar Palasi, "La Achivi - 
dad Industrial del Eshado en el Derecho Adminishrahivo" 
pag. 60-61, RAP, n® 3, 1950), de la nacionalizacion de -
deherminados bienes - sin que ello signifique hampoco 
perder de visha su signification economica - que equiva- 
len a su publificacion o demanializacion Csupuesho de 
las minas en el Derecho espanol) o "cuasi-demanializacion 
(vuelo foreshal en el Derecho hondureho) que cabrfa den- 
hro de lo que Sala Arquer ha llamado "dominio püblico im 
propio" o "bienes en marcha hacia el dominio püblico" 
(vêase "En Torno al Concepho de Limites Normales de la - 
Propiedad en el Derecho Püblico", pag. 62 ENAP, 1976). -
En el primer caso enhendemos que la hêcnica concesional 
habrla que admihirla con réservas aün conhra la opinion 
de Spagnuolo Vigoriha a quien hemos venido cihado, no 
as 1 en el segundo, en el que enhendemos séria un supues- 
ho normal.
(54) "Derecho ..." op. cih. pâg. 83)
(55) Supra Cap 11, pag. 73-77
(56) Vêase Montés, Vicenhe L. "La Propiedad..." op. cih. pâg.
192 .
(57) "La pripiedad ya no se présenta como un derecho", esho -
es como "una sihuaciôn de poder" - dice Montés - sino co
mo una posiciôn mâs compleja en la que se definen "debe- 
res" e incluso "obligaciones"; op. cih. pâg. 103.
(58) Vêase Lasarhe, Carlos, "Consideraciones..." op. cih. pâg. 
165.Tambiên Martin Maheo, "El Eshahuho ..." op. cih. pâg. 
101 y sigs.; Montés en eshe senhido afirma que "se ha 
producido una diversificaciôn de eshahuhos y reglmenes - 
de la propiedad que se resishen a una unidad conceptual
o que, cuando "malgré tout" se reducen a unidad concep - 
huai, producen una imagen confusa carenhe de coherencia 
interna", "La Propiedad ..." op. cit. pâg. 100.
(59) vêase Garcia de Enherrla, Fernândez R. "Curso ..." 1, op. 
cih. p â g s . 99-106 y 131 y sigs.; Garcia de Enherrla, "A£ 
huaciôn Püblica y Achuaciôn Privada en el Derecho Urba - 
nlshico", pâg. 81, REDA, n® 1, 1974.
(60) Garcia de Enherrla-Fernândez F. "Curso ..." 11, op. cih. 
p â g s . 99 y 13 2.
(61) Op. cih. pâg. 141.
(62) "Delimiter - dice el profesor Garcia de Enherrla - es 
configurer los limites denhro de los cuales se produce - 
el conhenido normal de los derechos; limiter (hay un 
cierto equlvoco en cashellano - aclara acerhadamenhe - - 
enhre delimihaciôn y limihaciôn, pero los concephos no -
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pueden ser dudosos), es restringir, producir una restri£ 
ciôn o ablacion de las facultades que entran en el âmbi- 
to delimitado o definido prevlamente como propio de ese 
contenido normal", vêase "Actuaciôn Pûblica ..." op. cit. 
p â g . 81.
(63) "Apuntes ..." op. cit. pâg. 262. Esta construcciôn de 
Garcia de Enterria ha tenido una notable influencia en - 
la doctrine espahola, vêanse como ejemplos los trabajos 
de Rivero Yser, E. y Sânchez Blanco, Angel, "El Estatuto 
Jurîdico de la Propiedad Forestal Privada" pâg. 208, y - 
de Arcenegui, Isidro E. "La Vinculacipon de la Propiedad 
en la Legislaciôn de Gaza", pâgs. 345-46; ambos publica- 
dos en el volumn "La Vinculacipon ... op. cit.
(64) El art. 29 de la Ley de COHDEFOR establece que "la Corpo 
raciôn, las empresas forestales que esta constituya o de 
que forme parte, asi como las asociaciones campesinas o 
cooperatives forestales, tendrân derecho a usar las tie- 
rras de propiedad privada que seen necesarias para el 
cumplimiento de sus cometidos. Los propietarios serân in 
demnizados por los danos que se causen en las majoras, o 
si la afectaciôn impide el aprovechamiento normal del 
predio, se les pagarâ el valor de êste". Esta ultima fr£ 
se équivale a la expropiaciôn del terreno, con ello inc^ 
dentalmente hacemos una primera aproximaciôn al estudio 
de este tema que abordaremos con mâs amplitud al analizar 
las têcnicas por las cuales se ha llegado a la publifica 
ciôn del vuelo forestal en el capîhulo V.
(65) En eshe senhido. Montés, "La Propiedad ..." op. cih. pâg. 
185 .
(66) Sobre estas ideas vêase Leguina Villa, J. "Las Faculha- 
des Dominicales de la Propiedad Foreshal, Pâg. 450, REDA 
n® 3 1974.
(67) Vêase Forhshoffm, supra Pag. 72 Cap.11; hambiên Barba Pé­
rez H. "Adecuaciôn de la Adminishraciôn Conformadora del 
Orden Econômico y Social a las Exigencias del Eshado de 
Derecho", pâgs. 21 y sigs. publicado en "Perspectives del 
Derecho Püblico en la Segunda Mihad del Siglo XX", Home- 
naje a E. Sayagues Laso, lEAL, Madrid, 1969.
(68) Supuesho que es dinhinho en hodo caso de la funciôn so - 
cial de la propiedad definida en la Ley de Reforma Agra- 
ria hondurena, segün se eshudiô en el capîhulo 11, donde 
ese criherio aparece como una "limihaciôn" de la propie­
dad, cuyo incumplimienho se convierhe en causa de expro­
piaciôn .
(69) Un hrahamienho amplio del hema de los Profesores Bassols 
Coma V Gômez-Ferrer Morân, R., " La Vinculaciôn ......."
op. cit., p a g s . 19 y siguienhes. ,
(70) "La Vinculaciôn de la Propiedad en la Legislaciôn ..." • 
op. cih. pâgs. 348 y 351, en el volümen "La Vinculaciôn
o p . c i t . .
(71) Op. cit. pâg. 348.
(72) Este segundo supuesto a juicio de Arcenegui, con el cual 
mostramos nuestro acuerdo, supone el "mantenimiento del 
concepto clâsico" de la propiedad, "de tal manera limit£ 
do que deja de poseer en muchas ocasiones hasta su pro - 
pio contenido, es decir, deja de ser lo que dicen que es 
o debe ser, postura en la que el derecho subjetivo de 
propiedad sigue hoy dia intentando ser el centro geome - 
trico de todo derecho". Ibidem. Mâs adelante establece - 
la ecuaciôn Vinculacipon positiva » delimihaciôn, Vincu­
laciôn negahiva * limihaciôn. Op. cih. pâg. 351.
(7 3) "El Derecho a Indemnizaciôn por Limihaciones o Vincula - 
clones Impueshas a la Propiedad Privada", pâg. 9 RAP n® 
81, 1976.
(74) "Las Facultades Dominicales ..." op. cih. pâg. 451.
(75) Recordemos en eshe senhido el conhenido del arhiculo 2 - 
de la Ley de la Corporaciôn Hondurena de Desarrollo Fo - 
restai, en cuanho dispone que: "La Corporaciôn hendrâ 
por objeho hacer un ôphimo aprovechamiento de los recur- 
sos foreshales con que cuenha el pais, asegurar la pro - 
hecciôn, mejora, conservaciôn e incremenho de los mismos 
y generar fondos para el financiamienho de programas es- 
hahales, a fin de acelerar el proceso de desarrollo eco­
nômico y social de la naciôn".
(76) Sobre el hema Montés "La Propiedad ..." op. cih. pâg.
98 .
(77) En eshe orden de ideas Montés afirma que "ni es indife - 
rente para el ordenamienho jurîdico el hipo de goce o 
disfruhe que escoja el titular que, por hanho, ya no se 
présenta como libre, no carece de relevancia que un de - 
herminado bien se haya incorporado o no, a una détermina 
da actividad econômica organizada. Asî pues, llegarse in 
cluso a que la misma ahribuciôn se manhenga en hanho en 
cuanho se desarrolle, de hecho, sobre dicho bien la ach^ 
vidad que el ordenamienho jurîdico considéré adecuada, y 
no ohra que, en principio y por hipôhesis, pudiera conv£ 
nir mâs al propiehario" Op. cih. pâg. 99.
(78) Plan Nacional de Desarrollo 1974-78, Tomo II, Sechor Fo­
reshal, pâg. 1, Consejo Superior de Planificaciôn Econô­
mica, Tegucigalpa, 1974.
<: 79) Supra) pag. XIV
(80) Ibidem.
(81) Op. cit. pag. 25.
(82) vêase Leguina Villa, "Las Facultades Dominicales ..." op. 
cih. pâg. 453.
(83) En eshe senhido el capîhulo VIII de la Ley Foreshal de - 
1955 que sehalaba el ohorgamienho de concesiones madere- 
ras por el Eshado. La Ley Foreshal de 1961 dishinguîa eii 
hre conhrahos por adjudicaciôn previa licihaciôn püblica;
concesiôn, previa iniciativa del interesado en areas en 
las que por su dimension no fuere factible el anterior 
supuesto y licencias de aprovechamiento aplicables a ex- 
plotaciones en pequeha escala sin fines comerciales(arts 
71-76). La Ley Forestal de 1971 en disposiciones que han 
sido derogadas por la Ley COHDEFOR (lesta ley, como hemos 
explicado, esta parcialmente vigente), distinguiô entre 
contratos por adjudicaciôn (previa licitaciôn), permises 
de aprovechamiento en gran escala, permises de aprovech£ 
miento en pequeha escala y licencias de aprovechamiento, 
ademâs de contratos de suministro de determinados volume^ 
nés de madera a industrias que se considerasen de inte - 
rês para el desarrollo econômico y social del pals, (arts 
70 al 81).
(84) El aprovechamiento de acuerdo con los distintos textes - 
légales, deberla hacerse conforme a planes de ordenaciôn 
y manejo, elaborados y supervisados por la Administra 
ciôn Forestal del Esyado (arts. 20 y 23 Ley Forestal de 
1955; art. 11 Ley Forestal de 1961; arts. 11, 15, 45, 46 
Ley Forestal de 1971) .
(85) Un estudio elaborado en Honduras por el Consejo Superior 
de Planificaciôn Econômica de 1972 demostrô que la mayor 
parte de las explotaciones forestales se haclan mediante 
cortes excesivos que no sôlo amenazaban las existencias 
actuales, sino también la regeneraciôn natural y por coii 
siguiente las futuras existencias de bosques productores 
y ademâs con un alto grado de desperdicio de manera que, 
"para la obtenciôn de 10 metros cübicos de madera aserr£ 
da de pino, se sacrificaban 48 metros cübicos de madera 
en pie", lo que anualmente représenta una pérdida estima^ 
da en 27 millones de dôlares" (al precio de la madera en 
el aho del estudio), "Plan Nacional de Desarrollo", 11, 
o p . cit. p â g . 10.
(86) Leguina el trabajo que hemos citado sehala tambien que - 
"El inheres patrimonial ... que se mide en termines de - 
obtenciôn de la mayor rentabilidad econômica en el menor 
période de tiempo posible ... puede llevar ... a una ex- 
plotaciôn devastadora de... "los fundos forestales...", 
"Las Facultades Dominicales..." op. cit. pâg. 453.
(87) Aspecto que es comün en toda Hispanoamerica, segün Pe 
trln, C . "Aspectos forestales del uso de la tierra, la - 
Colonizaciôn y la Reforma Agraria en America Latina" 
pâgs. 2-5, FAO, Roma 1964.
(88) Plan Nacional de Desarrollo", 11, op. cit. pags. 11-12.
(89) "Las Facultades Dominicales ..." op. cit. pâgs. 453, 
457-62 .
(90) Supra nota 38.
(91) Hasta 1974 la Adminishraciôn Forestal del Estado estuvo 
encomendada a la Direcciôn General de Recursos Foresta - 
les, Caza y Pesca, dependiente del Ministerio de Recur - 
SOS Naturales. Con la creaciôn de COHDEFOR, esta ha asu
155
mido las funciones correspondlentes a la administracion 
forestal como se ha indicado en el texto.
(92) As! sucedla, por lo menos, hasta 1974 como se desprende 
de la Mocion aprobada por la Comision de Agriculture en 
sesion celebrada el 16 de Julio de 1974 y presentada a 
las Cortes Espanolas en la que entre otras cosas se di­
ce que: "No somos los unicos... en la improvisacion o - 
ligereza en la consideracion de los problèmes plantea - 
dos por la demanda de madera en una sociedad insaciable 
en sus necesidades, que ahora tiene su dramâtica expre- 
sion en la escasez de materias primes... entre las que 
la madera ocupa un importante lugar", mâs adelante se - 
afirma que la imperfeccion de la polltica forestal "maii 
tiene nuestras producciones muy por debajo de las cotas 
posibles y deseables, obligândonos a crecientes impor- 
taciones de madera en un mercado exterior..." Vease Bo- 
letîn Oficial de las Cortes Espanolas de 26 de julio de 
1974, n® 1368 pâgs. 33327-28.
(93)"Plan Nacional de Desarrollo". 11, op. cit. pâg. 27.
(94) Supra nota 83.
(95) Los aprovechamientos en âreas forestales privadas tenîan 
que ser aprobados por la Administracion Forestal, se 
gün las distintas leyes que hemos venido citando. Supra 
nota 39.
(96) "Plan Nacional de Desarrollo" 11, op. cit. pâg. 28.
(9,7) Ibidem.
(98) Ibidem.
(99) Los dos principios indicados han sido senalados por Le - 
guina Villa en relaciôn con el estatuto de los montes de 
particulares en el D. espanol, pero generalizândolos se 
adaptan perfectamente al sentido y orientaciôn de la le­
gislaciôn forestal hondurena; vêase el trabajo del autor 
citado "Las Facultades Dominicales ..." op. cit. pâgs. 
457 y 464.
(100) El articule 13 de la Ley Forestal de 1971 establece que 
tal resoluciôn serâ tomada por el Poder Ejecutivo a tra- 
vês de la Secretaria de Recursos Naturales, pero como ha 
sido expuesto en ocasiones anteriores, las funciones de 
la Adminishraciôn Forestal del Estado, han sido atribui- 
das por la Ley de la Corporaciôn Hondurena de Desarrollo 
Forestal (COHDEFOR) a este organismo Cart. 8 letra a ) .
(101) Esta prohibiciôn se refiere concretamente a la adquisi - 
ciôn de derechos de propiedad por particulares y tiene - 
sù antecedente en el art. 11 de la Ley Forestal de 1961. 
Con anterioridad a la vigencia de esta ley, las tierras 
forestales del Estado (antiguos baldios o realengos) po- 
dian ser adquiridos por particulares mediante su compra.
(102) Al analizar la nahuraleza juridica de los bosques en el 
capîhulo V, se estudiarâ mâs ampliamente este tema, por 
ahora nos limitamosünicamente a su menciôn.
(103) Como se estudiarâ oportunamente en el capîhulo V, la in­
elusion de las areas forestales consideradas como "zonas 
de inheres forestal" en el catalogo del Patrimonio Publ£ 
CO Forestal Inalienable (supra nota anterior) es facul - 
tad discrecional de la Administracion forestal (arts. 25 
y 28 de la Ley Forestal de 1971). Este principio es in­
congruente con la nueva orientaciôn de la legislaciôn f£ 
restai por lo que, como en ohros aspectos, amerita una - 
revisiôn.
(104) Sobre la evoluciôn histôrica del Derecho forestal espa - 
hol, vêase Guaita, "Rêgimen Jurîdico ..." op. cit. pâg . 
25 y sigs.; Laso M.P. y Bauer, Erich, "La propiedad fo - 
restai en Espaha", pâgs. 7 y sigs. REARS n* 49, 1964; 
Garcîa de Enterrîa, "Apuntes ..." op. cit. pâgs. 233-36; 
Alvarez Gendîn, S. "Tratado General de Derecho Adminis - 
trativo" III, pâgs. 359-63, Bosch, Barcelona, 1973; Par£ 
jo Gamir y Rodriguez Oliver, "Lecciones ..." op. cit. - 
p â g s . 213-15.
(105) Supra notas 26 y 30.
(106) Supra notas 31 y 37).
(107) Supra nota 105).
(108) Los montes pertenecientes al Estado constituyen el Patr^ 
monio Forestal del Estado cuya geshiôn y conservaciôn le 
corresponde al Instituto Nacional para la Conservaciôn - 
de la Nahuraleza (ICONA) segün el Decreto Ley 17/1971 de 
28 de Octubre (art. 2)
(109) Dentro de la rica bibliografîa sobre el tema, puede ver­
se Guaita, "Derecho Administrative ..." V, op. cit. pâg. 
211-12; Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones ... " 
op. cit. pâgs. 219-20.
(110) El precepto citado establece expresamente que: "La preseii 
te ley serâ de aplicaciôn: a) A los terrenos incluîdos - 
en el catâlogo de Montes de Utilidad Püblica y a los que 
en lo sucesivo lo sean por aplicaciôn de esta ley; b) A 
los terrenos que reünan las caracterîsticas establecidas 
en el apartado 3 del présente artîculo (vêase el concep 
to legal de monte, supra pâg.103 ), tanto pertenecientes
a entidades püblicas que no estên incluîdas en el citado
catâlogo, como a los pertenecientes a particulares o en­
tidades privadas". Vêase Garcîa de Enterrîa, "Apuntes... 
op. cit. pâgs . 231-32.
(111) Un cuadro complète de las distintas modalidades que la - 
normativa legal supone y que ofrece un amplio panorama - 
en este sentido, puede verse Masa Ortîz, "Legislaciôn... 
op. cit. pags. 30-31. Con algunas referencias, es impor­
tante hambiên el cuadro que ofrece Fuentes Bodelôn, "De­
recho..." op. cit. pâgs. 473.
(112) Los montes de las entidades locales pueden ser de pro 
pios o comunales (vêanse arts. 186 Ley de Rêgimen Local 
y 2 pârrafo tercero del Reglamento de Bienes). Los de 
las provincias pueden ser de propios o de dominio pübli­
co (los catalogados) arts. 281 y 282, pârrafo segundo de
la Ley de Regimen Local; 2 pârrafo tercero y cuarto, pâ­
rrafo segundo del Reglamento de Bienes. Por otra parte , 
deben considerarse los "montes vecinales en mano comün" 
vâea art. 1, pârrafo primero de la Ley de Montes Vecin£ 
les en Mano Comün).
(113) El Reglamento de Montes sehala el procedimiento de de - 
claraciôn en los arts. 25 al 29. Sobre el particular 
vease Parejo Gamir y Rodriguez Oliver, "Lecciones ..., 
op. cit. pâg. 224.
(114) Ibidem.
(115) vêase lo pertinente al catâlogo de Montes en el Capîtu- 
lo V.
(116) Supra nota 113. De acuerdo con el art. 8 del Reglamento 
de la Ley del Patrimonio Forestal del Estado de 30 de - 
Mayo de 1941 "todos los montes y terrenos que pasen a - 
pertenecer a dicho patrimonio, deben ser incluîdos, si 
no lo estuvieren, en el catâlogo de Montes de Utilidad 
Püblica, de lo que se deduce como consecuencia lôgica - 
que toda la propiedad forestal del Estado goza de la c£ 
lificaciôn de "utilidad püblica"; no obstante en la 
prâctica no ocurre asî, segün Parejo Gamir y Rodriguez 
Oliver, "Lecciones '..." op. cit. pag. 240. Los terre - 
nos forestales aprovechados consuetudinariamente por 
los vecinos de una localidad, tambiên deben ser inscri­
tes por esa misma circunstancia, en el catâlogo, excep­
te cuando aparezcan inscrites en el Registre de la Pro­
piedad como de Propiedad particular (arts. pârrafo se­
gundo de la Ley de Montes y 21 de su Reglamento.
(117) vêanse arts. 43 al 49 del Reglamento de Montes.
(118) "Derecho Administrative ..." V, op. cit. pâg. 213."Ade­
mâs de los montes declarados de utilidad püblica - dice 
el art. 31 del Reglamento de Montes - se considern tam­
biên de interês general los protectores ..."
(119) Cualquiera de los supuestos mencionados en el art. 25 - 
del Reglamento de Montes.
(120) "Derecho Administrative ..." V, op. cit. pâg. 214
(121) vêase "in totum" Leguina Villa, "Las Facultades..." op. 
cit. tambiên Rivero Ysern - Sânchez Blanco, "El Estatu­
to Jurîdico..." op. cit. pâg. 197 y sigs.
(122) Vêase en este sentido el texte de la Mociôn presentada 
a las Cortes Espaholas por la Comisiôn de Agriculture - 
publicada en el Boletîn Oficial de las Cortes Espaholas 
n® 1368, pâgs. 33327 y sigs.
(123) Los proyectos de ordenaciôn pueden ser de acciôn daso - 
crâtica integral o limitada, segün los factores y cir - 
cunstancias de carâcter legal, natural, forestal, econ£ 
mico-social y administrative que incidan en cada caso - 
(vêase art. 205 del Reglamento de Montes).
(124) Los planes têcnicos segün el objeto perseguido pueden -
ser para montes productores y para montes protectores, 
dentro de los que incluyem catalogados y montes protec­
tores de particulares (vêase art. 208 del Reglamento de 
Montes). En el primer caso tendrân por objeto "la de - 
terminaciôn de existencias realizables" como base para 
un sistema de aprovechamiento, conservaciôn y mejora 
del monte, atendiêndose tambiên a su restauraciôn por - 
mêtodos naturales o artificiales. En el segundo caso, - 
los planes têcnicos tendrân por finalidad esencial " la 
persistencia del monte y su normal restauraciôn en el - 
menor tiempo posible, por lo que estos casos el aprove­
chamiento queda limitado a la conservaciôn del monte. - 
vêase art. 206 del Reglamento de Montes.
(125) Sobre el tema vêase Rivero Ysern-Sanchez Blanco, "El E£ 
tatuto Jurîdico..." op. cit. pâgs. 201-202; tambiên Pa­
rejo Gamir - Rodriguez Oliver, "Lecciones..." op. cit. 
pâgs. 244-45.
(126) vêase el artîculo 31 de la Ley de Montes y el 247 al 262 
de su Reglamento.
(127) "Serân obligatorias cuandolos montes en ellas incluîdos 
se hallen situados en zonas de protecciôn o fuere nece- 
sario someterlos a planes desocrâticos de aprovechamien 
to y mejora por otras razones de interês econômico y so 
cial" (art. 31, pârrafo 4® de la Ley de Montes). Sobre 
la importancia de esta disposiciôn a los efectos de la 
configuraciôn de la idea de "vinculaciôn" de la propie­
dad privada en el Derecho espanol, vêase Rivero Isern - 
sânchez Blanco, "El Estatuto Jurîdico ..." op. cit. pâg. 
201 .
(128) Supra pags .100-01donde se resena el procedimiento de de - 
claraciôn.
(129) vêase Laso, M.P. Bauer, Erich, La Propiedad Forestal..." 
op. cit. pâg. 46-47.
(130) "Las Facultades ..." op. cit. "in totum"; vêase tambiên 
Rivero Ysern-Sânchez Blanco, "El Estatuto Jurîdico..." 
op. cit. pâgs. 197 y sigs.
(131) "Apuntes ..." pâgs. 233. "Lo ünico que corresponde en -
ocasiones al propietario - afirma - es la simple perce£
ciôn de rentas, ya que, incluso, la gestiôn del patrimo 
nio se encomienda a los ôrganos de la misma Administra- 
ciôn Forestal".
(132) El estudio elaborado por Laso y Bauer révéla que en 
1965 la propiedad forestal estatal en Espana, equivalîa 
al 2% del total nacional (611.000 has.) y la de los pu£
blos a un 30% (8.085.000 Has), lo que équivale a un 32%
en total, frente al 68% restante en manos particulares 
(18.122.000 has). Del total estatal mâs de 300.000 has. 
han sido adquiridas desde 1940 cuando el Patrimonio Fo­
restal del Estado iniciô la adquisi.ciôn de terrenos fo-. 
restales (Supra nota 129)
(133) "Las Facultades ..." op. cit. pâg. 454.
(134) Ibidem.
P A R T E  II
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P A R T E  r r
CALIFICACION JURIDICA DE LAS TIERRAS Y BOSQUES DEL ESTADO EN EL
DERECHO HONDURENO
CAPITULO IV,- EL DOMINIO PUBLICO Y LOS BIENES PATRIMONIALES. 
TEORIA GENERAL
I - INTRODÜCCION Y PLANTEAMIENTO GENERAL
Estudiada en los capitules précédantes la tipologîa de
las tierras y bosques - entendidos en su acepciôn mâs amplia de 
"ârea forestal" - del Estado en el Derecho hondureho y estable- 
cida la configuraciôn de la titularidad pûblica de los mismos , 
nos planteamos, a partir de ahora el anâlisis de su naturaleza 
juridica.
Sabido es que - como dice Guaita (1) - la Administraciôn
Pûblica es esencialmente finaliste, en tanto que su actividad -
tiende a la realizaciôn de fines de interês general. Desde esta 
perspective dispone de bienes que se sitûan respecto de êsta en 
una relaciôn de pertenencia y que sirven de instrumente al des­
arrollo de las funciones administratives. (2) A estos bienes - 
los llamaremos genêricamente "bisnes estataies" (3) caracteriza 
dos, precisamente, por su titularidad estatal; afirmaciôn que , 
por otra parte, no significa desconocer que otras Administracio 
nés Püblicas pueden ser tambiên titulares de bienes, (4) pero - 
de cuya consideraciôn prescindimos en esta ocasiôn, dado el ca­
râcter de los bienes que estudiamos, no obstante que por via de 
ejemplo, tambiên haremos referencia a elles.
Ahora bien, como ha sido expuesto ampliamente en la doc -
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trina, no todos los bienes estatales tienen idêntico rêgimen- 
jurldico. La presencia de un fin püblico al cual estân afecta 
dos - apreciable en forma, mâs patente en unos supuesto y me­
nos en otros - détermina diverses reglmenes jurldicos. Par 
tiendo de esta premisa, la doctrina tradicional ha estableci- 
do la clasificaciôn entre bienes de dominio püblico - "bienes 
demaniales" en la terminologie usual en Espaha - regulados 
por un rêgimen especial de utilizaciôn y protecciôn exhorbi - 
tante del Derecho Civil, que se traduce fundamentalmente en - 
la aplicaciôn de las reglas de la inalienabilidad e impres 
criptibilidad,y bienes patrimoniales de la Administraciôn, so 
metidos en principio a una regulaciôn de Derecho privado y, - 
por tanto aliénables y prescriptibles. Lo conocido de la teo- 
rla nos hace prescindir de cualquier cita al respecto. Esta - 
distinciôn en dos bloques monolîticos ha sido puesta, sin em­
bargo, en tela de juicio por la doctrina mâs reciente como 
tendremos oportunidad de analizar en su momento.
Para los fines de nuestro estudio, planteamos como hipô 
tesis que en el Derecho hondureho, las tierras del Estado de 
vocaciôn agricole o ganadera, afectadas a los fines de la re­
forma agraria, se pueden considérer como bienes patrimoniales 
de la Administraciôn, en tanto que las âreas forestales ten - 
drân un rêgimen similar al del dominio püblico. En uno y otro 
caso, sin embargo, se pueden constater peculiaridades que no 
coinciden con la doctrina que hemos llamado tradicional y que 
serân objeto de anâlisis posteriores. La naturaleza del Dere­
cho del Estado hondureho sobre el vuelo de las âreas foresta­
les privadas, serâ tambiên objeto de nuestra atenciôn en su - 
momento.
Sentadas estas ideas fundamentales, la cuestiôn que nos 
planteamos es la determinaciôn de la naturaleza juridica de - 
los bienes que estudiamos, a partir de las categorias bâsicas 
enunciadas; nos interesa entonces analizar con mayor atenciôn 
lo que hemos llamado doctrina tradicional para luego estudiar 
la nueva orientaciôn doctrinal en torno al tema, para encua - 
drar el âmbito de aplicaciôn de la misma a los .supuesto que - 
analizamos.
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II - LA DISTINCION DE LOS BIENES ESTATALES
Los bienes de dominio püblico se caracterizan por ser - 
bienes indisponibles; "la indisponibilidad es un principio ab 
solutamente inescindible del demanio como concepto jurîdico, 
una idea sin la cual el Dominio Püblico es inexplicable", co­
mo anotan Parejo Gamir y Rodriguez Oliver. C5) Esta indisponi 
bilidad se traduce fundamentalmente en las notas a las que an 
tes nos referirnos, ademâs de la de inembargabilidad. Se trata 
de bienes cuyo destino - en palabras de Mayer - (6) "no permi 
te que estén en poder de particulares, que dispondrîan de 
elles segûn sus intereses particulares". De alli dériva su ex 
tracomercialidad, "estân fuera de comercio" segûn la expre 
siôn tradicional, longue no significa desconocer en todo caso 
un trâfico jurîdico püblico, propio de la dinâmica demanial. 
(7) Los bienes patrimoniales, por el contrario, estân en el - 
comercio, las personas jurîdico-pûblicas los poseen como cua^ 
quier particular y, en consecuencia, hâllanse sujetos a las - 
reglas ordinarias de la propiedad privada, C8) salvo algunas 
modificaciones inherentes a la condiciôn de su titular, (9) - 
son, por lo mismo, aliénables y prescriptibles. La diferencia 
entre unos y otros es, por tanto de rêgimen jurîdico. (10) E£ 
ta es en sîntesis la doctrina tradicional.
No obstante que los antecedentes de esta construcciôn 
se remontan hasta el Derecho Romano (11), su formulaeiôn es - 
relativamente reciente. Ha sido la doctrina y la jurispruden- 
cia francesas las que la han moldeado, sobre todo a partir de 
la publicaciôn en 1833 de la célébré obra de Vîctor Proudhon, 
"Traité du Domaine Public au de la Distiction des Biens".(12)
Partiendo de que los bienes patrimoniales de la Admini£ 
traciÔn tradicionalmente se conceptûan por excepciôn, o sea - 
que son todos aquêllos que no se consideran como dominio pû - 
blico, (13) estudiaremos la distinciôn en los principales or- 
denamientos desde la ôptica de este ûltimo, con una referen - 
cia final al Derecho hondureho.
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A) LA D O C T R I N A  T R A D I C I O N A L
Antes de comenzar esta exposiciôn, debemos advertir que 
aûn cuando bajo este epîgrafe analizaremos la distinciôn par­
tiendo de los supuestos clâsicos, la misma dinâmica de la evo 
luciôn del concepto nos llevarâ a destacar formulaciones mâs 
actuales, pero los aspectos mâs importantes de êstas, serân - 
objeto de nuestra atenciôn mâs detenida en otra parte del tra 
bajo en razôn del mêtodo que nos hemos trazado. Hecha esta ob 
servaciôn previa, iniciemos nuestro anâlisis.
a) La distinciôn en el Derecho francés
Comenzamos estudiando la distinciôn en el Derecho fran- 
cês por la razôn que ya anotâbamos: la construcciôn moderna - 
de la misma se debe a la doctrina y jurisprudencia de ese 
pais.
La doctrina ha sehalado como en el Derecho histôrico 
francés el antiguo Patrimonio de la Corona - lo que hoy llama 
riamos "bienes estatales" - - comprendia un conjunto heterogé- 
neo de bienes en el que se incluîa derecho incorporates de na 
turaleza regaliana, sehoriales, fiscales, al lado de elemen - 
tos materiales como caminos, rîos, plazas de guerra, etc. y - 
ademâs bienes que el rey habîa podido adquirir a tîtulo perso 
nal por los procedimientos del Derecho comûn. Todos, sin dis­
tinciôn, eran considerados como propiedad del rey como tal, - 
personificando al Estado. (14) Su condiciôn juridica era la - 
misma, tenîan una significaciôn fiscal y estaban sometidos 
uniformemente a la régla de la inalienabilidad formulada en - 
las célébrés Ordenanzas de Moulins de Febrero de 1556.(15)
Posteriormente, el Derecho revolucionario (Decreto de - 
22 de Noviembre, 1® de Diciembre de 1790) introdujo cambios - 
radicales en el rêgimen jurîdico del antiguo Patrimonio de la 
Corona. (16) Declarô, en primer lugar la pertenencia a la Na­
ciôn de todos los bienes que lo componîan y luego eliminô la
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regia de la inalienabilidad. (17) Por otra parte depurô el 
concepto reservando la expresiôn "dominio nacional" o*'dominio 
püblico" a todos los terrenos y todos los derechos reales o 
mixtos que pertenecieran a la Naciôn (art. 1 del Decreto arri 
ba citado) , separando los derechos incorpôreos cuyo ejercicio 
se traducîa en ingresos pecuniarios que quedaron reservados a 
la nociôn de "finanzas nacionales" (arts. 9 y 10 del citado - 
Decreto). (18)
Sin embargo, ni en la legislaciôn revolucionaria (Deere 
to de 1790), ni en el Côdigo de Napoleôn, en los articulos 538 
y siguientes que tratan de los bienes que pertenecen al Esta­
do, se estableciô la distinciôn que estudiamos, a pesar de 
que este ûltimo cuerpo legal emplea el vocablo "dominio pûbli 
co" (arts. 538-40) pero como equivalents a titularidad del E£ 
tado, sin atender a su naturaleza. (19)
Ahora bien, como observa Garrido Falla (20) al analizar 
el mismo tema, "la realidad vino a demostrar que la inaliena­
bilidad venîa postulada en muchos casos por la naturaleza de 
las cosas ... por lo que terminô introduciéndose una diversi- 
ficaciôn en el rêgimen jurîdico de los bienes nacionales que 
habîa de servir de partida para la construcciôn del dominio - 
püblico", y por ende - agregamos nosotros - para distinguirlo 
del dominio privado de la Administraciôn.
Es Proudhon precisamente quien sistematiza la distin 
ciôn, (21) "existen cosas que son püblicas "quaedam pûblica"- 
escribe este autor - como consagradas por la ley al uso de - 
todos... Esta categorîa de cosas es el objeto del doninio pû- 
blico... Hay otras que pertenecen en propiedad a la comunidad 
polîtica, de las cuales esta goza como gozan los particulares 
de cada uno de sus bienes" "quaedam sum universitatis". Son - 
las que componen los dominio nacionales o comunales, o el pa­
trimonio del Estado y de las Comunas" (22) opiniôn que indici 
râ profundamente en la doctrina posterior. C23)
Ducrocq al final del siglo XIX considéra que el dominio
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püblico estâ constituîdo por las porciones del territorio - 
francés no susceptibles de propiedad privada por su naturale 
za y afectadas al uso de todos, se trata de la formulaciôn 
de la teoria del"dominio püblico por naturaleza".(24) Berth 
elemy (25) mâs tarde entendera que los bienes de dominio pû 
blico "son aquellas porciones de territorio afectadas al uso 
de todos y no susceptibles de propiedad privada". Esta afec­
taciôn puede ser o bien por la naturaleza de los bienes(como 
los rîos) o por su destinaciôn (como las carreteras). Es el 
uso püblico, en consecuencia, sea por la naturaleza de las - 
cosas o por su destino, lo que caracteriza al dominio pübli­
co con sus notas de analienabilidad e imprescriptibilidad; - 
las cosas que integran el patrimonio privado son las que no 
tienen ese carâcter; la afectaciôn de una cosa a un servicio 
püblico no es causa de la demanialidad. (26) La doctrina de 
Berthelemy ha sido considerada como intermedia entre la posi 
ciôn de Ducrocq en la que priva la idea de "naturaleza del - 
bien" y las posteriores que centran en la nociôn de "afecta­
ciôn" a un destino püblico la naturaleza del dominio püblico. 
(27)
Duguit, (28) siendo fiel a su concepciôn del derecho 
püblico y jèze, (29) verân posteriormente en la nociôn de 
servicio püblico el fundamento del dominio püblico. "El prin­
cipio de distinciôn entre el dominio püblico y el dominio pr£ 
vado es incontestablemente exacto - dice Duguit - precisamen­
te porque responde a la distinciôn de las actividades que se 
convierten o no en servicio püblico", comprende todos los bie 
nés del Estado que "bajo üna forma u otra, como objeto o como 
medio, estân afectadas a un servicio püblico". (30) Jeze en - 
tenderâ sin embargo, que para que se concrete la nociôn de do 
minio püblico harâ falta que el servicio al cual el bien estâ 
afectado, sea "un servicio esencial" y que el bien juegue un 
"roi capital" en el mismo. (31)
Houriou, por su parte, estima que es la afectaciôn de 
los bienes a la "utilidad pûblica" (criterio mâs amplio en - 
cuanto incluye tanto el uso como el servicio püblico) lo que 
détermina el dominio püblico. Las dependencias del dominio
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püblico son "propiedades administrativas afectadas formaImen 
te a la utilidad pûblica (sea al uso directo del püblico,sea 
al uso de un servicio püblico) y que por causas de esta afee 
taciôn, son inaliénables, imprescriptibles y protegidas por 
las reglas pénales de las comunicaciones" ("regies pénales - 
de la voiré"). (32)
Bonnard, al contrario de Hauriou,parte de una distin - 
ciôn neta entre los bienes afectados al uso püblico y los 
afectados al servicio püblico, la que responde a diferencias 
prâcticas que resultan del rêgimen jurîdico aplicable, si 
bien al final llega a idéntica conclusiôn^ el dominio pübli­
co estarîa constituîdo entonces "por las propiedades admini£ 
trativas que estân afectadas al uso de todos o al funciona - 
miento de un servicio püblico y que por lo mismo estân sumi- 
sas a un rêgimen especial". (33)
Las tesis de Duguib, Hauriou y Bonnard constituyen lo 
que la doctrina ha calificado como "tesis extensivas", (34) 
cuyo empleo indiscriminado supone el peligro de ampliar la - 
nociôn a bienes de poca importancia o de ningûn valor, (35) 
lo que vendrîa a desfigurar al concepto.
Es la afectaciôn al uso o al servicio püblico lo que - 
en definitive - define a las pertenencias demaniales en el - 
Derecho francés. Si bien ante la posible extensiôn sehalada, 
la doctrina y la jurisprudencia ha precisado la nociôn en el 
sentido de que forman parte del dominio püblico todos los 
bienes que puestos a la disposiciôn directe del püblico usua 
rio (uso püblico) o que han sido afectados a un servicio pû- 
blico, resultan por su naturaleza o por "disposiciones part£ 
culares ("aménagements particuliers") adaptados exclusive o 
esencialmente al objeto particular de estos servicios. (36)
Esta ûltima doctrina se aplicô en sus inicios a los 
bienes afectados al servicio pîblico, pero luego se ampliô a
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los afectados al uso püblico, (37) introduciéndose los cri- 
terios de "adaptaciôn natural o artificial" como factores - 
de limitaciôn para impedir los posibles excesos a que antes 
se hacia referenda, recogiendo ideas previamente expuestas 
por Waline. (38) Los bienes patrimoniales serân entonces 
los que carezcan de esa"adaptaci6n" especial
b) La distinciôn en el Derecho espanol.
No obstante que la construcciôn francesa ha influl- 
do notablemente en Espaha (39), puede afirmarse que ya en - 
el Derecho histôrico Castellano se encuentran claros antece 
dentes de las instituciones que estudiamos.
A diferencia de Francia donde la confusiôn entre do 
minio püblico y patrimonio fue evidente hasta la Edad Moder 
na, incluso (40), en Espaha, como ha sehalado Garcia Oviedo, 
el rêgimen de los bienes püblicos "resalta con carâcter de 
menor rango patrimonialista y, en consecuencia, de mayor 
significaciôn de ordenaciôn al uso püblico, en virtud de la 
debilitaciôn que en el Derecho medieval castellano tuvieron 
las concepciones feudales". (41)
En la Baja Edad Media castellana, es posible distin 
guir, en efecto, un conjunto de bienes caracterizados por - 
su uso y pertenencia comûn (de todos) al lado de otros que 
formarîan el patrimonio de la Corona (42) (43). Clavero Arê
valo, a quien seguiremos en esta exposiciôn, ha estudiado - 
detenidamente el tema. (44)
Analizando algunos textos de las Partidas (45) se - 
desprende que el mar y su ribera (litoral y playas), puer - 
tos, rîos y caminos, eran bienes de uso y pertenencia comûn 
(46). Estos eran inaliénables (47) e imprescriptibles, (48) 
caracterîsticas precisamente del dominio püblico, segûn la 
formulaciôn doctrinaria moderna; por ser de pertenencia co­
mûn su titularidad no correspondîa ni al rey ni a la Corona,
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y en / consecuencia el Monarca no podîa enajenar estas co - 
sas, ni tampoco los particulares "por cuanto estos bienes no 
figuraban entre las cosas que se pueden ganar y perder segûn 
la Ley II, del tîtulo XVIII de la Partida III. (49) (50)
A la par de estos bienes se pueden distinguir otros 
que sî pertenecen a la Corona. Las Leyes I, Tîtulo XVII, Par 
tida II (51) y XI y XX, del Tîtulo XVIII, Partida III, nos - 
dan una amplia referencia al respecto. (52) Sobre estos se - 
predicarâ tambiên la régla de la inalienabilidad. (53) Clave 
ro Arêvalo (54) y Garcîa de Enterrîa (55) han analizado el - 
tema-en la doctrina. Dicha régla destaca en algunos textos - 
de las Partidas (56) y se formula expresamente en un momento 
posterior en la Ley-Pacto de Valladolid de 5 de Mayo de 1442, 
a la que ya hemos hecho referencia en otra ocasiôn en el Ca­
pitule I de nuestro trabajo. (57)
La inalienabilidad de este Patrimonio responde a una 
doble faceta. Por una parte a lo que Garcîa de Enterrîa ha - 
descrito como "proceso de institucionalidad objetiva del Re_i 
no" como reacciôn frente a la disposiciôn patrimonialista - 
del Monarca, (58) encaminada a impedir la divisiôn del mismo 
(59), y por otra, al deseo de "evitar la dilapidaciôn delpa­
trimonio real, lo que evidentemente producîa una disminuciôn 
de las rentas de la Corona, lo que repercutîa en un incremen 
to de impuestos destinados al mantenimiento de la Corona y - 
del Rey". (60)
No obstante que ambos tipos de bienes - bienes de uso y per­
tenencia comûn y Patrimonio de la Corona-Real Patrimonio(61)- 
tienen un significado distinto, se predica sobre todos ellos
la régla de la inalienabilidad. Sin embargo, la mayor impor­
tancia del principio aplicado al segundo grupo de bienes, da 
da su innegable significaciôn polîtica, serâ la causa para - 
que no se haya estudiado con la debida atenciôn desde la 
Edad Media la inalienabilidad de los bienes del dominio pû - 
blico, que a juzgar por los textos citados, efectivamente
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existiô desde entonces, como ha recalcado Clavero Arêvalo 
(62) .
Es hasta el siglo XIX con los prôneipioslibérales vi 
gentes en la êpoca, que se hacen patentes en la ley desamor 
tizadora de 1 de Mayo de 1855, que se pondrâ fin a la ina - 
lienabilidad de los bienes de la Corona y persistirâ la del 
dominio püblico, renaciendo "no como una creaciôn de la 
ciencia del siglo XIX, sino como una actualizaciôn de un 
principio anterior cuya existencia estaba en parte asumida 
por la inalienabilidad del Patrimonio de la Corona", (63) - 
régla que tampoco aparece formulada expresamente en la le - 
gislaciôn de otros paîses que aceptan la doctrina del domi­
nio püblico, y que incluso no fue declarada en el Côdigo C£ 
vil espanol, siendo la doctrina la qua-lâ-fomula,"que por 
otra parte, estaba ya en la naturaleza de la instituciôn, - 
al menos por lo que se refiere al dominio püblico tradicio­
nal". (64)
Como consecuencia de la legislaciôn desamortizadora 
se configura yamodemamente,annque no de forma expresa, la - 
distinciôn entre bienes de dominio püblico y bienes patrimo 
niales. (65)
Garrido Falla encuentra en el Proyecto de Côdigo C_i 
vil de 1851 una formulaciôn de la distinciôn que nos ocupa, 
aunque tampoco de manera expresa; (66) opiniôn contraria es 
la de Fernândez de Velasco. (67) Es hasta en el Côdigo Ci - 
vil de 1888 que se configura de manera definitiva la distin 
ciôn en los artîculos 338 al 345, aûn cuando el preâmbulo - 
de la Ley de Aguas de 1866 demuestra que ya entonces se ma­
ne jaba el concepto de dominio püblico. (6 8)
El Côdigo Civil adopta très criterios para distin - 
guir al dominio püblico (art. 339); son ellos: a) La afecta 
ciôn ("destinaciôn" dice el texte que técnicamente tiene el 
mismo significado) al uso püblico ("como los caminos, cana-
les, rîos, torrentes, puertos y puentes construîdos por el - 
Estado, las riberas, playas, radas y otros anâlogos); b) La 
afectaciôn a un servicio püblico y c) la afectaciôn al fomen 
to de la riqueza nacional. Algunos autores encuentran en el 
artîculo citado en conexiôn con el 341 otro criterio de dis­
tinciôn: la afectaciôn a la defensa del territorio, si bien 
no hay acuerdo en la doctrina sobre el particular. (69)
Merece especial llamada de atenciôn el tercer crite 
rio sehalado: la afectaciôn (o "destino”) al fomento de la - 
riqueza nacional, novedad êsta del Derecho espahol que va - 
mâs alla de la dogmâtica prevaleciente en la êpoca en que se 
dicta el Côdigo Civil (70) y que nos servirâ en su momento - 
para integrar un concepto dinâmico del dominio püblico.
Todos los demâs bienes del Estado en que no concun- 
rran esas circunstancias "tienen el carâcter de propiedad 
privada", es decir, de bienes patrimoniales, segûn el artîcu 
lo 340 del Côdigo Civil; tendrân tambiên este carâcter los - 
bienes de dominio püblico cuya afectaciôn hubiere cesado (ar 
tîculo 341 del Côdigo Civil y 120 y 123 de la Ley del Patri­
monio del Estado).
En el âmbito local, finalmente, se considéra que la 
afectaciôn al uso o al servicio püblico, son los criterios - 
déterminantes del dominio püblico (art. 183 y 281 Ley de Rê­
gimen Local y 2, pârrafo segundo de su ReglamentoJ Los bie - 
nés patrimoniales de estas Administraciones se consideran co 
mo de propios y comunales en el âmbito municipal (art. 183, 
Ley de Rêgimen Local) y ûnicamente de propios en el âmbito - 
provincial (art. 281 Ley de Rêgimen Local). Los comunales 
presentan caracterîsticas similares a los de dominio pûbli - 
co. (71)
c) La distinciôn en el Derecho alemân
Como cuestiôn previa debemos observer que en el De-
recho alemân el concepto de "cosas püblicas", término équi­
valente al de dominio püblico, no supone necesarlamente que 
la titularidad del bien esté en manos de una Administraciôn 
Pûblica, como sucede en los otros ordenamientos en estudio; 
la propiedad privada sobre el bien es admitida, pero la vin 
culaciôn juridica de êsta a una finalidad pûblica, tiene 
una primacla absoluta sobre cualquier situaciôn juridica 
privada, correspondiendo normalmente el cuidado de la con - 
servaciôn de la misma a la Administraciôn a la que estâ en­
comendada la gestiôn administrative de dicho fin; (72) esta 
es la opiniôn que ha prevalecido en el Derecho alemân en - 
contra de la sostenida por Mayer, que pretendiô sistemati - 
zar - como es sabido - el derecho de las cosas püblicas a - 
travês de la idea de "propiedad pûblica". (73)
Dicho concepto ha sido acuhado por la doctrina y - 
la jurisprudencia, (74) por lo que analizaremos en concrete 
la opiniôn de algunos autores.
Mayer ha trazado la evoluciôn histôrica de las "co 
sas püblicas" en el Derecho alemân, en la que confluyen las 
tradiciones romanistas y germânicas; (75) no nos interesa - 
insistir sobre este tema, por lo que prescindiremos de su - 
consideraciôn. "Todas las cosas que pertenecen al Estado 
dice Mayer - estân destinadas, al fin y al cabo a servir a 
la Administraciôn Pûblica"; (76) ahora bien, dentro de es - 
tos bienes se establecen notables diferencias en razôn de - 
su distinto rêgimen jurîdico determinado por la finalidad a 
que estân sometidos. Se distinguen en primer lugar, los lia 
mados "bienes fiscales" que se caracterizan por proporcio - 
nar recursos pecuniarios a la Administraciôn y sometidos 
por esa misma razôn a una regulaciôn de Derecho privado. (77) 
Luego se destacan los llamados "bienes administratives" que 
son aquellos que "constituyen los medios por los cuales el - 
Estado persigue la realizaciôn de los intereses püblicos"; - 
mediante su uso el Estado realiza la Administracipon pûblica 
y por lo mismo estân sujetos a una esfera de actuaciôn de De
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recho püblico. (78) Pero el Estado no se halla en esa situa­
ciôn cuando emplea bienes ûnicamente en el sentido de "prepa 
rarlos y administrarlos en el solo interês de ellos mismos"; 
estos siguen sometidos a una regulaciôn de Derecho privado 
(79) .
Para que se configure la idea de "cosa pûblica" - - 
continûa Mayer - es necesario que la cosa "por el carâcter - 
que originariamente tiene o que se le ha conferido, pueda re 
presentarla por si misma - la utilidad pûblica - de manera - 
inmediata" y no sôlamente faciliter la actividad de los 
agentes de la Administraciôn y de ayudarles a lograr la uti­
lidad pûblica. (80) Los bienes que tienen este ûltimo carâc­
ter, como los Palacios de Justicia, las escuelas y en fin, - 
todos los edificios püblicos, a pesar del objetivo ûltimo 
que se persigue con ellos, tienen la naturaleza de propieda 
des del Derecho Civil. (81) Las primeras, en cambio, estân - 
reguladas por principios de derecho püblico.
"Hay cosa pûblica - afirma el autor que venimos ci­
tando - cuando la cosa représenta por si misma una parte de 
la Administraciôn pûblica, cuando por ella el Estado admini£ 
tra directamente y cuando el interês del servicio es demasia 
do importante y estâ ligado demasiado Intimamente al estado 
jurîdico de la cosa, para dejar expuesta a las vicisitudes - 
de los actos del Derecho Civil". (82) El derecho privado "con
su formalismo abstracto", no tiene en cuenta el valor de los
intereses que las cosas pueden servir, de lo que résulta que 
las cosas püblicas deben estar sujetas a una regulaciôn de - 
Derecho püblico, a una propiedad pûblica. (83)
A partir de allî Mayer élabora una lista de cosas - 
püblicas. En primer lugar se encuentran todas las cosas some 
tidas al uso püblico, "el uso de todos représenta la forma 
mâs Clara, mâs rotunda de las cosas püblicas, en sî mismas y 
directamente representan la utilidad pûblica". (84)
Pero la ideas de "cosas püblicas. no se agota con - 
el uso de todos,"la funciôn pûblica - continûa Mayer - puede 
aûn afirmarse de manera suficiente cuando es necesario que - 
intervengan los agentes de la Administraciôn para dar, cada 
vez, a los individuos que lo deseen, el acceso y la posibili 
dad de beneficiarse con ella"; partiendo de esta idea mencio 
na un segundo grupo integrado por los ferrocarriles, cemente 
rios y templos religiosos. (85) Por ûltimo y como un tercer 
grupo, incluye las fortificaciones, "su particularidad consis 
te en una exclusiôn rigurosa del püblico, représenta por sî 
misma la utilidad pûblica que consiste en la defensa del te­
rritorio nacional". (86)
Fleiner, a diferencia de Mayer, denomina "cosas pû- 
blicas", en sentido amplio, a todas aquellas de las que se - 
sirve el Estado u otra Corporaciôn de Derecho püblico para - 
el cumplimiento de sus funciones/ incluyen tanto "el patrimo 
nio fiscal", como "el patrimonio administrative" y las cosas 
de uso püblico". (87)
El patrimonio fiscal estâ sometido al Derecho priva 
do. Lo integran aquellos bienes que proporcionan recursos al 
Estado para el funcionamiento de la Administraciôn, taies co 
mo dinero, valores, campos, bosques e instalaciones indus 
triales; se encuentran sometidos a las mismas reglas que el 
patrimonio de los particulares. (88)
En sentido estricto - establece Fleiner - las cosas 
püblicas incluyen sôlamente las que pueden ser utilizadas 
por todos, es decir, las cosas de uso püblico, o las que "re 
presentan un fundamento material imprescindible para el cum­
plimiento de una determinada finalidad administrativa", que 
constituye el "patrimonio administrativo". (89) Las cosas de 
uso püblico lo son por su naturaleza (como los rîos) o por - 
su"destino jurîdico" (menciona como ejemplos las vîas y puen 
tes püblicos, bancos en un paseo püblico, relojes püblicos)
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( 90 ) . Las que integran el"patrimonio administrativo" es­
tân afectadas al servicio püblico, "se destinan a la activi 
dad de los establecimientos püblicos" como escuelas, hospi- 
tales, museos, cuarteles, iglesias, cementerios, instalacio 
nes telegrâficas, etc." (91) Ambos tipos de bienes sirven - 
para fines püblicos por su inmediato aprovechamiento y no - 
por su valor pecuniario como el patrimonio fiscal. (92)
Como se puede apreciar, la concepciôn de Fleiner es 
mâs amplia que la de Mayer, no sôlo por el sentido amplio - 
de "cosas püblicas" antes expuesto, sino porque incluye a - 
los bienes afectados al uso o al servicio püblico en gene - 
ral como intégrantes del concepto ("cosas püblicas" en sen­
tido estricto). Por otra parte, Fleiner, a diferencia de Ma 
yer, estima que las cosas püblicas propiamente dichas (en - 
sentido estricto) se regulan en parte por el derecho pübli­
co y en parte por el Derecho privado, de acuerdo con la doc 
trina dominante en el Derecho alemân. (93)
Para concluir nuestra referencia al Derecho alemân, 
analizaremos la posiciôn de Fortshoff. Su expesiciôn no se 
diferencia en lo fundamental de la de Fleiner, salvo su cr^ 
tica al concepto amplio de "cosas püblicas" incluyendo al - 
patrimonio fiscal, que considéra innecesario. (94) "Los pa- 
trimonios agrupados en manos del Estado o de cualquier otro 
ôrgano de la Administraciôn Pûblica, sirven a los fines de 
la Administraciôn - afirma - en parte directamente y en par 
te de manera indirecta", (95) A partir de esta lînea bâsica 
desarrolla su tesis. Se hallan de manera indirecta al servi 
cio de la Administraciôn, las cosas que utiliza, no por el 
uso en cuanto tal, sino por el rendimiento que arrojan y 
que sirven para su financiamiento; estân sometidas por tan­
to, al Derecho civil, la Administraciôn las posee en conce£ 
to de propiedad privada, taies como los montes, dominios, - 
fâbricas, etc. (96) precisiôn que, sin embargo, acepta con 
algunas matizaciones. (97)
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Las cosas pûblicas, en camfaio, son aquellas "que - 
se hallan directamente al servicio de les fines de la Admi- 
nistraciôn, o sea, per raz6n misma de su uso" C98) Se com - 
prenden tanto las cosas de uso comûn,al servicio de todos - 
(caminos pûblicos, calles, plazas, parques, vias de navega- 
ci6n fluvial, etc. ) como las que sirven a la Administra 
ciôn para el cumplimiento de sus fines Cedificios pûblicos, 
cuarteles, escuelas, iglesias, etc.) Todas juntas constitu- 
yen el "patrimonio administrative". C99)
Un bien se considéra como "cosa pûblica" bien por 
su condiciôn natural o en virtud de un acto particular: la
utilizaciôn, la afectaciôn a un fin pûblico determinado"; - 
los rîos, las costas del mar reunen la primera condiciôn; - 
las calles, las escuelas, los mercados, por ejemplo, han si 
do creadas "con una finalidad administrativa determinada y 
puestas en servicio". (100)
En resumen, podemos finalizar observando que, con­
forme a las opiniones analizadas,en la doctrina alemana
es la afectaciôn al uso o al servicio pûblico lo que carac- 
teriza a las "cosas pûblicas"; las de uso pûblico lo pueden 
ser tambiên por su "condiciôn natural" (Fleiner y Flortshoff) 
idea que se puede conectar con la formulaeiôn de Berthelemy 
en el Derecho francês. (101) Por otra parte,y esto es nota 
peculiar del Derecho alemân como ya anotâbamos, las "cosas 
pûblicas" pueden ser objeto de propiedad particular, siem- 
pre que la finalidad a la que sirven no se vea afectada. - 
(102) El dominio privado ("patrimonio fiscal") finalmente, 
se considéra sometido al Derecho privado y se distingue 
esencialmente por su carâcter pecuniario, como productor - 
de rentas.
d) La distinciôn en el Derecho italiano
La évolueiôn de la idea de dominio pûblico desde 
los antecedentes romanos hasta su formulaciôn moderna, ha
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sido senalada por Alessi, (104)cuya opiniôn, junto a la de 
Sandulli, seguiremos en esta exposiciôrçcfe' la misma manera que 
indicamos cuando estudiamos la doctrina alemana en los pârra- 
fos precedentes, no nos interesa tampoco en esta ocasiôn in - 
sistir sobre dicho tema, al que ya en otras ocasiones hemos - 
hecho referenda. (105)
La distinciôn entre dominio pûblico y patrimonio - 
privado aparece formulada modernamente en el Derecho italiano 
en el artîculo 426 del Côdigo Civil de 1865. Los bienes de do 
minio pûblico se declaraban inaliénables y se enumeraban en - 
el artîculo 428 (caminos nacionales, costas, puentes, ensena- 
das, playas, rîos y torrentes, puertos, muros fozos, fortale- 
zas), declarândose que cualquier otro bien tendrîa la condi­
ciôn de patrimonial; estos ûltimos podrîan ser enajenados "de 
conformidad con las leyes que les afecten" lo que a juicio de 
Alessi suponîa una inalienabilidad limitada". (106)
Posteriormente se introduce la distinciôn de los - 
bienes patrimoniales en "disponibles",e "indisponibles", com- 
prendiéndose dentro de estos ûltimos" aquellos bienes que por 
su destino a un servicio pûblico o gubernativo o bien por di£ 
posiciôn legal, ho pueden ser enajenados o extraîdos del Esta 
do". (107)
El Côdigo Civil vigente (de 1942) recoge esa norma 
tiva y distingue los bienes de dominio pûblico (art.822) los 
bienes del "patrimonio indisponible" y los del patrimonio^dis 
ponible (arts. 826 y 828). Para Alessi son "bienes pûblicos" 
todos ellos; (108) Sandulli, en cambio, considéra como taies, 
ûnicamente a los comprendidos en las dos primeras categorîas. 
(109) En todo caso, entre unos y otros, existen diferencias - 
en el régimen jurîdico aplicable, que resumiremos brevemente.
El artîculo 822 del Côdigo citado enumera los bie 
nés que se consideran como pertenencias del dominio pûblico, 
separândolos en dos grupos: son ellos, en primer lugar, las
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costas, playas, radas y puertos, rîos y torrentes, lagos y - 
aguas conceptuadas como pûblicas por leyes especiales y las 
obras destinadas a la defensa militar (art. 822 pârrafo pri­
mer o) ; en segundo lugar se enumeran los caminos, carreteras, 
vîas fêrreas ^"“aerodromos, acueductos, inmuebles reconocidos 
como de interês histôrico, arqueolôgico o artîstico por le - 
yes especiales; colecciones de museos, pinacotecas, archives 
bibliotecas y todos aquellos bienes sometidos por leyes par- 
ticulares al régimen de dominio pûblico (art. 822, pûrrafo - 
segundo).
Los bienes del primer grupo - integrados en lo 
que la doctrina llama "dominio pûblico necesario" (110) - se 
caracterizan porque todos los que integran el gênero, perte- 
necen necesariamente al Estado. (111)
Los del segundo grupo, en cambio, constituyen el 
"dominio pûblico eventual", (112) o "accidentai"; (113) acû, 
como dice Alessi, "la dominialidad no se establece ya para - 
todo un género de bienes, sino para cada uno de esos bienes 
del gênero que sean propiedad del Estado, por lo que la per- 
tenencia al Estado no es un fenômeno necesario para todo el 
grupo...sino un fenômeno simplemente eventual, constituyendo 
esta la condiciôn necesaria para la extensiôn de la dominia­
lidad a cada uno de los bienes del grupo". (114)
El ordenamiento italiano considéra, por otra par­
te, como domaniales a los derechos reales que corresponden  ^
al Estado y a otros entes territoriales sobre bienes de otros 
sujetos, cuando taies derechos se establecen, o bien como ne 
cesarios para la utilizaciôn de los bienes domaniales, o 
bien para la consecuciôn de fines de interês pûblico corres- 
pondientes a aquêllos a los que sirven los bienes domaniales 
(art. 825 del Côdigo Civil); se configura asî lo que la doc 
trina ha llamado "servidumbres domaniales". CHS)
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Son caracterîstîcas de los bienes del dominio pûbli­
co/ la necesaria titularidad de una Administraciôn territo 
rial (116) y su régimen jurîdico especial caracterizado esen 
cialmente por las notas de inalienabilidad e imprescriptibi- 
lidad. (117)
Los bienes que pertenecen al patrimonio indisponible 
también se enumeran en el Côdigo Civil (art. 826). Son parte 
de este los bosques que, segûn las leyes sobre la materia, - 
constituyen el demanio forestal del Estado; las minas, cante 
ras y turberas, cuando su disponibilidad se sustraiga al pro 
pietario del fundo, las cosas de interês histôrico, arqueolô 
gico, paletnolôgicos, paleontolôgico o artîstico, cualquiera 
sean las personas y modos en que hubieran sido hallados en - 
el subsuelo; los bienes que constituyen la "dotaciôn de la 
Presidencia de la Repûblica, los cuatteles, el armaimento, 
los aerôdromos militares y los buques de guerra (art. 826,pê 
rrafo segundo). Cabe advertir, sin embargo, que por disposi 
clones légales posteriores han pasado al patrimonio indispo­
nible de las Regiones casi todos los bosques estatales y las 
canteras y turberas. (118) Mientras los bienes antes enuncia 
dos, con la excepciôn sehalada, sôlo pueden ser del Estado, 
son tambiên parte del patrimonio indisponible de êste o de - 
las otras entidades pûblicas - tanto territoriales como no - 
territoriales - en su caso, los edificios destinados a sede 
de sus servicios y su mobiliario, asî como los otros bienes 
destinados a un servicio pûblico. (art. 826 pêrrafo tercero)
A diferencia de los bienes demaniales en los que la 
inalienabilidad es absolute, en los que integran el patrimo­
nio indisponible, la indisponibilidad es, por el contrario, 
limitada. El artîculo 828 pârrafo segundo del Côdigo Civil - 
italiano establece en ese sentido que estos bienes "no pue - 
den ser sustraîdos al destino recibido sino en las formas es 
tablecidas p6r las leyes correspondientes. (119) No obstan­
te, es importante observer con Sandulli que, dada la hetero-
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geneidad de los bienes que integran este sector, es posible 
distinguir en algunos de ellos, una verdadera inalienabili­
dad. Tal sucede con las minas que legalmente sôlo pueden 
pertenecer al Estado o a una Regiôn, con las canteras y tur 
beras de las Regiones, con los bosques de éstas, o con las 
cosas de interês histôrico o artîstico pertenecientes a un 
ente pûblico Csalvo que esté expresamente autorizada la alie 
naciôn). (120) En orden a estas consideraciones, un sector 
de la doctrina italiana estima como un factor que provoca - 
la adquisiciôn de la demanialidad, ademês del uso colectivo 
o del servicio pûblico, el destino a la cultura o a la eco- 
nomîa nacional. (121)
En principio, por otra parte, estos bienes pueden 
ser objeto de usucapiôn; sin embargo, como advierten los au 
tores que hemos venido citando, dado que el artîculo 828 
del Côdigo Civil dispone que los mismos no pueden ser sus - 
traîdos de su destino, sino de acuerdo con las leyes, no es 
fâcil concebir una prolongada posesiôn del bien por un par­
ticular (requisite necesario para que opere la usucapiôn), 
mientras sea efectivo el destino a una determinada funciôn 
o servicio, lo que hace prâcticamente imposible aquêlla. 
(122)
El ûltimo grupo de bienes, el patrimonio disponible 
es el que ofrece menores particularidades en cuanto a su ré 
gimen administrative. Se trata, de acuerdo con los artîcu - 
los 826 y 830 del Côdigo Civil de bienes que los entes pû - 
blicos (territoriales o no) poseen a tîtulo de propiedad 
privada, aunque estén sujetos tambiên a ciertas limitacio - 
nés de grade mener en torno a su conservaciôn y disposiciôn. 
(123)
Ahora bien, en el Derecho italiano résulta clara la 
ausencia de un criterio sustancial para identificar al demi 
nie pûblico; el artîculo 822 del Côdigo Civil, como hemos -
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visto, formula una lista heterogénea de bienes que somete - 
al régimen del demanio; esta lista, por otra parte, no es - 
exclusive, pueden ser demaniales tambiên otros bienes a los 
que leyes especiales atribuyan las caracteristicas de este 
régimen. (art. 822 pârrafo segundo)
Ante esa evidencia, la doctrina ha senalado que el 
legislador al calificar como demaniales a determinados bie­
nes, lo ha hecho con criterios de "mera oportunidad politi- 
ca y prâctica", por lo que se ha excluido "todo contenido - 
intrinseco sustancial al concepto de demanialidad”. (124) - 
Solamente son demaniales los bienes que el legislador cons_i 
dera como tales; con ello en el Derecho italiano se ha eli- 
minado la bûsqueda de un criterio que defina la esencia del 
dominio pûblico, como sucedia en la êpoca anterior a la vi- 
gencia del actual Côdigo Civil, (125) y como sucede, por 
ejemplo, en la doctrina francesa.
Parecida afirmaciôn se puede hacer en relaciôn con 
el patrimonio indisponible; de la lectura del artîculo 826 
del Côdigo Civil se deduce la - heterogeneidad de estos 
bienes; es patente la ausencia de un criterio uniforme que 
le de contenido sustancial a esa enumeraciôn; los mismos 
criterios de oportunidad polîtica y prâctica han inspirado 
al legislador en su formulaciôn. (126)
Lo que si es évidente es que, tanto los bienes de­
maniales como los que integran el patrimonio indisponible, 
estân afectados al cumplimiento de determinados fines pûbl_i 
cos; los bienes del patrimonio disponible son aquellos que, 
por el contrario, no tienen una destinaciôn especîfica;ello 
de por sî explica la particularidad de los distintos regime 
nés jurîdicos.
Es patente, dentro de esa heterogeneidad sehalada, 
por otra parte, la proximidad de régimen entre los bienes - 
de dominio pûblico y un sector de los que integran el patri
monio indisponible - las minas, las canteras y turberas, 
los bosques y los bienes de interês histôrico o artîstico , 
en concrete - que ha sido resaltada por Sandulli (127)y que 
Casarino califica incluse como demaniales. (128)
Debe sehalarse finalmente, la novedad que supone la 
figura de las "servidumbres demaniales" en el Derecho ita­
liano.
e) La distinciôn en el Derecho hondureho
Estudiadas las lîneas maestras de la distinciôn de 
los bienes estatales en bienes de dominio pûblico y bienes 
patrimoniales en la doctrina y legislaciôn europeas haremos 
lo propio con la legislaciôn hondureha. Como epîlogo de es­
ta exposiciôn haremos al final una breve referenda a la 
doctrina hispanoamericana en torno al tema. Debemos adver - 
tir, no obstante, que la dogmâtica jurîdica adolece en Hon­
duras de menor grado de elaboraciôn y las circunstancias no 
merecen mayores explicaciones.
El Côdigo Civil hondureho establece el principio de 
distinciôn en el artîculo 617 cuyo texto es el siguiente: - 
"Se llaman bienes nacionales aquellos cuyo dominio pertene- 
ce a la Naciôn toda. Si ademâs su uso pertenece a todos los 
habitantes de la naciôn, se llaman bienes nacionales de uso 
pûblico o bienes pûblicos. Los bienes nacionales cuyo uso - 
no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bie - 
nés del Estado o bienes fiscales."
Independientemente de la terminologîa, que no es la 
usual en Espaha, estimamos que la distinciôn entre bienes - 
de dominio pûblico y bienes patrimoniales es clara; es la - 
generalidad del uso - de acuerdo con la norma citada - l o ­
que détermina la clasificaciôn de los bienes estatales.
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La disposiciôn que comentamos se corresponde con el 
artlculo589 del Côdigo Civil de Chile de 1855 (129), que 
sirviô de modelo al hondureho - lo que explica en cierta 
forma lo limitado del criterio de distinciôn. (130) - y, en 
general, con disposiciones similares de otros Côdigos Civi­
les hispanoamericanos que tambiên siguieron el mismo mode - 
lo. (131)
Los bienes de dominio pûblico son inaliénables e im 
prescriptibles. Son susceptibles de prescripciôn todas las 
cosas que estân en el comercio de los hombres (artîculo 226 
del Côdigo Civil), y los bienes de uso pûblico, por su mis­
ma naturaleza o por su destino, no estân en el comercio, de 
allî resulten, en consecuencia, las dos notas que hemos se- 
halado. (132) Los bienes fiscales, en Cconbio, estân en el - 
comercio y estân sujetos por lo mismo a las reglas ordina - 
rias de la propiedad privada.
Leyes posteriores han extendido el régimen del domi 
nio pûblico a otros bienes que no resultan afectados al uso 
de todos, tal como las minas y las canteras (arts.l y 2 del 
Côdigo de Minerîa ) o que estân afectados a determinados - 
servicios pûblicos (por ejemplo, los ferrocarriles, art. 6 
Ley del Ferrocarril Nacional; aeropuertos nacionales, artlO 
Ley de Aeronâutica Civil) . Los bosques pûblicos tcunbién re­
sultan sometidos a un régimen similar, punto este que desa- 
rrollaremos en el capîtulo V de nuestro trabajao.
La doctrina chilena, que por las razones que ya 
apuntamos ha tenido notable influencia en Honduras, ha pre- 
tendido ver, sin embargo, una distinciôn en los bienes fis­
cales o patrimoniales. Asî Vodanovic observa que en la doc­
trina administrativa se han distinguido dos tipos de bienes 
patrimoniales, uno constituido por un "patrimonio adminis- 
trativo" y otro por un "patrimonio privado"; los primeros - 
serîan los destinados directamente al funcionamiento de un
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servicio pûblico Cedificios pûblicos, por ejemplo) mientras 
que los otros serlan los restantes bienes que no gozan de 
esa condiciôn; el "patrimonio administrativo" séria objeto - 
de asimilaciôn con los bienes de uso pûblico. (133) Se obser 
va en esta construcciôn una notable influencia de la doctri­
na alemana y, sobre todo, italiana, que previcunente hemos es 
tudiado y que es patente también en un sector de la doctrina 
argentina. (134)
En general se puede afirmar que en la doctrina his­
panoamericana se considéra que la afectaciôn al uso pûblico 
o a los servicios pûblicos son los criterios diferenciado - 
res del dominio pûblico. (135) El derecho hondureho puede en 
marcarse en ese sentido si nos atenemos a leyes posteriores 
al Côdigb Civil que amplian la nociôn a otros bienes no afec 
tado precisamente al uso de todos.
En las ûltimas dêcadas, por otra parte, cuando ha - 
crecido el interveneionismo estatal en las actividades econô 
micas y se ha tomado conciencia del papel prépondérante que 
los recursos naturales juegan en la economia y en la promo - 
ciôn del desarrollo de estos paises, el régimen propio del - 
dominio pûblico, se amplia cada vez mâs a amplios sectores - 
de esos recursos, (136) situaciôn a la que teimpoco son a je - 
nos otros paises como Espaha, precisamente. (137)
B) CONCLUSION
Del anâlisis de los sistemas jurîdicos que hemos he 
cho, podemos arribar a la conclusiôn de que la distinciôn de 
los bienes estatales que venimos estudiando - por lo menos - 
en su formulaciôn moderna,. independientemente de los importan 
tes antecedentes histôricos previos (138) - es producto de - 
la ideologîa liberal triunfante con la revoluciôn de 1789. -
(139) Esta afirmaciôn es vâlida incluse para los sistemas 
alemân e italiano, que aparecen mûs distantes del francês. -
(140)
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En efecto, se ha puesto de manifiesto cômo mediante 
la Ley de 22 de noviembre-1 de diciembre de 1790, se pone 
fin a la régla de la inalienabilidad del antiguo patrimonio 
de la Corona en Francia (141); "... la inalienabilidad - se 
afirma - habiendo perdido su razôn de ser, podrîa ser aûn - 
perjudicial al interês de todos, ya que las posesiones terri 
toriales puestas en manos de una Administraciôn general, es­
tân afectadas por una especie de estaticidad, mientras que - 
en manos de los propietarios activos y vigilantes, multipli- 
can las subsistencias, promueven la circulaciôn y la indus- 
tria y enriquecen al Estado ..." (142). El estado rico no es 
el propietario de bienes considerables, es el Estado cuyos - 
miembros tienen individualmente testantes recursos para pagar 
los impuestos y esos recursos provienen principalmente de la 
propiedad territorial. (143) Se inician asî los grandes movi 
mientos desamortizadores y de paso el trânsito de la Hacien­
da patrimonialista a la Hacienda tributaria que ha sehalado 
Garcia de Enterrîa. (144)
EL dominio pûblico se individualize, se rescata la - 
régla de la inalienabilidad para aquellos bienes afectados - 
al uso de todos; êstos, por su naturaleza, como los rîos o - 
por su destino, como los caminos, (145) serân inaliénables e 
imprescriptibles, surgiendo la idea moderna del demanio. En 
principio se entiende que estos bienes son comunes, insusce£ 
tibles de propiedad particular, luego se atribuye su titula­
ridad al Estado.
Pero no todos los bienes estatales - excepciôn hecha 
de los de uso pûblico - estarân destinados a la venta; el E£ 
tado conservarâ los bienes afectados a los servicios pûbli - 
cos (edificios pûblicos, por ejemplo) y algunos cuya conser­
vaciôn aconseja el interês general (como los bosques) (146); 
estos serân los bienes patrimoniales del Estado, a los que 
hay que agregar los que conserva sin una destinaciôn especî- 
fica y que han de ser objeto de enajenaciôn, incluyendo los 
adquiridos por otros tîtulos (herencias testamentarias o ab-.
185
intestate) que correrân tambiên la misma suerte. Berthelemy 
distinguiô asi en la doctrina francesa un "patrimonio afecta­
do" y un "patrimonio explotado" o "no afectado. (147) En es­
ta etapa, como ha notado Garcia de Enterrîa, el patrimonio - 
privado adquiere un carâcter "excepcional" (148)
Sobre esos bienes el Estado tiene un derecho similar
al de los particulares, estâ sometido al derecho privado,
salvo algunas desviaciones que resultan de las circunstan - 
cias que se trata de proveer y de la consideraciôn de los su 
jetos titulares.
En un momento posterior el concepto de dominio pûbli 
co se amp lia a los bienes afectados a los servicios pûblicos;-
es la afectaciôn al servicio pûblico, sea como objeto o como
medio, lo que détermina la demanialidad (Duguit).
La afectaciôn al uso pûblico o al servicio pûblico - 
serân al final los criterios para conceptualizar esta figura 
y distinguirla del patrimonio privado de la Administraciôn.
A estos criterios, que son los que aceptan la doctrina fran­
cesa (Houriouÿ Bonnard, De Laubadere) y alemana (Fleiner, 
Fortshoff), debemos agregar el "fomento de la riqueza nacio­
nal" establecido en el articulo 339 del Côdigo Civil espa - 
hol, a menudo olvidado, (149) pero muy importante, a nuestro 
criterio, para integrar un concepto dinâmico de los bienes - 
estatales. (150)
Debemos sehalar, para concluir, la particularidad del 
sistema italiano en el que es ]a calificaciôn legal especîfica 
lo que détermina el régimen aplicable a los bienes pûblicos, 
abandonando todo criterio sustancial y estableciendo la tri- 
particiôn que se ha estudiado, ademâs de la novedad que supo 
ne la figura de las "servidumbres demaniales".
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III - UN NUEVO PLANTEAMIENTO DE LA CUESTION
Resumidos en los pârrafos precedentes las notas ca - 
racterîsticas de la distinciôn de los bienes estatales en 
los dos sectores que se han sehalado en la doctrina de dis - 
tintes paises, nos planteamos ahora el anâlisis de la evolu- 
ciôn operada en la doctrina mâs reciente.
Con la salvedad del derecho italiano que se mueve en 
esta materia bajo principles distintos y la novedad - aunque 
por lo general poco considerada por la doctrina,-que supone 
el creiterio de la afectaciôn al fomento de la riqueza nacio 
nal en el Derecho espahol, se puede destacar cierta uniformi 
dad en la construcciôn de lo que hemos llamado doctrina tra- 
dicional, en el Derecho de los paises analizados.
En las pâginas introductorias de este capîtulo, por 
otra parte, planteamos la hipôtesis de que las tierras de vo 
caciôn agricole o ganadera afectadas con fines de reforma 
agraria y los bosques del Estado en el Derecho hondureho,pue 
den ser calificados como bienes patrimoniales y como bienes 
de dominio pûblico respectivamente, aunque - observâbamos 
con notas particulares que suponen diferencias con la doctri 
na tradicional. El objeto de todo este estudio es precisamen 
te establecer el marco de referenda que nos permita el en - 
cuadre de esos bienes en las categorîas sehaladas; por ello 
résulta necesario estudiar los criterios doctrinales que 
apuntan al replanteamiento de tan rica teorîa.
Las siguientes pâginas conllevan ese propôsito. Por 
razones de mêtodo nos referiremos primero al dominio pûblico 
y luego a los bienes patrimoniales, para establecer al final 
las conclusiones ûltimas de esta bûsqueda que nos hemos tra- 
zado.
l b /
A) EN TORNO A LOS BIENES DEL DOMINIO PUBLICO
Pocas categorîas del Derecho administrativo han pro- 
vocado tal diversidad de criterios cuando se les ha tradado 
de définir y caracterizar como la del dominio pûblico. (151) 
Si reparamos que se trata de una nociôn cuyos antecedentes - 
se remontan al Derecho romano,que se formula modernamente en 
un momento histôrico determinado y que no ha sido ajeno a la 
evoluciôn operada en la sociedad y consiguientemente en el - 
Derecho desde entonces, es comprensible que tal cosa suceda. 
(152) De Laubadère ha observado precisamente cômo existe en 
esta materia "un poder de seducciôn y una facultad de renova 
ciôn casi inagotable" que ha llamado siempre la atenciôn de 
los juristes. (153)
a) La faita de uniformidad en el régimen jurîdico
Para comenzar résulta évidente que es muy dificil, - 
si no imposible, establecer una teorîa unitaria del dominio 
pûblico. Si bien se puede senalar una posiciÔn prédominante 
en la doctrina en el sentido de que este résulta de la afec­
taciôn (154) al uso o al servicio pûblico - o al fomento de 
la riqueza nacional en el Derecho espahol, aunque, como ad - 
vertimos, esta precisiôn a menudo se pierde de vista (155) - 
no siempre ha existido unanimidad al momento de determiner - 
esos criterios, (156) o, en el mejor de los casos, al momen­
to de la determinaciôn de su amplitud. (157)
Por las mismas razones résulta fâcil constater que - 
no todos los bienes calificados como demaniales presentan ca 
racterîsticas similares en su régimen jurîdico. Por ello la 
teorîa general del dominio pûblico, como dice Garcia de Ente 
rrîa, "sôlo en forma muy convencional es posible". (158)
El problème radica en que sobre la nociôn de cosas - 
afectadas al uso de todos, aprovechadas "uti singuli" - idea
188
que explica el régimen jurîdico a que fueron sometidos en - 
el curso de la historié - se ha construîdo la teorîa moder­
na del dominio pûblico, ampliândola a cosas utilizadas "uti 
universi" (bienes afectados a los servicios pûblicos, edifi 
cios pûblicos, ferrocarriles, etc.) o destinadas al fomento 
de la riqueza nacional en el Derecho espahol (minas), en - 
los que la dogmâtica del principio no coincide plenamente.
Reparando en esas circunstancias Duguit construyô - 
su teorîa de la "escala de la demanialidad"; es un grave 
error, en opiniôn de este insigne juriste, creer que todos 
los bienes que integran el dominio pûblico, estân en la mis 
ma situaciôn y sometidos a las mismas reglas, "segûn la na­
turaleza de la cosa - apunta - la catégorie del servicio,el 
modo de afectaciôn o de empleo, el dominio es diferente, el 
régimen jurîdico no es el mismo, las reglas que se aplican 
son distintas", no es posible en consecuencia formuler una 
teorîa ûnica y general, "es necesario hacer numérosas dis - 
tinciones y determiner ... la escala jurîdica del demanio**. 
(159)
A idénticas inquietudes responds, en nuestra opiniôn 
la distinciôn en la doctrina alemana entre un "patrimonio - 
administrativo" y las "cosas de uso pûblico", englobadas am 
bas en un concepto estricto de "cosas pûblicas" (Fleiner, - 
Fortshoff). Duverger, en la misma lînea, ha planteado en la 
doctrina francesa, la distinciôn entre una "demanialité pu­
blique complète", aplicable sôlamente a los bienes afecta - 
dos al uso de todos en el que se darîa la "plenitud del do­
minio pûblico", y una“demanialité publique restreinte" apli 
cable a los bienes afectados a los servicios pûblicos, que 
comprenderîa, por el contrario, un dominio pûblico, "de gra 
do menor". (160)
Con todo estimamos que lo mâs correcto es que la so 
luciôn debe encontrarse en la calificaciôn legal especîfica^
189
sea en forma expresa o tâcita, cuando se prediquen en la 
norma las notas déterminantes de la demanialidad, especial- 
mente las sehaladas de inalienabilidad, imprescriptibilidad 
e inembargabilidad. (161) Esta es la soluciôn actual en el 
Derecho italiano, como ha sido puesto de manifiesto en pâg^ 
nas anteriores. El jurista argentine Villegas Basavilbasoœn
sLdera ai este mismo orden deüeas que el" dominio pûblico es un 
"concepto jurîdico" y en consecuencia, los bienes que lo in 
tegran "no pueden determinarse en abstracto", se trata de - 
una nociôn concreta y, "por consiguiente, las soluciones de 
ben referirse necesariamente a un ordenamiento jurîdico po- 
sitivo", (162) opiniôn a la que tampoco es ajena la doctri­
na espahola. (163)
Lo que sucede es que a estas alturas de la evolu 
ciôn social, la nociôn de dominio pûblico se ha objetivado 
y se ha convertido en una técnica (164) como sehala Garcia 
de Enterrîa, que puede ser utilizada instrumentalmente por 
el legislador cuando resuite conveniente a los fines de la 
Administraciôn, independientemente de los supuestos que le 
dieron orîgen. "Todo puede ser dominio pûblico si puede ser 
vir a las finalidades asignadas; lo que importa no es una - 
definiciôn de cosa, sino su aptitud para ser usuable en pro 
del interês pûblico", como acertadamente hansehalado Parejo 
Gamir y Rodriguez Oliver. (165)
Debe quedar claro hasta acâ, entonces, la falta de 
uniformidad en el régimen jurîdico en las distintas depen - 
dencias demaniales.
b) La idea de funciôn pûblica como criterio integrador del 
concepto
Desde las lîneas introductorias de esta capîtulo 
planteâbamos la idea de que los bienes de que dispone la Ad 
ministraciôn, sirven a ésta para el desarrollo de sus fun -
190
Clones.
La nociôn de funciôn administrative, o, mâs amplia- 
mente, de funciôn pûblica, es preciscunente el criterio que 
a juicio de un sector de la doctrina espahola, puede ser - 
vir para reconducir a una unidad conceptual, a la figura - 
que venimos estudiando, integrando las diverses dependen - 
cias y criterios de afectaciôn. (166)
De acuerdo con esta tésis, el uso pûblico, el ser­
vicio pûblico y el fomento de la riqueza nacional, crite - 
rios definidores del dominio pûblico en el Derecho espahol, 
no son mâs que expresiones de la funciôn administrativa, - 
(167) de manera que ésta, en sus modalidades sehaladas, es 
la que atribuye la condiciôn de demaniales a los bienes 
que resultan afectados a los fines que tutelan. (168) "La 
funciôn pûblica y el sentido unitario que la funciôn pûbli 
ca ofrece - manifiesta Sânchez Blanco - nos permite apre - 
ciar un punto de referenda armonizador y aportar la cohe- 
rencia necesaria a los complejos planteamientos que, en - 
contraposiciôn con la concepciôn tradicional, ofrece el do 
minio pûblico en la actualidad". (169)
Esta idea de conexiôn entre el dominio pûblico y - 
la funciôn administrativa, puede observerse tambiên en la 
doctrina de otros paises (170) y en otros autores espaholes
(171)
Es claro entonces - de acuerdo con esta tesis que 
aceptamos - que el elemento teleolôgico,!^ finalidad pûblica 
determinada por cualquiera de las modelidades de la funciôn 
pûblica, tiene la virtud de atribuir el régimen de la dema­
nialidad a los bienes que resultan afectados a las mismas.
(172) Pero debe tenerse présente que el dominio pûblico no 
détermina la funciôn administrativa, sino que, por el con­
trario, ésta lo utiliza para realizar sus cometidos.(173)
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Si este planteamiento es correcto, no debe astable 
cerse necesariamente, en consecuencia, la ecuaciôn "fun - 
ciôn pûblica = dominio pûblico"; ya hemos dicho que el do 
minio pûblico es una técnica instrumental y esta no agota 
todas las modelidades de la funciôn administrativa; ade - 
lantamos esta ûltima precisiôn que nos servirâ para futu- 
ras reflexiones.
La conclusiôn a la que arribamos - la demaniali -
dad puede resultar de la afectaciôn de determinado bien a
cualquiera de las finalidades que supone la funciôn pûbl£ 
ca - no nos debe hacer olvidar, por otra parte, que ha de 
ser la norma jurîdica que establezca la afectaciôn - o 
que en cuya observaciôn se establezca ésta - la que ha de 
définir el régimen jurîdico a que estarân sometidos los - 
bienes de que se trate.
Ahora bien ^la funciôn pûblica se agota con las -
ideas de uso pûblico, servicio pûblico, fomento de la ri­
queza nacional o aûn defensa nacional existen otras moda 
lidades de la funciôn pûblica capaces de atribuir el régi 
men de la demanialidad a otros bienes determinados? cserâ 
necesario readecuar algunos conceptos en orden a las nue- 
vas modalidades de la actividad estatal? A estas pregun - 
tas trateremos de dar respuesta en los siguientes pârra - 
fos.
c) La_actividad_de_prgmoçiôn_y_de_intervenciôn_ecgnômica 
como causa de la demanialidad
Al conectar el elemento teleolôgico, la finalidad 
del dominio pûblico con la idea de funciôn pûblica, reco - 
gîendo el planteamiento de Ballbê, estâmes necesariamente 
estableciendo la conexiôn entre las ideas de"fin pûblico" 
y "funciôn pûblica". Ello nos conduce a una tercera idea.
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la de actividad administrativa, actividad de la Administra - 
ciôn. Es asî como puede afirmarse acertadamente que "todo 
fin que el Estado persiga, puede convertirse en motivo de ac 
ciôn administrativa". (174) Arribamos de esta manera a una - 
interrelaciôn entre las ideas de fin pûblico, funciôn pûbli­
ca y actividad administrativa. Con ello abrimos la puerta a 
nuevas reflexiones.
Antes de continuer, es necesario, sin embargo, 
destacar las necesarias limitéeiones del enfoque que nos pro 
ponemos; estamos invadiendo un campo que impiica el plantea- 
miento de las distintas formas de la actividad administrati­
va, y la sole dimensiôn de éstas, su conjunto, su compleji - 
dad, exceden en mueho las simples reflexiones que nos veni - 
mos planteando. No pretendemos, en sîntesis, enjuicier, ni - 
mucho menos, las diferentes formas en que la doctrina - espa 
hole concretamente - ha enfocado este tema, pero sî plantear 
algunas observaciones en orden a la nociôn del dominio pûbli 
co que venimos analizando.
Hay unanimidad - y no podrîa ser de otra manera - 
en la estimaciôn de que los fines que se proponga la Admini£ 
traciôn que no pueden ser otros que los del Estado, no pue - 
den ser formulados "a priori"; variarân en razôn de las con­
sideraciones polîticas o ideolôgicas y a los condicionamien- 
tos sociales que imperen en un momento histôrico y en una so 
ciedad determinada. (175)
Es asî como en el estado liberal clâsico, el abs- 
tencionismo es la régla general, la actividad administrativa 
se limitaba al mantenimiento del orden pûblico que se con 
vierte en lo que se llamô actividad de policîa; luego el Es­
tado asumirâ la prestaciôn de determinados servicios que re- 
sultaban necesarios para la actividad individual. Asî en la 
Francia del siglo XIX, prototipo de ese Estado, la policîa y 
el servicio pûblico serân las actividades que asumirâ la Ad-
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ministraciôn en cumplimiento de los fines que la concepciôn 
vigente del Estado le imponia. (176) En Espaha, dentro de 
ese mismo esquema destacarâ otra forma de actividad: el fo - 
mento; sus causas a travês del anâlisis del contexte social 
de la êpoca, han sido sehalados por Baena del Alcâzar (177).
Todas estas formas de actividad suponîan un cier- 
to grado de interveneiôn estatal en la actividad de los par­
ticulares, pero era una intervenciôn que se encaminaba a sa- 
tisfacer necesidades individuales de los mismos; a través 
del bénéficié individual - se decia - se beneficiaba a la co 
lectividad. (178)
La evoluciôn social a partir de alli marcarâ tam­
biên una evoluciôn en la concepciôn polîtica del Estado; For 
tshoff ha sehalado en ese sentido cômo el Estado abandona su 
papel pasivo para realizar una actividad de "intervenciôn 
conformadora en el orden social" (179) que supondrâ un re - 
planteamiento de la actividad de la Administraciôn. (180) Da 
dos los limites que necesariamente nos hemos impuesto, ûnica 
mente dejamos esbozadas las lîneas générales de esa evolu 
ciôn.
Lo importante es que, teniendo a la vista ese mar 
co de referencia, se sistematizan las formas de la actividad 
de la Administraciôn;.Policîa, servicio pûblico y fomento se 
rân los criterios para définir a las mismas segûn Jordana de 
Pozas. Partiendo de allî, Garrido Falla ha desarrollado su - 
clasificaciôn en très sectores: coacciôn, fomento y presta - 
ciôn, (181) y Garcia de Enterrîa la suya propia; limitaciôn, 
prestaciôn, fomento, sanciôn y arbitraje. (182)
En todas esas formas de actividad, sea cual fuere 
la clasificaciôn que se estime mâs adecuada, discurre en la 
bora présente, la actividad de intervenciôn del Estado en la 
Economia, a travês de ese papel conformador que se ha sehala
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do, determinado por la necesidad de atender necesidades so­
ciales o colectivas y no ya meras necesidades individuales, 
como suponia el planteamiento original. (183) Basta leer las 
exposiciones de los autores citados en el pârrafo precedente 
para percatarse de ello.
Pero retomando la idea conductora de nuestro plan 
teamiento, es necesario volver ya al tema que nos interesa; 
el resultado que nos proponemos es destacar en quë forma el 
cambio de sentido de la actividad de la Administraciôn ha - 
influldo en la concepciôn del dominio pûblico. Hemos insisti 
do en pâginas anteriores acerca de la importancia que a nue£ 
tro criterio, tiene la nociôn de "fomento de la riqueza na - 
cional" como déterminante del dominio pûblico en el Derecho 
espahol y a la justa valoraciôn que de la misma han hecho - 
Ballbê y otros autores, (184) en oposiciôn al olvido por 
otro sector de la doctrina. (185) Nos atrevemos a sehalar 
que, desde la perspectiva que se ha indicado siguiendo a Bae 
na de Alcazar, (186) se comprende la novedad de la inclusiôn 
de este criterio en el Côdigo Civil espahol.
.Ahora bien, lel simple enunciado de "fomento 
de la riqueza nacional" basta para comprender todo ese cam - 
bio de sentido, no sôlo en la actividad administrativa en ge 
neral, sino en lo que se refiere a la figura del demanio en 
particular? Para dar respuesta a esta pregunta volvamos a 
los autores que le han dado la importancia que merece. Ball­
bê considéra que es en el "orden econômico" donde destaca es 
pecialmente esta funciôn. (187) Sânchez Blanco, que sigue el 
planteamiento anterior, destaca la "importancia que para la 
actual Administraciôn econômica" tiene la idea en examen; 
"Desde la perspectiva de la Administraciôn Interventora - di 
ce Sânchez Blanco - hay que considérer meritoria la labor de 
los redactores del Côdigo Civil al incorporar esta catégorie 
genêrica, tan ajena a la concepciôn liberal que orientô la - 
Codificaciôn". (188)
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Desde este punto de vista y en orden a la considera- 
ci6n actuarl de la figura del dominio pûblico, bastarla con - 
esta nociôn para englober a los nuevos supuestos que determi 
na el régimen de la intervenciôn estatal en las actividades 
econôraicas y ello indudablemente supone un gran avance. Pero 
reparemos que, en sentido contrario, otro sector de la doc - 
trina ha hecho caso omiso de la misma o, en el mejor de los 
casos, la ha relativizado sin darle su real alcance. (189)
A nuestro juicio, esas dudas podrlan despejarse si - 
se readecûa la idea de "fomento". Esta, como todas las for - 
mas de la actividad administrativa en los supuestos clâsicos, 
no se concibe sino en atenciôn a"necesidades individuales" y 
la nueva actividad de la Administraciôn supone la atenciôn - 
de "necesidades colectivas, sociales"/ viendo a la sociedad - 
en su conjunto, (190) de alli que el"fomento" con sus conno- 
taciones individualistas, se quede corto ante la realidad ac 
tuai - a la vista concreta de la figura del demanio - no obs 
tante que el cambio de sentido en têrminos générales, ha si­
do destacado por la doctrina. (191)
Por esta razôn proponemos - siguiendo al jurista ar- 
gentino Bartolomé A. Fiorini - la nociôn de "actividad admi­
nistrativa de promQciôn" conectada con la de "intervenciôn - 
en la economia". La actividad de promociôn en esa perspecti­
va, no se reduce en forma exclusiva a otorgar ayudas finan - 
cieras, como supone la nociôn simple de "fomento"; (192) va 
mâs alla y sus formas y contenidos son diversos, (193) sin - 
que se excluya dentro de la misma la idea de "limitaciôn", - 
lo que supone desde ya una diferencia sensible con la nociôn 
de fomento.
La promociôn no es sinônimo de fomento, si bien este 
se puede incluir dentro de aquella; se puede hablar asi en - 
sentido amplio de "promociôn del desarrollo" como actividad 
estatal, sobre todo en paises como los hispanoamericanos, 
donde la economia planificada como instrumento del desarro -
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llo se impone; (194) pero tambiên de "promociôn del medio - 
ambiente", "promociôn de determinadas actividades econômi - 
cas de interês general" que suponen la tutela administrati­
va de bienes especlficos.
La nociôn que analizamos - actividad de promociôn - 
asociada a la idea de actividad administrativa interventora 
de la economia - ofrece vertientes mâs ricas que la sola 
idea de fomento, concepto êste que por definiciôn excluye - 
la idea de limitaciôn o de coacciôn. La idea, por lo demâs, 
no es ajena a la propia doctrina espahola; asi Garrido Fa - 
lia en su definiciôn de fomento, dice que es "aquella acti­
vidad administrativa que se dirige a satisfacer indirecta - 
mente ciertas necesidades consideradas de carâcter pûblico, 
protegiendo o promoviendo, sin emplear la coacciôn, las ac­
tividades de los particulares, o de otros entes pûblicos 
que directamente las satisfacen"/ (195) al margen de la men 
ciôn de la ausencia de coacciôn, vemos que la idea estâ en 
la definiciôn. Reparando en los marcos estrechos que la no­
ciôn asî entendida supone, Garcia de Enterrîa menciona el - 
"principio de convertibilidad, equivalencia o intercambiab^ 
lidad de las têcnicas de fomento" que se amplia a otras têc 
nicas de limitaciôn (policîa) o de prestaciôn (servicios pû 
blicos). (196)
Sôlamente en esa perspectiva entendemos puede enten 
derse la calificaciôn demanial de bienes como las minas y , 
en general, de los recursos minérales e hidrocarburos, las 
aguas y - con la relatividad que su régimen jurîdico supone 
como se analizarâ posteriormente - de los montes en el Dere 
cho espahol; serâ el mismo caso de los bosques del Estado - 
en el Derecho hondureho.
Repârese, por ejemplo, que la calificaciôn demanial 
de recursos minérales en el Derecho espahol supone la impo- 
siciôn de limitaciones a los particulares titulares del -Sue
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lo, (197) que el Estado puede reservarse para sî la explota- 
ciôn de determinados recursos "cuando puedan tener especial 
interês para el desarrollo econômico y social...” Cart. 7 de 
la Ley espahola de Minas de 21 de Julio de 1973) y que la re 
ciente legislaciôn sobre el sector tiene su fuente nada me - 
nos que en la Ley de 11 de Febrero de 1969 que aprobô el se­
gundo Plan de Desarrollo Econômico y Social y que estableciô 
como finalidad "la ordenaciôn de todos los recursos disponi­
bles al servicio del hombre" (art. 1) sehalando en el aparta 
do d) del articulo sexto que se concéderîa especial aten - 
ciôn "a los recursos naturales, mediante la elaboraciôn de - 
un Programa Nacional de Investigaciôn Minera" (198)
No dudamos de que la idea de "fomento de la riqueza 
nacional" tiene valor en orden a las implicaciones que hemos 
venido formulando, pero estimsunos que no alcanza a llenar 
las nuevas posibilidades que la actividad interventora del - 
Estado en la Economia ha abierto a la figura del dominio pû­
blico, por las propias limitaciones conceptuales que supone; 
allî se encuentra, a nuestro criterio, la poca valoraciôn 
que en conjunto se le ha dado en la doctrina, con las exce£ 
clones que se han sehalado.
En resumen y recapitulando ideas, estimamos que el 
nuevo sentido de la actividad administrativa, determinada 
por la "funciôn conformadora del orden econômico y social" - 
(Fortshoff), abre nuevas posibilidades al dominio pûblico. - 
Este no es mâs que una técnica, un régimen jurîdico especial 
aplicable a determinados bienes en razôn de los distintos fi 
nés o funciones que asume el Estado en un momento histôrico 
determinado; (199) asî lo reconoce, por ejemplo, de Arcene - 
gui en relaciôn con el demanio minero, (200) y lo ha intuîdo 
Ariho Ortiz, "pienso - dice este autor - que quizâ haya que 
acudir a una comprensiôn histôrica y finalista del Estado, - 
al sentido de sus tareas en el tiempo présente y al sentido 
y finalidad que el dominio pûblico ha tenido como técnica de
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creaciôn de poder y de necesaria protecciôn de determinados 
bienes". (201)
La sola consideraciôn del uso pûblico, (202) el ser 
vicio pûblico o "el fomento de la riqueza nacional”, sin re­
adecuar su sentido, no bastan en la hora actual para agotar, 
a través de la afectaciôn de determinados bienes a esos fi - 
nés, todas las posibilidades que se ofrecen a la figura del 
dominio pûblico, en cuanto régimen jurîdico especial, a la - 
luz del sentido amplicimente interventor del Estado en el or­
den econômico-social.
Repârese como reflexiôn final, en torno a estas 
ideas, que la Constitueiôn espahola de 1978, eleva a rango - 
de disposiciôn constitucional a la figura en exâmen en el Tî 
tulo VII dedicado a la "Economia y Hacienda" al lado de dis­
posiciones relatives a la intervenciôn estatal en la Econo - 
mîa, ("mediante ley se podrâ reservar al sector pûblico re - 
cursos ... esenciales" art. 128, pârrafo segundo), o de la - 
planificaciôn "de la actividad econômica general para atende 
a las necesidades colectivas" (art. 131), lo que de por sî - 
es muy significative. Es asî como el artîculo 132 del texto 
constitucional espahol establece que: "I. La ley regularâ el 
régimen jurîdico de los bienes de dominio pûblico y de los - 
comunales, inspirândose en los principles de inalienabilidad 
imprescriptibilidad einembargabilidad, asî como su desafecta 
ciôn" (pârrafo primero) obsérvese como se omiten funciones o 
fines predeterminados y se remite a la ley la regulaciôn de 
las distintas pertenencias, sentando ûnicamente las notas 
mâs caracteristicas del concrete régimen jurîdico. Por otra 
parte, repârese como el mismo artîculo citado en el pârrafo 
segundo déclara como de dominio pûblico "los recursos natu­
rales de la zona econômica y la plataforma continental".
(203) .
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d) El cambio de sentido
Las reflexiones precedentes nos muestran de manera 
indubitable que se ha producido un cambio de sentido en la - 
figura del demanio. Este ya no estarâ limitado a las "perte­
nencias estêriles", a las que se limitaba la concepciôn ori­
ginal decimonônica, que reservaba a los bienes patrimoniales 
la funciôn de ser susceptibles de producir rentas. (204)
Como afirma Fuentes BodelÔn "nadie duda hoy del - 
gran valor que encierran sectores demaniales tan caracteriza 
dos como las aguas continentales (energia hidroeléctrica), o 
las minas (hidrocarburos y minérales radioactives"), de mane 
ra que es frecuente el establecimiento de cânones y tasas en 
las concesiones respectivas. (205)
Sanchez Blanco ha sehalado "el cambio de sentido - 
del dominio pûblico en funciôn de la intervenciôn del Estado 
en la Economia" (206) y constata como Cassarino en la doctri 
na italiana sehala como causa de adquisiciôn de la demaniali 
dad el destino o la conexiôn con la economia nacional (aguas 
pûblicas, bosques, minas). (207) En resumen, el dominio pû - 
blico puede ser objeto de explotaciôn econômica, de acuerdo 
con los intereses générales, como tambiên se ha advertido en 
la doctrina francesa. (208)
Ese aprovechamiento econômico ya no es, en conse - 
cuencia, un limite dogmâtico que interferla con la idea mis­
ma del dominio pûblico. (209) Obsérvese, por otra parte, que 
estos bienes vinculados a las actividades econômicas y por - 
lo mismo intervenidas por el Estado, son, con frecuencia, 
fuente de materias primas para la industrie o recursos no in 
agotables, que requieren, por lo mismo, una explotaciôn ra - 
cional que sôlo puede alcanzarse a travês de la tutela admi­
nistrativa.
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Todo ello ha Incldldo en el cambio de sentido que 
hemos sehalado.
B) EN TORNO A LOS BIENES PATRIMONIALES. SU PUBLIFrCACrON
El patrimonio privado de la Administraciôn se suele 
définir por exclusiôn? son bienes patrimoniales - se afir - 
ma - los bienes pertenecientes a las personas jurîdico-pû - 
blicas que no pueden conceptuarse comprendidas dentro del - 
dominio pûblico, (210). La legislaciôn espahola adopta este 
criterio; asî se desprende del texto de los artlculos 340 - 
en relaciôn al 399 y 344 pârrafo segundo del Côdigo Civil;
1, pârrafo primero de la Ley del Patrimonio del Estado y 5, 
pârrafo primero del Reglamento de Bienes de las Entidades - 
Locales.
Comprends asî, segûn la doctrina tradicional, los - 
bienes no afectados ni al uso, ni al servicio pûblico - ni 
al "fomento de la riqueza nacional" tratândose de bienes e£ 
tataies en el Derecho espahol - y que son objeto, por el 
contrario, en la mayorla de los casos, de una simple explo- 
taciôn financière. Es quizâs la doctrina alemana la que mâs 
ha insistido sobre este ûltimo particular. (211) Los bienes 
asi configurados resultan sometidos en principle a una regu 
laciôn de Derecho privado, si bien con ciertas derogaciones, 
dada la naturaleza de su titular. (212)
Esa es en sintesis la doctrina tradicional; destacan 
como puede apreciarse très elementos que caracterizarîan a 
estos bienes; la ausencia de afectaciôn o de"destino" a fi­
nes pûblicos; su caracter financière, como bienes producto- 
res de rentas; y, por ûltimo, como lôgica consecuencia, su 
sumisiôn al Derecho privado.
La doctrina mâs reciente ha cuestionado, sin embar­
go, ese planteamientO; a travês de la constataciôn del cam­
bio de sentido de las notas tradicionales, como serâ estudia 
do a continuaciôn.
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a) Acerca de la idea de afectaciôn
La afectaciôn de los bienes a un fin pûblico deter- 
minado es la figura clave del dominio pûblico segûn la doc­
trina mâs calificada. Las notas déterminantes de este régi- 
men jurîdico resultan de su afectaciôn a un fin pûblico, a 
una funciôn pûblica; (213) como afirma Garcia de Enterrla, 
la afectaciôn con todas las impiicaciones que suscita, "se 
ha convertido en un problems central de toda la instituciôn 
del dominio pûblico". (214) La idea de afectaciôn era aje- 
na, en cambio, al patrimonio privado de la Administraciôn; 
ese planteamientO ha sido, sin embargo, cuestionado.
En el Derecho francês, por ejemplo, algunos bienes 
afectados al uso o a los servicios pûblicos, se consideran 
no obstante, dentro del patrimonio privado de los entes pû­
blicos; es el caso, por ejemplo, de los caminos rurales, 
parques y jardines pûblicos (cuando no han sido objeto de - 
"adaptaciôn especial"). (215) En el Derecho espahol, Garrido 
Falla constata que "habrâ que admitir la existencia de bie­
nes patrimoniales del Estado afectados a un servicio pûbli­
co (o, al menos utilizados en su funcionamiento) que, no 
obstante, no forman parte del dominio pûblico" y que corres 
ponden al patrimonio del Estado. (216)
Jansse en la doctrina francesa defendiÔ la invali - 
dez de la nociôn de "afectaciôn" como criterio bâsico del - 
dominio pûblico (217) y Siorat ha dicho de la misma que se 
trata de una "nociôn ambigua que no estâ claramente defini- 
da en el Derecho administrativo". (218) Para este ûltimo, - 
la afectaciôn puede entenderse en un doble sentido, como me 
dio de incorporaciôn de un bien al dominio pûblico, en ra - 
zôn de la destinaciôn del mismo a un objeto de utilidad pû- 
blica^ o como acto de gestiôn del dominio privado en virtud 
del cual "la Administraciôn pone un bien dependiente del do
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minio privado a la disposiciôn de un servicio pûblico para 
asegurar su funcionamiento"; (219) esta opiniôn ha sido re- 
cogida en la doctrina espahola por Garrido Falla, "el con- 
cepto de afectaciôn - dice - puede entenderse en un doble - 
sentido: en primer lugar como acto mediante el cual un bien 
determinado de la Administraciôn se incorpora al dominio pû 
blico; en segundo lugar, como un acto de gestiôn del patri­
monio privado de la Administraciôn mediante el cual dicho - 
bien es destinado a una utilizaciôn especifica, con conse - 
cuencias que no tienen su correspondencia con el régimen ci 
vil de la propiedad, pero que no son las de convertir el 
bien en dependencia del dominio pûblico". (220)
Lo importante es constater cômo la idea de destino
a un fin pûblico es perfectamente predicable en la actuali-
dad a los llamados bienes patrimoniales de la Administra 
ciôn, como consecuencia de la evoluciôn operada en el Dere­
cho.
Asî, en opiniôn de Charlier, todos los bienes de la 
Administraciôn, tanto los domaniales como los patrimoniales, 
estân afectados al servicio pûblico. (221) Sin llegar a ese 
extremo, que en todo caso dependerâ del criterio mâs o me - 
nos amplio que se tenga de la nociôn de servicio pûblico, - 
(222) estimamos que los bienes que integran el patrimonio - 
privado, estân afectados, si no siempre a los servicios pû­
blicos o excepcionalmente al uso pûblico, si al menos a un 
fin de interês pûblico, a un fin de utilidad general.(223)
Y es que para ser exactos el interés de la Administraciôn -
no puede ser mâs que el interés general; no existe el inte­
rês privado de la Administraciôn. (224) Todos los bienes de 
la administraciôn estân, en consecuencia, dominados por esa 
idea fundamental; a lo sumo no se podrân considérer compren 
didos los bienes desechados, tratândose de muebles - que 
particularmente no nos interesan por la temâtica de nuestro 
trabajo - o los inmuebles sin un destino pûblico especifico,
(225) para los que, dicho sea de paso, si pueden considérer
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se que rige una regulaciôn mâs prôxima al Derecho privado.
(226) Garcia Trevijano ha resaltado en este sentido cômo la 
idea de destino a un fin pûblico "puede predicarse de la ma 
yor parte de bienes de la Administraciôn". (227)
Esa idea de destino a una finalidad pûblica se nota, 
inclusq,en plena etapa desamortizadora; asi en el Derecho - 
espahol la permanencia en manos pûblicas de determinados 
bienes se justifies - en efecto - por razones de interés pû 
blico. La ley desamortizadora de 1 de mayo de 1855 exceptua 
ba del estado de venta - como ya se ha aludido en otra oca- 
siôn- a"los edificios y fincas destinados o que el Gobierno 
destinare al servicio pûblico" asi como "cualquier edificio 
o finca cuya venta no créa oportuno el Gobierno por razones 
graves", o "los montes y bosques cuya venta no créa oportu­
no el Gobierno" (arts. 2 nûms. 1, 6 y 9). Se puede apreciar 
claramente que la afectaciôn o destino de estos bienes a fi 
nés pûblicos aconsejan su permanencia en manos de la Admi - 
nistraciôn, (228) como se reconoce expresamente respecto de 
los montes en el Real Decreto de 26 de Octubre de 1855 que 
prefijaba los montes del Estado excluidos de la venta.(229)
Lamarque en este orden de ideas ha escrito que " el 
dominio privado, antiguamente considerado ante todo como 
una propiedad de la Administraciôn, caracterizado por su in 
terés puramente patrimonial, ha tendido de mâs en mâs a ser 
considerado bajo el ângulo de una propiedad colectiva donde 
la idea de explotaciôn se debe conectar necesariamente con 
aquélla de la afectaciôn a un fin de utilidad pûblica, por- 
que el interés general es el môvil profundo de toda su ges­
tiôn." (230)
Es évidente entonces que los bienes patrimoniales - 
de la Administraciôn no estân desvinculados del interés pû­
blico, de los fines pûblicos que persigue su titular con su 
actuaciôn. En la doctrina espahola, dadas las implicaciones
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que esa idea amplia de afectaciôn supone en cuanto a la dis 
tinciôn tradicional entre bienes dé dominio pûblico y bie - 
nés patrimoniales, (231) se ha pretendido distinguir la 
idea de "afectaciôn" de la de "adscripciôn"; Ariho Ortiz se 
ha referido especialmente a la cuestiôn y considéra que "la 
adscripciôn de bienes es una catégorie juridica que hace re 
ferencia a una idea de destino, pero que es diferente a la 
"afectaciôn" como elemento déterminante del dominio pûblico*.* 
La afectaciôn supone siempre un "contenido material" a dife 
rencia de la adscripciôn, "que apunta simplements a la vin- 
culaciôn a un sujeto ..., vinculaciôn o destino que es sus­
ceptible de ser llenado de mûltiples finalidades pûblicas 
(al fomento de la produceiôn o el comercio, el mantenimien- 
to de los precios, la investigaciôn la transformasiôn u or- 
denaciôn agraria y también, en algunos casos, el uso gene - 
ral o el servicio pûblico en sentido estricto"). (232)
Llâmese afectaciôn, adscripciôn o destino, es evi - 
dente el cambio de sentido que se ha operado en la forma 
que se ha sehalado. Y no podrla ser de otra manera; si la - 
propiedad privada de los particulares se vincula a fines pû 
blicos, (233) no podrla suceder lo contrario con los propios 
bienes de la administraciôn.
b) Carâcter fiscal
Las notas que sehalamos en los pârrafos anteriores, 
son también aplicables a los bienes que tienen un sentido fi 
nanciero, como productores de rentas, aspecto que tradicio - 
nalmente se ha utilizado para caracterizar a los mismos como 
sometidos a una regulaciôn de Derecho privado.
Y es que no existe razôn para desconocer actualmente 
el aspecto de interés pûblico que tiene esta faceta de la ac 
tividad de la Administraciôn. Charlier opina en este sentido 
que los bienes productores de rentas también resultan vincu-
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lados al servicio pûblico (234) y por ello ”... bien enten- 
dida una actividad que no tienda mâs que indirectamente a - 
los fines superiores comunes procurando sôlamente a la Admi 
nistraciôn, los medios materiales de servirlos, es de todas 
maneras de un interês general innegable", (235) aspecto que 
también ha sido resaltado por Lamarque segûn se ha expuesto 
mâs arriba.
La doctrina espahola también ha reconocido este ex- 
extremo; Garrido Falla afirma en este sentido que "... no - 
puede desconocerse que, en cierto sentido, el propio inte - 
rés fiscal - en cuanto justificante de la propiedad de los 
entes administratives - comporta una faceta del interés pû­
blico ... Se trata pura y simplemente de la contemplaciôn - 
del interês fiscal en si mismo considerado, que por lo de - 
mâs constituye nada menos que el fundamento de la potestad 
tributaria" (236), y en este mismo sentido Parejo Garnir y - 
Rodriguez Oliver reparando en el articule 31 de la Ley espa 
hola de Patrimonio del Estado y 65 de su Reglamento, que 
permiten que el Estado explote por si mismo los bienes que 
pueden ser rentables, afirman que: "... no se comprenderia 
que se estimase contrario al interés pûblico que el Estado 
obtenga rendimientos cuando ello sea posible. No hay razôn 
que permita - continûan - que sôlo sean bienes estatales 
los improductivos, bastando con pensar que los rendimientos 
que se obtienen estân intimamente relacionados con el inte­
rés general", por lo que "résulta claro que el Patrimonio - 
del Estado sirve directamente a los intereses pûblicos". > 
(237)
Estos bienes aûn cuando fueren rentables, tienen 
siempre de manera indubitable un fin distinto al lucro o ac 
tividad de mercado de los bienes de los particulares; los - 
bienes estatales se miden por sus fines y no por su valor - 
econômico; lo primero distingue a la funciôn administrativa; 
lo segundo, en cambio, es propio de la actividad de los par
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ticulares. (238)
La posiciôn contraria queniega ese carâcter a los bie 
nés productores de rentas, corresponde a la idea de un Estado 
abstencionista, en el sentido liberal clâsico, hoy ya supera - 
do. De acuerdo con esta opiniôn, sôlo excepcionalmente debe - 
conserver el Estado bienes productores de rentas y siempre - 
repârese bien - cuando coexistan otras razones de interês ge­
neral; esta es la opiniôn que sostuvo Eerthelemy. (239) Como 
anotan Parejo Garnir y Rodriguez Oliver^en ese esquema "la pro 
gresiva implantaciôn de un sistema fiscal moderne quitaba la 
justificaciôn de que estos bienes fuesen necesarios al Teso - 
ro". (240)
Debemos hacer dos ûltimas observaciones para concluir 
con este aspecto. La primera se concrete en que si los bienes 
de dominio pûblico pueden estar conectados con la gestiôn eco 
nômica, como se examinô en su momento, con mayor razôn no ha­
brâ obstâculo conceptual para que lo mismo sucediera con los 
bienes patrimoniales. La segunda que no es el puro interês 
fiscal lo que define a la totalidad de los bienes patrimonia­
les, repârese, por ejemplo, en el patrimonio municipal del 
suelo en el Derecho espahol, o los terrenos que el Institute 
Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario (IRYDA) adquiere con 
fines de transformaciôn agraria; (241) serâ lo mismo con las 
tierras del Estado afectadas a los fines de la reforma agra - 
ria en el Derecho hondureho.
c) Sometimiento al Derecho privado
Otro aspecto importante que debe ser objeto de consi- 
deraciôn, es el sometimiento de los bienes patrimoniales de - 
la Administraciôn a las normas del Derecho privado. Estos bie 
nés no se diferencian de los de cualquier particular, segûn - 
la doctrina tradicional, y de alli résulta esa regulaciôn, 
aunque reconociendo ciertas derogaciones en funciôn del suje-
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to titular. (242)
Este criterio responde - como se ha advertido reite- 
radamente - a la ideologla de un Estado liberal abstencionis 
ta. Los bienes patrimoniales en ese esquema son bienes "casi 
vergonzantes" utilizando la expresiôn de Villar Palasi,(243) 
y su gestiôn, a cuyos limites se reducla la actividad de pro 
ducciôn de la Administraciôn, no siendo servicio pûblico, de 
bian estar sometidos a las reglas del Derecho privado.(244)
Ya hemos adelantado en parte, cômo ese esquema ha si 
do superado por la doctrina mâs reciente. La nociôn de afec­
taciôn a fines pûblicos - que se consideraba el criterio di£ 
criminador de los dos sectores de bienes que venimos estu -
diando - no es exclusive del dominio pûblico, taunbiên se 
aplica a importantes sectores de los bienes patrimoniales; - 
éstos, se decîa, no estando afectados a fines de interés pû­
blico, estân sometidos a un régimen de Derecho privado.(245)
El interês pûblico - lo hemos expuesto anteriormen - 
te - estâ présente por lo demâs en toda la actividad de la - 
Administraciôn y la gestiôn de los bienes patrimoniales no - 
puede ser la excepciôn. (246) La Administraciôn pûblica no - 
puede actuar como un particular cualquiera, esta es una exi- 
gencia de la legalidad, principle cardinal del Derecho Admi­
nistrativo.
El principle mencionado no se reduce simplemente a - 
la sumisiôn de la Administraciôn a la régla de Derecho, sine 
que también implica la imposiciôn de una especie de régla 
psîcolôgica a la misma, que se traduce en la necesidad de -
que êsta (la Administraciôn) actûe en funciôn del interês pû 
blico; (247) de esta manera, la bûsqueda de ese interês es - 
la condiciôn positiva de la legalidad de la acciôn adminis - 
trativa, (248) lo que implica una diferencia sustancial con 
la actividad de los particulares que actûan motivados por los
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mâs diverses fines, de acuerdo con su interés personal; la Ad 
ministracién, en cambio, ha de actuar siempre a la vista del 
interês pûblico.
El error doctrinario, influido por toda una tradi 
ciôn civilista - como ha advertido acertadamente el profesor 
Fiorini - es buscar en los bienes estatales las notas que se 
predican del dominio pûblico para identificar a êste y des - 
echar luego a todos aquellos en los que no se encuentran, o 
son mâs difusas, lanzândolos a los cuadros del Derecho priva 
do, sin reparar que también sirven a fines pûblicos. (249)
Ese error se ha hecho patente con la evoluciôn de 
las notas cardinales del Derecho Administrativo. La Adminis­
traciôn de promociôn, conformadora del orden econômico y so­
cial, ha superado el viejo concepto de la Administraciôn abs 
tencionista y ha introducido cambios radicales en las conce£ 
ciones de esta rama del Derecho y particularmente en la no - 
ciôn de bienes patrimoniales de la Administraciôn, que es lo 
que en este momento nos interesa destacar particularmente. 
(250)
Los nuevos fines que se ha trazado la Administraciôn 
han revestido de publicidad a los otrora considerados como - 
bienes de propiedad privada de la misma, propiedad entendida 
entonces, como la de un particular cualquiera. Se puede ha - 
blar asî de una "importante revalorizaciôn del patrimonio 
privado del Estado” (250 bis)/ con ellos se busca conseguir - 
fines pûblicos de distinta naturaleza "dignos del mayor respe 
to" como dice Garcia de Enterria. (251)Todo lo anterior ha - 
llevado a un cambio en la legislaciôn y la doctrina respecto 
a la consideraciôn jurîdica de estos bienes.
Es asî como en la doctrina espahola Parejo .Gamir y - 
Rodriguez Oliver analizando el texto de los artîculos 74 y - 
80 - entre otros - de la Ley del Patrimonio del Estado, arri
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ban a la conclusion, acorde por lo demâs con lo expuesto 
hasta acâ, de que "... résulta claro que el Patrimonio del 
Estado sirve directamente a los intereses pûblicos" "Estos 
bienes - continûan - no tienen que estar destinados a los 
intereses dé la Administraciôn ! irrelevantes para la satis 
faceiôn de la colectividad, sino que pueden, normalmente, - 
atender... objetivos especlficamente pûblicos". (252)
Consecuencia de esa nueva regulaciôn es que en el - 
Derecho espahol actual, por ejemplo, los bienes patrimonia­
les de la Administraciôn resultan regulados por normas de - 
Derecho Administrativo y ûnicamente en forma subsidiaria por 
reglas de Derecho privado, civil o mercantil, conforme se - 
desprende del articulo 2 de la ley citada en el pârrafo pre 
cedente que dispone que: "Los bienes y derechos del Patrimo 
nio del Estado, se regirân por la présente ley y subsidia - 
riamente por las normas del Derecho privado, civil o mercan 
til". Esta norma, en palabras de los autores arriba citados,; 
convierte "el ordenamiento comûn en factor normative subsi- 
diario, cuya operatividad se reduce a completar al Derecho 
Administrativo que se traduce en prerrogativas de la Admini£ 
traciôn que exhorbitan la gestiôn normal de Derecho privado. 
(254)
No debe perderse de vista,par otra parte que en el con
cepto de bienes patrimoniales , se incluyen bienes de distin
ta naturaleza, aplicados a distintos fines. El régimen de De 
recho pûblico serâ mâs intenso cuando esos fines pûblicos - 
sean mâs évidentes; pero en caso contrario, cuando esa fina-
lidad no sea patente, el Derecho privado se aplicarâ en for­
ma mâs Clara; es el caso de los inmuebles sin una afectaciôn 
conocida, que no sirven para una funciôn administrativa con- 
creta; es el caso también - tratândose de muebles - de los - 
rezagos o bien desechados, caidos en desuso, supuesto por lo 
mismo mâs frecuente. (255)
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Pero lo mâs importante que debe destacarse es que existen - 
otros patrimonios en los que las regulaciones de Derecho pû 
blico son mâs manifiestas, dada la mayor importancia que re 
visten los especîficos fines pûblicos a que se hallan afec­
tados; es el caso en el Derecho espahol del patrimonio fo - 
restai del Estado - en trânsito hacia el dominio pûblico 
segûn anota su evoluciôn jurîdica -> dâ. patrimonio indus 
trial, que no nos interesa para los fines de nuestro traba­
jo, del patrimonio municipal del suelo, (256) y del patrimo 
nio del Institute Nacional de Reforma y fîesarrollo Agrario 
afectado a sus fines^ regulados todos por disposiciones par­
ticulares que revelan un régimen administrativo mâs depura- 
do.
Podemos concluir entonces afirmando que la existen­
cia de un patrimonio o de diverses patrimonies estatales, - 
no supone un régimen semejante al de los particulares, regu 
lado por el derecho privado. Los bienes estatales se miden 
por sus fines, acordes con el interés pûblico, este es una 
exigencia de la legalidad, segûn hemos expuesto. No puede - 
recurrirse, en consecuencia, a normas de Derecho privado 
cuando esos bienes cumplen o se afectan a actividades admi­
nistratives - fines pûblicos - de acuerdo con leyes especia 
les que establecen regulaciones también especiales; el Dere 
cho Administrativo - como afirma el Profesor Fiorini - exor 
bita el principle jurîdico del derecho de propiedad pri­
vada. (257) El concepto de patrimonio del Estado no tiene,- 
por otra parte, el significado exclusivamente econômico que 
supone el término aplicado a los particulares. (258)
Obsérvese finalmente cômo se ha producido un impor­
tante cambio de sentido; si al principle el patrimonio del 
Estado resultaba sometido al Derecho privado, salve algunas 
derogaciones en consideraciôn al sujeto titular (Barthélémy) 
actualmente los papeles se han invertido; estes bienes re - 
sultan regulados por normas de Derecho Administrativo y el
211
Derecho privado se utiliza casi al nivel de técnicas instru 
mentales. La falta de un destino especifico supone, en cam­
bio, el sometimiento a normas jurîdico-privadas.
IV - CONCLUSION
Las ideas expuestas en los puntos precedentes nos - 
conducen a las conclusiones que resehamos a continuaciôn.
A) S O B R E  LA C R I S I S  DEL D O M I N I O  P U B L I C O
a) La constataciôn de la crisis
La evoluciôn operada en lo que llamaremos - emplean 
do la terminologie alemana - "derecho de las cosas pûblicas? 
tanto en relaciôn al dominio pûblico, como en relaciôn al - 
llamado patrimonio privado de la Administraciôn, en cuanto 
en uno y otro, se han desbordado los esquemas clâsicos, ha 
planteado aJa doctrina lo que se ha llamado "crisis del dom£ 
nio pûblico". (259)
Para constater este extremo basta aludir a las opi- 
niones de Nieto, quien pronostica el abandono de la teoria 
"cuyos dies - dice - estân contadosV (260) y de Gonzâlez Be 
renguer-Urrutia, que afirma también la "crisis por comple - 
to" de la figura en estudio. (261) Una sintesis del proble­
ms puede verse en la obra de Sânchez Blanco que hemos cita- 
do en ocasiones anteriores. (262)
b) Superaciôn del bipartidismo
Las notas que han sido expuestas han conducido a un 
importante sector de la doctrina a poner en duda los funda- 
mentos reales de la distinciôn de los bienes pûblicos que -
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venimos estudiando, la que justamente ha sido calificada co 
mo "artificiosa". (263)
La razôn esencial de esta actitud crîtica reside en 
que las dos categorias del dominio estatal no forman "dos 
bloques monolîticos", (264) en tanto que el régimen aplica- 
ble a las diversas dependencias demaniales no es absolute - 
mente idéntico para todos, sucediendo lo mismo con las de - 
pendencies patrimoniales cuyo régimen implica una cada vez 
mâs Clara publificaciôn, variable tsumbién segûn los distin­
tos sectores que lo componen.
Asî en el Derecho francés Lamarque escribe acerca - 
del"valor relative de la distinciôn"? (265) Auby y Ducos 
Ader descubren fisuras en la misma (266) y Charlier no duda 
en afirmar la "superaciôn del bipartidismo" (267). En la 
doctrina espahola se expresan opiniones en sentido idéntico, 
tal como hemos referido previamente.
El problems se plantea a raîz de la convicciôn cada 
vez mâs firme de que los llamados bienes patrimoniales tam­
bién estân afectados a fines pûblicos, y ello détermina ne­
cesariamente un régimen administrativo con distinta intens£ 
dad, segûn la gravedad de los mismos.
Es curioso observer cômo las crîticas hechas al bi­
partidismo tradicional se centran en torno a la nota de la 
inalienabilidad; (268); ésta, como es sabido, constituye 
precisamente el principio diferenciador del dominio pûblico 
frente al patrimonio privado de la Administraciôn, de acuer 
do con la doctrina tradicional? careciendo êste de una afee 
taciôn a fines pûblicos, se razonaba, era alienable y pres­
criptible, se hablaba asî de una propiedad privada del Esta 
do.
Las opiniones crîticas plantean, como punto de par- 
tida precisamente, que si bien la inalienabilidad es atribu
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to necesario del dominio pûblico, tampoco es exclusive de es 
te. (269)
La inalienabilidad serâ mâs patente en los bienes - 
demaniales, pero también los bienes patrimoniales tienen 
cierta inalienabilidad, aûn cuando de grado menor.
Todos los bienes de la Administraciôn, opina Char - 
lier, son susceptibles de enajenaciôn, siempre que esta haya 
sido soberanamente decidida; esta afirmaciôn es vâlida, siem 
pre en opiniôn del mismo autor, para ambas categorias de bie 
nés? para los bienes del dominio pûblico faltarâ una desafec 
taciôn previa, desafectados los bienes pueden ser enajenados 
(270)? lo mismo sucederâ - aun cuando con una intensidad me­
nor - para los bienes del patrimonio privado afectados.(271) 
Dicho de otra mènera, todos los bienes de la Administraciôn, 
tanto los del dominio pûblico como los del dominio privado, 
estân protegidos contra una alienaciôn no querida, pero cesa 
da su afectaciôn, se vuelven en verdad aliénables. (272)
En igual sentido opina Lamarque, para quien los bie 
nés del dominio privado son aliénables cuando lo exige el in 
terés pûblico, y, al contrario, son inaliénables cuando es - 
tân afectados a los servicios pûblicos y en tanto dure esa - 
afectaciôn. (273) Charlier, en la linea de su razonamiento, 
concluye que en todos los bienes de la Administraciôn hay 
dos clases de rasgos, unos propios del dominio pûblico y 
otros del dominio privado? ambos se mezclan en una proporciôn 
que varia segûn los diversos matices de una a otra clase de 
bienes, de alli que todos los bienes de la Administraciôn 
tengan mâs bien un "régimen mixto". (274)
En la doctrina espahola Gonzâlez Berenguer-Urrutia, 
sometiendo a exâmen cada una de las notas caracterizadoras 
del dominio pûblico y estableciendo en su opiniôn el valor - 
relativo de las mismas, llega a idénticas conclusiones*(275)
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Résulta oportuno observar, por otra parte, que la ena 
jenaciôn del bien puede ser la finalidad ûltima de la afecta­
ciôn, conforme siempre al interés pûblico tutelado por la nor 
ma; es el caso de los bienes que integran el patrimonio muni­
cipal del suelo o del Institute de Reforma y Desarrollo Agra­
rio en el Derecho espahol y en las tierras del Estado afecta­
das a la ejecuciôn de la reforma agraria en el Derecho hondu­
reho.
La consecuencia de esos nuevos planteamientos es la - 
superaciôn del bipartidismo; es hacia alli que, por ejemplo, 
se encamina el Derecho francés, pero quedândose"a medio cami- 
no" segûn opina Charlier. (276)
d) Las causas de la crisis
Es claro que la distinciôn tradicional en dos bloques 
monoliticos ya no es posible; por lo mismo, résulta necesario 
poner en evidencia las causas de la crisis.
Bermejo Vera, analizando el Derecho positive espahol, 
ha puesto al descubierto las causas que producen la ambiguë - 
dad del dominio pûblico en el momento actual y que por lo mi£ 
mo provocan la crisis en torno a su concepto. (277)
Dada la contundencia de las mismas y teniendo a la 
vista la opiniôn de la doctrina de otros paises - francesa 
concretamente - que hemos analizado, considérâmes que, en ge­
neral, la crisis mencionada es provocada por idénticas razo - 
nés.
En primer lugar el autor citado destaca la "generali- 
dad" que se observa a la hora présenta en torno a la figura - 
del dominio pûblico, la que es perturbadora por cuanto con 
ella "se pretenden abarcar tipos de bienes materiales muy di- 
ferentes, no sôlo en su estructura fîsica y esencia propia, -
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sino incluso en la "utilitas" natural o artificial de los 
mismos". ( 278 En segundo lugar aparece la "inconcre - 
ciôn de su contenido", al demanio se ' le caracteriza a travês 
de una serie de notas enunciadas negativamente, asî se dice 
que los bienes del dominio pûblico son inaliénables, impres­
criptibles e inembargables "mientras conserven este carâcter" 
o lo que es lo mismo mientras dure su condiciôn de taies; - 
(279) en relaciôn con esta"inconcreciôn" conviene recorder - 
que en el Derecho italiano, por su carâcter especial en esta 
materia, en cuanto que las dependencias demaniales - y taun - 
bién las del patrimonio indisponible - resultan exclusivamen 
te de la determinaciôn legal, se ha sehalado la falta de"con 
tenido intrînseco sustancial" del demanio. (280) Esta falta 
de concreciôn conduce - siempre en opiniôn de Bermejo Vera - 
a que el dominio pûblico, por lo menos en alguna de sus de - 
pendencias, estâ sometido a un "régimen jurîdico de provisio 
nalidad" que no sôlo perturba, sino que incluso lo desfigu - 
ra; "provisionalidad" que se debe a la idea de afectaciôn, - 
que no siempre es definitive "sino producto de una coyuntura 
especîfica que tiene su origen en muy variadas causas";no se 
trata de que el régimen del dominio pûblico sea provisional 
en todos los supuestos "sino sôlamente que dicho régimen ju­
rîdico se aplicarâ provisional u ocasionalmente a patrimo 
nios o propiedades sustancialmente aiejados de la conceptua- 
lizaciôn real del demanio’f (281)
A estas notas de generalidad", "inconcreciôn del con 
tenido" y "provisionalidad", Bermejo Vera agrega otras dos - 
razones que a su juicio provocan la depauperaoiôn del conce£ 
to"; en primer lugar la duplicidad de Administréeiones Pûbli 
cas cuyas funciones inciden en la gestiôn de determinados 
bienes demaniales; (282) en segundo lugar a la "confusa y po 
co prâctica distinciôn que el ordenamiento vigente (espahol) 
ofrece en relaciôn con el dominio pûblico y el patrimonio 
"privado" de los Entes Pûblicos", teniendo a la vista los ar 
tîculos 113 y 123 de la Ley del Patrimonio del Estado que se
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refieren a la afectaciôn de bienes al demanio o su desafecta 
ciôn para convertirlos en patrimoniales (283), asi, desde 
esa perspective, la "entrada y salida de bienes de la catego 
ria demanial es caprichosal^ (284)
En el fondo de todas esas razones, que consideramos 
évidentes, subyace la idea que reiteradamente hemos expuesto; 
el interês pûblico estâ presente en toda la actividad de la 
Administraciôn y la gestiôn de sus bienes no puede ser la ex 
cepciôn; los bienes de la administraciôn sirven a ésta para 
el cumplimiento de sus fines; en consecuencia no puede con­
ceptuarse la propiedad de la Administraciôn como la de un - 
particular cualquiera; el concepto patrimonio de la Adminis­
traciôn no tiene un sentido puramente econômico, como lo ten 
drîa en relaciôn con los particulares, de alli que la con 
ciencia de ese hecho ha significado que el régimen aplicable 
se haya ido publificando; escaparian ûnicamente los bienes - 
carentes de una afectaciôn especifica,en los que por lo mi£ 
mo ese régimen serâ menos évidente.
Ahora bien, distintos fines provocan distintos regi- 
menes juridicos, descubrir la gravedad de los mismos es por 
consiguiente imprescindible a la hora de configurer un espe­
cifico régimen juridico para determinadas categorias de bie­
nes. Nosotros no descartamos la operatividad de la figura 
del dominio pûblico; reconocemos, por otra parte, la publif^ 
caciôn de los bienes patrimoniales. Destacar criterios vâli- 
dos para unos y otros es, en consecuencia, imprescindible.
B) N U E S T R A  O P I N I O N
Ante las posiciones pesimistas que apuntan a la desa 
pariciôn del dominio pûblico como catégorie juridica noso 
tros oponemos la validez de la técnica, que sigue siendo ope 
rativa y necesaria. Ello no es obstâculo para constater, co­
mo lo hemos hecho, que el llamado patrimonio del Estado ha -
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dejado de ser una simple propiedad sometida al Derecho priva 
do; la evidencia de la afectaciôn o destino a fines pûblicos 
de estos bienes nos dice lo contrario. Lo que si résulta evi 
dente es que la distinciôn tradicional en la que, dicho sea 
de paso, subyace la hace mucho tiempo abandonada teoria de - 
la doble personalidad del Estado (285), ya no tiene base 
real. La evoluciôn del Derecho hace necesario destacar nue - 
vos criterios.
El dominio pûblico es antes que todo una categorla - 
juridica que implica la aplicaciôn de un régimen especial de 
protecciôn y de utilizaciôn a bienes determinados, tutelados 
por el Estado en funciôn del fin o destino esencial al que - 
sirven; régimen que se traduce fundamentalmente en las notas 
de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, 
ademâs de otras como la de potestad de deslinde administrât^ 
vo y la de recuperaciôn de oficio.
Hemos dicho siguiendo a Ballbé, que la funciôn pûbli 
ca en sus diverses modalidades tiene la virtud de atribuir - 
la condiciôn de la demanialidad, a los bienes que se hallan 
afectados a su ejercicio, (286) pero planteâbamos igualmente 
que esta afirmaciôn no significa necesariamente establecer - 
la ecuaciôn "funciôn pûblica = demanialidad", lo que de otra 
manera significa que otros fines pûblicos pueden cumplirse - 
también mediante bienes determinados que no son necesariamen 
te demaniales.
El problems estâ en consecuencia en la determinaciôn 
de la razôn legal para aplicar ese régimen juridico a un con 
junto de bienes determinados; repârese en este sentido que - 
previamente nos hemos inclinado por considerar la califica - 
ciôn legal especîfica, sea en forma express o tâcita (al pre 
didicarse las notas déterminantes ya sehaladas), es la mejor 
manera para obviar la bûsqueda de criterios que siempre se - 
rân relatives.
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El dominio pûblico ha dejado de ser una catégorie - 
absolute y se transforma en una creaciôn normativa, en ra - 
zôn de determinadas funciones administratives; se distin 
guen asi los bienes que sirven a toda la comunidad por su - 
uso; otros, en forma mâs restringida para ciertos servicios 
pûblicos y otros, finalmente, que se definen en virtud de - 
determinadas actividades promocionales, que no son usados - 
por todo el pueblo, pero que concurren sobre valores de in- 
cidencia colectiva générales, como son los intereses econôr 
micos para el desarrollo, el progreso y el bienestar gene - 
ral. (287) Es, atendiendo a estas circunstancias que, enten 
demos, se configura el dominio pûblico en la actualidad.
Ahora bien, dentro de ese esquema, es imposible es­
tablecer en forma rigida, un régimen juridico absolutamente 
idéntico; los distintos fines determinarân diferencias mâs 
o menos sensibles en uno u otro sector, pero lo importante 
que hay que destacar es que al predicar las notas de la de­
manialidad sobre los mismos, se alude sobre todo a la idea 
de permanencia, de estabilidad o de aprovechamiento racio - 
nal, que sôlo puede conseguirse a travês de la tutela admi­
nistrativa, todo ello en funciôn de los intereses de la co- 
lectividad.
El error consiste, a nuestro criterio, en extender 
indiscriminadamente el régimen juridico propio del demanio 
a bienes en los que esa idea de permanencia o de estabili - 
dad es meramente contingente, es alli donde resultan las du 
das acerca de la operatividad de la figura, lo que Bermejo 
Vera ha llamado acertadamente "régimen juridico de provisio 
nalidad".
Es évidente, por otra parte, que los bienes meramen 
te instrumentales o que sirven ûnicamente para los fines in 
ternos de la Administraciôn, no tienen la trascendencia que 
tienen los otros que sirven a funciones esenciales de la
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misma; éstos estarîan sometidos a un régimen de Derecho pû­
blico, pero que no alcanza a la categorla del dominio pûbli 
co, recuêrdese en este sentido que los llamados bienes pa - 
trimoniales estân muy lejos en la actualidad de la concep - 
ciôn tradicional sobre los mismos. La hipervaloraciôn del - 
ceoncepto dominio pûblico conduce a su hipertrofia, como ha 
sehalado Garcia de Enrerrla (288j^ y afirmar este hecho no 
contradice nuestra afirmaciôn anterior de la necesaria créa 
ciôn normativa del demanio; impica ûnicamente observar que 
se pueden cometer excesos que, en todo caso, tienen que ser 
sehalados por la doctrina para su posible correcciôn.
En este sentido la idea de patrimonio del Estado es 
perfectamente compatible con la afectaciôn o destino a fines 
pûblicos determinados; fines que suponen un régimen admini£ 
trativo de grado menor, pero que no puede ser idéntico al - 
de la propiedad privada definida por los Côdigos Civiles. - 
La permanencia de los mismos en manos de la Administraciôn 
subsistirâ mientras sean ûtiles; no son propiedad privada - 
los bienes instrumentales que la Administraciôn utiliza pa­
ra cumplir sus finest el especifico derecho privado de pro­
piedad estatal rige para los rezagos y algunos inmuebles 
sin afectaciôn pûblica, se trata en estos casos de un "pro­
blème de inventarios contables", como destaca Fiorini,(289) 
y pueden ser subastados y enajenados; en los otros, mien 
tras conserven su afectaciôn, esto no serâ posible.
Repârese por otra parte, como ya hemos advertido en 
otras ocasiones, que la afectaciôn de un bien puede signifi 
car precisamente como destino final, su traspaso a manos - 
privadas como consecuencia de la actividad transformadora - 
de la Administraciôn; propiedad que seguirâ aûn en esos ca­
sos, vinculada siempre a fines pûblicos; basta citar como - 
ejemplos los terrenos que adquiere el Institute Nacional de 
Reforma y Desarrollo Agrario de Espaha, destinados a la 
transformaciôn del agro, o los terrenos del Estado en el De
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recho hondureho afectados con fines idénticos.
El concepto de patrimonio de la Administraciôn - pa 
trimonio en todo caso con un significado distinto - es en - 
tonces perfectamente compatible? se incluirân en êl los bie 
nés meramente instrumentales, los bienes cuyo destino es el 
traspaso a particulares con fines de reordenaciôn de estruc 
turas socioeconômicas? y tcimbién los bienes sin un destino 
especifico, para los que - repetimos una vez mâs - las nor­
mas de Derecho Administrativo aplicables tendrân un menor - 
grado de intensidad y, en consecuencia, el derecho privado 
serâ mâs patente.
Se obvia asi la calificaciôn como de dominio pûbli­
co a bienes que no reûnen las notas de su régimen juridico, 
tal como se ha intentado en la doctrina espahola para bie - 
nés como los que integran el patrimonio municipal del suelo 
o las tierras del Institute Nacional de Reforma y Desarrollo 
Agrario. (290)
En resumen, distintos fines crean distintos regime- 
nes juridicos? es el elemento teleolôgico, la finalidad 
apreciada por el legislador, lo que détermina un especifico 
régimen juridico. No hay un ûnico régimen de dominio pûbli­
co aplicable a todas las dependencias demaniales? éstas por 
su heterogeneidad han de estar sometidas a reglas en alguna 
forma variables, pero lo importante es la idea de permanen­
cia, de estabilidad, en funciôn del fin al que estân afeeta 
dos, lo que détermina las notas de inalienabilidad, impres­
criptibilidad, inembargabilidad y las otras que se han seha 
lado.
Existen bienes instrumentales que también se apli - 
can al ejercicio de funciones internas de la Administraciôn, 
y otros cuyo destino acorde con la funciôn transformadora - 
del Estado actual, es su traspaso a particulares con fines 
de readecuaciôn de estructuras, pero siempre tutelados por
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la Administraciôn*y, por ûltimo, bienes sin destino especi­
fico, lo que détermina las consecuencias que se han sehala­
do.
Cobra vigencia asi la tesis de la "escala de la dema 
nialidad" de Duguit, aplicable, no en funciôn de distintos 
grados de afectaciôn al servicio pûblico, pero si a fines - 
pûblicos diversos.
Ya no es posible hablar de un ûnico régimen del do­
minio pûblico y, de idéntica manera, de un régimen de domi­
nio privado de la Administraciôn. Esto no impide que se de£ 
taque la existencia de un régimen dominado por las ideas de 
permanencia, de estabilidad,propios de los bienes del domi­
nio pûblico, pero estos no son los ûnicos bienes estatales 
y no es este el ûnico régimen de Derecho Administrativo.
(291)
(1) "Regimen Jurîdico ..." op. cit. pâg. 13.
(2) En este sentido Alessi, R. "Instituciones ..." II, op.
cit. pag. 395. También en "Principi di Diritto Admini£ 
trativo", I, pâg. 497, Dott A. Giuffre Editore, Milano 
1974; Sandulli, Aldo, M. "Manuale di Diritto Adminis - 
trativo" XII Edizione pag. 523. Jovene Editore, Napoli, 
1974; Fiorini Bartolomé A. "Derecho Administrativo"II 
pag, 294, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1976.
(3) En igual sentido Fiorini, Ibidem. Sayagues Laso, "T r a-
tado..." II op. cit. pag 248. Garrido Falla, "Tratado 
..." II, op. cit. pag. 463, quien habla de "dominio 
del Estado".
(4) Asî en el Derecho espahol, las Entidades locales (Pro-
vincias y Municipios) son también titulares de bienes 
(Arts. 182-83 y 280-81 de la Ley de Régimen Local), Su
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pra nota 112, c a p . III. Ultimamente también las Comun£ 
dades Autonomas pueden ser titulares de bienes a tenor 
de la Constitucion de 1978 (art. 148 que define las p£
sibles competencias). Acerca de la titularidad de las 
Administraciones Pûblicas no territoriales (organismos 
autonomos) véase en el Derecho espahol, Ariho Ortiz, G. 
"La Administracipon Institucional" pags. 341 y sigs. - 
I.E.A. Madrid 1976, que se inclina por la idea de una 
"titularidad fiduciaria"; una referencia también en G£ 
rrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pags. 479.80.
En el Derecho hondureho los Municipios pueden ser tam­
bién titulares de bienes, aspecto que hemos considera­
do en capitulos anteriores; lo mismo sucede con los en 
tes autonomos dotados de personalidad jurîdica.
(5) "Lecciones ..." op. cit. pag. 27.
(6) "Derecho Administrativo ..." Ill, op. cit. pag. 35.
(7) véase Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones ..."op 
cit. pags. 43 y sigs. Fuentes Bodelon al respecto ano­
ta lo siguiente: "Con esta extracomercialidad, inapro- 
piabilidad o indisponibilidad se quiere indicar que no
. son aplicables a estos bienes las réglas y formulas 
que rigen en el Derecho privado^ para los cambios^ que - 
en las cosas pueden establecer sus propietarios, en vi£ 
tud del principio de autonomîa de la voluntad", "Pero 
esta exclusion del trâfico jurîdico-privado - continûa- 
no quiere indicar que no puede existir sobre estos bi£ 
nés un comercio jurîdico pûblico que impide la permanen 
cia y subsiguiente petrificaciôn de los bienes demania­
les en destinos inadecuados al interés general", "Dere­
cho Administrativo ..." op. cit. pags. 71 y 72.
(8) véase a tîtulo de ejemplo, Mayer, "Derechos Administra 
tivo ..." III, op. cit. pags. 112-13; también Barthé­
lémy H. "Traité Elémentaire de Droit Administratif", 
pag. 403 Parîs 1905.
(9) También a tîtulo de ejemplo véase Barthélémy, Ibidem 
pags. 492-93.
(10) Una vision de conjunto sobre el tema aunque de Qontenido 
crîtico en Lamarque, Jean, "Recherches sur l'Applica - 
tion du Droit Privé aux Services Publics Administratifs* 
pags. 369 L.G.D.S., Parîs, 1960 .
(11) En Roma, en efecto, aparecen claros antecedentes de 
las instituciones que estudiamos. A la par de las "res 
extra commercium humani iuris" C'res communes", res pu 
blicae" y "res universitatis") que junto con las "res 
divini iuris" (cosas de los dioses), que se consideran 
afectadas ("publicatio" o "consagratio") al uso de to­
dos o al culto y que por lo mismo no son susceptibles 
de propiedad por los particulares (" extra commercium" ), 
se conceptûa un patrimonio privado - "res in pecunia -
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populi vel universitatis" - perteneciente al Estado - 
("Populos") o a las ciudades ("universitatis"), véase 
Petit,Eugenio, "Tratado Elemental de Derecho Romano", 
pag. 168, Editora Nacional, Mexico 1968; Declareuil,
J. "Roma y la Organizacion del Derecho" pag. 120 ÜTEHA 
Mexico ; debe repararse, sin embarho, que en el Dere - 
cho romano - q a la vista actual de la figura del do­
minio publico - el caracter publico del bien no impl£ 
caba su pertenencia necesaria al Estado siendo esen­
cial, ûnicamente el destino al uso pûblico (Véase Al£ 
ssi R. "Instituciones..." II, op. cit. pag 397). So - 
bre los antecedentes de esta construcciôn romana res­
pecto al dominio pûblico, véase Garcia de Enterrla 
"Apuntes,.." op. cit. pags. 5-8; Alessi "Institucio - 
nes..." II op. cit. p a g . 395-96; Clavero Arévalo,
"La inalienabilidad..." op. cit. pag. 14-20; Mayer 0. 
"Derecho Administrativo..."op. cit. pag 104; Ballbé 
M. voz "Dominio pûblico" EJS pag 772. Tomo VIII, Bar­
celona 1955 ; Villar palasi J.L. "Derecho Administratif 
VO II" (Unidades Didacticas de la UNED), pags 22-23 - 
Madrid, 1977.
(12) Véase Dugùit L. "Traité de Droit Constitutional" III, 
Paris, q930; Garcia de Enterria "Apuntes..." op. cit. 
pag. 12; Villegas Basavilbaso, "Derecho Administrati­
vo" V, Pags. 5-6, Buenos Aires, 19 (este autor siguien 
do a Pelloux considéra que Pardessus en 1806 habla e£ 
tablecido ya una terminologia similar); De Laubedére 
A. "Traité de Droit Administratif", II pag 122 L.G.D. 
J. Paris, 1975 , quien considéra que Proudhon no hi zo 
sino recoger la obra de los comentaristas del Côdigo 
Civil Francés (Pardessus, Touiller, Delvincourt, Du - 
ranton), en este sentido también Lagrange, Maurice, - 
"L'Evolution du Droit de la Domanialité Publiqué", 
pag. 9. R.D.P. 1974. Lamarque, "Recherches..." op.cit 
pag. 24.
(13) En este sentido De Laubardère "Traité..." II op. cit. 
pag. 183. Alessi, "Instituciones..." II. op. cit. pag 
195; Garrido Falla, "Tratado..." II op. cit. pag 565: 
Ballbé M. "Concepto de1 Dominio Pûblico" pags. 28-29, 
Bosch, Barcelona, 1945: Garcia Oviedo-Martinez üseros, 
"Derecho Administrativo" I, pag 377; Sayagues Laso 
"Tratado..." II op. cit. pag 305; Fuentes Bodelôn,"De 
recho Administrativo..." op. cit. pag. 498.
(14) Véase Laubadére, "Traité..." II op. cit. pag. 121. Du 
guit. "Traité..." III op. cit. pag. 344 Lagrange, M. 
"L'Evolution..." op. cit. pags. 5-6.
(15) véase Duguit, "Traité..." III op.cit. pags. 364-65;
De Laubadére, A. "Droit Administratif Special" p a g ,
101 Paris 1970; Lagrange M. L'Evolution..." op. cit. 
pag 6 . Duverger, Maurice "L'affectation des Inmuebles 
Domaniaus aux Services Publics", pag. 208 Bordeaux, - 
1940. Una visiôn de conjunto de la bibliografia fran­
cesa sobre el tema en Garcia de Enterria, "El Dogma - 
de la Reversion de Concesiones", en "Dos Estudios..." 
op. cit. p a g . 48.
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(16) De Laubadére ha observado como juristas del antiguo 
régimen CLoyseau, Domat, Lefevre de la Planche) apoyâii 
dose en las antiguas doctrines romanas (Supra nota 11) 
habla intentado distinguir entre los bienes afectados 
al uso del pûblico (vîas de comunicacion, plazas) sus- 
traldos del dominio del Monarca, de los otros bienes - 
de la Corona; sin embargo, sus argumentos no fueron ja 
mâs acogidos por la doctrina oficial, "Traité ..." III 
op. cit. pag. 121. Véase también Duverger "L'Affecta­
tion ..." op. cit. pa g s ' 208-10. Un resumen de los ar­
gumentos de esos antiguos juristas puede verse en Al­
varez Gendin, S. "Tratado General ..." I, op. cit. 
pags. 441-43.
(17) véase De Laubadére, "Traité ..." III, op. cit. pags.122
y 23, Lagrange, L"Evolution ..."op. cit. pag. 7.
(18) véase Duguit, "Traité ..." op. cit. pags. 344-48.
(19) véase Duguit, Ibidem; De Laubadére, "Traité ..." III op
cit. pag 122^una referencia al tema en Garcia de Ente­
rria "Apuntes ..." op. cit. pag 12. Es importante tam­
bién la referencia que formula Fernândez de Velasco,R 
en su articulo "Sobre la incorporaciôn al Côdigo civil 
espahol de la Nociôn de Dominio Pûblico", pags 123-24 
RFDM nûms. 8-11, Madrid 1942.
(20) "Tratado ..." II op. cit. pags. 446 quien sigue a De - 
Laubadére, (supra nota anterior).
(21) Supra nota 12. -
(22) Citado por Villegas Basavilbaso "Derecho..." I op.cit. 
pag. 6 .
(23) véase Duverger, "L'Affectation ..." op. cit. pags. 217- 
21 .
(24) Citado por Duverger, op. cit. pag 211. Ducrocq préten­
dra apoyarse en el articulo 538 del "Code" que establ£ 
ce en el pârrafo final que "las porciones del territo- 
rio francés no susceptibles de propiedad privada, son 
consideradas como dependencias del dominio pûblico". 
véase también De Laubadére, "Traité ..." III op.cit. 
p a g . 124.
(25) "Traité..." op. cit. pags. 403-04.
(26) Ibidem.
(27) En este sentido, Duverger, "L'Aflactation ..." op.cit. 
pag 212.
(28) "Traité ..." III op.cit. pag. 348 y sigs.
(29) "Definition du Domaine Public" pag 766 y sigs. R.D.P. 
Paris 1931.
(30) Supra nota 28. Es importante observar, no obstante,que 
Duguit relativiza la distinciôn de los bienes en domi­
nio pûblico y dominio privado, asi dice que " séria 
sin embargo mâs exacto" decir "que no hay dominio pri­
vado, sino sôlamente un dominio reducido al extremo p£ 
ra ciertas dependencias que pertenecen al Estado" por
225
no estar afectadas al servicio publico; Ibidem pag. - 
349-50,Un importante analisis de la doctrina de Du- 
guit en Duverger, "L'Affectation ..." pag. 222-24.
Una actualizacion de la tesis de Duguit puede verse - 
en Charlier, Robert-Edoudart, "Les Biens Affectes au % 
Service Public", pags 47 y sigs. en"Perspectivas del 
Derecho Publico en la Segunda Mitad del Siglo XIX. Ho 
menaje a Sayagues Laso, V. I.E.A.L. Madrid 1969.
(31) Supra nota 29.
(32) "Prévois de Droit Administratif" 11^ ed. pag. 638, Pa 
rîs 1927. Un resumen de su doctrina en Fernandez de 
Velasco, R. "Naturaleza Jurldica del Dominio Publico 
segün Hauriou" pags. 230 y sigs. Revista de Derecho 
Privado, Tomo VIII, Madrid 1921.
(33) "Precis de Droit Administratif", 2^ ed. pags. 434-35, 
Paris 1935.
(34) Vease De Laubadère, "Traite ..." III, op. cit. pags. 
123-25; tambiên Sandevoir, P. "La Notion d'Aménage­
ment Special dans la Determination du Domaine Public" 
A.J.D.A. pag. 88, 1966.
(35) Vease Laubadère, "Droit Administratif..." op.cit. - 
pag. 95; Sandevoir, supra nota anterior.
(36) Es fundamental el trabajo citado de Sandevoir. Op. 
cit. pag 95 y sigs. Vease tambiên Lamarque, "Reche^
ches..." op. cit. pag. 373: Charlier, "Les Biens..." 
op.cit.pag.64; De Laubadère, "Traite ..." op.cit. 
pa g . 125-31, tambiên en "Droit Administratif..." op. 
cit. pag. 96 .
(37) Vêase Sandevoir, op. cit. pags. 97-98.
(38) Frente a los criterios extensivos sostenidos por Du­
guit, Haoriou y Bonnard (supra nota 34), surgieron 
opiniones que pretendieron limiter el concepto en re^  
laciôn con los bienes afectados a los servicios pü- 
blicos. Duverger ha analizado detenidamente este te^  
ma y senala los puntos de vista de Jêze (supra notas 
29 y 31), Latournerie (el bien ha de ser "el objeto 
mismo del servicio") y particularmente por lo que nos 
interesa, de Waline. Para este ultimo autor el bien 
afectado al servicio ha de tener un caracter "in­
dispensable" o "irremplazable" de manera que sin êl 
el funeionamiento del servicio o la satisfacciôn de 
una necesidad pûblica se verra afectado, de esa ci£ 
cunstancia dériva su naturaleza demanial; ese carac­
ter "irremplazable" del bien résulta de su "configura 
ciôn natural" o de "disposiciones especiales".(aman^ 
gement special"), de manera que quede "particularmen 
te adaptado a un servicio publico o a la satisfacciôn 
de una necesidad pûblica" X^'Les Mutations Demaniales, 
Paris, 1935; "Precis de Droit Administratif, 1939 
cit. por Duverger, "L'Affectation ..."" op. cit. 232- 
35. Sobre la influencia de Waline en la ultima evolu-
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ciôn doctrinal y jurisprudencial senalada, vêase San­
devoir, "La Notion d 'Aménagement..." op.cit.pags.89 
y sigs.
(39) vêase el estudio de Fernandez de Velasco "Sobre la In 
corporaciôn.. . " op. cit. pags. 1 20-24. Tambiên desta- 
can esta influencia Garcia de Enterria, "Apuntes ..." 
op. cit. pags. 11-13; Garrido Falla, "Tratado ..." II 
op. cit. pag. 463 y sigs.; Garcia Oviedo-Martinez Use^ 
ros, "Derecho ..." I, op. cit. pags. 339 y sigs.; 
Fuentes Bodelôn, "Derecho Administrativo..." op. cit. 
pag. 30.
(40) Supra notas 16-18. Sobre el tema es importante la siii 
tesis que del proceso francês y que explica ese hecho 
histôrico, hace Clavero Arêvalo, "La Inalienabilidad 
..." op. cit. pags. 26-27 por nota.
(4 1) Garcia Oviedo-Martinez Useros, "Derecho ..." I, op. - 
cit. p a g . 2 8 3 .
(42) Proceso en que influirâ decisivamente la recepciôn 
del Derecho romano clâsico a partir del siglo XII, - 
vêase Villar Palasi, "Derecho ... Unidades UNED, op. 
cit. pags. 23-25. Como observa este autor, en el Ba- 
jo Imperio romano se produce un proceso de "subjeti- 
vizaciôn" de las cosas pûblicas al configurarse el - 
Emperador como heredero ünico del "Populos Romano", 
lo que darâ lugar a una confusion en cuanto a su ti- 
tularidad entre las "res publicae" y las "res fisca- 
lis" (vêase Clavero Arêvalo, "La Inalienabilidad..." 
op. cit. pag. 15), iniciandose asî la confusion entre 
dominio y patrimonio que privarâ en la Alta Edad Me­
dia. Es precisamente en este periodo donde esta con­
fusion paralela a la de dominio y soberania y al osc_u 
recimiento de la distinciôn entre derecho publico y 
privado (Supra cap. 1) se hace mas patente. En la Ba­
ja Edad Media, sin embargo, y a lo largo de una evo- 
luciôn de varios siglos, van a aparecer algunas dis- 
tinciones dentro de ese "conglomerado informe de bie^ 
nés" bajo la recepciôn del Derecho romano clasico a 
travês de la escuela de los glosadores; vêase Villar 
Palasi, Ibidem .
(43) Sobre el patrimonio de la Corona y la acepciôn amplia 
de "realengos" vêase lo expuesto en el capitulo I y 
bibliografia alli citada.
(44) "La inalienabilidad ..." op. cit. pags. 20 y sigs. Es 
importante advertir no obstante, que para este autor 
la distinciôn que analizamos" no se encuentra tan di- 
ferenciada" en razôn de la "tendencia medieval ... de 
considerar inaliénables los bienes del Reino", lo que 
arroja confusiôn al respecto. Ibidem, pags.20-21. A - 
pesar de esta observaciôn del autor consideramos que 
es per f ectamente posible establecrer esa distinciôn co_
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mo se analizara en el texto.
(45) Concretamente las leyes I I , H I ,  y VI, del Titulo XVII 
de la Partida 3^.
(46) Vease Clavero Arevalo, "La inalienabilidad ..." op. 
cit. pags. 24-25; una referencia tambiên en Alvarez 
Gendin "Tratado ..." Ill pags. 307-08. Se distinguen 
tambiên en las Partidas otros bienes de uso y perte- 
nencia comunal, es decir, "del comun de cada una cib 
dad o villa", tales como las fuentes, plazas, ejidos, 
"carreras o corren los caballos", montes, dehesas"y 
todos los otros lugares semejantes destos que son es- 
tablecidos u otorgadas para procomunal de cada cibdad 
o villa, o Castillo e otro lugar" (Ley IX, Titulo 
XVII, Partida III) y que por lo mismo s6lo podian ser 
usados por los vecinos, antecedentes claros de los 
bienes comunales actuales en la legislacion espanola. 
(art. 187, Ley de Rêgimen Local) . Reparese, sin embar^ 
go, que en el texto de la Ley citada, se incluyen 
fuentes, plazas y caminos (carreras o corren los caba^ 
llos) que luego se consideraran bienes de dominio pu­
blico (vêase articulo 3, parrafo primero del Reglamen_ 
to de Bienes de las Corporaciones Locales).
(47) La inalienabilidad se deduce segun Clavero del texto 
de la Ley II, Titulo XVII, Partida 3^ que establece - 
la clasificacion de las cosas segun su pertenencia; - 
se distinguen de acuerdo con esta Ley en primer lugar 
las cosas que pertenecen a todas las criaturas, in 
cluidos los animales; en segundo lugar otras que per­
tenecen solamente a todos los hombres; luego las co - 
sas que pertenecen al comun de alguna ciudad, villa o 
castillo (supra nota anterior) ; luego las que pertene^ 
cen a cada hombre y cuyo senorio puede ganar o perder; 
y finalmente, otras que no pertenecen a senorio de 
ningun hombre ni se cuentan en sus bienes. De acuerdo 
con esta clasificacion - siempre en opinion de Clave­
ro - ni el mar, ni las playas, ni los puertos y cami­
nos pueden pertenecer a los hombres particularmente - 
(su "senorio" no se puede ganar o perder)- estan fue- 
ra del comercio" - agregamos nosotros - de alli déri­
va su inalienabilidad, "principio que no es -
necesario proclamarlo" expresamente "por estar en la 
propia definicion de las cosas"; " La Inalienabilidad 
..." op. cit. pag. 25.
(48) La imprescriptibilidad résulta del texto de la Ley 
VII, Titulo XIX de la Partida 3^, segun la cual ni 
las plazas, ni los caminos, ni las dehesas, ejidos o 
cualquier otro bien semejante que son del comun del - 
pueblo (es decir, bienes comunales, supra nota 46)
"non lo puede ningund ome ganar por tiempo"; de este 
principio Clavero deduce tambiên la imprescriptibili-
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dad de los bienes de uso y pertenencia comun a travês 
de un razonamiento logico, "existe aqui - afirma - una 
evidente declaracion de imprescriptibilidad para estas 
cosas del comun de las ciudades que consideramos, con 
mucha mas razon, aplicable al mar, a las playas, a los 
puertos, rîos, caminos, etc. ... que pertenecen a to - 
dos los hombres"; La Inalienabilidad ..."op. cit. pag 
25-26 .
(49) "A la vista de estos conocidos preceptos de las Parti­
das (Supra notas 45 y sigs.) - anota Clavero - puede 
apreciarse suficientemente la existencia de un dominio 
publico, no perteneciente ni al rey ni al patrimonio - 
de la Corona, en el que revive la extracomercialidad - 
de las cosas pûblicas romanas" (supra nota 11), "La 
Inalienabilidad..." op. cit. pag. 26. En este sentido, 
Alvarez Gendin senala que las Partidas no hacen "sino 
reproducir textos consagrados en el Derecho Romano, 
tanto en el Digesto, como en la Instituta," "Tratado 
III op. cit. pag. 308. Se trata de cosas de uso y per­
tenencia comûn; la idea de un dominio pûblico cuya ti- 
tularidad corresponde al Estado es posterior, surge 
con la idea de "personalidad juridica del grupo" (so - 
bre este tema vêase Mayer, O. "Derecho Administrativo 
..." Ill, op. cit. 94-97, tambiên Garcia de Enterria, 
"Sobre la Imprescriptibilidad ..." en "Dos Estudios 
..." op. cit. pags. 98-99; una referencia citando a e^ 
te ûltimo autor en Clavero, Ibidem.
(50) Es curioso advertir como Colmeiro recogeen 1876 esta - 
construccion (Supra notas précédantes) atribuyendo la 
propiedad a la nacion, "Llamanse bienes pûblicos - di­
ce - las cosas que corresponden en plena propiedad a - 
la nacion y en cuanto al uso a todo el mundo, o segûn 
la ley de Partida "pertenecen a todos los omes comuna^ 
mente, en tal manera que tambiên puedan usar dellos los 
que son de otra tierra extrana, como los que moran o - 
viven en aquella tierra do son", "Derecho ..." op. cit. 
pag . 5.
(51) Sobre esta ley y su glosa por Gregorio Lopez que dis - 
tingue en la misma un Patrimonio de la Corona, el Real 
Patrimonio y el Patrimonio privado del rey, vêase lo - 
expuesto en el capi. I. La inalienabilidad que se ana- 
liza en el texto se concrets a los dos primeros; en es^  
te sentido, Clavero anota que "El Patrimonio del Rey - 
era un patrimonio no perteneciente al Estado, mientras 
que con respecto al Patrimonio de la Corona o del Rei­
no se llega a formular una inalienabilidad muchas ve - 
ces quebrantada por los reyes y muchas veces exigida - 
por las Cortes", "La inalienabilidad op. cit.pag.
21 .
(52) Estas ûltîmas se refieren a las minas, salinas, rentas 
de estas ûltîmas, asî como de los puertos y tributos -f 
(ley XI)y "tierras conquistadas a los enemigos de la - 









sobre estas ultimas supra cap. 1 pags. 8 
nota 51.
"La Inalienabilidad ..." op. cit. pags. 21-23 y
"El Dogma ..." en "Dos Estudios..." op. cit.pag.
Il, IV y V, tîtulo XV, partida 2^ y ley I Titulo 
VII Partida 2 ; vêase Garcîa de Enterrîa "El Dogma..." 
op. cit. pags. 49-52.
(57) Supra Cap. I. pag. 15 notas. (59)
(58) "El Dogma ..." en "Dos Estudios..." op. cit. pag.49.
(59) Clavero Arêvalo, "La Inalienabilidad ..." op. cit. 
pag. 24.
(60) Ibidem; tambiên Garcîa de Enterrîa, "El Dogma..." en - 
"Dos Estudios ..." op. cit. pags. 53-54. Supra Cap. I.
(61) Supra nota 51.
(62) "La Inalienabilidad ...." op. cit. pags. 21-22.
(63) Op. cit. pags. 27-28.
(64) Op. cit. pags. 28-29. Clavero alude al derecho francês
en el cual, como oportunamente se ha expuesto, el dom^ 
nio pûblico es una creacion eminentemente doctrinal y 
jurisprudencial, En el Derecho espanol es hasta 1950 - 
que la Ley de Rêgimen Local formula expresamente los - 
principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e - 
inembargabilidad como atributos del dominio pûblico de 
las entidades locales, ademas de los comunales (art.188 
y 284 Ley de Rêgimen Local y 94 de su Reglamento.
(65) Clavero, en torno al tema, dice lo siguiente"... en E^
pana la ley desamortizadora de 1 de mayo de 1855 decl^ 
ro en estado de venta todos los predios rûsticos y ur-
banos pertenecientes al Estado. Pues bien, ni el artî-
culo 1 ni el 2 de dicha ley declararon nada en orden a
la venta o excepciôn de venta del mar, playas, rîos, -
cauces, caminos, puertos, puentes, etc. La realidad 
era que ni la declaracion de venta, ni la excepciôn - 
de venta eran necesarios, pues, como siempre, la i n a ­
lienabilidad de taies bienes se daba por supuesta... - 
Sin embargo, y esto es muy significative - continûa
el apartado primero del artîculo 2 de la citada ley ex 
ceptuaba de la venta a los "edificios y fincas destina 
das, o que el Gobierno destinase al servicio pûblico". 
Conforme a la ley citada y "en orden a su posibilidad 
de enajenacion" - continûa - se distinguen très situa- 
ciones: "a) unos cuya venta se ordena; b) otros que no
obstante estar incluîdos en la orden de venta, se ex - 
ceptûan de ella, taies como los edificios y fincas des^ 
tinados al servicio pûblico; y c) otros que ni siquie-
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ra hay que mencionar al tratar de la enajenacion, por- 
que tales bienes resultam incompatables con la venta . 
Asî tenemos - recalca - junto a unos bienes patrimonia 
les unos edificios destinados a servicios pûblicos y - 
un dominio pûblico c l â s i c o Y , "La Inalienabilidad ... "
op. cit. pag. 28.
(66) Vêase "Tratado ... " II op. cit. pag. 467-68.
(67) "Sobre la Incorporacipon ..." op. cit. pags. 120-22; - 
asî lo reconoce tambiên Garrido F., Ibidem.
(68) Dicho Preambulo establece que "Por dominio pûblico de 
la Nacion entiende (la Comision Redactora) el que a ê£ 
ta (la Naciôn) compete sobre aquellas cosas cuyo uso - 
es comûn por su propia naturaleza o por el objeto a ' 
que se hallan destinados, taies como, por ejemplo, las 
playas, rîos, etc. Su caracter principal es ser inali^ 
nables e imprescriptibles* Y por dominio particular del 
Estado, entiende el que a este compete sobre aquellas 
cosas destinadas a su servicio, o sea a la satisfacciôn 
de sus necesidades colectivas y no al uso comûn, cosas 
de las que dispone como los particulares de las que - 
constituyen su patrimonio: taies como los montes, minas 
fortalezas y edificios militares"; la cita transcrita 
es tomada de Fernandez de Velasco, "Sobre la Incorpora 
cion..." op. cit. pag. 122; vêase tambiên Garrido F. - 
"Tratado ..." II, op. cit. pag. 468. Reparese que los 
ejemplos de bienes patrimoniales que se citan se han - 
ido publificando lo que demuestra la notable amplia 
cion del concepto que se observera posteriormente.
(69) Defiende la idea de este cuarto criterio Ballbê, "Con­
cepto ..." op. cit. pag. 41, mas recientemente Sanchez 
Blanco, "La Afectaciôn de Bienes al Dominio Pûblico", 
pags. 39-41, Sevilla 1979. En contra, por ejemplo, Ga­
rrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pag. 524, que 
considéra a estos bienes como afectados al servicio pu 
blico; en igual sentido Fuentes Bodelôn, "Derecho Admi^ 
nistrativo..." op. cit. pags. 456-57 ; Parejo Gamir-Ro 
driguez Oliver los consideran como afectados al servi­
cio pûblico con algunas modulaciones, "Lecciones..." 
o p . cit. p a g . 285.
(70) En este sentido Ballbê, M. "Concepto..." op. cit. pag. 
39-40; Sanchez Blanco, "La Afectaciôn..." op. cit.pag. 
37-38; Guaita, A. "Derecho Administrativo ..." V, op. 
cit. pag; Una crîtica al sistema seguido por el Côdigo 
en Fernandez de Velasco, "Sobre la Incorporaciôn ..." 
op. cit. pag. 114-119, mas recientemente recogiendo el 
mismo planteamiento Parejo Gamir, "Protecciôn Regis 
tral y Dominio pûblico", pags. 6-7. Edit.Rev. de D.Pri^ 
vado, Madrid, 1975.
(7 1) Son tambiên inaliénables, imprescriptibles e inembarqa 
bles (art. 188 Ley de Rêgimin Local y 94 del Reglamen­
to de Bienes) .
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(72) vêase Fortshoff, "Tratado..." op. cit. pags. 487-92."La 
disposicion privada de las cosas pûblicas - agrega el 
autor que citamos - solo es lîcita con la medida en - 
que no perjudique a su afectaciôn a una finalidad pû - 
blica", Ibidem, pags. 489-90; Fleiner, F. anota, que - 
las cosas pûblicas estan sometidas generalmente al do­
minio privado de una persona que ordinariamente, no 
obstante, es una corporaciôn de Derecho Pûblico CEsta- 
do o Municipio), excepcionalmente pueden pertenecer 
tambiên a un particular, vêase "Instituciones de Dere­
cho Administrativo" (trad.cast.de Alvarez Gendin) ,pags . 
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pags. 122-23 (cita como ejemplos los caminos, 







yas de mar ) .
"Las Iglesias son los ûnicos edificios pûblicos que se 
admiten en esta categoria privilegiada", dice M ayer(su­
pra nota 81). "En particular - afirma - las Iglesias no 
solamente son los lugares donde se realiza el culto di- 
vino sino que por su misma existencia, son un acto de 
ese culto. Estan construîdas en honor de Dios, Por lo - 
tanto, si el Estado reconoce que el culto es equivalen­
ts a la Administraciôn Pûblica (en el D, aleman) las 
Iglesias representan por si mismas una parte de aquêl, 
o por hablar con el lenguaje de nuestro Derecho adminis^ 
trativo, ellas producen directamente la utilidad pûbli­
ca de la cual se trata en esta rama de la Administra 
ciôn", p a g . 126.
Op. cit. pag. 127
"Instituciones ." o p . cit. pag
Ibidem, pag. 283 (incluyendo la posibilidad de embargo 







(93) "Con frecuencia - anota - el fin pûblico , a que hace- 
mos referencia, oculta el aspecto de Derecho privado - 
en la cosa pûblica. La doctrina dominante, supone, con 
fundamento, que las cosas pûblicas estan sujetas a una 
ordenaciôn de Derecho privado en tanto que no les sea 
aplicable el Derecho pûblico". Ibidem, pag. 285; supra 
nota 72.
(94) "Tratado de ..." op. cit. pag. 483-84, infra nota 99.
(95) Op. cit. pag. 482, Supra nota 72.
(96) Ibidem.
(97) "La reciente evoluciôn administrative - anota - ha he­
cho problemâtica en algunos aspectos la separacion en­
tre el patrimonio fiscal administrativo con criterio - 
de economicidad y la restante masa de bienes estatales 
que sirven directamente fines de la Administracion". - 
En este orden de ideas observa que es frecuente que el 
Estadoparticipe en auxilio de determinadas empresas die 
ficitarias "cuando el interês pûblico pareciera exigir 
lo contrario", de igual manera intereses extrafiscales 
han hecho que el Estado haya creado muchas empresas en 
forma autônoma, de lo que concluye que "Hoy no es pos^ 
ble separar como antes el interês fiscal del soberano". 
"Pero en el Derecho positivo - continûa - estos cambios 
no han encontrado apenas eco; asî que no se puede 11e- 
var muy alla la distinciôn descrita entre patrimonio - 
fiscal y patrimonio admnistrativo". Ibidem, pags.482 - 
83. Reparese que Fortshoff escribe Cdespuês de la 2 
guerra mundial, dato muy importante para comprender el 
nuevo rasgo que se apunta en sus observaciones.
(98) Op. cit. pag. 483.
(99) Ibidem; se observa acâ otra diferencia con el sistema 
de Fleiner; este ûltimo - recordêmoslo - distingue las
"cosas de uso pûblico" del "patrimonio administrativo" 
(cosas afectadas a los servicios pûblicos), Fortshoff 
en cambio, incluye dentro del concepto "patrimonio ad­
ministrativo" a unos y otros.
(100) Op. cit. 487.
(101) Supra notas 25 y 26) Obsêrvese, no obstante, que Bert- 
helemy excluye del dominio pûblico a los bienes afecta 
dos a los servicios pûblicos.
(102) Supra nota 72.
(103) ...
(104) "Instituciones ..." II op. cit. pag. 395-97; tambiên 
en "Principi ..." I", op. cit. pags. 498-99.
(105) Infra notas II, 16 y 42.
(106) "Instituciones ..." II, op. cit. pag. 397.
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(107) Op. cit. pag, 398. Esta distinciôn es recogida en el 
art. 10 del Reglamento de Ejecuciôn de la Ley de Contan_i 
lidad del Estado de 1888 e influye en la misma la doctr^ 
na germânica que distingue entre un patrimonio fiscal, - 
un patrimonio administrativo y las cosas pûblicas, Ibi - 
d e m .
(108) "Instituciones ..." II op. cit. pags. 395 y 430.
(109) "Manuale ..." op. cit. pag. 525 y 527.
(110) Alessi, "Instituciones ..." I, pag. 398; Sandulli, op. - 
cit. pag. 528.
(111) 0 a las Regiones, como senala Sandulli, op. cit. pag.
528 .
(112) Alessi, "Instituciones ..." II, op. cit. pag. 400.
(113) Sandulli, "Manuale ..." op. cit. pag. 528.
(114) "Instituciones ..." II, op. cit. pag. 400. Debè reparar-
se, no obstante, que en el ordenamiento italiano, el do­
minio pûblico - y con mayor razôn ei "eventual" - puede 
pertenecer a cualquier ente territorial (Estado, Regiôn, 
Provincias, Comunas), vêase Sandulli, "Manuale ..." op. 
cit. pags. 526 y 528.
(115) vêase Alessi, "Instituciones ..." II, op. cit. pags.402 
y 427-29.
(116) Supra nota, 114.
(117) El artîculo 823 del Côdigo Civil italiano establece que
"Los bienes que integran el dominio pûblico son inalié­
nables y no pueden ser objeto de derechos a favor de -
terceros, sino en la forma y con las limitaciones esta- 
blecidas en las leyes correspondientes". La imprescrip­
tibilidad se desprende, tanto de su inalienabilidad co­
mo de la circunstancia de que estos bienes no pueden 
ser objeto de posesiôn por particulares (art. 1,145 Cô­
digo Civil italiano). Sobre este tema vêanse los auto - 
res citados, Alessi, "Instituciones..." II, op. cit. 
pags. 405-09 y Sandulli, "Manuale ..." op. cit. pags. - 
554-55 .
(118) Quedan bajo la titularidad del Estado los "parques na - 
cionales" y las "réservas", vêase Sandulli, op. cit. 
p a g s . 537-38 .
(119) Alessi observa en este sentido cômo "no se establece 
una inalienabilidad como para los bienes demaniales, si^  
no una inalienabilidad limitada, sometida a limitacio - 
nés de naturaleza diversa" entre las que destaca dos c^ 
tegorîas : por un lado, "limites formales", que détermi­
na la necesidad de que la enajenaciôn se someta a dete£ 
minadas formalidades ; de otra "limites sustantivos" con 
sistentes "en la indicaciôn mas o menos concrete, de 
las condiciones de hecho en presencia de las cuales so­
lamente puede ser permitida la enajenaciôn". En cuanto
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a los bienes "verdaderamente sujetos a un fin determina- 
do" - por otra parte - "se permite la enajenacion unica- 
mente cuando tal destino se respete" (enajenacion a 
otros entes pûblicos o a los concesionarios del servicio 
pûblico al que esta destinado el bien), "Instituciones - 
..." II, op. cit. pag. 432-33.
(120) "Manuale ..." op. cit. pag. 557.
(121) Cassarino considéra en este sentido a los bienes de int£ 
res histôrico, arqueolôgico, paletnolôgico, paleontolôgi 
CO Y artîstico (bienes demaniales conectados con la cul­
tural Y a las aguas, minas y bosques que particularmente 
nos interesan (bienes demaniales conectados con la econo 
mîa nacional), "La Destinazione dei Beni degli Enti Pu - 
blici" pag. 26 Milan 1962, citado por Sanchez Blanco,
"La Afectaciôn ..." op. cit. pag. 38.
(122) Vêase Alessi, "Instituciones ..." II, op. cit. pag. 433;
Sandulli, "Manuale ..." op. cit. pag. 558-59.
(123) Vêase Alessi, op. cit. pag. 434.
(124) Alessi, Ibidem, pag. 400-02; Sandulli, "Manuale ..." op. 
cit. pag. 525-26.
(125) Una perspective, amplia de la polêmica amplia que se sus­
cité en la doctrina italiana en torno a la bûsqueda de - 
ese criterio sustancial, puede verse en Alessi, op. cit. 
pags. 400-01.(por nota); tambiên con una exposiciôn am - 
plia de esas tesis, Villegas, Basavilbaso, "Derecho..."
V, op. cit. pags. 57-72.
(126) vêase Sandulli "Manuale ... op. cit. pags. 525 y 557.
(127) Supra nota 120.
(128) Supra nota 121.
(129) El côdigo Civil vigente en Honduras es de 1906. El pri- 
Côdigo fue dictado en 1880 y es fundamentalmente el mi^ 
mo actual, inspirados ambos en el Côdigo de Chile de 
1857 redactado por Andrés Bello. En 1898 se promulgô un 
nuevo côdigo que derogô al anteriorde 1880 y que tomo como 
modelo al espanol de 1889; los articulos 355 a 361 de - 
ese côdigo reproducen casi textualmente los articulos 
338 al 345 del actual Côdigo Civil espanol, con la ûni- 
ca salvedad de lo dispuesto en el art. 342 (bienes del 
Patrimonio Real) por razones obvias. El actual Côdigo 
volviô al modelo chileno como reacciôn a crîticas que - 
senalaban la vigencia de instituciones como los censos, 
foros, el matrimonio canônico, que habian sido suprimi- 
dos por la legislaciôn liberal de 1880 (Mariano Vazquez, 
"Impugnaciôn al Côdigo Civil de 1898", pags. 64 y 258-59, 
Tegucigalpa, 19 15). Lamentablemente en lo que a-la materia 
objeto de nuestro estudio concierne, la vuelta al mode­
lo chileno signified un retroceso, dada la mayor clari- 
dad y sistematizaciôn del Côdigo espanol en este aspec­
to .
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(130) Que se conecta con las doctrinas de Proudhon, Ducrocq 
y Berthelemy; el Côdigo civil hondureno atribuye la 
propiedad a la naciôn en parecido sentido a la opiniôn 
.de Colmeiro en el Derecho espanol. (Supra nota 50).
(131) Por ejemplo, los articulos 674 del Côdigo Civil de Co­
lombia; 571 del de El Salvador; 477 y 478 del de üru - 
guay. Una visiôn panoramic* de las principales codif^ 
caciones hispanoamericanas y sus modèles puede verse - 
en Ballarîn Marcial, "Derecho ..." op. cit. pag. 83.
(132) Esta es tambiên la opiniôn de la doctrina chilena que 
comenta el Côdigo Civil de ese pais; en ese sentido Vo  ^
danovic C., Antonio "Curso de Derecho Civil", II pags. 
110-11, Santiago 1957. Alessandri Rodriguez, Arturo, - 
"Derecho Civil" pags. 115-16, Santiago, 1937; Varas 
Contreras, Guillermo, "Derecho Administrativo", pags . 
185-86, Santiago 1948. En el derecho colombiano que en 
esta materia sigue tambiên las mismas fuentes (Supra - 
nota anterior) puede verse en igual sentido. Vidal Pe£ 
domo "Derecho ..." op. cit. pag. 502.
(133) "Curso ..." II, op. cit. pag. 106. En parecido sentido 
Varas Contreras, "Derecho ..." op. cit. pag. 187.
(134) "Sobre todo en Bielsa, "Derecho Administrativo", II, - 
pags. 419 y sigs. Buenos Aires, 1947. Una crîtica de - 
la misma en Villegas Basavilbaso, "Derecho ..." IV, o p , 
cit. pags. 109-10, tambiên en Marienhoff, "Tratado de 
Dominio Pûblico", pags. 115-116, Buenos Aires, 1960.
(135) Asî Villegas Basavilbaso, Ibidem, pags, 109-12; Marien 
hoff. Ibidem pags. 115; Diez,Manuel Maria, "Derecho Ad 
ministrativo", IV, pags. 370-72, Buenos Aires, 1969; - 
Fraga G, "Derecho ..." op. cit. pags. 363-67; Serra Ro 
jas, "Derecho ..." op. cit. pags. 169-70. En contra, - 
aunque se limitan a comentar las disposiciones de los 
Côdigos Civiles de sus respectives paîses que se refie 
ren ûnicamente al uso pûblico (Supra nota 131), Saya - 
gues Laso, "Tratado..." II, op. cit. pag. 262 y Vidal 
Perdomo',' Derecho..." op. cit. pag. 502. Para los aut£ 
res chilenos.Vease lo expuesto en el texto. La legisl^ 
ciôn costarricense se refiere al uso y al servicios pu 
blico como criterios determinadores del dominio pûbli­
co (art. 261 del Côdigo Civil de ese Paîs).
(136) Es el caso del petrôleo en Venezuela y Ecuador, de las 
minas en Perû y, como se estudiara en su momento, de - 
los bosques en Honduras. Una referencia en cap. III, - 
nota 41.
(137) vêase Garcîa de Enterrîa=Fernandez R., "Curso ..." op. 
c i t . p a g . 135.
(138) No pueden negarse, en efecto, los claros antecedentes 
romanes (supra nota II) ni los antecedentes medievales 
fundamentalmente en el Derecho histôrico espanol, como 
se ha expresado en el texto al abordar la doctrina es-
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p anola.
(139) En este sentido, Garcia Trevijano establece que "El a^ 
venimiento del constitucionalismo transfiere la titul^ 
ridad de todos los bienes del Reino a la Nacion, con - 
cepto este que représenta la maxima aspiraciôn de las 
ideas libérales", vêase "Titularidad y Afectaciôn Dema 
niai en el Ordenamiento Juridico Espanol", pags. 14-16 
RAP, num. 29.
(140) Mayer reconoce, por ejemplo que la consagraciôn legis- 
lativa de las"cosas pûblicas" es producto de "las gran 
des codificaciones del Derecho civil de fines del si - 
glo XVIII y comienzos del XIX" ("Derecho Administrati­
vo..." op. cit. pag. 97. Alessi reconoce la influencia 
francesa en la construcciôn del Côdigo Civil italiano 
de 1863 y afirma que "Como reacciôn a los principios 
del Estado feudal surgiô la categoria de los bienes - 
dominales y la teorxa del dominio pûblico", "Institu - 
ciones ..." II, pags. 396-97.
(141) Supra notas 16-18.
(142) Esta es la justificaciôn de la ley citada, vêase Bert-
helemy, "Traité ..." op. cit. pag. 501.
(143) Vêase Berthelemy, op. cit. pag. 497-98. "El hecho de - 
poseer un inmenso dominio explotado - dice este autor- 
no acredita a un Estado porque el crêdito esta involu- 
crado por la propiedad, ûnicamente si la propiedad es
facilmente enajenable". Ibidem. En Espaha, Santa Maria
de Paredes escribia en 1888 en sentido parecido que 
"... tampoco el Estado puede ser propietario mas que - 
de aquellos bienes que necesita para la satisfacciôn - 
de sus necesidades y si por circunstancias histôricas 
es dueno de bienes que no necesita para atender direc­
tamente a los servicios que ha de realizar, no debe 
conservarlos como origen de renta, sino procurar su 
enajenaciôn para invertir su producto en la amortiza - 
ciôn de las deudas o en obras de utilidad general""Cur 
so de Derecho Administrativo", pag. 661, 2 edic. Ma -
drid 1889. Ya Jovellanos decia en 1795 refiriêndose a 
los baldios "si el interês individual es el primer in£ 
trumento de la prosperidad de 1 a agricultura, sin duda 
que ninguna ley sera mas contraria a los principios de 
la sociedad, que aquellas que en vez de multiplicar, - 
han disminuido este interês, disminuyendo la cantidad 
de propiedad individual y el nûmero de propietarios 
particulares . . . Ll6s paîses mas ricos en baldîos son , 
al mismo tiempo, los mas despoblados ... la enajenaciôn 
de los baldîos multiplicando la poblaciôn con las sub- 
sistencias, ofrecerâ a este mal el remedio mas justo , 
mas pronto y mas fâcil que puede desearse... Reduzcan- 
se a propiedad particular los baldîos y el Estado logr^ 
ra un bien incalculable ... "Informé..." op. cit. pags 
60-6 2 .
(144) "Apuntes..." op. cit. pags. 199-200.
(145) En la tesis de Berthelemy, supra notas 25 y 26.
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(146) Sobre la evoluciôn de estas ideas en el Derecho francês, 
vêase Berthelemy "Traité ..." op. cit. pags.493-98. En - 
el Derecho espanol se aclaran en este sentido las dispo­
siciones de la Ley Desamortizadora de 1855, que excluyô, 
como ya sabemos, a "los edificios o fincas destinados o 
que el Gobierno destinare al servicio pûblico", los mon­
tes y bosques cuya venta no créa oportuno el Gobierno" , 
los terrenos de aprovechamiento comûn" y "cualquier edi- 
ficio o finca cuya venta no créa oportuno el Gobierno 
por razones graves" (art. 2 nûms. 1, 6 , 9 y 10) Supra no^  
ta 65.
(147) "Traité ..." op. cit. pags. 493 y 496.
(148) "Apuntes..." op. cit. pag. 200.
(149) Las minas e hidrocarburos que constituyen el sector dem^ 
niai de mas fâcil encuadre en este supuesto en el Derecho 
espanol, como parece indicarlo el mismo artîculo 339, pa 
rrafo segundo del Côdigo Civil, han sido calificados por 
un sector de la doctrina, no obstante, como afectados al 
uso pûblico, por razôn de su aprovechamiento privativo; 
en este sentido Entrena Cuesta, "El Dominio Pûblico de - 
los Hidrocarburos", pags. 336-38, RAP. n® 29; si bien die 
be precisarse que para el autor citado "esta afectaciôn
- al uso pûblico - se ha efectuado pensando en el fomen- 
to de la riqueza nacional", Ibidem. En parecido sentido 
opina Garrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pag.518. 
Sobre el tema, con una crîtica para estas opiniones, 
Fuentes Bodelôn, "Derecho Administrativo ..." op. cit. 
p a g . 391.
(150) Supra lo expuesto en pag. i7onota 70.
(151) Vêase Parejo Gamir "Protecciôn Registral..." op. cit. 
pag. 5.
(152) Como anota Fuentes Bodelôn "La falta de fijeza de este - 
concepto en su concreciôn histôrica, donde se ofrece co­
mo el acarreo de elementos tan dispares como el patrimo­
nio de la Corona, "res extra commercium" romanas, cosas 
comunes, dominio eminente y en el que han contribuîdo 
factores polîtico-econômicos (colonizaciôn, agronomiza - 
ciôn y la opuesta pecuniarizaciôn, desamortizaciôn, de - 
fensa del poder politico) e ideolôgico^jurîdicas (comun^ 
tarismo existencialista, individualismo decimonônico, ju 
ridificaciôn) provoca su desdibujamiento en el cuadro l£ 
gico institutional, dando lugar a lo que Lalinde llama - 
el paralogismo histôrico en el que la ordenaciôn lôgica 
ha sido rota por la evoluciôn histôrica, originando en - 
consecuencia, un producto confuso y rebelde al tratamien 
to jurîdico", "Derecho Administrativo ..." op. cit. pag. 
35 .
(153) Vêase**bemanialitê Publique, Propreté Administrative et - 
Affectation" pag. 5. R. du Doit Public et de la Science 
Politique, Tomo 6 6 , L.G.D.J. Paris 1950.
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(154) Sobre la nociôn de afectaciôn se ha construîdo la teorîa 
moderna abandonando la antigua idea de la "naturaleza de 
los bienes" (Dudrocq) . Vêanse las opiniones de la doctrj^ 
na francesa (Duguit, Jeze, Hauriou, Bonnard y la doctri­
na posterior). Una visiôn de conjunto de la doctrina es­
panola sobre el tema (Garcîa de Enterrîa, Garrido Falla, 
Clavero A., Entrena C.) puede verse en Sanchez Blanco,
^La Afectation ..." op. cit. pag. 17 y sigs. Opiniôn crî­
tica acerca de la idea de afectaciôn es la de Jansse, L. 
("Les Traits Principaux du Regime des B^ens du Domaine - 
Public", Parîs, 1938), citado por Laubadère quien réfuta 
su tesis en "Demanialité Publique ..." op. cit. pags. 6- 
10. Sobre la posiciôn de Jansse, tambiên referencias en 
Sanchez Blanco, op. cit. pag. 21 y Garcîa Trevijano "Ti­
tularidad y ..." op. cit. pag. 17.
(155) Supra nota 149.
(156) Reparese en la previa nociôn de uso pûblico como crite­
rio ûnico para définir el dominio pûblico (Proudhon, Du­
crocq, Berthelemy), ampliado luego a la afectaciôn al 
servicio pûblico (Duguit, Jèze Hauriou, Bonnard) en el - 
Derecho francês.
(157) En el Derecho francês, por ejemplo, son parte del domi - 
nio privado de la Administraciôn los caminos rurales y - 
los paseos pûblicos (no adaptados especialmente, "non 
amenagees* a pesar de su uso pûblico, lo mismo que cier- 
tos bienes utilizados directamente por los servicios pû­
blicos en los que no hay una "adaptaciôn especial"; vêa­
se De Laubadere, "Traité ..." op. cit. p a g . 134. De allî 
ha surgido la idea de "adaptaciôn especial"supra notas 36
38 . En ]a doctrina èSpanola Garrido Falla sostiene que es cri- 
ticable la sumisiôn al rêgimen del dominio pûblico de la 
totalidad de los bienes afectados al funeionamiento de - 
los servicios pûblicos o al uso pûblico,de lo que se de£ 
prende que habrâ bienes que no obstante esa afectaciôn -
habran de ser calificados como patrimoniales, "Tratado
..." II, op. cit .pag. 476-77; en parecido sentido Gar -
cîa de Enterrîa, "Apuntes ..." op. cit. pag. 22.
(158) "Apuntes ..." op. cit. pag. 22.
(159) "Traité ..." III, op. cit. pags. 351-53.
(160) "L'Affectation ..." op. cit. pags. 236 y sigs. Una refe­
rencia importante a este autor en Garcîa de Enterrîa,
''Apuntes ..." op. cit. pags. pags.21-22. Maroger tambiên 
se refiere en un planteamiento similar a la distinciôn en 
tre un "dominio administrativo" y un "dominio pûblico" - 
("L'Affectation a l'usage public des biens des Patrimoi­
nes Administratifs", Parîs, 1942). cit. por Laubadère, - 
"Demanialité Publique ..." op. cit. pag. 9.
(161) En este sentido estimamos que los bienes comunales en el 
Derecho espanol, siendo inaliénables, imprescriptibles e 
inembargables (art. 188 Ley de Rêgimen Local), son bienes
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de dominio pûblico, afectados a un fin pûblico: el apro­
vechamiento comunal de los vecinos de determinado muni^i 
pio (art. 187 de la ley citada), aûn contra la expresa - 
calificaciôn legal como bienes patrimoniales, (art. 183 
ley citada). En este sentido se pronuncia, por ejemplo, 
Garrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pags. 533-34. 
El tema es muy discutido en la doctrina, pero a pesar - 
de la calificaciôn de patrimoniales, la configuraciôn - 
de su rêgimen jurîdico apunta a la conclusîôn que hemos 
senalado (asî Fuentes Bodelôn los define como "cuasi-de^ 
maniales", "Derecho Administrativo ..." op. cit. pags. 
469 y 486-87); estimamos que la calificaciôn como patrimo 
niales obedece al viejo dogma liberal de que todo lo que 
représente una utilidad econômica - y el aprovechamiento 
comunal de los vecinos lo es - debe quedar sometido al - 
Derecho privado, pero las notas déterminantes de su rêg_i 
men jurîdico, demuestran lo contrario. En contra, Nieto, 
"Bienes ..." op. cit. pags. 296-97.
(162) "Derecho ...." V, op. cit. pags. 88-89.
(163) vêase Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones ..." op. 
cit. pag. 12. Garcîa de Enterrîa entiende tambiên que - 
siendo el dominio pûblico antes que todo "una têcnica - 
jurîdica construîda por el Derecho" que puede utilizarse 
"con motivaciones materiales muy distintas", "Hay que - 
acudir siempre, en definitive, a datos de Derecho posi­
tivo y no a fôrmulas vagas", "Apuntes ..." op. cit. pag. 
22.
(164) Garcîa de Enterrîa, Ibidem.
(165) "Lecciones ..." op. cit. pag. 13-14.
(166) El mêrito de esta construcciôn se debe a Ballbê. Vêase - 
"Concepto..." op. cit. pag. 39 y sigs. tambiên en voz 
"Dominio Pûblico", EJS, op. cit. pag. 782 y sigs.
(167) Ballbê y Sanchez Blanco destaca a la afectaciôn a la de­
fense nacional como un cuarto criterio delimitador del - 
dominio pûblico (supra nota 69), y si bien êste no puede 
considerarse como una modalidad de la funciôn administra 
tiva, es, en toda caso, un aspecto de la funciôn polîti- 
ca del Estado; funciôn administrative y funciôn polîtica 
no son mas que dos especies de la funciôn pûblica, de la 
funciôn estatal, que juntes tienen la condiciôn de atri- 
buir la demanialidad a los bienes que resultan afectados 
a los fines que suponen. Vêase Ballbê, "Concepto... " op. 
cit. pags. 52-53; Sanchez Blanco, "La Afectaciôn ... " 
op. cit. pag. 42.
(168) Ibidem.
(169) "La Afectaciôn ..." op. cit. pag. 42.
(170) Asî, Alessi dice que "la funciôn administrative se desa- 
rrolla no sôlo a travês de actividades administratives 
sino tambiên mediante bienes determinados ... que consti 
tuyen los bienes pûblicos", "Instituciones ..." II, op.
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cit. pag. 395, Forshoff observa que "las cosas pûblicas 
son aquellos objetos del Estado u otros ôrganos adminis^ 
trativos que se hallana directamente al servicio de los 
fines de la Administraciôn ..." "Tratado . . op. cit. 
pags. 483. Una referencia amplia a la doctrina no espa­
nola en Sanchez Blanco, "La Afectaciôn ..." op. cit. pag. 
43 .
(171) Garcîa de Enterrîa senala como ejemplo que "la afecta - 
ciôn consiste en destinar el bien al cumplimiento de una 
funciôn pûblica respecto de la cual el bien opera como 
base material de su funcionamiento", luego establece que 
^se proclama la inalienabilidad precisamente por la nec^ 
sidad de defender el cumplimiento de la funciôn pûblica 
... Con la inalienabilidad se garantiza, por tanto, la - 
inseparabilidad de los bienes de la funciôn pûblica", 
"Apuntes ..." op. cit. pags. 24 y 62-63. Parejo Gamir y 
Rodriguez Oliver senalan que "como lo distintivo de las 
Administraciones es servir al interês general y por ello 
son necesarios los bienes por su valor instrumental, ca- 
be concluir que lo que entiende como demanio no esta so­
metido a limites preconstituîdos" "Lecciones ..." op. 
cit. pags. 12-13. Clavero Arêvalo opina que teniendo el 
dominio pûblico por base la idea de afectaciôn, debe en- 
tenderse por êsta "el destino a una funciôn pûblica que 
se da a ciertos bienes de la Administraciôn", "La Inali^ 
nabilidad ..." op. cit. pag. 35.
(172) En este sentido, Ballbê, "Concepto ..." op. cit. pag.294
(173) vêase Fiorini, B. "Derecho ..." II, op. cit. pag. 294.
(174) vêase Jordana de Pozas, "El Problema de los Fines de la 
Actividad Administrative" pag. 15 RAP. n® 4.
(175) vêase Garcîa de Enterrîa-Fernândez R., "Curso ..." I, op. 
cit. pag. 19, Garcîa de Enterrîa, "Apuntes ..." op. cit. 
pags. 277-78; Garrido Falla, "Tratado ..." op. cit. pag. 
140 y sigs.; Jordana de Pozas, "El problema ..." op. cit. 
pag. 13; Villar Palasî, "La Actividad Industrial del Es­
tado del Estado en el Derecho Administrativo" pags. 54 - 
57; Guaita A "Derecho Administrativo ..." I, op. cit. 
p a g s . 16-17.
(176) vêase Sanchez Agesta, "Principios ..." op. cit. pag.570; 
Garrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pag. 143;Fio- 
rini, "Derecho ..." I, op. cit. pag. 215.
(177) Si reflexionamos un momento, advertiremos que - anota 
Baena - dada la mentalidad liberal que vedaba la inter - 
venciôn y las caracterîsticas de la estructura econômica 
espahola del siglo XIX (y aûn ahora), era natural que fu^ 
ra en Espaha y no en otros paîses donde se diera mas im-
portancia al fomento, Con esto no queremos decir - cont^
nûa - que en otros paîses europeos no se ayudase de una
forma u otra a la iniciativa privada, sino simplemente -
sehalar el motivo por el cual la doctrina espahola, h»-
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ciêndose eco de una legislaciôn dictada por una inelud^ 
ble necesidad econômica, ha dado tan gran importancia - 
al fomento ..." "Rêgimen Jurîdico ..." op. cit. pag.96.
(178) Sanchez Agesta, "Principios ..." op. cit. pag. 572; Fio^ 
rini, "Derecho ..." II, op. cit. pag. 219, Supra nota - 
29, cap. II.
(179) "Tratado ..." op. cit. pags. 102 y 169, supra nota 15 , 
cap. II.
(180) Vêase Villar Palasî, "La Actividad ..." op. cit. pag. - 
57 y sigs.
(181) "Tratado ..." II, op. cit. pags.156-57, su desarrollo - 
en paginas siguientes.
(182) "Apuntes..." op. cit. pags. 278-79, su desarrollo tam - 
biên en las paginas siguientes.
(183) Vêase Fiorini, "Derecho ..." II, op. cit. pag. 227, San 
ches Agesta, "Principio ..." op. cit. pags. 569-72.
(184) Supra nota 70.
(185) Supra notas 149 y 155.
(186) Supra nota 177.
(187) "Concepto ... op. cit. pag. 49.
(188) "El mêrito es, a nuestro juicio, continûa acertadamente
Sanchez Blanco - tanto mas notable, cuanto que el Côdi­
go mas prôximo en el tiempo, como el Côdigo Civil itali^ 
no, no han incorporado como criterio expreso de la dem^ 
nialidad la idea de bienes de interês para la economîa 
nacional, y ha obligado a elaborar a la doctrina la idea 
de destino econômico de los bienes como déterminante de 
uno de los criterios de la demanialidad. La categorîa de 
fomento y la incorporaciôn normativa de esta categorîa - 
al Derecho positivo espanol - continûa - significa un lo^  
gro normativo especialmente apreciable al considerar 
construcciones doctrinales extranjeras que constatan el 
cambio de sentido de la teorîa del dominio pûblico en 
funciôn de la intervenciôn del Estado en la Economîa "La 
Afectaciôn..." op. cit. pag. 38.
(189) Supra notas 149 y 155. En cuanto a la "relativizaciôn" - 
es ilustrativo el parrafo de Garcîa de Enterrîa-Fernan - 
dez R . , que transcribimos: "... bajo esta denominaciôn - 
(dominio pûblico) - se comprenden unos tipos de bienes - 
afirman - de propiedad de la Administraciôn, que se afec 
tan a servir de soporte fîsico a una determinada funciôn 
pûblica, propia de la Administraciôn propietaria, fun 
ciôn pûblica que puede ser, o bien un uso pûblico (cami­
nos, calles, etc.) o bien un servicio pûblico estricta - 
mente tal (ferrocarriles, instalaciones militares, escu^ 
las) ... Pues bien, la têcnica que ahora nos interesa, - 
continûan los autores citados, consiste en extender esta 
categorîa de bienes demaniales a cosas que no estan voca
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das a servir de soporte fîsico a una funciôn pûblica - 
propiamente dicha (uso pûblico, servicio pûblico), s^ 
no a producir bienes dentro del trafico privado; es el 
tipo de bienes demaniales que el art. 339 del Côdigo - 
Civil llama "destinados al fomento de la riqueza naci£ 
nal" y son concretamente dos: aguas y minas", "Curso - 
..." I, op. cit. pag. 134.(Los subrayados son nuestros).
(190) Supra nota 183. Sanchez Agesta constata en ese sentido 
como la Declaraciôn francesa de 1789, sôlo acusa la pr£ 
sencia del intervencionismo, como fundamento de priva - 
ciôn de la propiedad "en caso evidente de necesidad pû­
blica" (supra pags. 71 cap. II); en cambio, siglo y 
medio mas tarde, la Declaraciôn Universal de 1948 "descri^
be esta acciôn positiva del Estado - (el intervencio - 
nismo) - como limite de los derechos y libertades para 
satisfacer las justas exigencias del bienestar general 
en una sociedad democrâtica", "Principios ..." op. cit. 
pag. 569.
(191) Asî Garcîa de Enterrîa "Apuntes ..." op. cit. pag. 312 
y 318; Garrido Falla, "Tratado ..." II, op. cit. pags. 
305-06, 311; Guaita, "Derecho Administrativo ..." II,op. 
cit. pags. 10-11 Baena del Alcazar, "Rêgimen Jurîdico 
..." op. cit. pags. 95 y 98 mediante el fomento - opi­
na este ûltimo autor - el Estado, a travês de la Admini^ 
traciôn, viene a romper el esquema de la libertad indiv^ 
dual en la vida econômica, puesto que mediante esta for­
ma de actividad la ayuda, la encauza y en definitive la 
contrôla. Solo que el control se fortalece al desapare- 
cer la situaciôn polîtica que implica el Estado liberal 
clâsico y al adopter el Estado de nuestros dîas una ac­
tividad decididamente interventora". op. cit. pag. 98.
(192) Afirmaciôn que no supone desconocer otras têcnicas de - 
fomento como las honorîficas y las de carâcter jurîdico 
("dispensas frente a leyes o reglamentos administratives 
de carâcter prohibitive"); vêase Garrido Falla, "Trata­
do ..." II, op. cit. pags. 313-17 y 329-30; Garcîa de En 
terrîa, "Apuntes ..." op. cit. pags. 314-15. De lo que - 
no cabe duda es que la mayor importancia la tienen las - 
medidas de contenido econômico; vêase lo pertinente en - 
los autores citados en la nota precedente.
(193) Sobre el tema, Fiorini "Derecho ..." I, op. cit. pags. - 
215 y sigs.
(194) Op. cit. pag. 221.
(195) "Tratado ..." op. cit. pag. 306.
(196) "Apuntes ..." op. cit. pag. 315. Vêase tambiên la biblio 
grafîa citada por Garrido F., op. cit. pag. 305, aûn 
cuando expresa una opiniôn en contra, (Garrido) Ibidem.
(197) En relaciôn con los llamados "recursos de la Secciôn A) 
puede verse Montés, "La Propiedad ..." op. cit. pag. 126 
-127; vêase tambiên de Arcenegui, Isidro E., "El Demanio
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Minero . Regimen Juridico-Administrativo de las Minas, 
los Hidrocarburos y los Minérales Radiactivos", pag. 27, 
Civitas, Madrid, 1979. Sobre el demanio minero en gene­
ral, Fuentes Bodelôn, "Derecho Administrativo ..." op. 
cit. pag. 385 y sigs. Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, 
"Lecciones ..." op. cit. pags. 173 y sig. Garcîa de En­
terrîa, "Apuntes ..." op. cit. pag. 163 y sigs. y el su 
pra indicado libre de de Arcenegui.
(198) vêase la exposiciôn de Motives de la citada ley de Mi - 
nas de 21 de julio de 1973.
(199) Esta precisiôn nos acerca a la conocida tesis de Villar 
Palasî de la que la naturaleza jurîdica del dominio pû­
blico se resumen en una "têcnica administrativa de inte^ 
venciôn". (Vêase "Derecho ... II, UNED, op. cit. 20-21). 
En este mismo sentido, Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, - 
"Lecciones ..." op. cit. pags. 5-10. Sin embargo, esti­
mamos que la Administraciôn tiene una verdadera propie­
dad pûblica sobre estos bienes, para lo cùal hacemos 
nuestro el argumente expuesto por Fuentes Bodelôn: "es 
significative - dice este autor - que cuando estos bie­
nes cambian de destino, y son desafectados de la utili- 
zaciôn pûblica, se convierten en patrimoniales, sobre - 
los que no hay duda existe una propiedad que no puede - 
haber surgido de la nada", "Derecho Administrativo ..." 
op. cit. pag. 40. Es importante, a efectos de evitar 
equîvocos, la idea que propone Garcîa Trevijano, susti- 
tuir propiedad por "titularidad" que supone un concepto 
mas expresivo, vêase "Titularidad y ..." op. cit, pag.
1 2 .
(200) Refiriêndose a los distintos sistemas de ordenaciôn de 
las minas desde el "fundiario" a la "nacionalizaciôn" 
dice que "... sobre un mismo objeto ... se han dado re^  
gîmenes jurîdicos diversos, en muchos casos opuestos, 
lo cual da a entender que han sido las necesidades mani^ 
festadas al legislador en un momento determinado las 
que han llevado a êste a adoptar soluciones legislati - 
vas que mejor las paliasen .. . Esta calificaciôn - la - 
actual de las minas - supone una prueba ..., como asî - 
mismo del valor que tiene la idea de conformaciôn de la 
realidad para que un bien, o una clase de bienes - dem^ 
nio minero - se utilice en sentido positivo", "El Dema­
nio ..." op. cit. pag. 27.
(20 1) "La Administraciôn Institucional (Bases de su Rêgimen - 
Jurîdico)", pag. 346. lEA, Madrid 1972.
(202) En torno a las reflexiones initiales vale la pena repa- 
rar como la afectaciôn al uso pûblico (caminos, rîos, - 
etc.) se conecta con la idea de policîa en el Derecho - 
del "antiguo rêgimen" (vêase Mayer, "Derecho ..." III, 
op. cit. pag. 94), pero que se conserva aûn en Hauriou 
" (bienes protegidos por las reglas pénales de las comun_i 
caciones") supra nota 32.
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(203) De Arcenegui observa, sin embargo, cômo esa déclara - 
ciôn excluye a los recursos naturales de otras zonas, 
lo que podrîa suponer su adscripciôn a las Comunida- 
des Autônomas, planteando que la norma asî redactada 
supone un vacîo. Vêase "El Demanio ..." op. cit. pag. 
29. En torno a las implicaciones del artîculo 132 
constitucional sobre el rêgimen general de la propie^ 
dad privada en Espaha, vêase Montes, "La Propiedad , 
..." op. cit. pags. 207-09.
(204) vêase Fuentes Bodelôn, "Derecho Administrativo..." op 
cit. pags. 36-37.
(205) Ibidem. Garcîa de Enterrîa no descarta la posibilidad 
del "lucro que se obtiens de los bienes demaniales" 
vêase "Apuntes ..." op. cit. pag. 14, tambiên pags. 
37-38. vêase nota 189.
(206) "La Afectaciôn ..." op. cit. pag. 38 tambiên pags. - 
27-30 y bibliografîa allî citada. Supra nota 188.
(207) Ibidem, supra nota 121.
(208) vêase Lagrange, M, "L'Evolution ..." op. cit. pags.14 
y 18; tambiên las citas que de Denoyer ("L'Explota - 
ciôn du Domaine Public" LGDJ, Parîs, 1968) y de De - 
Soto ("Responsabilité de l'Etat a raison d'un permis 
de Construire sur le Domaine Public Llegalment Accor 
dê", RDP, 1977) hace Sanchez Blanco, "La Afectaciôn 
..." op. cit. pags. 27-28 . En este mismo sentido Ber^ 
mejo Vera, quien siguiendo al citado trabajo de De- 
noyer constata que en el siglo XIX aparecen ya"tîmi- 
damente"tendencias encaminadas a la explotaciôn ren­
table del dominio pûblico, ahora consolidades, vêase 
"El Enjuiciamiento Jurisdiccional de la Administra - 
ciôn en relaciôn con los Bienes Demaniales", pag.125, 
RAP. n°83 (1977) .
(209) Reparese tambiên en este sentido que la explotaciôn 
del dominio pûblico puede verse desconectado de los 
intereses de la colectividad, cuando tratândose de - 
servicios pûblicos montados sobre los mismos, "se 
instrumenten simples apoyos a los concesionarios que 
no tienen présentes a aquellos^ vêase Sanchez Blanco, 
"La Afectaciôn ..." op. cit. pag. 62 y bibliografîa 
allî citada.
(210) Supra nota 13.
(211) vêanse las opiniones de Mayer, Fleiner y Fortshoff - 
que oportunamente fueron expuestas. Es notorio el 
contraste de la opiniôn de Fortshoff en este sentido 
y su idea de la Administraciôn conformadora del or - 
den econômico y social, no obstante que al respecto 
expresa algunas matizaciones. Supra nota 97.
(212) Refiriêndose a los bienes patrimoniales, Berthelemy 
decîa: "Una idea general domina esta teorîa: las re­
glas ... no so^nverdaderamente principios de Derecho
245
Administrativo? son mejor dicho, derogaciones del Dere 
cho civil; son desviaciones del derecho comûn, exigidas 
por las circunstancias que se trata de proveer y por 
la consideraciôn de las personas ficticias cuyos inte 
reses entra en juego", y agrega "Por mucho que se en- 
tienda la ficciôn de la personalidad moral que perm^ 
te asimilar colectividades a individuos ... una perso^ 
na que es "todo el mundo" no actûa igual, aûn por me­
dio de représentantes, que un.ciudadano cualquiera y 
no se explicarîa que en lo que le atane, el derecho - 
comûn se aplicarâ sin cambios ..." "Traite ..." op. - 
cit. pags. 492-93. Vêase tambiên Garrido Falla, "Trar 
tado ..." II, op. cit. pag. 568.
(213) Una perspective amplia de la doctrina en torno al te­
ma puede verse en Sanchez Blanco, "La Afectaciôn ..." 
op. cit. pag. 11-21. Supra nota 154.
(214) "Apuntes ..." op. cit. pag. 22.
(215) Supra nota 157.
(216) "Tratado ..." II, op. cit. pags. 476-77. Supra nota - 
157.
(217) Citado por De Laubadère, "Domanialitê Pûblique ..." - 
op. cit. pags. 6-10; supra nota 154.
(218) "La Notion D'Affectation en Matière Domaniale" pag. - 
866 RDP, 1958.
(219) Op. cit. pags. 570 y 879).
(220) "Tratado ..." II, op. cit. pag. 486.
(221) "Les Biens Affectés ..." op. cit. pag. 67.
(222) Sobre el concepto amplio o estricto de la nociôn de - 
servicio pûblico y sobre la crisis de êsta puede ver­
se Garrido Falla, "Tratado..." op. cit. 341 y sigs. - 
Sobre la evoluciôn de esta nociôn Auby, J.M. y Ducos- 
Ader, R., "Grands Services Publics et Enterprises Na­
tionales" pags. 21 y sigs. Presses Universitarires,Pa 
ris, 1975, Vêase tambiên Vidal Perdomo, "Derecho ..." 
op. cit. pags. 231 y sig. con una exposiciôn complé­
ta sobre el tema.
(223) En este sentido, Lamarque, "Recherches ..." op. cit. 
pag. 508.
(224) El motor de la actividad de los particulares es el de_ 
se o de obtener ventajas personales,.en cambio, el de 
la actividad de la Administraciôn es esencialmente des^ 
interesado, persigue el bien comûn, es el interês ge­
neral, la utilidad pûblica lo que constituye la moti- 
vaciôn de su activifad; sobre el tema vêase Rivero 
Jean, "Droit Administratif", pags. 10-11, Dalloz, Pa­
ris, 1969 .
(225) En este sentido Fiorini, "Derecho .. .." II, op. cit. 
pag. 353. Siorat tambiên distingue entre un dominio -
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privado afectado a los servicios pûblicos y un dominio 
privado no afectado."La Notion..." op.cit.pags.868
(226) Vêase Fiorini, op. cit. pag. 318.
(227) "Titularidad ..." op. cit. pag. 16.
(228) "Ya en el Estado individualista decimonônico - dice -
Garrido Falla - las corrientes desamortizadoras sign^ 
ficaron un intento de justificar la titularidad de to 
dos los bienes de las entidades pûblicas por su ads - 
cripciônia servicios o fines pûblicos ..." vêase "El D£ 
minio Privado de la Administraciôn" pag. 440. Homena- 
je a Jordana de Pozas, I.E.P. Madrid, 1961.
(229) En el preambulo del mismo se dice que "al exceptuar -
de la enajenaciôn ... se satisfizo sin duda una nece­
sidad del Estado y de los pueblos y se consultaron - 
no solamente las atenciones siempre crecientes de la 
agricultura y de la industrie, sino tambiên la de cier 
tas localidades cuyo bienestar depende en gran manera 
del arbolado y de su benêfica influencia en la régula 
ciôn y la pureza de la atmôsfera (Se ha consultado - 
"Legislaciôn Administrativa Espanola del Siglo XIX, - 
pags. 1251. Fernandez R .-Santamarîa.)
(230) "Recherches ..." op. cit. p a g . 508.
(231) vêase una sîntesis del cuestionamiento en Sanchez 
Blanco "La Afectaciôn ..." op. cit. p a g . 17-21 y 51 y
sigs .
(232) "La Administraciôn ..." op. cit. pag. 354-55. El autor 
se refiere concretamente a la adscripciôn de bienes a 
los entes autônomos (art. 80 de la ley espahola de Pa 
trimonio del Estado), pero entendemos que sus implica 
ciones son mas amplias como se desprende del propio - 
texto citado.
(233) Supra notas cap. II, y 69 cap. III
(234) Supra nota 30.
(235) "Les Biens ..." op. cit. p a g . 6 8 .
(236) "El Dominio Privado ..." op. cit. p a g . 441.
(237) "Lecciones ..." op. cit. p a g . 229.
(238) En este sentido Fiorini, B. "Manual de Derecho Adminis^
trativo" p a g . 992, Buenos Aires.
(239) "Desde el punto de vista econômico - dice - generalmen 
te se reconoce que es poco ventajoso para una naciôn 
conservar.y explotar administrativamente vastes domi- 
nios con el objeto de obtener ingresos. Solo de modo 
excepcional y con motives particulares como se presen 
ta cuando se trata del dominio forestal, que la pro - 
piedad del Estado se justifies" "Traité..." op. cit. 
p a g . 496.
(240) "Lecciones ..." op. cit. p a g . 298.








"La Actividad Industrial 
O p . c i t . p a g . 71.
Villar Palasî comentando
op. cit. pag. 73.







esta postura tradicional dice 
postura, la actividad de la 
dirige a la consecuciôn de un 
interês publico debe someterse a la disciplina del De^  
recho pûblico, de modo que si détermina su voluntad a 
travês de esquemas privatîsticos, ello implica la au- 
sencia de un interês pûblico ..." Ibidem, pag.71.
Como dice Mesa-Moles Segura A.^las cosas .que pueden 
ser necesarias al Estado para atender a la realiza 
ciôn de sus fines, quedan vinculadas por modo necesa­
rio al fin mismo y como el Estado no puede apartarse 
de su fin, esta de hecho imposibilitado de emplearlas 
con otro propôsito que no sea el de satisfacer la ne­
cesidad pûblica sentida; por ello no puede tener es - 
tas cosas en la misma forma y con la misma finalidad 
que los particulares ..." este autor entiende que el 
Estado debe desprenderse de los bienes que no necesi­
ta para atender sus fines, si bien en la medida en - 
que las necesidades pûblicas varîen, "variarâ tambiên 
en extensiôn e intensidad la actividad econômica del 
Estado y el caudal de cosas utiles de que se haya de 
proveer", vêase "Sobre la Propiedad Pûblica en el De­
recho Administrativo" pags. 111-13, "Estudios dedica- 
dos al Profesor Garcîa Oviedo" Vol I,
Lamarque, "Recherches ..." op. cit. 
a Vedel (Droit Administratif", pags
Ibidem.
Sevilla, 1954.
c itandopag . 514,
144-175.
"El correcto mêtodo - dice el Profesor Fiorini - sera 
distinguir la presencia del mîtico dominio pûblico, - 
donde la doctrina desde el comienzo opone dominio pû­
blico a dominio privado del Estado, para luego acep - 
tar la presencia de bienes que sin ser del dominio pu 
blico tienen cometidos similares y que, sin embargo, 
no pueden ubicarselos como bienes privados del Esta - 
d o ..." "Derecho ..." II, op. cit. pag. 294 .
En este sentido Fuentes Bodelôn expresa que "a conse- 
cuencia de la primera guerra mundial se darâ un giro 
bastante acusado en la importancia que deben tener 
los bienes patrimoniales respecto a los demaniales que 
desde entonces adquieren un protagonismo que solo ha- 
bîan tenido en la Edad Media, pero por razones distin 
tas, pues a la finalidad fiscal, obtenciôn de produc- 
tos o rentas, se unirân otras finalidades mâs impor - 
tantes de promociôn y desarrollo industrial, coinci - 
diendo con la apariciôn de nuevas têcnicas ... de con 
formaciôn social y mediante planes de desarrollo, de
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intervenciôn econômica en el mercado". "Derecho Admi­
nistrativo ..." op. cit. pag. 31; obsêrvese la impor­
tancia que reviste la idea de promociôn en el parrafo 
transcrito, en igual sentido de lo que hemos expuesto 
en el texto. En el mismo sentido de Fuentes Bodelôn, 
vêase tambiên Ariho Ortiz, "La Administraciôn ..." op. 
cit. pag. 348.
(250bis). vêase Garcîa de Enterrîa, "Apuntes ..." op. cit. 
pag. 203.
(251) Ibidem.
(252) "Lecciones ..." op. cit. p a g . 299. Una perspective am 
plia de la evoluciôn senalada en Bayona de Perogordo, 
"El Patrimonio ..." op. cit. pags. 321 y sigs.
I (253) Op. cit. pag. 300. En igual sentido, Ariho Ortiz, "La
Administraciôn..." op. cit. pag. 353 (por nota) Vêase 
tambiên Bayona de Perogordo, "El Patrimonio ..." op. 
cit. p a g s . 337-41 , aunque desde una perspective de De^  
recho Financiero.
(254) Que se concretan de acuerdo con la Ley espahola de P^ 
trimonio del Estado en la facultad de reintegro pose- 
sorio (art. 8); facultad de investigaciôn (arts. 9-12); 
facultad de deslinde administrativo Arts. 13-17); 
principio de inembargabilidad e inejecuciôn (art. 18) 
y la necesidad de seguir todo un procedimiento admi - 
nistrativo para la disposiciôn, en su caso, de estos 
. 74-79).
L, "Derecho ..." II, op. cit. p a g . 318 Su
: bienes (ar
(255) vêase Fior
pra no ta 2
(256) Supra nota
(257) "Manua 1 . .
(258) vêase Aies
op . c i t . p a g . 991.
"Instituciones ..." II, bp. cit. pags.-
432 .
(259) Pelloux en 1932 conceptuaba dudosa la necesidad del - 
dominio pûblico ("Le Problème du Domaine Public", Pa­
rîs, 1932), citado por Marienhoff, "Tratado del ... " 
op. cit. pag. 143., con una sîntesis de su punto de - 
vista.
(260) "Bienes ..." op. cit. pags. 2-3, "el dominio pûblico, 
afirma, es una categorîa puramente conceptual, cuya - 
propia vaciedad la condena a una total inoperancia, - 
que hace prever su pronta desapariciôn, Ibidem p a g . - 
296 .
(261) "Sobre la crisis del concepto del Dominio Pûblico", - 
pags. 191 y sigs. RAP, n° 56, 1968.
(262) "La Afectaciôn ..." op. cit. pags. 41-70.
(263) En este sentido, aunque con un planteamiento no tota^
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mente definido en torno al tema, Sanchez Blanco, Ibi­
dem, pag, 69. Vêase tambiên Ariho Ortiz, "La Adminis­
traciôn ..." op. cit. pag. 394. Fiorini, "Derecho..." 
op. cit. pag. 306-07.
(264) En este sentido De Laubadère "Traite ..." op. cit. 
pags. 122-23.
(265) "Recherches" ..." op. cit. pags. 506-09.
(266) "Droit Administratif. Fonctions, Biens a Travaux" pag,
204-06. Dalloz, Paris, 1973.
(267) "Les Biens..." bp. cit. pags. 68-70.
(268) Infra notas 270-74.
(269) Marienhoff afirma tambiên esta idea, refiriendo que - 
en el Derecho argentino los bosques y los hidrocarbu­
ros son inaliénables, y sin embargo son parte del pa ­
trimonio del Estado. Reparese en ese sentido como el 
dogma de la improductividad necesaria del dominio pû­
blico, hoy superado, juega en esta idea, aplicable a 
bienes cuya condiciôn de "pûblicos" ya no se discute 
en la legislaciôn de casi todos los paîses.
(270) Charlier, "Les Biens..." op. cit. pag. 65. En lo que 
se refiere a los bienes de dominio pûblico es la mis­
ma tesis de Waline, para quien estos bienes pueden 
ser enajenados, previo un requisite de forma : su des- 
afectaciôn. Sobre las ideas de Waline al respecto, 
Clavero Arêvalo, "La Inalienabilidad ..." op. cit. 
pag. 39.
(271) vêase Charlier, op. cit. pag. 70.
(272) Ibidem.
(273) "Recherches ..." op. cit. p a g . 509.
(274) "Les Biens ..." op. cit. p a g . 69-70.
(275) "Sobre las crisis ..." op. cit. pags. 192 y sigs. Los 
autores franceses previamente citados no solamente re^  
ducen su crîtica a la inalienabilidad, sino tambiên a 
otras caracterîsticas del demanio (deslinde, prohibi- 
ciôn, de gravâmenes, etc.) pero hemos destacado la im 
portancia de esta nota por ser fundamental. En la do£ 
trina espahola es fundamental la justa valoraciôn de 
la imprescriptibilidad que hace Garcîa de Enterrîa en 
su estudio "sobre la imprescriptibilidad del Dominio 
Pûblico", en "Dos Estudios ..." op. cit. pags. 83 y - 
sigs.
(276) "Les Biens..." op. cit. pags. 60 y 67. Es importante 
observer que en el Derecho francês la dualidad de ju- 
risdicciones establecida para conocer de los asuntos 
relativos al dominio pûblico (jurisdicciôn contencio- 
sa) y al patrimonio privado (jurisdicciôn ordinaria),
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es un obstâculo para la consolidaciôn de los nuevos 
criterios doctrinales; en este sentido De Laubadere, 
"Traité ..." II, op. cit. pag. 121.
(277) "El Enjuiciamiento Jurisdiccional ..." op. cit. pags. 
104 y sigs.
(278) Op. cit. pag. 104.
(279) Ibidem, pag. 107; el autor se refiere al art. 188 de 
la Ley espanola de Regimen Local, que establece que 
"Los bienes de dominio publico, mientras conserven 
este carâcter ... seran inaliénables, imprescriptibles 
e inembargables y no estarén sujetos a tributacion - 
del Estado."
(280) Supra nota 124.
(281) "El Enjuiciamiento Jurisdiccional ..." op. cit. pags. 
107-08 y 113. El autor alude al artîculo 188 -de la 
ley espanola de Regimen Local y 4 de su Reglamento;
I y 113 al 123 de la Ley del Patrimonio del Estado - 
(Afectaciôn y Desafectaciôn de Bienes al Dominio Pu­
blico) .
(282) Op. cit. pag. 114-23.
(283) Op. cit. pag. 12 3-»29 .Supra nota 279 .
(284) Op. cit. pag. 128.
(285) Véase Fernandez de Velasco, "Naturaleza Jurîdica ... 
o p . cit. p a g . 2 31.
(286) Supra notas 166 y 172.
(287) véase Fiorini "Derecho ..." II, op. cit. pag. 351.
(288) "Apuntes ..." op. cit. pag. 21.
(289) Supra nota 255.
(290) véase Gonzalez Berenguer ürrutia, "Sobre la Crisis..." 
op. cit. pags. 215-19 que recoge también la opinion
de Boquera Oliver en ese mismo sentido: también Guaita; 
"Derecho Administrativo..." III, op. cit. pags. 245 
-45.
(291) En parecido sentido, Guaita, Prologo de la Obra de - 
Mendoza Olivân "El Deslinde de los Bienes de la Admi- 
nistraciôn, pags. 18-19, Tecnos, Madrid 1968.
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CAPITULO V,- C41IFICACI0N JURIDICA DE LAS TIERRAS Y BOSQUES 
DEL ESTADO EN EL DERECHO HONDURENO
Analizada la teorîa general del dominio pûblico y de 
los bienes patrimoniales de la Administraciôn en el capîtulo 
precedents, nos corresponde ahora aplicar las ideas expues - 
tasal caso concreto de las tierras y los bosques del Estado 
en el Derecho hondureho, tema central de nuestro trabajo.
Por razones de método dividiremos el présente capîtulo en 
dos secciones: en la primera abordaremos lo relative a las - 
tierras de vocaciôn agricole o ganadera y en la segunda,como 
es lôgico, a los bosques, o"âreas forestales" en su mâs am - 
plio sentido.
SECCION PRIMERA - LAS TIERRAS DE VOCACION AGRICOLA 0 GANADERA
SU CALIFICACION JURIDICA-
I - NOCION PREVIA
Conviens recorder previamente lo que exponiamos en - 
el capîtulo II acerca del criterio que distingue a las tie - 
rras de vocaciôn agricole o ganadera del Estado, esto es, 
precisamente, la posibilidad de su aprovechamiento en este - 
sentido.
II - SU NATURALEZA JURIDICA SEGUN EL CODIGO CIVIL HONDURENO
Cuando estudiamos en su momento la distincidn tradi- 
cional de los bienes estataies en el Côdigo Civil hondureno, 
destacamos que el uso pûblico se convertia en el criterio - 
discriminador entre los bienes de dominio pûblico y los bie-
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nés patrimoniales o "fiscales” como los denomina dicho cuer 
po legal (art. 617), criterio que se ha visto ampliado, no - 
obstante, por leyes posterlores. Para mayores datos sobre - 
el particular nos remitimos a cuanto expusimos en esa opor 
tunidad.
"Los bienes nacionales cuyo uso no pertenece gene - 
ralmente a los habitantes - dice el citado articule g17 -se 
llêunan bienes del Estado o bienes fiscales". A continuacidn 
el articule 618 destaca que "son bienes del Estado - es de- 
cir, bienes"fiscales" - todas las tierras que, estando situa 
das dentro de los limites territoriales, carecen de otro - 
dueno". El alcance de esta disposiciôn lo pusimos de mani - 
fiesto al estudiar los baldios en el capitule II; no insis- 
tiremos, por lo mismo, en esta idea.
Lo que interesa precisar es que estas tierras se ca 
lifican como bienes patrimoniales de la Administraciôn; no 
otra cosa significa el têrmino "bienes fiscales" (1). Asi - 
lo destaca el Derecho hispanoamericano compàrado.
Si nos remitimos a la doctrina chilena que ha comen 
tado el mismo principio - recordemos que el Côdigo Civil 
hondureno es bâsicamente el mismo Côdigo Civil de Chile de 
1857 (2), estos bienes pertenecen al Estado a titulo de pro 
piedad privada. Alessandri Rodriguez en su comentarios al - 
Côdigo Civil chileno, que han orientado en mucho a la doc - 
trina hondureha, opina en este sentido que los bienes fisca 
les son aquellos que "pertenecen al Estado como si fuese un 
simple particular, y, por consiguiente, su adquisiciôn, go- 
ce y enajenaciôn, estân sometidos a las reglas générales - 
del Derecho Civil, sin perjuicio de lo que al respecto dis- 
pongan leyes especiales". (3) En igual sentido se pronun 
cian Vodanovic (4) y Varas Contreras C5) al comentar el mi£ 
mo precepto del Côdigo Civil chileno. Estes bienes son près 
criptibles, segûn los autores citados, en funciôn del arti-
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culo 2497 del mencionado Côdigo - que tiene su correspon 
diente en el art. 2265 del Côdigo hondureno - en cuanto es­
tablece que las personas juridicas, incluyendo al Estado y 
los Municipios, estân sujetos a las réglas de la prescrip - 
ciôn (6).
En la doctrina colombiana, cuyo Côdigo es también - 
fundamentalmente el mismo de Chile, al igual que el caso 
hondureno (7) , Vidal Perdomo arriba a idénticas conclusio- 
r\es. Refiriéndose a los bienes fiscales definidos en los 
mismos têrminos por el art. 675 del Côdigo Civil de ese 
Pais, sostiene que "de estos bienes se dice que estân pues- 
tos al servicio del Estado para su uso directo o para la 
producciÔn de ventajas econômicas suyas, en la misma forma 
en que lo estân los bienes de apropiaciôn particular en bé­
néficie de su dueno". "De aqui résulta - continûa - la 
identidad de rêgimen juridico que se predica de los bienes 
fiscales y la propiedad privada de los particulares". (8)
Asimismo en el Derecho argentine - que en esta mate 
ria sigue principios idênticos - Marienhoff sostiene tamhTen 
que las"tierras fiscales" son bienes"privados" del Estado; 
(9) lo mismo sucede en el Derecho mexicano, segûn la opi 
niôn de Fraga (10) y en el Derecho uruguayo, de acuerdo con 
Sayaguês Laso. (11)
Résulta claro entonces, a la vista de los articules 
617 y 618 del Côdigo Civil hondureno y de la doctrina compa 
rada de otros paises hispanoamericanos que regulan la mate­
ria bajo principios idênticos, que estos bienes son "patri­
moniales" de la Administraciôn.
Ahora bien, «îel rêgimen juridico que se desprende - 
de esta calificaciôn y por consiguiente su naturaleza juri- 
dica, serâ la senalada por la doctrina tradicional a que nos 
hemos referido, es decir, la que corresponde a la concep
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ciôn tradicional de los bienes patrimoniales? o <?es posible 
establecer la configuraciôn de un rêgimen juridico distin - 
to? Este cuestionamiento serâ resuelto necesariamente a tra 
vês del estudio de las disposiciones légales pertinentes.
Antes de emprender ese anâlisis se debe destacar 
por otra parte que, ademâs de los baldios, las otras tierras 
que el Estado baya adquirido por cualquiera de los modos - 
que estudiamos en el capitule II, habrân de tener la misma 
calificaciôn juridica, desde luego que todas al final resul 
tan afectadas a los fines de la reforma agraria.
Previamente y para una comprensiôn mâs amplia del - 
tema a efectos de valorizar la utilizaciôn instrumental de 
estos bienes - los antiguos baldios particularmente - consi 
deramos necesario estudiar brevemente las distintas finali­
dades que las mismas han cumplido en el Derecho hondureho.
III - LA FINALIDAD PUBLICA DE LAS TIERRAS. BREVE ANALISIS - 
HISTORICO.
Hemos afirmado que el elemento teleolôgico, el fin 
pûblico, estâ présente en toda la actividad de la Adminis - 
traciôn pues toda ella représenta un interês distinto al 
privado. La constataciôn de este hecho no siempre ha sido - 
apreciada con nitidez por la doctrina - debido en todo caso 
a razones histôricas - y de alli résulta en nuestro campo - 
la divisiôn tajante entre bienes de dominio pûblico, someti 
dos al Derecho pûblico y bienes patrimoniales regulados por 
normas de Derecho privado, que hoy définitivamente estâ en 
crisis.
Las tierras del Estado en el Derecho hondureho siem 
pre han tenido un destino pûblico, en cuanto objetos de la
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actividad estatal. Ahora bien, esos fines han variado con - 
el tiempo. Las necesidades pûblicas han sido distintas y, - 
como consecuencia, el fin pûblico también ha sido diferen - 
te.
En orden a estas consideraciones haremos un breve - 
repaso histôrico de los distintos fines que han incidido en 
la polltica estatal sobre las tierras pûblicas. Se destaca 
aqui un primer momento en que estos bienes son, antes que - 
todo, fuente de rentas, tienen un fin meramente fiscal; lue 
go se convertirân en instrumente de una polîtica de fomento 
- que no de"promociôn", idea que debe entenderse como poste 
rior - y al final, a partir de los ahos 60, resultarân afee 
tadas a los fines de la reforma agraria. La apreciaciôn de 
estas diferentes facetas responde a la evoluciôn histôrica, 
en la que, por lo demâs, no existen trazos definidos en el 
tiempo en cuanto a la separaciôn de unas y otras, sobre to­
do en torno a las dos primeras; no ha existido asi una sus- 
tituciôn mecânica y, por el contrario, han subsistido a la 
par en algûn momento.
A) LAS T I E R R A S  P U B L I C A S  C O M O  F U E N T E  DE R E N T A S
En las primeras dêcadas de vida independiente los - 
antiguos baldios o realengos de la Corona espanola, (12) ya 
en ese momento propiedad del Estado hondureno, se converti- 
rân en la principal fuente de rentas para la Hacienda Pûbli 
ca; la vieja politica colonial en este sentido (13) se segui 
râ observando. El nuevo Estado, muy pobre, verâ en la enaje 
naciôn de los baldios una fuente de ingresos; todas las le­
yes de ese periodo abordan el tema desde.esa perspectiva; - 
bâstenos recordar lo dispuesto por las leyes de Tierras de 
19 de Marzo de 1829 y de 23 de Agosto de 1836 que dispusie- 
ron la venta de las tierras baldias. (14)
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Incluso las deudas del Estado son pagadas con tie  ^
rras nacionales; un Decreto de 11 de Marzo de 1937 dispuso 
que "La deuda del Estado serâ cubierta en parte con tierras 
que le pertenezcan, si los acreedores quisieren ser pagados 
de este modo" (art. 1). (15) A falta de dinero en efectivo, 
los terrenos baldios se convierten en fuente de financia - 
miento para los gastos pûblicos; citamos como ejemplo para 
ilustrar esta afirmaciôn el Decreto n® 10 de 8 de Diciembre 
de 1891 que "con el fin de proveer recursos al Poder Ejecu- 
tivo para la amortizaciôn de la deuda interna y para aten - 
der a los demâs gastos pûblicos" (preâmbulo del Decreto ci­
tado) se autoriza al Presidents de la Repûblica para que 
disponga de terrenos nacionales emitiendo billetes represen 
tativos de determinados nûmeros de hectâreas, con valor de 
dos pesos cada hectârea, los que podrian ser cambiados o da 
dos en garantie "en cualquier negociaciôn de recursos" (art. 
1). Estos billetes eran pagaderos al portador "mandando el 
Gobierno medir y entregar el nûmero de hectâreas que repre- 
senten en la localidad que senale el interesado" (art. 2) .
Résulta évidente entonces cuanto hemos afirmado, la venta - 
de tierras baldias se convierte en una de las principales - 
fuentes de ingresos para la Hacienda Pûblica. (16)
Todavia las leyes agrarias de 1925 y de 1936 contie 
nen disposiciones relatives a la venta de tierras baldias , 
(17) aunque a esas alturas su importancia dentro del contex 
to global de la Hacienda pûblica serâ menor que la que tuvo 
en el periodo que hemos sehalado.
B) L A S  T I E R R A S  P U B L I C A S  C O M O  M E D I O  DE F O M E N T O
Al estudiar la politica colonial en materia de tie­
rras realengas, tuvimos ocasiôn de exponercomo éstas se con 
virtieron en una primera etapa en un incentive para la con- 
quista y colonizaciôn. El mismo principio, con las lôgicas
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variantes, se observarâ posteriormente.
La entrega de tierras baldias por el Estado se con­
vierte en un medio para incentivar la apertura de vias de - 
comunicaciôn o la agricultura de corte capitaliste, sobre - 
todo, en este ûltimo supuesto, a partir del gobierno libe - 
ral de Marco Aurelio Soto que se inicia en 1876, (18) con - 
el afân de posibilitar la apertura del pais hacia el exte - 
rior a través de la promociôn de una actividad de exporta - 
ciôn. (19)
En este sentido, el articule 1 del Decreto de 18 de 
Octubre de 1865 estableciô que "el pueblo, sociedadoempre- 
sario que abriese nuevas y convenientes vias nacionales de 
comunicaciôn o que mejorase las existantes descombrândolas, 
haciendo calzadas ... y practicando otras majoras de consi­
derable importancia, serâ recompensado con una cierta canti 
dad de tierras baldias en el punto que designare y sin mâs 
coste que el de medida y titulo". (20)
La ley de Agricultura de 19 de Abril de 1877 - du - 
rante el Gobierno de Soto - con el objeto de promover la 
agricultura de exportaciôn - dispuso la entrega de tierras 
nacionales en propiedad en forma gratuita a los empresarios 
que se propusieran el cultivo de café, caha de azucar y 
otros productos agricoles (art. 1). (21) Leyes posteriores 
como la de Agricultura de 17 de Octubre de 1895 continuaron 
con una politica similar. (22)
Dentro de este mismo contexto debe enmarcarse la po 
litica de entregas de tierras a empresarios que se propusie 
ran la construcciôn de ferrocarriles; la misma ley de Agri­
cultura de 1895 (art. 9) y la de Concesiones de 1917 (art. 
23), permitieron la entrega de terrenos nacionales a los em 
presarios que obtuvieran concesiones para la construcciôn - 
de ferrocarriles. Estos, generalmente, fueron construidos -
258
por empresarios norteamericanos cuyo fin ûltimo era la siem 
bra de bananas (plâtanos) en las tierras cedidas por el Es­
tado, sirviendo los ferrocarriles, principalmente, como me­
dio de transporte hacia los puertos de embarque para la ex­
portaciôn de la fruta, con lo que la finalidad ûltima - el 
servicio pûblico de transporte - quedaba en segundo piano . 
No entraunos en mayores detalles sobre este extremo por cuan 
to excede el âmbito del tema que abordamos y por lo mismo, 
ûnicamente nos limitamos a sehalarlo.
Las tierras del Estado también sirvieron en su mo - 
mento para promover una polîtica de colonizaciôn, ofrecién- 
dose terrenos a los inmigrantes que desearan establecerse - 
en el pais. La ley de inmigraciôn de 1905 regulô amp1lamen­
te esta materia.
Puede apreciarse a través de este apretado resumen, 
cômo las tierras pûblicas se emplearon como incentivo para 
promover diferentes actividades consideradas como de inte - 
rês pûblico en su momento.
C) EL P R O B L E M A  A G R A R I O .  L A  A F E C T A C I O N  C O N  F I N E S  DE R E F O R M A  
A G R A R I A .
Desde la perspectiva histÔrica que antes abordamos, 
un investigador hondureho sehala que las diferentes leyes - 
agrarias promulgadas desde la Independencia, tuvieron como 
objetivos principales la obtenciôn de rentas fiscales "no - 
solamente a través de impuestos especiales en el registre y 
la validaciôn de los titulos, sino también como medio de re 
compenser las deudas del Estado", y por otra parte "... y - 
mâs importante, la entrega de tierras para la producciÔn de 
café, caha de azucar, cacao, banano, etc. como una concep - 
ciôn rudimentaria del desarrollo a través del Laissez-fai - 
re". (23)
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En este contexto y teniendo a la vista los antece - 
dentes coloniales, (24) se puede destacar que en Honduras - 
se produjo un proceso de concentraciôn de la tierra; (25)la 
dualidad latifundio-minifundio caracterîstica de la forma - 
de tenencia de la propiedad en Hispanoamêrica, se darâ tam- 
biên en Honduras. (26) No obstante se ha sehalado, como in- 
dicâbcunos en la Introducciôn de nuestro trabajo, que "una ca 
racteristica definitoria de la estructura agraria hondureha 
ha sido la existencia de un importante porcentaje de tie 
rras que permanecen en poder del Estado, ya como tierras na 
cionales o bien como ejidales", (27) lo que "révéla el bajo 
nivel de desarrollo capitalista del pais". (28)
Muchas de esas tierras nacionales y ejidales - su - 
concepto quedô expuesto en el capitule Ilf^serân, sin embar 
go, acaparadas ilegalmente por los grandes terratenientes a 
través del desplazamiento constante de los limites de sus - 
titulos, a Costa de los terrenos del Estado; recordemos en 
este momento que el Estado nunca ha renunciado a las tie 
rras que no hubiere titulado previamente a favor de particu 
lares, punto que quedô expuesto también en el capitulo II - 
al estudiar el tema de los baldios. En esta situaciôn ha in 
cidido indirectamente la politica desarrollista iniciada en 
la dêcada de 1950 con la creaciôn del Banco Nacional de Fo­
mento, que ofreciô diferentes estimulos a agricultores y ga 
naderos para incentivar la explotaciôn de corte capitalista 
y que agravarâ también el problema de acaparamiento de tie­
rras nacionales. (29)
Todo este panorama ha influido en las deficiencies 
de la estructura agraria del pais, que se manifiesta en la 
dualidad latifundio-minifundio que hemos sehalado y que su- 
pone un freno al desarrollo. Repârese, por otra parte, que 
la mayor parte del territorio del pais ha sido calificado - 
como de vocaciôn forestal, por lo que las consecuencias de
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la concentraciôn de las tierras de vocaciôn agrîcola o gana 
dera en pocas manos se tornan mâs agudas.
Para corregir esos problèmes, el Estado, a través - 
de la Ley de Reforma Agraria de 26 de Septiembre de 1962 y 
posteriormente mediante la Ley de Reforma Agraria de 30 de 
Diciembre de 1974, actualmente vigente, inicia una polîtica 
de transforméeiôn de la estructura agraria como parte impor 
tante de una estrategia global de desarrollo. (30}
En ese marco se define la reforma agraria como "un 
proceso integral y un instrumente de transforméeiôn de la - 
estructura agraria del paîs, destinado a sustituir el lati- 
fundio y el minifundio por un sistema de propiedad, tenen - 
cia y explotaciôn de la tierra que garantice la justicia so 
cial y aumente la producciÔn y la productividad del sector 
agropecuario" (art. 1, Ley de Reforma Agraria de 1974). (31)
Con ese objeto la Ley de Reforma Agraria vigente de 
Clara que se destinarân a ese propôsito todas las tierras - 
del Estado que posea a cualquier titulo y las tierras de 
propiedad privada que se expropien con este mismo fin. Este 
extremo ha sido estudiado también en el capîtulo II y no me 
rece que hagamos mayores comentarios en ese sentido. Unica- 
mente interesa destacar la diferencia que resultarâ entre - 
la "recuperaciôn" de tierras nacionales ocupadas indebida - 
mente por particulares, o sea no amparadas en titulos legî- 
timos, y la expropiaciôn que supone el traspaso coactivo a la 
Administraciôn de tierras de propiedad privada, como tam - 
biên estudiamos oportunamente.
Asi finalizamos este breve repaso histôrico 
en que destacamos el diferente destino que han tenido las - 
tierras del Estado en el Derecho hondureho. Es hora de que 
nos planteemos ya el estudio de las notas déterminantes de 
su rêgimen juridico para establecer como consecuencia nece
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saria su calificaciôn jurîdica,
I V - LAS NOTAS DETERMINANTES DE SU REGIMEN JURIDICO
La legislaciôn vigente de reforma agraria recoge - 
una serie de principios, muchos de los cuales se conectan - 
con las viejas têcnicas coloniales, con los que se reivindi 
ca sobre todo el dominio del Estado sobre las tierras ocupa 
das sin tîtulos vâlidos por particulares. Estos principios 
que serân destacados en los pârrafos siguientes, no son sin 
embargo, expuestos de manera expresa por las normas que es- 
tudiaremos a continuaciôn.
A) LA A F E C T A C I O N  CO N F I N E S  DE R E F O R M A  A G R A R I A .  C A R A C T E R  DE 
LA A F E C T A C I O N .
En el capîtulo precedente estudiamos las nuevas co- 
rrientes doctrinales que concluyen afirmando que la nociôn 
de afectaciôn es predicable en funciôn de todos los bienes 
de que dispone la Administraciôn para el cumplimiento de 
sus fines. Teniendo présente que el propôsito de la reforma 
agraria es la redistribuciôn de la propiedad rûstica, lôgi- 
camente las tierras de que disponga la Administraciôn con - 
ese objeto han de tener como finalidad ûltima su traspaso a 
particulares y no necesariamente la obligada permanencia en 
su poder. En otras palabras, el objeto de la afectaciôn en 
este caso es la redistribuciôn de la propiedad.
De acuerdo con este punto de vista podemos concluir 
siguiendo a Garrido Falla que la afectaciôn asî entendida - 
es un acto de gestiôn de determinados bienes por el cual se 
destinan a una utilizaciôn especîfica "con consecuencias 
que no tienen su correspondencia con el rêgimen de la propie 
dad privada, pero que no son las de convertir el bien en de
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pendencia del dominio pûblico". (32) Las notas que analiza 
remos a continuaciôn nos darân la razôn de esta afirmaciôn.
B) I M P R E S C R I P T I B I i r O A D
La imprescriptibilidad de las tierras pûblicas es - 
de larga data; ya viraos cômo el problema se planteô en las 
leyes coloniales. (33)
El mismo principio se recoge en las diferentes le­
yes hondurehas sobre tierras a partir de 1888; conviene por 
lo mismo hacer un breve repaso de las mismas.
La Ley de Tierras de 15 de Mayo de 1888 declarô que 
"Los terrenos baldios de la Repûblica jd pueden adquirirse por 
prescripciôn" (art. 3); la ley de 12 de Marzo de 1898 dispu 
so en el mismo sentido que "los terrenos baldios son impres 
criptibles, salvo aquellos que hubieran sido legalmente ti- 
tulados" (art. 2); la Ley Agraria de 24 de Enero de 1925
luego de declarer que "son terrenos del Estado: los situa -
dos dentro de los limites territoriales que no hayan sido - 
legalmente titulados; los adquiridos por el Fisco por rect£ 
ficaciôn de linderos, por compra o por cualquiera de los 
otros medios establecidos por la ley para adquirir y los 
que pertenecieron a cofradias, archicofradias u otras corpo 
raciones anâlogas", (34) establece a continuaciôn que "los 
terrenos del Estado son imprescriptibles" (art. 6 ). La ley
agraria de 2 de abril de 1936 repite el mismo texto ante
rior en el artîculo 2 .
Repârese cômo en las dos ûltimas leyes citadas (de 
1925 y de 1936) el principio de imprescriptibilidad no se - 
limita ûnicamente a los terrenos baldios sino que se apli- 
ca también a todos los demâs que el Estado hubiere adquiri­
do por cualquier otro titulo.
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El mismo principio se encuentra en la legislaciôn 
de reforma agraria posterior, aunque no declarado expresa 
mente. Asî se desprende de los articulos 15 y 18 de la 
Ley vigente que en esta materia disponen que: "ÉL Instituto 
Nacional Agrario exigirâ la inmediata devoluciôn de todas 
las tierras nacionales y ejidales que estên ilegalmente - 
en poder de particulares" (art. 15), y que "El Instituto 
Nacional Agrario revisarâ los expedientes de remedidas de 
tierras, (35) debiendo recuperar el excedente en caso de 
que el interesado se haya posesionado de una extensiôn de 
tierra mayor a la que le pertenece, de conformidad con el 
titulo original, perdiendo el interesado el derecho a que 
se le reconozcan las mejoras" (art. 18). (36)
En estas dos ûltimas normas claramente se mani 
fiesta que la posesiôn de tierras del Estado por particu­
lares sin titulos vâlidos que amparen ese heho, no da de­
recho a su retenciôn y por tante serân recupe 
radas por su titular a través del Instituto Nacional Agra 
rio, ôrgano compétente encargado de la gestiôn del proce­
so de reforma agraria. Si conectamos estas dos disposicio 
nés con las tajantes declaraciones de imprescriptibilidad 
de leyes anteriores, veremos que el significado es idént£ 
co: las tierras del Estado sôlamente podrân adquirirse 
por titulos que emanen del mismo. (37)
El Estado hondureho no ha abandonado las tierras 
nacionales y jamâs ha abdicado de la titularidad juridica - 
que le corresponde de acuerdo con el artîculo 618 del Côdi­
go Civil. (38)
Si bien es cierto que el artîculo 2264 del Côdigo 
Civil hondureho dispone que tanto el Estado como las otras 
personas juridicas estân sujetas a los efectos de la pres­
cripciôn adquisitiva sobre sus bienes, el articule 2271 
dispone por otra parque que las normas que regulan esta ma
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teria, se aplicarân sin perjuicio de lo que dispongan le­
yes especiales, y entendemos que asî sucede a la vista de 
las normas comentadas.
Es posible concluir entonces afirmando la impres­
criptibilidad de las tierras del Estado. Esta se justifi­
es en la intenciôn del Estado de protéger su patrimonio - 
frente a intrusiones de particulares; en principio sobre 
todo porque la venta de tierras pûblicas era, al igual qu 
en el période colonial, una de las principales fuentes - 
de ingresos para la Hacienda Pûblica, pero luego también 
para evitar el acaparamiento de las mismas por terrate - 
nientes que asi ensanchaban sus latifundios a costa de - 
los campesinos sin tierras.
C) I N E M B A R G A B I L I D A D
Las tierras del Estado, como cualquier otro bien 
del mismo, sin inembargables; no pueden ser embargadas ni 
ejecutadas en virtud de acciones judiciales. El artîculo 
81 de la Ley Orgânica del Presupuesto de Honduras al efec 
to establece que "ningûn tribunal podrâ despachar manda - 
mientos de ejecuciôn ni dictar providencia de embargo con 
tra bienes, rentas y caudales de la Hacienda Pûblica".
Es importante observer cômo en el Derecho espahol 
tanto la Ley del Patrimonio del Estado (art.18) como la - 
Ley General Presupuestaria (art.44) regulan el mismo - 
principio. Como afirma Garcia de Enterria, tal normative 
tiene su razôn de ser en el principio de que las deudas - 
contra el Estado deben hacerse valer a través de un créd£ 
to presupuestario, pero no a través de la via del embargo 
y ejecuciôn subsiguiente; (39) idéntico principio opera - 
en el Derecho hondureho.
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or) F A C U L T A D  DE I N V E S T I G A C I O N  Y DE R E C U P E R A C I O N  P Q S E S Q R I A
Uno de los grandes problèmes existantes en Hondu­
ras es la falta de claridad en la desceipciôn fisica de los 
predios en los titulos que amparen derechos sobre la tierra; 
esta circunstancia ha permitido que los propietarios se pose 
sionen en muchas ocasiones de mayor extensiôn que la que le­
galmente les pertenece a costa de tierras del Estado; a esta 
circunstancia ya hemos hecho alusiôn en pârrafos précédantes.
Ante esa realidad, la Ley de Reforma Agraria vi - 
gente dispone la ejecuciôn de un Catastro y se faculta al 
Instituto Nacional Agrario para examinar los titulos y pla - 
nos de los predios rurales de cualquier dominio y para efec- 
tuar las verificaciones y revisiones sobre la extensiôn y 
linderos de las tierras rurales privadas y de las nacionales 
y ejidales (art. 152, pârrafo primero).
De esta disposiciôn se desprende que el ôrgano 
compétente tiene facultades amplias para investigar la situa 
ciôn de los terrenos rûsticos estataies; al constatar la ex­
tensiôn y linderos de los predios de propiedad particular se 
estâ a la vez investigando la situaciôn de los predios nacio 
nales. Recuérdese que son bienes del Estado los terrenos si- 
tuados dentro de los limites territoriales que carecen de - 
otro dueno (art. 618 del Côdigo Civil), de manera que para - 
determinar ëstos habrâ que establecer los linderos reales de 
los terrenos amparados en titulos emanados del Estado; conse 
cuentemente los terrenos que no se encuentren en esa situa - 
ciôn (o cuyos antecedentes no remitan a un titulo originario) 
se consideran como pertenecientes al Estado.
Para los efectos anteriores el Instituto Nacional 
Agrario notificarâ a los propietarios de tierras rurales la 
ejecuciôn del catastro en una zona determinada para que pre-
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senten dentro del plazo que se les senale los titulos que am 
paren sus derechos y los respectivos pianos (art. 154)
Si de la verificaciôn de los linderos resultare que 
los predios de particulares tienen mayor extensiôn que la in 
dicada en el titulo original, (40) el Instituto Nacional 
Agrario deberâ recuperar el excedente (art.152 pârrafo segun 
do) .
Entonces, a una previa facultad de investigaciôn se 
une otra que se concrete en la recuperaciôn de la posesiôn - 
de los excesos ocupados por particulares, consecuencia por - 
lo demâs del principio de imprescriptibilidad de las tie 
rras pûblicas que previamente hemos analizado.
En el Derecho espahol, por el contrario, la facultad 
de reintegro posesorio de los bienes patrimoniales, se limi­
ta al plazo de un aho despuês de iniciada la usurpaciôn,tran£ 
currido el cual la Administraciôn deberâ acudir a los tribu- 
nales ordinarios ejercitando la acciôn correspondiente (art.
8 de la Ley del Patrimonio del Estado); interesa destacar 
por otra parte que, también a diferencia del Derecho hondure 
ho, en el Derecho espahol se prohibe que la Administraciôn - 
pueda compeler a los particulares a la exhibiciôn de sus ti­
tulos o que pueda perturbarlos en su posesiôn sin antes ser 
vencidos en juicio, cuando pretenda reivindicar bienes cuya 
pertenencia a particulares es dudosa (art.22 Ley del Patrimo 
nio del Estado). (41)
A esos excesos en la cabida real de los titulos de - 
terminados por la verificaciôn de los linderos correspondiez 
tes, se les llama "demasias" en el Derecho mexicano (42) y - 
en el Derecho costarricense, (43) y al igual que sucede en - 
el Derecho hondureho son récupérables por el Estado cuando - 
se constata la existencia de los mismos. (44)
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Repârese finalmente, que se trata de un privilegio - 
de la Administraciôn en la misma lînea que los supuestos del 
Derecho colonial que estudiamos en el capîtulo 1.
E) F A C U L T A D  DE D E S L I N D E  (45)
De las disposiciones comentadas en los pârrafos pre- 
cedentes, se puede deducir que la Administraciôn goza también 
de la prerrogativa de deslindar por via administrativa sus - 
terrenos rûsticos. Repârese que el articule 15 2  de la Ley de 
Reforma Agraria antes mencionado, otorga facultades al Insti 
tuto Nacional Agrario para efectuar "verificaciones y revi - 
siones sobre la extensiôn y linderos" no sôlo de las tierras 
privadas, sino también de las nacionales y ejidales.(46)
Ese deslinde opera por via negativa; siendo terrenos 
del Estado todos los que no estân amparados en titulos legi- 
timos, en cuanto no tengan por lo menos un antecedents en un 
titulo originario emanado del Estado, al deslindar los que - 
reunan esos requisites de validé'z en la ejecuciôn del catas­
tro, los restantes serân del Estado. Lôgicamente los terre - 
nos que el Estado haya adquirido de los particulares por 
cualquier modo y sobre los cuales tenga titulos inscritos en 
el Registre de la Propiedad, podrân ser deslindados siguien­
do la misma via.
F) A D J U D I C A C I O N  CON F I N E S  DE R E F O R M A  A G R A R I A
El objetivo final de la afectaciôn de las tierras del 
Estado a los fines de la Reforma Agraria, sea cual fuere el 
titulo de su adquisiciôn, es, en definitive, la redistribu - 
ciôn de las mismas con propôsitos de reordenar la estructura 
de la tenencia de la tierra.
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Se trata entonces de un patrimonio del Estado que ha 
de ser distribuîdo a los agricultores, pero bajo criterios - 
especiales que garanticen el cumplimiento de los objetivos - 
de la polîtica agraria.
Como hemos sehalado previamente, la reforme agraria 
es imprescindible para alcanzar el desarrollo econômico y so 
cial; este no es posible sin una previa readecuaciôn de las 
estructuras agrarias en las que prédomina la dualidad lati - 
fundio-minifundio. La mejor utilizaciôn de los recursos natu 
raies y humanos; el abastecimiento de la demanda interna y - 
el fortalecimiento de las exportaciones, vitales para paîses 
que, como los hispanoamericanos, por lo general tienen défi­
cits en estos rubros; la ampliaciôn del mercado interno para 
la producciÔn industrial y los servieios; el aumento de la - 
tasa de capitalizaciôn y de la productividad y la equitativa 
distribuciôn de la renta nacional, son factores que no pue - 
den alcanzarse sin una previa transformaciôn de los regime - 
nés de tenencia de la tierra en los paîses en vîas de desa - 
rrollo. (47)
Honduras no puede ser la excepciôn. Su economîa es - 
bâsicamente dependiente del sector agrîcola, el que seguirâ 
siendo durante mucho tiempo la principal fuente de ocupaciôn 
para la mayorîa de la poblaciôn a falta de un acelerado des­
arrollo industrial. Por esta misma razôn cualquier polîtica 
de desarrollo, por lo menos en sus etapas iniciales, tiene - 
que apoyarse en la potenciaciôn de ese sector. (48)
El problema no es exclusive de los paîses en vîas de 
desarrollo; en general puede afirmarse que todos los paîses 
han emprendido polîticas en ese sentido en funciôn de sus pro 
pias necesidades. (49)
No es nuestro propôsito hacer mayores anâlisis de la 
reforma agraria en sî; ello implicarîa excedernos del âmbito
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propio de nuestro trabajo, aun cuando el marco conceptual de 
la misma es importante en el contexto global del estudio que 
venimos haciendo.
Bâstenos senalar para concluir con estas ideas pre - 
vias que la politica estatal en torno a la agricultura y a - 
la materia agraria en general supone un vasto campo de inter 
venciôn administrativa, (50) en el que como observan Bassols 
Goma y Gdmez-Ferrer Morân, pueden distinguirse dos supuestos 
el primero en el cual la intervenei6n tiende a vincular a la 
propiedad privada a fines pûblicos "sin alterar su estructu­
ra" (51) - recuérdese cuanto expusimos en el capîtulo II al 
estudiar la funciôn social de la propiedad - y el segundo en 
que tiende a reestructurarse êsta , dando lugar a "un tipo - 
de propiedad cuya vinculaciôn es de mayor intensidad"; (52) 
este ûltimo aspecto es el que nos interesa en esta oportuni- 
dad.
Por la importancia que el tema supone, considérâmes 
oportuno dedicarle un apartado especial que desarrollaremos 
en los pârrafos siguientes.
V - LA ADJUDICACION DE TIERRAS CON FINES DE REFORMA AGRARIA.
ESTUDIO ESPECIAL.
A) F O R M A S  DE A D J U D I C A C I O N
Del anâlisis de las disposiciones pertinentes de la 
Ley hondureha de Reforma Agraria vigente, resultan diferen - 
ciadas dos formas de adjudicaciôn; la primera supone una sim 
pie compraventa y por lo mismo desde su inicio es una adjud£ 
caciôn en propiedad con plenos efectos civiles; la segunda - 
supone, en cambio, una concesiôn previa de las tierras a los 
adjudicatarios, cuya titularidad ûltima se la réserva el Es-
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tado a través del Institute Nacional Agrario mientras no se 
cumplan determinados requisites, implicando por lo mismo una 
intensa intervenciôn conformadora de parte de la Administra­
ciôn.
Antes de entrar en el estudio concreto, considéra 
mes conveniente precisar que la ley hondureha no emplea el - 
término "concesiôn" cuando se refiere a la segunda forma de 
adjudicaciôn que indicamos; sin embargo sus efectos son muy 
similares a los que la Ley espahola de Reforma y Desarrollo 
Agrario llama "adjudicaciones a titulo de concesiôn" (Titulo 
II, Capîtulo 1, art. 29 y sigs.) (53), por lo que damos por 
supuesto que se trata de la misma técnica.
a) Adjudicaciôn en propiedad
Ha quedado establecido en pâginas anteriores el prin 
cipio de imprescriptibilidad de las tierras del Estado en el 
Derecho hondureho. En funciôn del mismo - recordemos - "el - 
Instituto Nacional Agrario exigirâ la inmediata devoluciôn - 
de todas las tierras nacionales y ejidales que estén ilegal­
mente en poder de particulares" (art. 15, pârrafo primero, - 
Ley de Reforma Agraria).
Aun cuando ese es el principio general, el pârrafo - 
segundo del artîculo citado dispone que "... quien acredite 
debidamente ante el mencionado Instituto haber ocupado por - 
sî mismo y en forma pâcifica tierras nacionales o ejidales , 
durante un perîodo no menor a los diez ahos précédantes a la 
fecha de vigencia de esta ley y que las esté explotando de - 
conformidad con los principios establecidos en la misma, ten 
drâ derecho a que se le adjudique la correspondiente superf£ 
cie, siempre que no exceda de doscientas hectâreas".
Esta adjudicaciôn - como todas las que haga el Inst_i
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tuto Nacional Agrario - serâ a titulo oneroso (art.89) y el 
precio serâ determinado de acuerdo con el valor de los te - 
rrenos de propiedad privada que se expropien en el sector - 
donde se ubique el predio a adjudicarse (art.15 en relaciôn 
al 92). No tendrân derecho a esta adjudicaciôn las personas 
que sean propietarias de uno o mâs predios rurales, cualquie 
ra que fuese su extensiôn. (art. 15, pârrafo cuarto)
Lo expuesto nos peirmite establecer el siguiente resu
men:
- El precepto citado confirma el principio de imprescripti 
bilidad de las tierras pûblicas al no reconocer efectos 
usucapientes a la posesiôn sin titulo legitimo de cual - 
quier predio de esta naturaleza.
- Si el predio hubiera estado poseido por un periodo infe­
rior a los diez ahos precedences a la vigencia de la ley 
y estuviere siendo explotado eficientemente de acuerdo - 
con los criterios que establece la misma, el poseedor 
tendrâ derecho a que se le adjudique siempre que no exce 
da de doscientas hectâreas y toda vez que no fuere pro - 
pietario de uno o mâs predios rurales de cualquier exten 
siôn que fuesen.
- La adjudicaciôn serâ a titulo oneroso, mediante el pago 
de un precio. Se trata en suma de una simple operaciôn - 
de compraventa para lo cual deberân cumplirse los requi­
sites antes mencionados.
b) Adjudicaciôn a titulo de concesiôn
1) Ideas £revias.
La adjudicaciôn de tierras con fines de reforma agra 
ria estarâ a cargo del Instituto Nacional Agrario y se harâ
272
de acuerdo con los planes y programas que este formule de 
acuerdo con las directrices trazadas por la ley. Cart. 86)
Solo podrân hacerse adjudicaciones en unidades aptas 
para la explotaciôn agrîcola o ganadera que, atendiendo a - 
la calidad de los suelos y a sus condiciones topogrâficas y 
ecolôgicas, sean suficientes para asegurar a los adjudicata­
rios mediante una adecuada explotaciôn econômica un ingreso 
que les permita:
a) atender decorosamente el sustente familiar
b) pagar a su vencimiento las cuotas de amortizaciôn del - 
valor del predio adjudicado y cumplir con las obligacio 
nés que contraigan con las instituciones de asistencia 
técnica y crediticia, y
c) alcanzar un margen racional de ahorro que haga posible 
que los adjudicatarios mejoren en forma sostenida sus - 
condiciones de vida y las de su familia (art.87) (54).
Se advierten en este precepto los dos aspectos, eco­
nômico y social, que a juicio de Ballarin Marcial deben pre- 
sidir toda polîtica de reforma agraria. (55) El primero tie­
ne su punto de mira en la productividad del campo, el segun­
do "de rango superior y ûltimo, con sabor humaniste tendien- 
te a la mejor distribuciôn de la tierra y de sus réditos,asî 
como, en general, a la paridad entre el sector agricole y - 
los demâs" (56).
2) Formas de adjudicaciôn.(57)
M B  mmm mam mmrn mam m m
2-a) Unidades___a£rîcolas__famyiares.- De acuerdo con la Ley, 
el Instituto Nacional Agrario podrâ adjudicar tierras en for 
ma individuel a personas que reûnan determinados requisitos , 
(58), de manera que constituyan "unidades agricoles familia- 
res" (art. 97 y 98).
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Por "unidad agrîcola familiar" se entiende "el lote 
de terreno que se adjudique a un beneficiario de la reforma 
agraria para ser trabajado en condiciones de eficiencia di- 
rectamente por êl y los miembros de su familia". Cart.99)
Estos lotes serân indivisibles y en ningûn caso po­
drân ser inferiores a cinco hectâreas ni mayores de diez en 
tierras de riego, o de su equivalents en otras clases (art. 
100). (59)
2-b) Adj^udicaciones__a_empre£as comuni tar ias. Uno de los ob­
jetivos de las reformas agrarias es precisamente el aumento 
de la productividad del campo mediante la adopcidn de têcni­
cas modernas de cultivo que estimulen las inversiones, ele - 
ven el nivel de ingresos y generen mâs y majores oportunida- 
des de empleo. (60)
La adjudicaciôn de tierras en unidades unifamilia - 
res no siempre es la via mâs recomendable para el logro de 
esas finalidades; de allî que la tendencia de la legislaciôn 
sobre reforma o transformaciôn agraria de muchos paîses se 
orienta preferentemente a la promociôn de organizaciones em 
presariales de manera que las nuevas unidades resulten ap - 
tas para aumentar la producciÔn y el mejor uso de los recur 
sus productives. (61)
Surge de esa manera la idea de "empresas asociati - 
vas" o "comunitarias" promovidas por la acciôn estatal, en 
las cuales sus titulares son duehos - o pueden llegar a ser 
lo una vez cumplidos los requisitos légales - de la tierra 
incorporando profesionalmente - elemento esencial - su tra­
bajo a la empresa. (62)
Este tipo de empresas se présenta en palabras de Ba 
llarîn Marcial, "como un hîbrido o forma de transieiôn en - 
tre la empresa capitalista y la empresa personalista". (63)
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La Ley de Reforma Agraria hondureha dispone en los 
articulos 104 y 111 que el Instituto Nacional Agrario orga- 
nizarâ y fomentarâ la constitueiôn de empresas de este tipo; 
la superficie a adjudicarse a cada una de ellas sè determi- 
narâ teniendo en cuenta el nûmero de families que las inte- 
gran. (art.123) (64).
De acuerdo con el articule 112 de la Ley son empre­
sas comunitarias las constituidas "por personas bénéficia - 
rias de la reforma agraria que acuerdan aportar en comûn su 
trabajo, industrie, servicios y otros bienes, con el fin 
primordial de explotar directamente uno o mâs predios rûst_i 
COS adjudicados por el Instituto Nacional Agrario, asi como 
para comercializar o industrializar sus productos y repar - 
tirse entre los asociados, en forma proporcional a sus apor 
tes, las utilidades o pérdidas que resulten en cada ejerci- 
cio econômico". (65)
B) N A T U R A L E Z A  J U R I D I C A  DE LA S T I E R R A S  A D J U D I C A D A S
a) Disposiciones générales
MB «M mm mm mm mm mm mmm mm mm M# mm mm mm mm
Estudiadas las formas de adjudicaciôn a "titulo de 
concesiôn" nos corresponde analizar ahora la naturaleza ju­
ridica de las tierras adjudicadas y en consecuencia, la na­
turaleza del derecho de los adjudicatarios.
En primer lugar, como se ha advertido en otra oca - 
siôn, las tierras que se adjudiquen por el Instituto Nacio­
nal Agrario, lo serân siempre a titulo oneroso; su entrega 
se harâ sin necesidad de adelantar suma alguna y el valor - 
podrâ pagarse en un plazo hasta de veinte ahos (art. 89). - 
Desde el momento en que los adjudicatarios tomen posesiôn - 
de las tierras, podrân trabajarlas y construir en ellas, pe 
ro el Instituto Nacional Agrario se réserva su propiedad
275
hasta que el valor total del predio haya sido cancelado. 
Cart. 95) (66)
Los adjudicatarios quedan sujetos a las obligacio - 
nes siguientes:
a) a trabajar personalmente la tierra, cultivaiias y explo 
tarla de manera eficiente;
b) a acatar las disposiciones legales que regulan la ven­
ta, gravamen y transferencia de la parcela o de los de 
rechos sobre la unidad adjudicada;
c) a contribuer personal y econômicamente a las labores y 
servicios de interes comûn;
d) a pagar a su vencimiento las cuotas de amortizacidn 
del valor de la parcela o de la unidad adjudicada y 
cumplir las obligaciones que contraigan con las insti- 
tuciones de asistencia tëcnica y crediticia;
e) pertenecer a una empresa asociativa o comunitaria, si 
de acuerdo con los planes y programas establecidos por 
el Institute Nacional Agrario ello résulta necesario;
f) a acatar las directrices de carâcter têcnico o admini£ 
trativo que imparta el Institute Nacional Agrario;
g) a cumplir las normas legales para la conservaciôn de - 
los recursos naturales. (art. 82) (67)
El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones 
anteriores, una vez comprobada, serâ causa suficiente para 
que el Institute Nacional Agrario declare sin valor ni efec 
to la adjudicaciôn hecha, supuesto en el cual el adjudicate 
rie sancionado tendrâ derecho a-que se le devuelvan las cuo 
tas que hubiere amortizado y a que se le paguen las majoras 
que hubiere efectuado, después de deducidos los crédites co 
rrespondientes (art. 83). (68)
Los adjudicatarios de tierras recibirânun tîtulo -
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provisional que acredite su condiciôn de tales. Una vez can 
celado el valor total de las unidades adjudicadas - y hasta 
entonces seotorgarâ el tîtulo definitive que serâ inscrite 
en el Registre de la Propiedad a favor del adjudicatario. - 
(69). Hasta entonces se extinguirân las prohibiciones seha- 
ladas anteriormente, excepte la de dividir el predio asigna 
do y de explotarlo eficientemente (arts. 89, 93 y 04) .
En este ûltimo sentido el artîculo 84 de la ley que 
venimos comentando dispone que "ninguna declaracidn de vo - 
luntad, sea por acte entre vivos o por causa de muerte, pro 
ducirâ efectos si ha de ponerle têrmino a la indivisibili - 
dad de los predios adjudicados” (70)
b) Consecuencias
Del anâlisis de las disposiciones a que hemos hecho 
referencia podemos arribar a las conclusiones siguientes;
1) La^concesiônjde tierras"como__fase ^ ntermedia_^
Ha quedado claro que las tierras pûblicas, sea cual 
fuere el tîtulo de su adquisiciôn por el Estado, estân afec- 
tadas a los fines de la reforma agraria; êstos no son mâs - 
que la readecuaciôn de la estructura de la tenencia de la - 
tierra, dotando al campesino, de manera que estos se incorpo 
ren al proceso de producciôn para impulsar el desarrollo.
Las tierras han de ser asî puestas a disposiciôn del 
campesino. Ahora bien, al Estado le interesa que las tierras 
adjudicadas cumplan la funciôn que se les ha sehalado, de 
allî que se establezcan una serie de obligaciones en rela - 
ciÔn con la explotaciôn, que el adjudicatario debe cumplir^- 
independientemente del pago del precio de las unidades adju­
dicadas .
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Mientras este ûltimo no se cancele en su totalidad, 
el Estado se réserva la propiedad de manera que la adjudica­
ciôn mientras tanto es "provisional"; repârese en este senti 
do que los adjudicatarios recibirân "titulos provisionales" 
que los identifique como taies.
La Administraciôn pretende reestructurar el sistema 
de tenencia de la tierra con criterios sociales, para ello - 
debe asegurarse que el adjudicatario "posea cualidades y ap­
titudes especiales para convertirse en verdadero titular de 
la explotaciôn, cultivando la tierra de acuerdo con los cri­
terios que se le imponen" - como anotan Bassols Coma y Gômez 
Ferrer Morân (71) teniendo a la vista la experiencia espano- 
la en este sentido^ ' que cabe perfectamente en el supuesto - 
hondureno que estudiamos.
Résulta entonces que entre la adjudicaciôn en si y - 
el momento en que el adjudicatario se convierte en propieta- 
rio existe una - fase intermedia en la que la administra - 
ciôn se réserva la titularidad del predio y vigila el cumpli 
miento de los deberes impuestos al adjudicatario.
Ahora bien, ôqué tëcnica permite apreciar con clari- 
dad con claridad esa situaciôn?, nosotros no hemos dudado - 
en llamarle "concesiôn"; se trata de la misma situaciôn que 
se configura en el Derecho espahol en relaciôn con las tie - 
rras adjudicadas por el Institute Nacional de Reforma y Des­
arrollo Agrario (art. 29 de la Ley de Reforma y Desarrollo - 
Agrario) y acâ no se vacila en emplear esta terminologia, 
aûn cuando ha supuesto algunos comentarios de la doctrina.
En efecto, desbordândose el concepto clâsico de la - 
concesiôn (72) Bassols Coma y Gomez - Ferrer Moran se refie 
ren a una "utilizaciôn instrumental de la figura", en fun 
ciôn del fin pûblico perseguido (73). En igual sentido se 
pronuncia Sequeira de Fuentes. (74).
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Entre la adjudicaciôn en si y la transmisiôn de la 
propiedad al adjudicatario existe entonces una "fase inter­
media" en la que opera una verdadera concesiôn administrât! 
va. C75)
2) Delimitaciôn y vinculaciôn de la propiedad adjudicada
Al abordar el estudio de la propiedad de las âreas 
forestales privadas en el capitulo III, tuvimos ocasiôn de 
referirnos a los conceptos que nuevamente utilizaremos aho­
ra.
La "delimitaciôn de derechos" supone - como hemos - 
sehalado siguiendo al profesor Garcia de Enterria - "fijar 
su contenido normal, sehalar limites o fronteras a su exten 
siôn"; (76) se trata de una tëcnica de "configuraciôn de -
derechos" y no de sehalar simples limites al ejercicio nor­
mal de un derecho preexistente. (77)
A nuestro juicio esto es lo que sucede en las dispo 
siciones de la legislaciôn hondureha sobre reforma agraria 
que hemos comentado; a travës de la adjudicaciôn de tierras 
se ha configurado o delimitado el derecho de los adjudicate 
rios; no existe un derecho previo, êste nace a partir de la 
adjudicaciôn y su contenido se sehala en el estatuto espe - 
cial que ha sido objeto de nuestra atenciôn.
Una vez que los adjudicatarios se convierten en pro 
pietarios, al finalizar la fase intermedia de concesiôn 
por el cumplimiento de los requisites establecidos, entende 
mos que el derecho de êstos sigue delimitado; se imponen 
obligaciones de cultiver eficientemente los predios y de no 
permitir su divisiôn. A nuestro criterio ello impiica algo 
mâs que una simple "limitaciôn"; el derecho ha nacido confi 
gurado, delimitado y continuarâ siêndolo, aun cuando el ad-
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judicatario se haya convertido en propietario. (78)
La cuestiôn ha sido analizada en la doctrina espano 
la por Bassols Coma y Gomez-Ferrer Morân teniendo a la vis­
ta las disposiciones pertinentes de la Ley de Reforma y Des 
arrollo Agrario, si bien opinan que acâ no se produce una - 
delimitaciôn, sino una simple limitaciôn, (79) aûn cuauido - 
expresamente reconozcan que el legislador ha "configurado 
un tipo de propiedad que difiere de la regulada por el ré- 
gimen comûn" ofreciendo importantes matizaciones al respec­
te. (80)
Es importante en ese sentido la observaciôn que 
formulan los autores citados al comentar que los propôsitos 
de la redistribuciôn de la propiedad podrian verse afecta - 
dos si la propiedad de los beneficiaries quedare sometida 
a las reglas del Derecho comûn/ a travês de la facultad de 
libre disposiciôn, en efecto, "las explotaciones creadas po 
drîan ser enajenadas y reunidas de nuevo por el gran propie 
tarie y a travês del sistema de sucesiones podrian ser divi 
didas y dar de nuevo lugar al minifundio", (81) con lo cual 
careceria de sentido la reestructuraciôn de la propiedad 
agraria si "tal reorganizaciôn pudiera ser dejada sin efec­
to libremente por los propietarios". (82)
Surge entonces la necesaria vinculaciôn de la pro - 
piedad adjudicada a los fines pûblicos que se persiguen con 
la politica de redistribuciôn, la que supondrâ una tutela - 
administrativa mâs o menos intensa; piênsese en este senti­
do en la obligaciôn de cultiver eficientemente el predio y 
la prohibiciôn de dividirlo sea por acto entre vivos o por 
causa de muerte, que se impone al adjudicatario aûn cuando 
ya se haya vuelto propietario finalizada la fase intermedia 
de concesiôn (arts. 84 y 89 de la ley hondureha de Reforma 
Agraria) (83).
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VI - CONCLUSION. BIENES PATRIMONIALES. SU SENTIDO
Al inicio del présente capitulo analizamos la con- 
cepcîôn tradicional de las tierras pûblicas o "fiscales" en 
el Derecho hondureno y en el Derecho hispanoamericano en ge­
neral. A la vista de ^ta, que se recoge en la normativa de 
los respectivos Côdigos Civiles, taies bienes son califica - 
dos como bienes patrimoniales en el sentido tradicional de 
propiedad privada del Estado, como la de cualquier particu - 
lar y por consiguiente, sujetas a una regulaciôn de Derecho 
Privado.
Planteâbamos la duda al respecto y senalâbamos la 
conveniencia de analizar previamente las notas déterminantes 
de su régimen jurîdico para sentar nuestra conclusiôn sobre 
bases sôlidas.
Hecho este anâlisis podemos en consecuencia arri - 
bar a una conclusion.
Las tierras del Estado no estân sometidas a una re 
gulaciôn de Derecho privado; se puede afirmar en este senti­
do con Fiorini que "las actividades y bienes del Estado no - 
surgen de las normas establecidas en el côdigo Civil, sino - 
las establece la funciôn que les asigna la actividad admini£ 
trativa". (84)
En el Derecho hondureno las tierras pûblicas apare 
cen como imprescriptibles e inembargables y sobre las mismas 
se réserva la Administraciôn otras facultades que hemos ana- 
lizado en su momento; son, sin embargo, enajenables. Su des- 
tino es el traspaso a la propiedad particular con fines de - 
reordenaciôn de la estructurade la tenencia de la tierra. No 
pueden ser entonces bienes de dominio pûblico, hace falta el 
elemento indisponibilidad, permanencia, que es consustancial
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a este concepto; por ello no cabe tal calificaciôn.
Pero es claro que estân sujetas a un régimen de 
Derecho pûblico. No puede mantenerse el criterio simpliste - 
del Côdigo Civil sobre estos bienes cuando el legislador con 
normas que tienen el mismo rango jurîdico, establece situa - 
ciones, tratamientos y relaciones distintas, que son una 
prueba palpable en contrario del criterio sostenido por ese 
cuerpo legal. (85)
No siendo dominio pûblico, de acuerdo con el con - 
cepto que tenemos de êste, son bienes patrimoniales de la Ad 
ministraciên, afectados a un fin pûblico; pero el concepto - 
es distinto del tradicional; ya hemos establecido que distin 
tos fines pûblicos crean distintos regîmenes jurîdicos y no 
podemos dudar del régimen de Derecho pûblico a que estân su­
jetos estos bienes.
Son bienes patrimoniales, entendido este concepto 
en el sentido moderno marcado por la évolueiôn mâs reciente 
del Derecho, que ha rebasado la divisiôn tradicional de los 
bienes estatales y que hemos estudiado ampliamente en el ca­
pitule IV, al cual nos remitimos.
Instrumentalmente se utilizarân têcnicas de Dere - 
cho privado, la compraventa, que no otra cosa represents la 
enajenaciôn a tîtulo oneroso, pero el fin pûblico no es el - 
lucro, la actividad de mercado, sino la redistribuciôn de la 
propiedad territorial como una medida para la promociôn del - 
desarrollo. Obsêrvese que, incluse, traspasada la propiedad 
a los adjudicatarios, êsta sigue vinculada a los fines pûbli 
ces tutelados por la ley segûn ha quedado expuesto.
Sôlamente asî considérâmes que puede explicarse su 
naturaleza jurîdica. Aûn cuando su régimen sea de Derecho pû
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blico, no son bienes de dominio pûblico, como ha entendido - 
un sector de la doctrina espahola al analizar la naturaleza 
jurîdica de las tierras del Institute Nacional de Reforma y 
Desarrollo Agrario (IRYDA) o del patrimonio municipal del - 
suelo, (86) que guardan muchas semejanzas - sobre todo las - 
primeras - con las tierras pûblicas en el Derecho hondureno. 
Para que fueran bienes de dominio pûblico serîa esencial la 
nota de su indisponibilidad y êsta no aparece; su afectaciên 
impiica en cambio, precisamente, su enajenaciôn a particula- 
res.
Finalmente, una duda puede asaltarnos acerca de lo 
que hasta acâ hemos expuesto; es évidente que las notas deter 
minantes del régimen jurîdico de las tierras pûblicas se ha 
construîdo a la vista de los terrenos que nunca salieron del 
dominio del Estado - antiguos baldîos o realengos - de allî 
habrîa que considerar si los mismos principios operan respec 
to de las tierras que el Estado adquiera por otros modos, 
tanto de derecho privado como de Derecho pûblico - expropia- 
ciôn por causa de intefes social principalmente - tal como - 
ha sido estudiado oportunamente.
A nuestro juicio, esa posible duda se resuelve te­
niendo en cuenta que si bien el Estado puede adquirir bienes 
por distintos tîtulos, una vez que entran en su âmbito jurî­
dico, son bienes estatales y por lo tanto regidos por las 
normas especîficas de Derecho pûblico que determinan las fi- 
nalidades a que resultan afectados. Repârese en este sentido 
cômo el principio de imprescriptibilidad de las tierras pû - 
blicas se extiende en las leyes Agrarias de 1925 (art. 6) y 
de 1936 (art. 2) a todas las tierras del Estado sea cual fue 
re el tîtulo de su adquisiciôn. (87).
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SECCION SEGUNDA - LOS BOSQUES. SU CALIFICACION JURIDICA.
Analizando en el capîtulo III el concepto de "ârea - 
forestal" en el Derecho hondureno y establecida su distinta 
tipologîa, incluyendo el alto grado de invervenciôn estatal 
en las âreas forestales privadas con las consecuencias que - 
oportunamente se indicaron, nos planteaxnos ahora el estudio 
concrete de su calificaciôn jurîdica.
Como hipôtesis habîamos sehalado en materia de bos - 
ques pûblicos, la configuraciôn de un régimen semejante al - 
del dominio pûblico, aunque con ciertas peculiaridades que - 
lo aiejan un tanto del concepto de éste forjado por la doc - 
trina tradicional. Replanteado el tema a la luz de la doctri 
na mâs reciente, analizaremos desde esa perspectiva su cali­
ficaciôn jurîdica. De igual manera analizaremos las têcnicas 
por las que se na producido la nacionalizaciôn del vuelo en 
las âreas forestales privadas, aspecto previamente estudiado 
en el citado capitulo III y sus implicaciones en torno al te 
ma en examen. Al final concluiremos con una ûltima referen - 
cia al derecho forestal espahol, en orden a la calificaciôn 
jurîdica en este de los montes catalogados.
I - LA FINALIDAD PUBLICA DE LOS BOSQUES. AFECTACION A FINES 
DE UTILIDAD PUBLICA
Expuesta la idea de que el elemento teleolôgico, la 
finalidad a la que estân afectados especîficas categorîas - 
de bienes, détermina su régimen jurîdico-administrativo, ré­
sulta imprescindible que previamente estudiemos la afecta 
ciôn de los bosques a los fines pûblicos previstos por la 
Ley.
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A) A S P E C T O S  E C O L Q G I C Q S  Y A G R O N O M I C O S
Conocida es la importancia social del bosque. La - 
existencia de masas de ârboles résulta fundamental para man- 
tener el equilibrio ecolôgico al permitir la distribucidn 
conveniente de las aguas, purificar la atmdsfera e impedir - 
la erosiôn; su funciôn protectors de las cuencas hidrogrâfi- 
cas es igualmente destacable, en tanto que al regular el ci- 
clo hidrolôgico y fijar los suelos impiden la producciôn de 
inundaciones en los valles en épocas de lluvias. (88)
Estos factores - unidos a otros que serân objeto de 
nuestra atenciôn en pârrafos posteriores - han aconsejado la 
permanencia de los bosques en manos pûblicas o, en todo caso, 
el arbitrio de polîticas intervencionistas en los bosques 
particulares. El Derecho histôrico espanol ofrece importan - 
tes ejemplos de estos extremes, por lo que considérâmes im - 
portante hacer una breve referencia.
Guaita (89) ha sehalado asî como desde el siglo XI - 
se observa una preocupaciôn por la conservaciôn de los bos - 
ques. Posteriormente, durante la Edad Moderna, la polîtica - 
de la Monarquîa de protecciôn de la ganaderîa y la de cons - 
trucciones navales producirân, sin embargo serios dahos a la 
superficie forestal espahola, (90) que se agrava en forma 
alarmante durante el siglo XIX a raîz de la legislaciôn des- 
amortizadora que convirtiô en propiedad privada importantes 
masas forestales. (91)
Laso y Bauer han descrito este ûltimo proceso y des- 
tacan que antes de la promulgaciôn de la Ley Desamortizadora 
de 18 55, el Gobierno fue ilustrado sobre la importancia de - 
los bosques, describiëndose *'en forma detallada su influencia 
positiva en clima, suelo, higiene, agriculture y economîa na 
cional" y pidiéndose por lo mismo que no se vendieran los
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montes pûblicos. (92) Como resultado, la citada ley de 1855 
excluyô de la venta a "los montes y los bosques cuya venta - 
no créa oportuno el Gobierno" (art, 2 n® 6) (93) y se dicta
el Real Deereto de 26 de Octubre del mismo ano que prefija- 
ba los montes excluidos de la desamortizaciôn, en cuyo pre - 
âmbulo se dice que: "No es el interés individual abandonado 
a sus propios recursos que puede hoy asegurar la conserva 
ciôn y mejora de ciertos bosques y ofrecer ... a la Adminis­
traciôn Pûblica con las maderas de construcciôn ... que nece 
sita, los medios de procurar a muchos pueblos su existencia, 
de modificar las condiciones insalubres de algunos climas, - 
de influir en el aumento de las aguas, de evitar el desborda 
miento de los rîos y el desgaje de los terrenos productivos 
y de ofrecer, en fin, al suelo las lluvias que lo fecundan 
y enriquecen..." (94)
No obstante, en el caso espahol, el mero interés fi£ 
cal - en cuanto con la desamortizaciôn se procuraba también 
incrementar los ingresos pûblicos - prevaleciô en muchos ca­
so s sobre la polîtica protectora del bosque y se enajenaron 
importantes masas, contraviniéndose los preceptos legales vi 
gentes, (95) todo lo cual produjo consecuencias desastrosas. 
Se ha observado asî que la "disminuciôn del capital-vuelo, - 
hasta su total desapariciôn y la pérdida paulatina del capi- 
tal-suelo (por efecto de la erosiôn sobre el suelo no prote- 
gido) a lo largo de un prolongado proceso histôrico, han re- 
ducido el ârea forestal espahola a su actual estado y han mo 
dificado la infraestructura econômica ... al actuar sobre el 
clima y sobre el régimen hidrolôgico, creando con ello, unas 
bases muy desfavorables para el sector agrario en su conjun­
to, (96) circunstancia que ha merecido la atenciôn priorita- 
ria de la Administraciôn para corregir sus consecuencias.
(97)
En el derecho francês, Berthelemy, pese a sus tesis 
libérales, destacaba también que el interés general exigîa -
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que los bosques fuesen conservados en manos de la Adminis - 
traciôn y sus argumentes eran similares a los que hemos ano 
tado. C9 8)
Concluido este breve "excursus" que nos ha servido - 
para ejemplarizar la importancia de los bosques desde el an- 
gulo que estamos considerando, volvamos al caso concreto del 
Derecho hondureno.
El Plan hondureno de Desarrollo 197 4-78 reconociô - 
que"El bosque tiene enorme influencia directa sobre el clima, 
la conservaciôn de las aguas, los suelos, el paisaje y la re 
gulaciôn del ciclo hidrolôgico", "sin embargo/-continûa el - 
documente citado,-el mal manejo de los bosques ha dado como 
resultado que una quinta parte de nuestro territorio se haya 
convertido prâcticamente en tierra improductiva, modificando 
las condiciones climâticas" y produciendo "la alteraciôn del 
ciclo hidrolôgico" que "ha causado graves inundaciones en - 
invierno y prolongadas sequîas en verano". (99)
Si se observa que esa quinta parte del territorio 
que se menciona corresponde a las âreas donde se concentra - 
la mayor parte de la poblaciôn y que los efectos de las inun 
daciones o de la sequîa se dejan sentir en las zonas bajas - 
de productividad agrîcola, se comprenderâ que tal panorama - 
se présenta alarmante.
La Ley forestal vigente , previendo esa situaciôn, - 
destaca como uno de sus objetivos "establecer la adecuada 
conservaciôn, restauraciôn y propagaciôn de los recursos fo­
restales" promoviendo el ambiente propicio para la régula 
ciôn "de los regîmenes hidrolôgicos y la conservaciôn, res - 
tauraciôn y filiaciôn de los suelos" art. 2, letras b) y c).
Por la circunstancia de que los fines que estudiamos 
aparecen imbricados en las mismas normas con los otros aspec 
tes que analizaremos a continuaciôn, haremos al final un re-
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paso complète a esta normativa.
B) A S P E C T O S  E C O N Q M I C O S  Y F I S C A L E S
Paralelo a los factores ecolôgicos y agronômicos que 
aconsejan la protecciôn del bosque, aparece también el valor 
econômico que éstos representan.
Constituyen los bosques en efecto, un recurso natu - 
ral muy importante como fuente de materias primas para la in 
dustria. En si representan lo que se llama "capital-vuelo" o, 
en otras palabras, constituyen por si mismos un capital.
En Espaha, por ejemplo, la escasez en la producciôn
de maderas ha obligado a "crecientes importaciones", circuns^ 
tancia que ha preocupado a la Administraciôn por los efectos 
que produce en la balanza de pages, por lo que se ha aconse­
jado en ese sentido una polîtica de potenciaciôn de la pro - 
ducciôn de maderas. (100)
Desde este aspecto, el aprovechamiento ôptimo de los 
bosques en cuanto productores de materias primas, obliga en 
todo caso a su explotaciôn racional, conservaciôn e incremen 
to, para no disminuir el capital que representan.
En el caso particular de Honduras se ha destacado ya
en el capitulo III que los bosques son considerados como el
recurso natural mâs importante conque cuenta el pais, esti - 
mândose como la fuente de un importante excedente nacional - 
capaz de financier en parte el desarrollo nacional. (101)
Los bosques, en efecto, tradicionalmente se han uti- 
lizado para la producciôn de maderas y extracciôn de résinas, 
destinadas, en su mayor parte, a la exportaciôn. Este extre­
me ya ha sido abordado en su oportunidad y no insistiremos -
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sobre êl.
No obstante, debido a las causas examlnadas que han 
conducido a la degradaciôn paulatina del recurso, el Plan Na 
cional de Desarrollo 1974-78 destacaba que" de no detenerse 
el proceso de destrucciôn de los bosques, en pocos ahos que- 
darân seriamente limitadas las posibilidades de desarrollo - 
agropecuario, se causarân énormes dahos al equilibrio hidro­
lôgico, al clima, al potencial hidroeléctrico y el pals per- 
derîa la oportunidad de fundamentar su economîa en el aprove 
chamiento de tan importante recurso natural". (102)
Los bosques tienen en Honduras, en resumen, una im - 
portancia fundamental dentro del contexto global de la econo 
mîa del paîs, que se traduce tanto en la condiciôn de ser - 
fuente de materias primas como en la generaciôn de divisas a 
travês de su exportaciôn. De allî que se haya . establecido - 
una polîtica proteccionista del recurso, encaminada a su ex­
plotaciôn racional y a una intervenciôn notable en todas las 
fases de la actividad forestal, a la cual oportunamente nos 
referimos a lo largo del capitulo III.
Tanto la Ley Forestal como la de la Corporaciôn Hon­
dureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR), contienen importan 
tes normas sobre el particular.
C) A S P E C T O S  A M B I E N T A L E S  Y R E C R E A T I V Q S
Otro factor muy importante es el que se refiere a 
los aspectos ambientales y recreativos que aconsejan la pro­
tecciôn del bosque, tanto por sus valores estéticos como por 
ser medio para la protecciôn de la flora y la fauna, posibi- 
litando ademâs su uso como asiento de recreo y de expansiôn 
de la poblaciôn, sin olvidar las posibilidades turîsticas -
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que puede suponer. (103) La Ley Forestal hondureha se refie­
re a este tema en los artlculos 61 al 63.
D) LA N O R M A T I V A  L E G A L  V I G E N T E
Los fines a los que estân afectados los bosques apa­
recen imbricados en unas mismas normas y por ello considera- 
mos oportuno hacer un repaso en conjunto de la legislaciôn - 
hondureha que se refiere a cuanto hemos expuesto hasta acâ.
La Ley Forestal en el artîculo 1 establece que son - 
objetivos de la misma los siguientes:
"a) Lograr y perpetuar los mâximos beneficios directos e - 
indirectos que puedan derivarse para la Naciôn, de la 
flora, fauna, las aguas y los suelos existentes en las 
âreas forestales que se definen y clasifican en la pre 
sente ley. (104)
b) Asegurar la protecciôn y mejoramiento de las mismas.
c) Racionalizar el aprovechamiento, industrializaciôn y - 
comercializaciôn de los productos forestales".
Para alcanzar estos fines la Administraciôn se propone 
de acuerdo con el artîculo 2)
"a) Establecer la adecuada conservaciôn, restauraciôn y 
propagaciôn de los recursos forestales.
b) Lograr el mâximo aprovechamiento sostenido en las - 
âreas productoras, determinadas en funciôn de los - 
factores fîsicos, econômicos y sociales.
c) Promover el uso mûltiple de las âreas forestales in 
cluyendo la recreaciôn y el ambiente propicio para 
ciertas especies de la flora y fauna silvestre, la
290
regulaciôn del pastoreo, de los recursos hidrolôgi 
COS y la conservaciôn, restauraciôn y filiaciôn de 
los suelos.
d) Establecer el racional aprovechamiento y utiliza - 
ciôn de los recursos mediante un adecuado ordena - 
miento y desarrollo del sector forestal, en sus fa 
ses de producciôn, industrializaciôn, comercializa 
ciôn y consume".
En torno a los aspectos ambientales y recreativos, 
el articule 61 de la citada ley dispone ademâs que:
"El Estado, por medio de la Secretarîa de Recursos Natura 
les (105) podrâ concéder la calificaciôn de Parque Nacio­
nal a sitios y parajes excepcionalmente pintorescos, sel- 
vâticos o agrestes del territorio nacional, a fin de favo 
recer su acceso y disfrute y hacer que se respete la be - 
lleza natural del paisaje, la riqueza de su fauna y de su 
flora y sus particularidades geolôgicas e hidrolôgicas, - 
evitando todo acto de destrucciôn, deterioro y desfigura­
ciôn" .
Por ûltimo - como ya se ha expuesto - la Ley de la - 
Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR), que 
se promulga recogiendo la polîtica trazada en el Plan Nacional 
de Desarrollo 1974-78, establece en su preâmbulo que:
"... los bosques constituyen el recurso natural mâs impor 
tante conque cuenta el pals y... su explotaciôn se ha ve- 
nido haciendo en una forma incontrolada e ineficiente, 
ocasionando la destrucciôn de gran parte de los mismos y 
generando graves dahos a la economîa nacional... De no de 
tenerse este destructor sistema de explotaciôn... en po - 
COS ahos el paîs quedarîa seriamente limitado en sus posi
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bilidades de desarrollo agropecuario e industrial, se le 
causarîan énormes dahos a sus condiciones ecolôgicas y - 
se les privarîa de la oportunidad de fundamentar su eco­
nomîa en su mâs importante y valioso recurso natural", - 
por lo que "el Estado por razones de orden pûblico e in­
terés social, debe reservarse el control y aprovechamien 
to de los recursos forestales para obtener de los mismos 
los mâximos beneficios econômicos y sociales".
En ese tenor, el artîculo 2 de la referida Ley, es- 
tableOe que:
"La Corporaciôn (COHDEFOR), tendrâ por objeto hacer un - 
ôptimo aprovechamiento de los recursos forestales conque 
cuenta el paîs asegurar la protecciôn, mejora, conserva­
ciôn e incremento de los mismos y generar fondos para el 
financiamiento de programas estatales, a fin de acelerar 
el proceso de desarrollo econômico y social de la naciôn"
Las consecuencias de toda esta normativa fueron es- 
tudiadas en el capitulo III a cuyas pâginas nos remitimos-
Como se puede apreciar fâcilmente^de los textos 
transcritos se desprende que los bosques resultan afectados 
a distintos fines de utilidad pûblica, que en sî determinan 
un especîfico régimen jurîdico que estudiaremos en pâginas - 
siguientes.
En resumen, la protecciôn de los suelos, el equili­
brio ecolôgico, los grandes espacios boscosos como fuente re 
generadora de oxîgeno y lugar de recreo y déporté, el aprove 
chamiento racional del bosque en funciôn de la economîa del 
paîs - cuya importancia destaca en la realidad hondureha - , 
son imperativos sociales que el Estado moderno tiene que cum 
plir y protéger si no quiere que su territorio se détérioré
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y que se vea sometido a condiciones climatolôgicas y socia­
les incompatibles con las exigencias humanas actuales. (lO&i
II - LA CONFIGURACION DE UN REGIMEN SIMILAR AL DEL DOMINIO - 
PUBLICO
A) L O S  B O S Q U E S  C A T A L O G A D O S
a) El catâlogo del patrimonio pûblico forestal inalienable 
1) Concepto y naturaleza jurîdica.
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Ya en el capîtulo III tuvimos ocasiôn de aludir a -
esta tëcnica de identificaciôn y de protecciôn de ciertas ca
tegorîas de bosques pûblicos. Ha llegado el momento-que anun 
ciâbamos en aquella oportunidad - de volver sobre el tema.
Como veremos, su concepto y sus efectos son muy si- 
milares al Catâlogo de Montes definido por el artîculo 6 de 
la Ley espahola de Montes de 1957.
A diferencia de êste, cuyos antecedentes se remon -
tan a 1862(107) cuando surge oomo una lista de montes excluîdos
de la desamortizaciôn, (108) el Catâlogo del Patrimonio Pû - 
blico Forestal Inalienable, surge en Honduras hasta la Ley - 
Forestal de 1961 en la que - en el capîtulo IV, bajo el tîtu 
lo de "De la Defensa y Consolidaciôn de la Propiedad Fores - 
tal Pûblica, que de por sî es muy expresivo - el artîculo 23 
dispuso que, "la Administraciôn Forestal del Estado formarâ 
y mantendrâ el Catâlogo del Patrimonio Pûblico Forestal Ina­
lienable. Dicho Catâlogo serâ un Registre de caracter técni- 
co-administrativo en el que se inscribirân todas las zonas... 
que se definen ..."
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El artîculo 25 de la Ley Forestal vigente reproduce 
casi textualmente esa norma; luego de establecer la forma 
ciôn del catâlogo, dispone que éste"serâ un registre pûbli­
co de carâcter têcnico-administrativo en el que se inscribi­
rân todas las zonas protegidas y también las de interés fo - 
restai que se* declaren catalogables".
Ha sido adelantado que los efectos del Catâlogo ci­
tado son muy semejantes a las del Catâlogo de Montes en el - 
Derecho espanol; résulta conveniente, en consecuencia, trans 
cribir el concepto que de éste dâ el artfculo 6 de la Ley - 
de Montes, previamente citado; el respecto establece que "el 
Catâlogo de Montes es un Registre pûblico de carâcter admi - 
nistrativo en el que se incluirâitodos los montes que hubie- 
ren sido declarados de utilidad pûblica pertenecientes al E£ 
tado, a las Entidades pûblicas territoriales y a los Estable 
cimientos pûblicos de Beneficencia o Ensehanza".
Ahora bien, £cuâl es la naturaleza jurîdica de es - 
tos instrumentes de identificaciôn y de protecciôn de la ri­
queza forestal pûblica? Observemos previamente la identidad 
de conceptos en ambos ordenamientos: la Ley hondureha dice - 
que se trata de un"registre pûblico de carâcter têcnico-admi 
nistrativo", mientras que la espahola se refiere a un "regi^ 
tro pûblico de carâcter administrative"; al margen de la pa­
labra" técnico" en el primer supuesto^résulta évidente, por 
consiguiente, la identidad en uno y otro caso. Atendiendo a 
esta circunstancia, acudiremos nuevamente a la doctrina espa 
hola para dar respuesta a la pregunta que nos hemos formula- 
do.
Gonzâlez Pérez,refiriéndose a la normativa vigente 
con anterioridad a la actual Ley de Montes espahola, distin- 
guiô entre lo que llama'registresjurîdicos" y "registres ad 
ministrativos"; (109) esta distinciôn, que ha sido objeto de 
crîtica por un sector de la doctrina, (110) supone que los -
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primeros se caracterizan por producir necesariamente efec - 
tos jurîdicos traducidos principalmente en la nota de publi 
cidad, en tanto que los segundos no persiguen un fin publi- 
citario, limitândose a hacer constar, a los propios efectos 
internos de la Administraciôn, determinados actos o bienes. 
(III) El Catâlogo de Montes responderîa en principio a este 
segundo criterio, si bien, como observa : el autor citado , 
la realidad ha demostrado que la legislaciôn ha atribuîdo - 
al mismo "funciones de carâcter jurîdico? consistantes en - 
una presunciôn posesoria del monte catalogado a favor de - 
de la entidad pûblica titular. (112)
La doctrina espahola es unânime en el ûltimo senti 
do sehalado al reconocer plenos efectos jurîdicos al Catalo 
go de Montes. (113) Igual circunstancia se da en el Derecho 
hondureno donde se configuran efectos todavîa mâs amplios - 
como analizaremos en pâginas siguientes. El Catâlogo es de 
esa manera un registre pûblico con consecuencias jurîdicas - 
muy importantes? no es asî una mera lista o relaciôn de bie 
nes con efectos puramente internos para la propia Adminis - 
traciôn.
2 ) ^nclus_iones
Tal como ha sido expuesto en el capîtulo III, el - 
artîculo 12 de la Ley Forestal de 1971 dispone que se con- 
sideran "âreas forestales bajo régimen especial" las âreas 
forestales pûblicas clasificadas como "zonas forestales pro 
tegidas" y las "zonas de interés forestal" incluîdas en el 
Catâlogo del Patrimonio Pûblico Forestal Inaliénables.
En su oportunidad estudiaremos los criterios que - 
sirven para determiner ambas categorîas; (114) no interesa 
por lo mismo insistir sobre el tema; conviens recorder, sin 
embargo, que son factores ecolôgicos y recreativos, funda -
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mentalmente, los que determinan la primera clasificaciôn se 
halada ("zonas forestales protegidas"), mientras que en la 
segunda ("zonas de interés forestal") influyen, sobre todo 
factores econômicos (explotaciôn del bosque), representando 
juntos al final distintas formas de afectaciÔn a la utili - 
dad pûblica.
Mientras que las "zonas forestales protegidas" se- 
rân siempre inscrites en el Catâlogo, la inscripciôn de las 
de "interés forestal" queda sujeta a la discrecionalidad de 
la Administraciôn Forestal (art. 12 letra b. Ley Forestal). 
Esta disposiciôn, sin embargo, ya no tiene razôn de ser, da 
da la nueva orientaciôn de la polîtica forestal plasmada en 
la Ley de la Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal - 
de 1974, ampliamente proteccionista.
En parecido sentido, la legislaciôn espahola supo­
ne la previa declaraciôn de utilidad pûblica para la inclu- 
siôn de un monte pûblico determinado en el Catâlogo (art. 6 
de la Ley de Montes). (115)
b) Efectos de la inscripciôn ên êl Catâlôgô
Ademâs de acreditar el carâcter de utilidad pûbli­
ca de todos los terrenos incluîdos en una zona catalogada , 
la inscripciôn en el Catâlogo del Patrimonio Pûblico Fores­
tal Inalienable producirâ de acuerdo con el artîculo 26 de 
la Ley Forestal de 1971, los efectos siguientes:
1) Tnal^enabi_lidad
El literal d) de la norma citada, establece que - 
"las âreas forestales pûblicas incluîdas en zonas foresta - 
les catalogadas, no podrân ser enajenadas, sino mediante au 
torizaciôn especial del Congreso Nacional". Previamente el
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artîculo 12, letra a) dispone que "el Patrimonio Pûblico Fo 
restai Inalienable serâ mantenido perpetuamente bajo el do­
minio pûblico y bajo la Administraciôn del Estado. Ninguna 
de las âreas incluîdas en dicho patrimonio podrâ pasar, en 
todo o en parte, a dominio privado ni a la posesiôn de par­
ticulares salvo por disposiciôn de una Ley".
A la vista de estas disposiciones debemos concluir 
que existe una verdadera inalienabilidad de las âreas fore£ 
taies pûblicas catalogadas, como lo indica precisamente su 
propio nombre : "Catâlogo del Patrimonio Pûblico Forestal In 
alienable".
Sin embargo es necesario hacer algunas acotaciones 
en torno al tema. Se debe reparar, en efecto, que tal ina - 
lienabilidad^subsiste mientras no se declare lo contrario - 
por una ley; pero dqué significado tiene este principio? En 
la doctrina espahola Clavero Arêvalo se ha ocupado de tema - 
parecido al estudiar la inalienabilidad del dominio pûblico 
y por lo mismo consideramos oportuno hacer una referencia a 
su opiniôn.
Reparando en el artîculo 6 de la Ley espahola de - 
Contabilidad y Administraciôn de 1 de Julio de 1911 - acti:^ 
mente derogada por la Ley General Presupuestaria - que esta 
bleciô que "no se podrân enajenar ni hipotecar los derechos 
y propiedades del Estado sino en virtud de una ley", el au­
tor citado sostuvo que tal disposiciôn implica no una verda 
dera inalienabilidad, sino por el contrario, "la incompeten 
cia del poder ejecutivo para llevar a cabo una venta de los 
bienes del Estado" (116). Entre êsta y la verdadera inalie­
nabilidad del dominio pûblico, existe segûn Clavero, una di 
ferencia sustancial; mientras que esta ûltima supone "una - 
imposibilidad de enajenar que reside, bien en la naturaleza
de los bienes o bien en el destino de los mismos", la pri-
»
mera implica simplements una incapacidad para vender "que - 
no radica en la naturaleza o en el destino de los bienes -
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sino en las personas o en los ôrganos incapaces o incompe - 
tentes" (117), de manera que no proviene de la concreta 
afectaciÔn de los bienes, sino de "la necesidad de atribuir 
al Poder Legislative los actos que afectan al presupuesto y 
al capital del Estado" (118)
Ante esta tesis, conviens analizar si tendrla vali 
dez en relaciôn a las disposiciones de la Ley hondureha que 
comentamos. Obsêrvese previamente que el profesor Clavero - 
considéra que es la afectaciÔn del bien a un fin pûblico lo 
que détermina su inalienabilidad y sôlo "cuando el interés 
pûblico exige tal separaciôn, êsta se produce con la desa - 
fectaciôn determinadora del dominio pûblico y de la inalie­
nabilidad", (119) êsta asî'^protege la afectaciÔn conservan- 
do la titularidad administrativa o pûblica de los bienes" - 
de manera que la \nseparabilidad de los bienes de su desti 
no pûblico", constituye su"meta y razôn de ser". Los bienes 
patrimoniales, en cambio, de acuerdo con esta têsis, care - 
ciendo de afectaciÔn especifica, no son inaliénables, la 
prohibiciôn de vender salvo ley que la autorice, tiene otro 
fundamento relacionado con el control legislative de la eje 
cuciôn presupuestaria. (120) Résulta évidente, por otra par 
te, que el autor citado tiene presents la doctrina tradicio 
nal de la divisiôn de los bienes estatales.
Concretândonos al supuesto hondureho que analiza - 
mos, debemos recorder que los bosques en el Derecho hondure 
ho resultan afectados a distintos fines de utilidad pûbli­
ca, cuyo estudio hicimos en pâginas anteriores. La idea de 
afectaciÔn a un fin pûblico no es extraha, entonces, al rê- 
gimen jurîdico de estos bienes. En consecuencia, acâ no se 
trata de una cuestiôn de incompetencia del Ejecutivo o de - 
una prohibiciôn de enajenar por razones meramente presupues 
tarias. Los bosques estân afectados a fines de utilidad pû­
blica y esa afectaciÔn solo puede césar en virtud de una ley
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que disponga lo contrario y que autorice su enajenaciôn por 
el Poder Poder Ejecutivo. Se trata de una forma mâs grave - 
de afectaciÔn y, por consiguiente, también de desafectaciôn, 
en tanto que en otros supuesto basta con un simple acto ad 
ministrativo para que êsta se produzca.
Opera de esa manera una verdadera inalienabilidad; 
su desafectaciôn en la forma sehalada,. serâ tanto mâs rara 
en cuanto que la polîtica forestal del Estado expresada le- 
gislativamente en la Ley de la Corporaciôn Hondureha de De£ 
arrollo Forestal, tiende a la publificaciôn casi total del 
sector forestal, tal como se estudiô oportunamente en el ca 
pîtulo III.
Résulta oportuno, finalmente, hacer una breve refe
rencia al artîculo 6 de la Ley espahola de Montes que en -
forma muy similar sehala el principio de que sôlo mediante 
ley podrân ser enajenados los montes catalogados, (121) as­
pecto al que nos referiremos de nuevo al final de este cap^ 
tulo cuando abordemos en concreto el anâlisis de la califi­
caciôn jurîdica de los montes pûblicos catalogados en el De 
recho espahol.
2 ) Inembargabilidad.
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Mientras que la inembargabilidad de las tierras pû
blicas afectadas con fines de reforma agraria se deduce el
principio general establecido en el artîculo 81 de la Ley - 
hondureha de Presupuesto, que estudiamos en su momento, la 
inembargabilidad de los bosques incluîdos en el Catâlogo 
viene expresamente formulada por el literal e) del artîculo 
26 de la Ley Forestal que comentamos, al establecer que "el 
suelo y el arbolado de los terrenos forestales pûblicos ca­
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Este principio es también declarado por el literal 
c) de la norma a la que venimos haciendo referencia, en 
cuanto dispone que "la posesiôn estatal o municipal (122) - 
sobre âreas forestales incluîdas en zonas forestales catalo 
gadas es imprescriptible".
En el mismo sentido el artîculo 12 letra a) de la 
Ley citada al establecer que el Patrimonio Pûblico Forestal 
Inalienable "serâ mantenido perpetuamente bajo el dominio y 
bajo la Administraciôn del Estado" dispone, tal como ya lo 
hemos puesto de manifiesto, que "ninguna de las âreas in - 
cluîdas en dicho patrimonio podrâ pasar, en todo o en parte 
a dominio privado ni a la posesiôn de particulares, salvo - 
por disposiciôn de una ley". En consonancia con estas nor - 
mas el artîculo 36 otorga competencia a la Administraciôn 
Forestal del Estado para "mantener întegramente la posesiôn 
por el Estado o por los municipios titulares (123)de las 
âreas forestales pûblicas, impidiendo las ocupaciones^segre 
gaciones y demâs actos posesorios de naturaleza ilegal".
Existe, en consecuencia, una imprescriptibilidad ex 
presamente declarada para los bosques catalogados, princi - 
pio que debe conectarse con el de la inalienabilidad previa 
mente estudiado. (124)
4) Presunciôn de dominio
El mismo artîculo de la Ley Forestal a que nos he 
mos venido refiriendo dispone que la inscripciôn en el Catâ 
logo del Patrimonio Pûblico Forestal Inalienable producirâ 
el efecto de "acreditar el dominio y posesiôn de las âreas 
forestales incluîdas en la zona catalogada a favor del Esta
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do o de une o varies Munieipios, segûn les propios têrminos 
del Decreto de declaracidn de la zona, (125) sin perjuicio 
de los derechos y tîtulos adquiridos legalmente por otras - 
personas naturales o juridicas con anterioridad a dicho De­
creto de declaraciôn" (letra b), en ese mismo tenor "la per 
tenencia o titularidad asi como los linderos que el Catâlo- 
go asigne a los terrenes pûblicos incluîdos en zonas fores­
tales catalogadas, s61o podrân impugnarse en juicio déclara 
tivo ordinario de propiedad ante los tribunales competen 
tes", y "mientras no sean definitivamente vencidos en jui- 
cio- el Estado o los Municipios (126) que estân en posesiôn 
de zonas forestales catalogadas, serân mantenidos en dicha 
posesiôn por el Poder Ejecutivo" (letra f).
Para comprender el sentido de estas disposiciones, 
nuevamente acudimos a la doctrina y al Derecho espanoles, - 
que en este como en otros aspectos que hemos estudiado, pre 
senta mucha semejanza con el Derecho hondureho.
El artîculo 10 de la Ley espanola de Montes esta - 
blece que "la inclusiôn de un monte en el Catâlogo otorgarâ 
la presunciôn de su posesiôn por el Patrimonio Forestal del 
Estado o por la entidad pûblica a cuyo nombre figura, sin - 
que esta posesiôn pueda ser combatida ante los Tribunales - 
de Justicia por medio de interdictos o de procedimientos e£ 
peciales. Uno y otra serân mantenidos en la posesiôn y asis 
tidos para la recuperaciôn de sus montes por los Gobernado- 
res Civiles en todos los casos". (127)
A la vista de las normas citadas en ambos ordena - 
mientos y sin perjuicio de ulteriores precisiones, encontre 
mos - como ya advertîamos - mucha semejanza, aunque no iden 
tidad absolute. Ahora bien, en la doctrina espanola se ha - 
planteado el anâlisis de las consecuencias juridicas de la 
presunciôn establecida por el artîculo de la Ley de Montes
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previaunente transcrite. Guaita, por ejemplo, ha entendido - 
que tal presunciôn supone una verdadera presunciôn de pro­
piedad, aportando diverses argumentes en defense de su te - 
sis; (128) en el mismo sentido Garcia Ormaechea habîa enten 
dido en relaciôn con la legislaciôn anterior a la vigente, 
que en la propiedad pûblica - montes concretamente - no es 
posible distinguir la posesiôn de la propiedad, en tante 
que aunbas se confunden; a diferencia del Derecho privado, - 
en el Derecho pûblico,dice este autor, "la posesiôn es siem 
pre la manifestaciôn del dominio pleno, del cual es insepa­
rable", y en "la mayor parte de les cases el Estado no ejer 
ce tal posesiôn a la manera que la define el Côdigo Civil , 
siendo tan sôlo el dueho preeminente e indiscutible". (129) 
En sentido contrario y contrastando la presunciôn del Catâ- 
logo con la presunciôn que a favor del titular registral e£ 
tablece el articule 38 de la Ley Hipotecaria espanola,(130) 
Grau sostiene que la primera es una "simple posesiôn natu - 
ral o efectiva", mientras que la segunda "es una compléta 
y perfecta posesiôn jurldica", (131) de manera que por esta 
via no es posible la identificaciôn a la que llega Guaita. 
(132) Sin la intenciôn de entrar en mayores detalles sobre 
los aspectos tan interesantes que la norma en referenda su 
pone, lo que résulta évidente es que por la inscripciôn en 
el Catâlogo se presume que la posesiôn estâ siendo cumplida 
por la entidad y que êsta se antepone a la posesiôn en con­
trario de un particular. (133)
En el Derecho hondureho, en cambio, la cuestiôn se 
présenta con matices diferentes. Repârese que la inscrip 
ciôn en el Catâlogo del Patrimonio Pûblico Forestal Inalie­
nable produce el efecto de "acreditar el dominio y posesiôn" 
de las âreas forestales pûblicas Cart. 26 letra b), Ley Fo­
restal) , de manera que acâ se resuelve cualquier duda al 
respecte; se presume, no sôlamente la posesiôn, sino tam - 
bién el dominio; para comprender este aspecto, entendemos ,
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es importante la cita que de Garcia Ormaechea hicimos ante- 
riormente por tratarse de situaciones idênticas. Esta pre - 
sunciôn sôlo puede ser desvirtuada por los tîtulos adquiri­
dos legalmente por terceros previo al Decreto de déclara 
ciôn de la zona forestal protegida o de interés forestal, - 
que tendrâ .que hacerse valer en el juicio ordinario de pro­
piedad ante los tribunales ordinarios; mientras tanto, la - 
posesiôn pûblica de los mismos serâ mantenida por la autori 
dad compétente (art. 26 letra f), todo lo cual debe enten - 
derse en conexiôn con los principios de inalienabilidad e - 
imprescriptibilidad que estudiamos previamente.
Finalmente, no résulta demâs advertir que, como e£ 
tudiamos en su momento, aûn cuando la mâs reciente legisla­
ciôn forestal supone una efectiva nacionalizaciôn del vuelo 
en las âreas forestales privadas - extremo sobre el cual 
volveremos luego - las disposiciones que recién analizamos, 
conservan su importancia en tanto que el titular del suelo 
mantiene importantes facultades. (134)
5) £n£cri£ciôn _en el_Registro de_la Propiedad
El artîculo 27 de la Ley Forestal establece la 
obligaciôn de inscribir los bosques catalogados en el Regi£ 
tro de la Propiedad en el plazo de treinta dîas, contados a 
partir de su inscripciôn en el Catâlogo. Sobre los efectos 
de esta disposiciôn en torno a la concreta calificaciôn ju- 
rîdica de los bienes que estudiamos, volveremos oportunamen 
te.
c) Conclusiôn. Bienes de dominio pûblico
Del anâlisis de las notas anteriores podemos arri- 
bar ya a una conclusiôn; los bosques catalogados en el Dere 
cho hondureho son bienes de dominio pûblico. Las notas deter
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minantes de su rêgimen jurîdico - inalienabilidad, impres­
criptibilidad e inembargabilidad, principalmente - asi nos 
lo indican.
No estamos ante bienes afectados al uso o al ser- 
vicio pûblico, criterios a que ha pretendido reducirse la 
nociôn del dominio pûblico, pero si ante bienes afectados 
a determinados fines pûblicos como son los econômicos o 
fiscales, los ecolôgicos y agronômicos y los ambientales o 
recreativos. El rêgimen juridico protege preciscunente esa 
afectaciôn.
Hemos afirmado reiteradamente que la finalidad pû 
blica a la que resultan afectados determinadas categorias 
de bienes, détermina su especifico rêgimen juridico. En es 
te orden de ideas, el elemento teleolôgico, la finalidad - 
pûblica determinada por cualquiera de las modalidades de - 
la funciôn pûblica, tal como lo expone Ballbê, (135) tiene 
la virtud de atribuir el rêgimen de la demanialidad a los 
bienes que resultan afectados a los mismos. (136)
El dominio pûblico, por otra parte, no puede con- 
cebirse actualmente mâs que como "una têcnica juridica 
construida por el Derecho", que puede "aplicarse con moti- 
vaciones materiales muy diferentes", como sehala acertada- 
mente el profesor Garcia de Enterria. (137)Ha dejado de 
ser asi una categoria absoluta para transformarse en una - 
creaciôn normative, en un rêgimen juridico que puede ser - 
utilizado instrumentalmente por el legislador, aplicândolo 
a bienes determinados en razôn de los fines o funciones 
que asume el Estado, independientemente de los supuestos - 
que histôricamente le dieron origen.
La recapitulaciôn de las ideas anteriores, previa 
mente expuestaa con mayores detalles a lo largo del capitu 
lo V, résulta importante para comprender de mejor manera -
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la calificaciôn juridica de los bienes que estudiamos.
Evidentemente - como ya anotâbamos - no se trata - 
de bienes afectados al uso o al servicio pûblico, pero si a 
determinadas actividades promocionales. Recuêrdese que opor- 
tunamente exponiamos que el uso o el servicio pûblico no 
agotan las modalidades de la funciôn pûblica y que si bien - 
la idea de "Fomente de la riqueza nacional" - que aparece en 
el artîculo 339 del Côdigo Civil espahol, integrando el con- 
cepto - es importante para comprender las posibilidades que 
la actividad de intervenciôn del Estado en la Economia, ofre 
ce al dominio pûblico, es igualmente cierto que las limita - 
ciones conceptuales que la propia nociôn de "fomente" supone 
resta posibilidades concretas al mismo. En este sentido, es- 
tableciendo previamente la conexiôn funciôn pûblica-activi - 
dad administrativa-proponîamos siguiendo al profesor argent! 
no Fiorini, la nociôn de "actividad administrativa de promo- 
ciôn" asociada a la de intervenciôn en la Economîar como su£ 
tituto de la idea* de fomente, con el propôsito de comprender 
mejor las nuevas posibilidades que se abren a la figura que 
considérâmes. (138)
Es en este orden de ideas que podemos establecer - 
con mayor claridad la calificaciôn juridica de los bienes 
que estudiamos. Se trata de bienes que se definen en razôn - 
de actividades promocionales determinadas, que no se usan 
por todos, pero que concurren sobre valores de importancia - 
colectiva, como son los intereses econômicos para el desarro 
llo, para el progreso y para el bienestar general. (139)
La circunstancia de que los bosques sean objeto de 
aprovechamiento rentable con objeto de "generarfondospara el 
financiamiento de programas estatales, a fin de acelerar el 
proceso de desarrollo econômico y social de la naciôn" como 
reza el artîculo 2 de la Ley de la CorporaciÔn Hondureha de
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Desarrollo Forestal, no es ningûn obstâculo conceptual para 
la caracterizaciôn de estes bienes como de dominio pûblico. 
El demanio ya no se limita a las "pertenencias estêriles" - 
como sehala Fuentes Bodelôn, (140) y puede ser objeto de ex 
plotaciôn econômica en consonancia con los intereses genera 
les, extremo que ha sido aceptado por la doctrina. (141)
Los bosques en el Derecho hondureho, son bienes - 
afectados a fines pûblicos que suponen actividades de promo 
ciôn del desarrollo, de promociôn de un medio ambiente ade- 
cuado y de promociôn del bienestar general. La inalienabili 
dad y la imprescriptibilidad - fundamentalmente - que se 
predican en estes bienes, no son atributes en abstracto de 
los mismos, fîsicamente considerados, sino que resultan pre 
cisamente de su afectaciôn a los fines que hemos sehalado - 
(142). El rêgimen juridico estâ determinado, en consecuen - 
cia, por su afectaciôn a fines de utilidad pûblica, que se 
pretenden protéger precisamente con el mismo.
Queda claro entonces, que los bosques pûblicos ca 
talogados en el Derecho hondureho, son bienes de dominio pû 
blico, afectados no al uso o al servicio pûblico, (143) pe­
ro si a determinadas actividades promocionales que resaltan 
en el contexto de la realidad hondureha. Los bosques son 
acâ fuente importante de materias primas y de divisas - al 
margen de sus otras funciones -, vinculados por lo mismo a 
la economia nacional, de alli que se arbitre un rêgimen ju­
ridico francamente publicista e, incluso, intervencionista 
en materia de âreas forestales privadas, como se analizô en 
su momento y como se estudiarâ de nuevo en pârrafos poste - 
riores.
Es necesario, sin embargo, hacer algunas precisio 
nés en torno a la nota de la inmatriculaciôn registral de - 
estos bienes, dados los criterios sostenidos por la doctri­
na al respecto. En la doctrina espahola, en efecto, ha sido
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objeto de discusiôn este tema. El artîculo 5 del Reglsimento 
Hipotecario espahol excluye del acceso al Registre a los - 
bienes de dominio pûblico en cualquiera de los supuestos - 
enumerados en el artîculo 339 del Côdigo Civil (espahol); - 
ello harîa pensar que si determinados bienes de la Adminis- 
traciôn deben ser inscritos en el Registre, esta sola nota 
implica su descalificaciôn como domaniales. (144) La eues - 
tiôn ha sido analizada por Parejo Garnir (145) y llega a la 
conclusiôn de que de los antecedentes de la norma sehalada 
y del contexto de la legislaciôn espahola en general, ha - 
brîa que entender que tal principle no supone una "prohibi- 
ciôn sino simplemente una "dispensa" de inscripciôn, que en 
todo case puede invertirse cuando una norma expresa dispon- 
ga lo contrario para un sector determinado de bienes.
El problema no se ha planteado en la legislaciôn 
hondureha, pero estimâmes que es importante abordar el mis­
mo a efecto de despejar cualquier posible eguîvoco. En el - 
fonde de la cuestiôn indudablemente flota el origen concre­
te de los Registres de la Propiedad en el siglo XIX como un 
medio de asegurar el trâfico jurîdico privado, por lo que 
se estimaba que la propiedad pûblica no deberîa tener acce­
so al mismo; (146) este fue el criterio sostenido en la doc 
trina espahola por Jerônimo Gonzalez (147), que negaba la - 
inscripciôn de los montes pûblicos en su interesante polêm^ 
ca con Alcalâ Zamora, (148) quien afirmaba lo contrario, in 
sistiendo en el Registre como un medio de protecciôn de los 
montes frente a las usurpaciones a terceros.
Es évidente, por otra parte, que los bienes demania 
les afectados al uso pûblico, por ejemplo, gozan de una pu- 
blicidad patente, pero otros, en cambio, no gozan de êsta; 
es el case de los bosques en el Derecho hondureho. (149) -
Precisamente para evitar los abusos contra esa propiedades 
administrativas y para asegurar su protecciôn es que se con 
sidera conveniente su inscripciôn en el Registre. (150) Las
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notas principales del dominio pûblico (inalienabilidad e im 
prescriptibilidad) no resultan de la consideraciôn de los - 
bienes en abstracto, como ha sido puesto de manifiesto, si­
no de su afectaciôn a fines pûblicos especificos y cualquier 
medio que asegure la protecciôn de esa afectaciôn es vâli - 
do, por lo que habrîa que concluir con Parejo Gamir que hoy 
"conceptualmente no hay obstâculo ninguno a la inscripciôn 
del dominio. No répugna ya hablar de inscripciôn del domi - 
nio pûblico". (151)
Y es que considérâmes que toda politics coherente - 
de administraciôn del territorio debe suponeruna coordina - 
ciôn entre catastro (realidad fisica) y registre (realidad 
juridica), y les bienes de la Administraciôn no podrian ser 
la excepciôn, por lo que en cierta medida, a nuestro crite­
rio, el Registre de la Propiedad ha dejado de ser absoluta- 
mente un medio para asegurar la publicidad y el trâfico ju­
ridico privado.
B) L O S  B O S Q U E S  NO C A T A L O G A D O S ;  C O N S I D E R A C I O N  E S P E C I A L
Si en relaciôn con los bosques incluidos en el Catâ 
logo del Patrimonio Pûblico Forestal Inalienable no résulta 
ninguna duda acerca de su consideraciôn como bienes de dom± 
nio pûblico, si podria surgir respecto a las âreas foresta­
les pûblicas no catalogadas.
Repârese en este sentido que la inclusiôn en el Ca­
tâlogo de los bosques pûblicos clasificados como "zonas de 
interës forestal" es facultad discreccional de la Adminis - 
traciôn Forestal (arts. 12 y 25 Ley Forestal.) , siendo su 
utilidad pûblica évidente. Por otra parte tampoco se inclu- 
yen los bosques que no hubieren sido clasificados, conside­
rados por lo mismo como "âreas forestales bajo rêgimen gene 
tal". (152).
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Surge asi la duda acerca de su calificaciôn juridi­
ca. A primera vista habrla que considerarlos como bienes pa 
trimoniales, desde luego que los efectos tan claros que se 
producen a ralz de la inscripciôn en el Catâlogo no se pro- 
ducen aparentemente en estos supuestos, precisamente como - 
consecuencia de su no inclusiôn.
Sin embargo, esta conclusiôn que parece lôgica, me- 
rece que sea objeto de atenciôn mâs detenida. La mâs recien 
te legislaciôn hondureha sobre el sector (Ley de la Corpora 
ciôn Hondureha de Desarrollo Forestal) en efecto, marca im- 
plicitamente nuevas pautas acerca de este tema que deben 
ser analizadas.
Debemos observar en este orden de ideas que la nue- 
va polltica forestal plasmada en la ley que mencionamos es 
decididamente intervencionista en la propiedad forestal pr£ 
vada con el resultado de la efectiva nacionalizaciôn del 
vuelo, produciéndose una disociaciôn entre la titularidad - 
de éste, que pasa a la Administraciôn, y la del suelo que - 
conserva el particular propietario, configurândose paralela 
mente una propiedad privada vinculada hasta sus limites ex- 
tremos a los fines pûblicos que tutela la Ley. Esta situa - 
ciôn quedô ampliamente expuesta en el capitule III y no in- 
sistiremos por de pronto en el tema; nos interesa ûnicamen 
te llamar la atenciôn acerca de esta circunstancia.
Pues bien, si la propiedad forestal privada ha sido 
objeto de un amplio interveneionismo estatal con los resul- 
dos sehalados, a tal grado que se ha llegado a su publifica 
ciôn casi total, con mayor razôn la propiedad forestal pû - 
blica, aûn cuando no esté catalogada, ha de ser objeto de - 
una amplia regulaciôn de Derecho pûblico. Repârese en este 
sentido que los mismos fines pûblicos que determinan la cia 
sificaciôn de los bosques pûblicos como "zonas forestales - 
protegidas" o como "zonas de interés forestal" y su poste -
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rior inclusiôn en el Catâlogo (en este ûltimo supuesto cuan 
do asi se establece en el Decreto de clasificaciôn), esto - 
es, la explotaciôn econômica racional del recurso, la pro - 
tecciôn de cuencas hidrogrâficas y de suelos, la protecciôn 
del medio ambiente, determinan asimismo la amplia interven­
ciôn en la propiedad forestal privada que hemos sehalado.
De esta manera, si la tendencia manifestada en la - 
legislaciôn se encamina a la publificaciôn total del sector 
forestal, consideramos que la calificaciôn juridica de los 
montes pûblicos no catalogados estâ mâs prôxima al dominio 
pûblico, que al concepto de bienes patrimoniales, aun con - 
la publificaciôn que ha sufrido este ûltimo. (153)
En efecto, como exponiamos en pâginas anteriores al 
analizar la calificaciôn juridica de las tierras pûblicas - 
afectadas con fines de reforma agraria, los principios de - 
imprescriptibilidad e inembargabilidad, tambiên se aplican 
a âstas y entendemos que igualmente operan en relaciôn con 
las tierras forestales pûblicas no clasificadas, puesto que 
su sentido es general. (154) Por otra parte, si la finali - 
dad pûblica de aquéllas détermina su enajenaciôn con fines 
de reforma agraria, la finalidad de estas ûltimas aconseja 
su permanencia en manos pûblicas. De alli que considérâmes 
que aun cuando determinadas âreas forestales pûblicas no e£ 
tên incluidas en el Catâlogo del Patrimonio Pûblico Fores - 
tal Inalienable, con lo que los efectos juridicos que tal - 
inclusiôn producen no son especificamente predicables, se - 
puede llegar a similares consecuencias si recogemos otros - 
principios générales de la legislaciôn hondureha sobre tie­
rras pûblicas y los conectamos con el nuevo sentido de la - 
legislaciôn forestal que tiende precisamente, repetimos, a 
la publificaciôn total del sector forestal, con fines pûbli 
COS claramente definidos, que no pueden ser tutelados mâs - 
que con un rêgimen similar al del dominio pûblico.
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III - OTRAS NOTAS DETERMINANTES DEL REGIMEN JURIDICO DE DE
RECHO PUBLICO.
A) EL D E S L I N D E  PE LAS A R E A S  F O R E S T A L E S  P U B L I C A S  ( 1 5 5 )
Tal como se ha sehalado en la doctrina espahola, la 
propiedad forestal constituye "la mâs parecida, la menos d£ 
ferenciada en las zonas administrativa y civil" (156) - ob- 
servacidn que, en todo caso, no debe hacernos olvidar que - 
lo mismo sucede con las tierras pûblicas no forestales en - 
el Derecho hondureho; - ello hace necesario la individuali- 
zacidn de los bosques - o montes - pûblicos a través de la 
definiciôn de sus limites, como un supuesto previo para co- 
nocer en detalle la riqueza forestal pûblica y para asegu - 
rar su protecciôn frente a abusos o intrusiones de los par- 
ticulares.
Este cometido se cumple a través de técnicas como - 
el deslinde administrativo, que ha sido calificado en la 
doctrina espahola, incluso, como la "eues tiôn capital" del 
rêgimen juridico forestal. (157)
Sin la intenciôn de analizar "in extenso" el tema, 
lo que lôgicamente, dadas las especialidades del mismo, ex- 
cederia los especificos planteamientos de nuestro trabajo, 
bâstenos indicar que el deslinde administrativo supone un - 
problema de limites entre una propiedad administrativa y 
otra u otras colindantes pertenecientes a personas particu- 
lares, que se resuelve a través de las facultades conque la 
administraciôn aparece dotada por el ordenamiento; (158) se
ha considerado asi al deslinde administrativo "como un pri- 
vilegio exclusivo e indisponible de la Administraciôn actua;> 
do a través de un procedimiento administrativo que culmina 
en un acto de la misma condiciôn". (159)
311
A diferencia de las tierras pûblicas de vocaciôn - 
agricola o ganadera afectadas con fines de reforma agraria 
en el Derecho hondureho, cuyo deslinde opera por via de ex- 
clusidn, como hemos tenido oportunidad de estudiar, la Ley 
Forestal hondureha establece un procedimiento especifico de 
deslinde, lo que no deja de ser una muestra de la poca sis- 
tematizaciôn de la legislaciôn hondureha sobre tierras pû - 
blicas que sehalâbamos en la Introducciôn de nuestro traba­
jo.
Si se ha destacado a lo largo de esta exposiciôn la 
semejanza que en muehos principios muestras el Derecho fo - 
restai hondureho con el espahol,— salvo la concreta califica 
ciôn juridica - es guizâ en materia de deslinde donde, por 
lo menos formaImente, se destaca con mayor nitidez esta; en 
efecto, parece claro, en consideraciôn a los preceptos que 
analizaremos, que el legislador hondureho tuvo a la vista - 
la legislaciôn de montes espahola al configurar las lineas 
générales de este procedimiento.
Asi, el artîculo 2 9 de la Ley Forestal hondureha es 
tablece que"Esds la competencia exclusiva de la Administraciôn 
Forestal del Estado el deslinde y amojonamiento de todas 
las âreas forestales pûblicas y en especial de las que con£ 
tituyen el Patrimonio Forestal Inalienable", principle que 
encuentra su correspondiente en el articule 12, pârrafo pr£ 
mere, de la Ley espahola de Montes. Como puede apreciarse - 
el deslinde administrativo se aplica en el Derecho hondure­
ho tanto a los montes catalogados como a los que no lo es - 
tén . (160)
"El deslinde y amojonamiento (161) - establece el - 
articule 30 de la Ley hondureha citada - se anunciarâ en el 
Diario Oficial "La Gaceta" y en la prensa mediante la fija- 
ciôn de edictos en los Municipios donde se encuentren las -
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âreas a deslindar, sehalando d£a y hora en que principiarâ 
el acto. Se emplazarâ a los colindantes y demâs personas - 
que acrediten un interés legîtimo, sin perjuicio de noti- 
ficar individualmente a aguellos cuyo domicilio fuere cono 
cido para que presenten sus titulos de dominio y asistan - 
al acto de deslinde. Los que no comparecieren personalmen- 
te o por medio de représentantes, no podrân formuler recla 
maciones en el expediente de deslinde y amojonamiento, con 
siderândose la publicaciôn de edictos y anuncios como not^ 
ficaciôn personal".
De acuerdo con el artîculo 31 de la Ley citada, - 
"sôlamente tendrân valor y eficacia en el acto de deslinde 
los titulos de dominio inscritos debidamente en el Regis - 
tro de la Propiedad y aquellas pruebas que de modo induda- 
ble acrediten la posesiôn por particulares en forma pacifi 
ca e ininterrumpida, con justo titulo y buena fe, durante 
mâs de diez anos de los terrenos pretendidos, los cuales - 
en otro caso se considerarân en posesiôn del Estado o, en 
su caso, del Municipio titular de los mismos".
Résulta Clara la semejanza de las normas transcri- 
tas con lo dispuesto en el artîculo 14, letras a) y b) de 
la Ley espahola de Montes.
El segundo precepto que sehalamos ofrece, sin em - 
bargo, una atenciôn especial. En efecto, dicha norma intro 
duce cierta confusiôn cuando aparentemente reconoce efec - 
tos usucapientes a la posesiôn sobre terrenos pretendidos 
en perjuicio de los intereses del Estado o del Municipio;- 
(162) ello obviamente pondrîa en tela de juicio el princi­
ple de imprescriptibilidad que hemos sehalado. A nuestro - 
criterio tal confusiôn se ha producido por la proximidad•- 
de este precepto con el articule 14 letra b) de la Ley de 
Montes espahola que, como es sabido, reconoce taies efec­
tos a la posesiôn ininterrumpida durante mâs de treinta 
ahos y, como ya lo hemos puesto de manifiesto, parece evi-
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dente ^  que el legislador hondureho tuvo como modelo en
esta materia a la ley espahola citada, como se deduce de e£ 
tos y de otros preceptos que analizaremos luego. Sin embar­
go considérâmes que, en vista de la larga tradiciôn legisla 
tiva que ha tenido el principle de imprescriptibilidad de - 
las tierras pûblicas en el Derecho hondureho (163) - inde - 
pendientemente de la que se sehala como efecto de la ins 
cripciôn en el Catâlogo del Patrimonio Pûblico Forestal Ina 
lienable - tal confusiôn no cabrîa, por lo que estimâmes 
que esa usucapiôn ha de entenderse producida sobre terrenos 
de propiedad privada colindantes con el bosgue pûblico obje 
to de deslinde. Repârese en este sentido que el articule 31 
citado de la Ley Forestal hondureha reconoce valor y efica­
cia en el acto de deslinde a los titulos de dominio "inscr£ 
tes debidamente en el Registre de la Propiedad", precisiôn 
que no aparece en su correspondiente espahol (articule 14 - 
letra b) de la Ley de Montes) y que debe conectarse con el 
principle sostenido por la legislaciôn hondureha de que los 
terrenos que el Estado no hubiere titulado a favor de part£ 
culares, se consideran como parte de su dominio, como refie 
jo de la antigua regalia de la Corona espahola que oportuna 
mente estudiamos. (164)
Una vez realizado el deslinde se pondrâ el expe 
diente respective de manifiesto al pûblico para que los in- 
teresados, dentro de los plazos que se sehalan pueden formu 
lar reclamaciones, las cuales serân tramitadas por la Admi­
nistraciôn Forestal del Estado (art. 33) y resueltas âstas, 
se pone têrmino a la via gubernativa. (art. 34)
En cuanto a los efectos, el articule 34 establece 
que "el deslinde y amojonamiento aprobado y firme, déclara 
con carâcter definitive el estado posesorio del ârea fores­
tal desiindada a réserva de lo que pueda resultar del jui - 
cio declaratorio ordinario de propiedad si éste fuere enta- 
blado". (165) Nuevamente encontramos acâ un principle simi­
lar al establecido en el articule 15 de la Ley espahola de
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Montes, lo que confirma las observaciones hechas anteriormen 
te en torno a que el legislador hondureho tomô de modelo a 
esta Ley en la materia de que tratamos.
La doctrina espahola se ha ocupado extensamente
del valor juridico del deslinde; mientras la mayoria de los 
autores consideran en atenciôn a lo dispuesto en el articu­
le 15, pârrafo primero de la Ley de Montes - cuyo texto, re 
petimos, es similar al articule 34 de la Ley hondureha pre- 
vieunente transcrite (166) - que el deslinde sehala el peri- 
metro exacte del fundo, pero sin trascender a cuestiones do 
minicales, cuyo conocimiento se réserva a la jurisdicciôn - 
ordinaria, (167) posiciôn que tiene un amplio respaldo jur^ 
prudencial; (168) otro sector considéra, en cambio, que pe-
se a esa posiciôn prédominante, el deslinde estâ declarando
la extensiôn de la propiedad forestal pûblica y sus efectos 
por lo tanto, van mâs allâ que el simple sehalamiento de 
unos limites. (169)
En el Derecho hondureho, por el contrario, la cue£ 
tiôn se ha simplificado; ya hemos indicado que la inscrip - 
ciôn en el Catâlogo del Patrimonio Forestal Inalienable su­
pone por si una presunciôn de dominio que solo puede ser 
desvanecida en juicio ordinario de propiedad, de manera que 
el deslinde viene precisamente a establecer los limites de 
esa amplia propiedad sin perjuicio "de lo que pueda resul - 
tar del juicio ordinario ... si este fuere entablado".(170)
Finalmente, el articulo 34 de la Ley Forestal hon­
dureha dispone que" corresponde a la Administraciôn Fores - 
tal del Estado, establecer a lo largo de las âreas foresta­
les pûblicas, las sehales o hitos limitrofes con notifica - 
ciôn a los propietarios vecinos interesados. Asimismo le co 
rresponde su conservaciôn y la obligaciôn de mantener abier 
tas y visibles las lineas de demarcaciôn entre sehales".
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Huelga decir, tal como lo hemos sehalado en reite- 
radas ocasiones que, aun cuando a nuestro criterio el Dere­
cho forestal hondureho supone una nacionalizaciôn del vuelo 
de los bosques privados, el propietario del suelo conserva 
importantes facultades (171), por lo que la importancia del 
deslinde se mantiene.
B) P O L I C I A  Y D E R E C H O  P E N A L  F O R E S T A L
Los bosques en el Derecho hondureho son objeto de 
una especial protecciôn a través de la tipificaciôn en la - 
ley de distintas infracciones constitutivas de delitos o de 
faltas forestales (172) . Mientras que las sanciones que se 
imponen por via administrativa deben entenderse como expre- 
siôn de lo que se ha llamado "légitima defensa administrât^ 
va" (173) y caben por lo mismo dentro del campo de la poli- 
cia demanial (174), las sanciones impuestas por la comisiôn 
de los llamados delitos forestales, trascienden el marco 
sancionador de la propia Administraciôn para entrar en el - 
campo del Derecho Penal.
Debemos recorder en este sentido el principle gene 
ral en materia de policia forestal establecido en el articu 
lo36 de la Ley Forestal segûn el cual "es de la competencia 
de la Administraciôn Forestal del Estado el mantener inte - 
gramente la posesiôn por el Estado o por los Municipios ti- 
tulares de las âreas forestales pûblicas, impidiendo las 
ocupaciones, segregaciones y demâs actos posesorios de natu 
raleza ilegal?
La Ley define claramente las competencias en el or 
den penal y administrativo, estableciendo que la jurisdic - 
ciôn ordinaria conocerâ de los delitos forestales (art.118) 
mientras que la Administraciôn conocerâ de las llamadas fa_l 
tas forestales, (art. 119) obviândose asi cualquier proble-
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ma al respecto, como parece ser que acontece en el Derecho 
espahol en esta materia. (175)
Constituyen delitos forestales de acuerdo con el - 
artîculo 121 de la Ley, las siguientes infracciones:
a) Falsificar, alterar, mutilar o borrar cualquier mar 
ca empleada por la Administraciôn Forestal del Esta 
do o registrada de acuerdo con la Ley o sus Régla - 
mentos,
b) Mover, destruir o mutilar cualquier hito, mojôn o - 
sehal que indique los linderos de un ârea forestal 
pûblica, o cualquier zona demarcada por la Adminis­
traciôn Forestal del Estado.
c) Incendiar bosques, matorrales, mieses, pastos o 
plantîos, excepto en los casos y bajo las condicio- 
nes previstas por la Ley.
d) Aprovechar, dahar, destruir o extraer ilegalmente - 
productos forestales de una ârea forestal pûblica o 
privada, con ânimo de lucro o bien empleando violen 
cia o intimidaciôn en las personas o fuerza en las 
cosas.
e) Ocupar, roturar, talar, descombrar o rozar ilegal - 
mente unaârea forestal, oponiendo resistencia a las 
autoridades correspondientes.
Constituyen faltas forestales, en cambio, de acuer 
do con el artîculo 121, las siguientes:
a) Mutilar, circundar, descortezar ârboles asî como 
abrirlos para la extracciôn de la résina, goma u
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otros jugos en los casos prohibidos por la Ley o sus 
Reglamentos.
b) Introducir o mantener ganados en las âreas foresta­
les en los casos o circunstancias prohibidas y
c) Toda acciôn u omisiôn violatoria de los planes de or 
denaciôn y demâs disposiciones y resoluciones emana- 
das de la Administraciôn Forestal del Estado.
Los delitos forestales son sancionados con diver - 
sas penas de reclusiôn, que varian, segûn la gravedad de la 
incfracciôn (arts. 125 a 127) mientras que las faltas se 
sancionan con multas cuya cuantia, igualmente varia, ademâs 
del pago de la indemnizaciôn correspondiente. (176)
La protecciôn penal y policial se extiende a todos 
los bosques y no sôlamente a los pûblicos y, en todo caso , 
el particular que resuite afectado queda a salvo de exigir 
la responsabilidad civil cuando procediere. (119)
IV - EL APROVECHAMIENTO POR EL ESTADO DE LAS AREAS FORESTA­
LES PRIVADAS. NATURALEZA JURIDICA DE SU DERECHO.
En el capîtulo II nos ocupamos del amplio marco de 
intervenciôn estatal en la propiedad forestal privada. Arri 
bamos a la conclusiôn en esa oportunidad de que la Ley de - 
la CorporaciÔn Hondureha de Desarrollo Forestal (COHDEFOR ) 
supone una efectiva nacionalizaciôn del vuelo de las âreas 
forestales privadas, conservando el particular la titulari­
dad del suelo. No otra cosa résulta, a nuestro criterio, de 
la réserva que el Estado hace por si del control y aprove - 
chamiento de los recursos forestales, de acuerdo con el
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preâmbulo de la ley citada y de artîculo 5 de la misma, en 
cuanto establece que corresponderâ al Estado por medio del 
ôrgano mencionado "el control de todos los bosques locali- 
zados en âreas forestales pûblicas o privadas", de manera - 
que su conservaciôn, reforestaciôn, explotaciôn o aprovecha 
miento y comercializaciôn de los productos forestales serân 
funciones del mismo.
Es importante recorder también en esta breve reca- 
pitulaciôn, que el particular, aûn cuando résulta privado - 
de la facultad de disposiciôn de los productos del bosgue , 
conserva importantes facultades como son las de percibir un 
precio - fijado unilateralmente por la Administraciôn - por 
los productos forestales que se aprovechen y la facultad de 
enajenar el suelo, lo que supone que, en todo caso, el nue­
vo propietario résulta siempre gravado por los efectos que 
se desprenden de la normativa que comentaunos.
El contenido de la propiedad forestal privada - en 
el caso concreto del suelo - concluîamos también en aquella 
oportunidad, ha sido delimitado por la ley y paralelamente 
se ha configurado una propiedad ampliamente vinculada a los 
fines pûblicos tutelados por ésta.
No insistiremos mâs sobre estas consideraciones. - 
Nos interesa ahora analizar las técnicas por las que se ha 
llegado a esa situaciôn y la naturaleza juridica del dere - 
cho que corresponde al Estado, aspectos que en su momento - 
anunciamos que abordarîamos hasta en esa oportunidad.
Siguiendo la opiniôn de Spagnuolo Vigorita habîa - 
mos afirmado que lo fundamental en un proceso nacionaliza - 
dor es la réserva de determinados sectores de bienes o de - 
actividades que de manos privadas pasan a la titularidad y 
gestiôn pûblicas. (177) Para conseguir ese resultado, una - 
de las técnicas mâs corrientemente utilizadas es la expro -
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piaciôn forzosa, como ha sido sehalado por la doctrina.
(178) Ello nos induce a indagar si el supuesto que analiza­
mos implica o no una expropiaciôn y en el primer evento, en 
todo caso, cuâl séria el carâcter de ésta.
En primer lugar debemos observar que, de acuerdo - 
con la doctrina, la expropiaciôn supone una privaciôn singu 
lar de la propiedad, objeto por lo mismo de indemnizaciôn .
(179) En el caso concreto a que nos referimos, la ley hondu 
reha ha establecido la privaciôn de la facultad del propie­
tario del suelo de aprovechar la cubierta forestal de su te
rreno, en cuanto ésta ha sido traspasada a la administra
ciôn, a la que corresponde el control y aprovechamiento de 
la riqueza forestal, (art. 5) quien ademâs "aprovecharâ los 
bosques bajo cualquiera de las modalidades que escoja y de- 
terminarâ la oportunidad de su explotaciôn" (art. 6), pudLen 
do ser ésta directamente por el ôrgano encargado de la Adm£ 
nistraciôn Forestal (COHDEFOR) o por empresas de capital - 
mixto o de capital privado o por cooperativas o asociacio - 
nés de campesinos, formados en todos los casos por ciudada- 
nos hondurehos (art. 7) , en estos ûltimos supuestos, a tra­
vés de la têcnica concesional. Pero esta privaciôn no es
singular, es, por el contrario, general, en cuanto que la -
Ley no détermina un destinatario especifico, sino que sus - 
efectos se producen en relaciôn con todos los propietarios 
de âreas forestales privadas.
Ahora bien, esta ûltima circunstancia que anotamos, 
no es obstâculo para descartar por si sola la conformaciôn 
de una figura expropiatoria. Como anota Garcia de Enterria,
(180) es "el grado y la indole de la privaciôn" de modo que 
ésta no implique una simple regulaciôn "sino un despojo de 
la sustancia - total o parcial - del derecho" lo que déter­
mina la calificaciôn expropiatoria de un procedimiento o de 
una actuaciôn determinada.
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Evidentemente, como ya anotamos, en el supuesto que 
analizamos se ha producido una privaciôn del particular que 
lleva aparejado un bénéficie a favor de la Administraciôn - 
como resultado del eventual aprovechamiento del recurso por 
su parte. (181) En otras palabras, se ha alterado el "conte 
nido esencial" del derecho del particular (182) al privârse 
le de là facultad de disponer de los productos forestales; 
se configuraria asî una "expropiaciôn legislative". (183)
Pero debemos reparar que no se establece ninguna 
obligaciôn de indemnizar en forma inmediata al particular - 
afectado, <îgué sucede entonces?
Antes de intenter dar respuesta a esta pregunta, re 
suite oportuno destacar nuevamente en este momento que, en 
atenciôn a los fines de utilidad pûblica a que estân afecta 
dos los bosques - estudiados previamente - a la Administra­
ciôn le interesa tener un control, no sôlamente de las âreas 
forestales pûblicas, sino también de las particulares.
En el Derecho espanol, por ejemplo - como referîa - 
mos en otra oportunidad - Leguina Villa ha sehalado que con 
ocasiôn de la promulgaciôn de la Ley de Montes de 1957, el 
legislador "pudo optar... por una soluciôn decididamente pu 
blificadora de la propiedad de los montes, invirtiendo la - 
estructura de dicha propiedad (184) mediante transferencias 
masivas de fundos forestales desde manos privadas a manos - 
pûblicas. Pero tal soluciôn - que sin duda habrîa facilita- 
do grandemente el logro de las finalidades bâsicas de toda 
polîtica forestal coherente - fue descartada - continûa Le­
guina - posiblemente debido al enorme esfuerzo financiero - 
que su ejecuciôn habrîa implicado" (185), por lo que se op- 
tô por "una soluciôn intermedia" consistante en el estable- 
cimiento de "una fuerte intervenciôn administrativa que per 
mita la permanente subordinaciôn de los intereses econômi - 
COS inmediatos de sus titulares privados a los intereses ge
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nerales, sin renunciar, por otra parte, a un paulatino en - 
grandeeimiento del patrimonio forestal pûblico", (186) lo 
que implica una vinculaciôn de la propiedad forestal priva­
da al interés pûblico. (187)
La cita anterior nos puede servir para ilustrar en 
parte lo que ha sucedido en el Derecho hondureho. En efecto, 
al margen de las évidentes razones de interés pûblico que - 
aconsejan la intervenciôn estatalr es la propiedad forestal 
privada - de mayor intensidad, en todo caso, en el supuesto 
hondureho que en el espahol - la publificaciôn del sector - 
forestal hondurehohabrîa sido imposible si se hubiera teni­
do que indemnizar necesariamente a los propietarios particu 
lares por la privaciôn de la facultad de disponer de los 
productos forestales, dado el gravamen que ello hubiera im­
plicado para el Presupuesto Nacional. Por esta razôn el Es­
tado se reservô el control y aprovechamiento de los recur - 
SOS forestales desplazando la titularidad del particular so 
bre el vuelo, pero a la vez reconociendo a éste el pago de 
un precio por los aprovechamientos que se hicieren, aunque 
fijado siempre en forma unilateral por la Administraciôn, - 
(188) y respetando en todo caso la propiedad del suelo, que 
queda estrechamente vinculada al interés pûblico, delimitân 
dose su contenido.
Todo lo anterior implica, a nuestro criterio, una - 
"expropiaciôn diferida", expresiôn que tomamos de Spagnuolo 
Vigorita, en cuanto "al particular se le confiere o se le - 
deja una propiedad instrumental condicionada al necesario - 
logro de ciertos objetivos de interés pûblico", (189) sign£ 
ficando el pago al particular en la forma apuntada, por lo 
mismo, una indemnizaciôn igualmente "diferida".
Estamos conscientes que el planteamiento anterior - 
puede adolecer en alguna medida de falta de claridad, de ca
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ra a los criterios doctrinales prédominantes, pero el mismo 
se desprende del anâlisis de las disposiciones legales seha 
ladas y en este sentido habrîa que entender que la ley par­
te no "de una simple decisiôn voluntarista adoptada desde - 
la pura superioridad ... sino de una racionalidad material 
de fondo mâs o menos certeramente concebida y aplicada", 
(190) en funciôn de los fines pûblicos que tutela y en rela 
ciôn con los intereses de los particulares afectados.
Ahora bien, visto lo anterior habrîa que preguntar- 
se también cual es la naturaleza jurîdiça del derecho que - 
le corresponde al Estado sobre el vuelo de las âreas fores­
tales privadas.
Ha quedado claro que la normativa que examinâmes im 
plica la privaciôn de la facultad de disposiciôn de los pro 
ductos forestales de los titulares privados de suelos fore£ 
taies, que ha sido asumida por el ôrgano compétente (COHDE­
FOR) ; en otras palabras, como lo hemos reiteradamente mani- 
festado, se hà producido una disociaciôn entre la titulari­
dad del vuelo, que ha sido objeto de publificaciôn, y la t£ 
tularidad del suelo, que conserva el particular.
El derecho que corresponde al Estado se concreta, - 
entonces, en un "derecho real de vuelo" establecido por vîa 
legislativa, que faculta a la Administraciôn a conservar, - 
reforestar, explotar o aprovechar el bosque, ya sea directa 
mente o por la vîa concesional a través de empresas de cap_i 
tal mixto o de capital privado, integradas en su totalidad 
por hondurenos o por cooperativas o asociaciones de campes^ 
nos (arts. 5 y 7 Ley COHDEFOR); en cambio, la Administra 
ciôn deberâ abonar una cantidad que fijarâ unilateralmente, 
al particular, siempre que se hagan aprovechamientos. (191)
Sobre la propiedad del suelo pesa como consecuencia 
una servidumbre de derecho pûblico, entendida ésta como "un
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poder jurîdico parcial constituîdo sobre un inmueble en fa­
vor de una empresa pûblica"; (192) no otra cosa se despren­
de del artîculo 29 de la Ley de la CorporaciÔn Hondureha de 
Desarrollo Forestal, en cuanto dispone que "la CorporaciÔn, 
las empresas forestales que ésta constituya o de que forme 
parte asî como las asociaciones campesinas o cooperativas - 
forestales, tendrân derecho a usar las tierras de propiedad 
privada que sean necesarias para el cumplimiento de sus co- 
metidos"; disponiendo también el mismo artîculo que "los 
propietarios serân indemnizados por los dahos que se causen 
en las mejoras o si la afectaciôn impide el aprovechamiento 
normal del predio, se les pagarâ el valor de éste".
En el ûltimo caso estamos en presencia evidentemen­
te de una expropiaciôn compléta, que habrîa que conectar 
con el artîculo 41 de la Ley Forestal hondureha que contem­
pla la refundiciôn de dominios por esa vîa, cuando el vuelo 
fuere pûblico y el suelo privado, siempre que la Administra 
ciôn lo considéré conveniente por razones de interés pûbli­
co. (193)
En torno a cuanto hemos expuesto hasta acâ, résulta 
conveniente destacar que, como sehala Spagnuolo Vigorita, - 
todo proceso nacionalizador, al margen de las técnicas por 
las que se ha instrumentado, "demuestra el interés que tie­
ne el Estado en la inmediata aprehensiôn de los bienes, o - 
al menos en su direcciôn, o mâs gradualmente todavîa, en 
los resultados que se cree pueden alcanzar con determinados 
criterios de gestiôn ... siempre que sea directa", (194) y 
ello, evidentemente, ha ocurrido en la legislaciôn hondure­
ha que analizamos; lo anterior, de acuerdo siempre con Spa^ 
nuolo Vigorita, "équivale, en otros têrminos a afirmar el 
interés del Estado en los bienes en sî, en su caracterîsti- 
ca idoneidad y finalidad econômica, en cuanto son suscepti­
bles de una concreta y determinada utilizaciôn que se torna
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en ventaja de toda la colectividad", de manera que "los bie 
nés no se aprehenden o toman en una material instrumentali- 
dad respecto de una determinada obra que se pretende reali- 
zar... sino por estar funcionalmente dirigidos a la directa 
e inmediata satisfacciôn de las exigencias de interés pûbl£ 
co a que responden o deben estar afectados". (195)
Esta larga cita résulta util para ilustrar lo que - 
sucede en el Derecho hondureho; por ello no hemos vacilado 
en considerar que la normativa que se ha examinado, supone 
una verdadera nacionalizaciôn del vuelo en los terrenos fo­
restales privados, aûn con las particularidades que se des­
prenden de la misma. Ariho Ortiz ha insistido en este sent^ 
do que mâs que en una titularidad de los bienes "interesa - 
rîa, guizâ ... destacar la "funcionalidad" de los bienes, - 
su aplicaciôn al logro de intereses colectivos". (196)
En este orden de ideas es interesante contraster cô 
mo, por ejemplo, en el Derecho espahol se consideran como - 
bienes de dominio pûblico a .los recursos que la Ley de Mi - 
nas de 1973 llama "recursos de la Secciôn A" (art. 3) y se 
concede, sin embargo, derecho preferente de explotaciôn al 
propietario del terreno en que se encuentran (si fuere de - 
propiedad privada) previa autorizaciôn del ôrgano compéten­
te, (art. 17) mientras que en el caso de los bosques ubica- 
dos en âreas forestales privadas en el Derecho hondureho, - 
no se concede ese derecho preferente, aûn cuando, en cambio, 
no se puede afirmar exactamente su carâcter demanial.
Finalmente, se debe igualmente recorder que hemos - 
afirmado que la propiedad privada bobre el suelo forestal - 
ha sido delimitada por la ley y que se ha configurado una - 
propiedad ampliamente vinculada a los fines pûblicos que tu 
tela. En la doctrina, por otra parte, se ha afirmado en re­
laciôn con esta ûltima figura "("vinculaciôn"), que la mis­
ma supone una afectaciôn a un fin pûblico que se trata de -
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protéger, la que tiene "indudables analogîas" con la afecta 
ciôn del dominio pûblico artificial. (197) En este orden de 
ideas es posible senalar en consecuencia, que se trata en - 
estes casos de bienes "en marcha hacia el dominio pûblico" 
o de un "dominio pûblico impropio" como ha sido sehalado - 
también en la doctrina. (198) Creemos que alli se encuentra 
la piedra de toque de su rêgimen jurîdico. (199)
V - ÜNA REFERENCIA AL DERECHO ESPAfîOL. LA CALIFICACION JUKI 
DICA DE LOS MONTES PUBLICOS CATALOGADOS.
En el curso de nuestra investigaciôn se han hecho - 
continuas referencias al Derecho forestal espanol dada la - 
semejanza en algunos principles - que no identidad absolu - 
ta - que hemos encontrado con el Derecho hondureho. Asimis- 
mo se ha estudiado con alguna profusion la doctrina espaho- 
la sobre el tema.
Considérâmes importante ahora hacer una ûltima refe 
rencia al Derecho espanol para analizar en concrete la cal_i 
ficacidn juridica de les montes pûblicos catalogados; hare- 
mos asi abstracciôn de cualquier otro tema.
A) B R E V E  R E P A S O  DE LA D O C T R I N A
El problema de la calificaciôn juridica de les mon­
tes pûblicos catalogados en el Derecho espanol - a cuyos 
criterios de clasificaciôn nos hemos referido en el capitu­
le III - ha sido muy discutido en la doctrina, tante ante - 
rior como posterior a la vigente Ley de Montes de 1957.
La cuestiôn se ha planteado, tante por la individua 
lizaciôn de este conjunto de bienes - por le menos en sus -
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inicios - como producto de una excepcidn a los efectos de - 
la legislacidn desamortizadora del siglo XIX, que supuso su 
utilidad pûblica y por lo mismo su permanencia en manos pû- 
blicas, como por la falta de un pronunciamiento concrete - 
del Cddigo Civil sobre el tema, como si lo hizo con otros - 
bienes pûblicos (art. 339).
Sin ânimo de ser exhaustives y tratândose de la doc 
trina anterior a la ley vigente, nos remitimes al estudio - 
de Guaita, (200) guien sehala como partidarios de la tesis 
del dominio pûblicoentre otros, a Jordana de Pozas, Gar - 
cia Velasco, Santamaria de Paredes, Posada, Cuesta, Alvarez 
Gendin, Royo Villanova y Gascdn y Marin, mientras que Fernan 
dez de Velasco, Manueco, Martinez Blanco y Garcia Oviedo, - 
se pronunciaban por la tesis contraria, considerândolos co­
mo bienes de la propiedad privada de la Administracidn, am- 
pliamente respaldada por la jurisprudencia. A los autores - 
que se pronunciaban por la demanialidad de los montes antes 
de 1957, habria que agregar a Sieira Bustelo, quien aportô 
sdlidos argumentes en defensa de su tesis. (201) Guaita mi£ 
mo sehalaba que tenian mâs bien un rêgimen mixto, pero mûs 
prôximo al dominio pûblico.(202) La distinciôn de los bie - 
nés estatales en los têrminos formulados por la doctrina 
tradicional (203) tuvo un gran peso en esa discusidn.
En la doctrina posterior a 1957, frente a algûn au- 
tor que sostiene la patrimonialidad de estos bienes, no sin 
ciertos matices, (204) un sector se ha inclinado por la te­
sis de la demanialidad aun reconociendo peculiaridades en - 
su rêgimen juridico; asi Alvarez Gendin los incluye dentro 
de lo que llama "dominio pûblico especial)* (205) Guaita, 
rectificando un tanto su opinidn anterior, los considéra 
tambiên como demaniales. (206) Otro sector, en cambio, si - 
bien no los tipifica directamente en ese sentido, si los ca 
lifica como muy prôximos al demanio e incluso - en la mayo-
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ria de los casos -se les estudia cuando se anallza el domi­
nio pûblico; asir por ejemplo, Garrido Falla, (207), Fuen - 
tes Bodeldn (208) Parejo Gamir, (209) y Garcia de Enterria, 
que sostiene que el rêgimen de los montes es "una prueba 
mâs de la relatividad de la distincidn entre bienes de dom^ 
nio pûblico y bienes patrimoniales". (210)
El tema ofrece diferentes matices y por lo mismo es 
conveniente analizar el derecho positive.
B) LA C A L I F I C A C I O N  J U R I D I C A  EN LA L E G I S L A C I O N  DE M O N T E S
Frente a la ausencia de calificacidn especifica en 
la Ley de Montes, el Reglamento de la misma sehala en el ar 
ticulo II que "los montes pûblicos tienen la condiciôn jur_I 
dica de bienes patrimoniales y, por consiguiente, son pro - 
piedad privada del Estado, o de las entidades a que pertene 
cen..."
Esta tajante declaracidn de principle pareciera que 
resuelve de piano cualquier discusiôn al respecte; sin em - 
barge, el mismo articule II establece la salvedad de los 
montes catalogados de las provincias que tienen la conside- 
raciên de bienes de dominio pûblico (art. 282. Ley de Rêgi­
men Local), y los de las demâs entidades pûblicas que tam - 
biên "tendrân la condiciôn de bienes de dominio pûblico 
cuando estên adscritos a algûn use pûblico" (pârrafo segun- 
do) y, por otra parte, se establece que "los bienes comuna- 
les de las Entidades municipales, tendrân el carâcter y con 
dicidn juridica que les atribuye la Ley de Rêgimen Local" - 
(pârrafo tercero); êstos, como es sabido, se reputan bienes 
patrimoniales (art. 183 Ley de Rêgimen Local), si bien son 
inaliénables, imprescriptibles e inembargables (art. 188 
Ley de Rêgimen Local), o sea que tienen un rêgimen similar
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al del dominio pûblico, por lo que, como sehala Sieira Bus­
telo, aûn cuando se les califique asi (como demaniales) "su 
proteccidn no podria ir mâs lejos que con la reglamentacidn 
actual". (211)
En principle, entonces, se califican como patrimo - 
niales, con fuerte raigambre de la doctrina tradicional - 
("propiedad privada del Estado o de las Entidades a que per 
tenecen ...”) si bien se establecen importantes excepciones
El rêgimen general establece, por otra parte, las - 
siguientes notas:
a) El articulo 2, pârrafo primero de la Ley, sehala 
que "los montes incluidos en el Catâlogo, sdlo po - 
drân ser enajenados mediante ley, salvo en los ca - 
SOS en que lo autoricen la présente u otras leyes - 
especiales y las de expropiaciôn forzosa para obras 
y trabajos cuyo interês general prevalezca sobre la 
utilidad pûblica de los montes afectados". Mientras 
un sector de la doctrina entiende que este princi - 
pio équivale a una verdadera inalienabilidad, (212) 
otros entienden que esa conclusiôn es inexacta y 
que se trata simplemente de "la adopciôn de requis^ 
tos mâs estrictos para la enajenaciôn". (213)
b) El mismo articulo 2, pârrafo segundo, déclara que - 
"la propiedad forestal catalogada es inembargable".
c) Con la salvedad de los montes calificados como de 
dominio pûblico o comunales que son imprescripti 
bles ("mientras no queden desafectados del uso o 
del servicio comunal o pûblico a que estuviesen ad£ 
critos"), los demâs "de propiedad patrimonial, s61o 
podrân prescribir por la posesiên en concepto de
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dueho, pûblica, pacifica y no interrumpida durante 
treinta ahos". (art. 62 del Reglamento de Montes).
d) El articulo 10 de la Ley establece que 3â .Pda inclu­
sion de un* monte en el Catâlogo otorgarâ lapresuncfdndesu
posesiôn por ëi Patrimonio Forestal del Estado o por la 
Entidad pûblica a cuyo nombre figura, sin que esta 
posesiôn pueda ser combatida ante los Tribunales de 
Justicia por medio de interdictos o de procedimien- 
tos especiales", especialmente por el que sehala el 
articulo 41 de la Ley Hipotecaria (art. 68 del Re - 
glamento). Previamente, al estudiar disposiciones - 
parecidas de la legislaciôn hondureha, tuvimos oca- 
siôn de referirnos a este principio y a la interpre 
taciôn de la doctrina.
e) Los montes catalogados se inscribirân en el Regis - 
tro de la Propiedad "obligatoriamente a favor de la 
Entidad pûblica a que pertenezca el dominio de la - 
finca..." de acuerdo con el articulo II de la Ley , 
que supone también por esta via un procedimiento am 
plio de defensa de la propiedad forestal pûblica. -
(214)
f) La ley régula, finalmente, un procedimiento amplio 
de deslinde administrative (arts. 12 a 15 y 79 al - 
137 del Reglamento), a algunos de cuyos aspectos 
también hicimos referencia al analizar el deslinde 
de los terrenos forestales pûblicos en el Derecho - 
hondureho.
C) C O N C L U S I O N
A juzgar por la doctrina y legislaciôn examinadas , 
evidentemente la calificaciôn juridica de los montes pûbli-
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cos en el Derecho espanol résulta confusa. Las notas determ^ 
nantes del rêgimen del dominio pûblico - inalienabilidad e - 
imprescriptibilidad principalmente - no aparecen claramente 
definidas para aquellos que no gozan de esa calificacidn pre 
via, o que, en todo caso, no son calificados como comunales. 
En sentido opuesto se ofrecen unos rasgos de Derecho pûblico 
que muestran todo lo contrario a su calificaciôn como "pro - 
piedad privada" de los entes pûblicos a que pertenecen.
A nuestro juicio, en tal situacidn pesa una gran tra 
diciôn dogmâtica. Por una parte parece ser que la circuns - 
tancia de que entre la propiedad forestal pûblica y la pro - 
piedad forestal privada exista lo que Alcalâ Zamora llamô 
una "semejanza objetiva" en cuanto "es la mâs parecida, la - 
menos diferenciada en las zonas administrativa y civil",
(215) ha determinado que la legislaciÔn no se haya pronuncia 
do tajantemente sobre su demanialidad a pesar de que se reco 
noce su utilidad pûblica, que aconseja su permanencia en ma­
nos pûblicas, y ésta no puede ser protegida mâs que con un - 
rêgimen claro de Derecho pûblico, dada la diversidad de inte 
reses que sobre estos bienes existen entre la Administraciôn 
y los particulares; (216) de alli que se observe una ambiva- 
lencia en el tratamiento legislativo del tema, como ha resa^ 
tado especialmente Guaita. (217)
Por otra parte, aparecen indicios claros de que el - 
legislador al momento de configurer su rêgimen juridico tuvo 
présente la doctrina tradicional de la distinciôn de los bie 
nés estatales, segûn la cual el dominio pûblico résulta nece 
sariamente de la afectaciôn de determinados bienes al uso o 
al servicio pûblico (art. II del Reglamento de Montes, tam - 
biên art. 282 Ley de Rêgimen Local), y los montes en têrmi­
nos générales careceriaide esa utilidad asi supuesta, olvidân 
dose que el mismo articulo 339 del Côdigo Civil ofrece otro 
criterio de afectaciôn, compatible con las caracteristicas -
331
intrinsecas de estos bienes, como es el "fomento de la ri - 
gueza nacional", olvido guizâ explicable en raz6n de las d£ 
ficultades conceptuales que esta idea ofrece y que oportuna 
mente sehalamos, (218) pero que, en todo caso, no justifi - 
can la limitacidn conceptual del rêgimen del dominio pûbli­
co en cuanto a los criterios de afectaciôn.
La doctrina ha reparado, en otro orden de ideas, en 
el distinto tratamiento que sin razôn vâlida aparente, se - 
les da a unos montes especificos, en detrimento de otros. - 
Asi los montes provinciales catalogados se consideran de do 
minio pûblico (art. 282 Ley de Rêgimen Local y 4 del Regla­
mento de Bienes) y no habrian razones objetivas para no con 
siderar de idêntica manera a los que pertenecieren al Estado 
por ejemplo, que son la mayoria y cuya utilidad pûblica es 
idêntica. (219)Cuestiôn aparté, parece ser que tal califica 
ciôn de los montes provinciales fue meramente contingente - 
al no poder calificarlos como comunales, desde luego que e£ 
ta calificaciôn se réserva a bienes de los Municipios.(220)
Notamos, en consecuencia, una diferencia clara con 
la calificaciôn juridica de los bosques pûblicos en el Dere 
cho hondureho; la mayor importancia de los recursos fores - 
taies, en têrminos générales, en la realidad hondureha, es- 
timamos, es la causa de ello.
Lo que si es évidente es que estos bienes dificil - 
mente pueden ser considerados como "propiedad privada" de - 
los entes titulares, como se les califica legalmente (art.
II del Reglamento de Montes); la especifica propiedad priva 
da de la Administraciôn, consideramos sôlo puede entenderse 
para los bienes carentes de afectaciôn y es claro que los - 
montes catalogados en el Derecho espahol estên afectados a 
fines de utilidad pûblica que han determinado, en todo caso
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la instrumentalizaciôn de un amplio rêgimen de protecciôn, 
mâs cercano al concepto del dominio pûblico que al concep­
to clâsico de los bienes patrimoniales; esas mismas razo - 
nez de utilidad pûblica, han aconsejado, por otra parte, - 
una amplia intervenciôn administrativa en la propiedad pr£ 
vada, cuyos rasgos ha estudiado especialmente Leguina Vi - 
lia. (221)
Consideramos, finalmente, que, superados los crite 
rios dogmâticos que a nuestro juicio pesan sobre esta mate 
ria, se clarificaria la perspective de su calificaciôn jurf 
dica en el sentido de su demanializaciôn mâs concrete. Esa 
misma dinâmica se observa en el Derecho de otros paises. - 
(222) .
(1) Es importante destacar en ese sentido como el Côdigo 
Civil chileno de 1857 y por consiguiente los otros - 
Côdigos hispanoamericanos que siguieron ese modelo,- 
entre ellos el hondureno, (supra nota 129, cap. IV), 
conecta con la antigua doctrina del Fisco como refl£ 
jo de la personalidad patrimonial del Estado (sobre 
el tema vêase Mayer, "Derecho Administrativo ..." op. 
cit. p a g s . 98-103 y Garrido Falla, "Tratado..." I,op. 
cit. pags. 95-96). De esta manera Alessandri Rodri - 
guez en sus comentarios al Côdigo Civil chileno afir_ 
ma que "los bienes fiscales o bienes del Estado son 
aquellos que constituyen el patrimonio privado del - 
Estado, que pertenece al Estado en cuanto este es 
persona de Derecho privado". Vêase "Derecho ..." op. 
cit. pags. 102-03.
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C2) Supra notas 129, 131 y 132, Cap. IV.
C3) "Derecho ...", op. cit. pag 116.
(4) "Curso ...", op. cit. pags. 104-05.
(5) "Derecho ...", op. cit. pag 187.
(6 ) Supra notas anteriores (3 a 5).
(7) Supra nota 131, Cap. IV.
C8 ) "Derecho ...", op. cit. pag 495.
(9) "Tratado op. cit. pag 33.
(10) "Derecho ...", op. cit. pag 372; tambiên de la Garza, -
Sergio P., "Derecho Financiero Mexicano", pag 111, Po - 
rrua, México, 1969.
(11) "Tratado ...", 11, op. cit. pag 310.
(12) vêase el desarrollo de este tema en el Capitule II.
(13) Ibidem.
(14) Supra Cap. II, pags 51
(15) El texto en Vallejo, "Guia de Agrimensores...", op. cit 
pag 177-78.
(16) Asi sucedio tambiên, por ejemplo, en Costa Rica, vêase 
Salas Marrero-Barahona Israel, "Derecho...", op. cit. - 
pags 202-03.
(17) Arts. 9 al 13 de la Ley Agraria de 1925 y 3 al 9 de la 
de 1936. La venta se harîa previo "denuncio" del inter£ 
sado y posterior remate en subasta pûblica en la que el 
demunciante tandria derecho preferente.
(18) vêase la bibliografia citada en la nota 5, Introduccion,
(19) Este fue uno de los propositos de los reformadores lib£ 
raies en los paises hispanoamericanos. En el caso hondu 
reno y con una referencia general a toda Hispanoamerica 
puede verse Pêrez Brignoli, "La Reforma Liberal...", op 
cit. pags 2 y sigs.
(20) El texto en Vallejo, "Guia de Agrimensores.,.", op. cit 
pags 201-0 2 .
(21) El texto en Pêrez Brignoli, "La Reforma L i b e r a l (An- 
tologîa) op. cit. pags 23-26.
(22) El texto de la Ley en "La Gaceta", Diario Oficial, de 7 
de Octubre de 1895.
(23) Villanueva, Benjamin, "Institutional Innovation and Ec£ 
nomic Development; Honduras: A Case Study", Tesis docto 
ral, Universidad de Wisconsin, 1968, pags 10-11.
(24) vêase lo expuesto en el Capitulo I sobre las formas de 
adquisicion de tierras.




cit. pags- 2 y 3.
(26) Op. cit. pag 4.
(27) Op. cit. pag 3.
(28) Ibidem.
(29) Op. cit. pag 3 y sigs.
(30) Problemâtica que en general es comûn en todos los pal -
ses en vîas de desarrollo. En un informe especial de la 
FAO en ese sentido se dice que "De ninguna manera puede 
considerarse la reforma agraria independientemente del 
proceso general de desarrollo. Por multiples aspectos - 
es un prerequisite de este e instrumente esencial de su 
estrategia, tanto mâs importante cuanto mâs grande sea 
la proporcidn de la poblaciôn agrîcola y del ingreso 
proveniente de este sector con respecte al total de la 
poblaciôn y del ingreso nacionales..,", Vêase "Informe 
Especial del Comité Especial de la FAO sobre Reforma - 
Agraria", pag 24, REAS n® 80, 1972.
C31) Amplias referencias al tema de la reforma agr 
Hinpanoamêrica en Ballarîn Marcial, "Derecho. 
cit. pags 222-30, y en "Principles Générales, 
cit. pag 200 y sigs.
(32) "Tratado...", II, op. cit. pag 486.
(33) vêase lo pertinente en el Capitulo I.
(34) Sobre los diferentes titulos de adquisicion de tierras 
por el Estado vêase lo expuesto en el Capitulo II.
(35) Se refiere a los expedientes creados para las medidas- - 
de tierras nacionales para su posterior enajenaciôn, a 
la solicitud de los interesados conforme a leyes ante - 
riores. Vêase lo expuesto acerca de la finalidad fiscal 
de las tierras pûblicas.
(36) La Ley de Reforma Agraria de 1962 contemplaba simila - 
res disposiciones en los arts. 31 y 35.
(37) En este sentido Menêndez Hernandez, J ."Problemâtica Ju­
ridica de las Reformas Agrarias Intégrales", pag 135, - 
Ediciones Cultura Hispânica, Madrid, 1971. El autor 
aborda concretamente la problemâtica de la Ley hondure- 
na de Reforma Agraria de 1962, a raiz de su experiencia 
como intégrante de una misiôn de asistencia têcnica es- 
panola en el Institute Nacional Agrario de Honduras en 
1970.
(38) Supra pag 252.
(39) "Apuntes...", op. cit. pag 218; vêase tambiên Garrido - 
Falla, "Tratado...", II, op. cit, pags 580-81; Fuentes 
Bodelôn, "Derecho Administrative...", op. cit, pag 503.
(40) Repârese que la verificaciôn se harâ en atenciôn a los 
linderes descritos en el titulo original y no sôlo a la 
cabida; acerca de las implicaciones que uno u otro sis- 
tema puede tener vêase en la doctrina espanola Garcia -
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de Enterrîa, "Dictâmen sobre Deslinde de Montes", pags 
1029 y sigs, Anuario de Derecho Civil, n*12, 1959.
(41) El texto del articulo citado de la Ley espanola de Pa - 
trimonio del Estado es el siguiente: "Art. 22 Tambiên - 
corresponden al Estado los bienes inmuebles detentados 
o poseidos, sin titulo por entidades o particulares, pu 
diendo reivindicarlos con arreglo a las leyes. En esta 
reivindicaciôn incumbe al Estado la prueba de su dere,- 
cho, sin que los detentadores o poseedores puedan ser - 
compelidos a la exhibiciôn de sus titulos ni inquiéta - 
dos en la posesiôn hasta ser vencidos en juicio",
(42) De la Garza, "Derecho...", op. cit. pag 228-29.
(43) Salas Marrero-Barahona Israel, "Derecho...",op. cit.pag 
235 .
(44) Supra notas 42 y 43.
(45) Sobre el deslinde administrativo vêase Garcia de Ente - 
rria, "Dictâmen...", op. cit.pags 1029 y sigs; Mendoza 
Olivân, V. "El Deslinde de los Bienes de la Administra- 
ciôn", Tecnos, Madrid, 1968; Rivero Ysern, E. "Concepto 
Naturaleza Juridica y Efectos del Deslinde Administrât^ 
v o , pag 201 y sigs., RAP n®52 , 1967.
(46) El texto del citado articulo es el siguiente "El Catas- 
tro Agrario Nacional examinarâ los titulos y pianos de 
los predios rurales de cualquier dominio y efectuarâ 
las verificaciones y revisiones sobre la extensiôn y 
linderos de las tierras rurales privadas, nacionales y 
ej idales" ,
(47) vêase "Informe del Comité Esêcial de la FAO", op. cit. 
pag 24. Supra nota 30. Es importante la referencia al - 
tema en Ballarîn Marcial, "Estudios... " , op. cit. pag - 
915.
(48) En este sentido Gômez, Gerson, "Reforma Agraria y Desa­
rrollo Econômico. El Caso de Honduras", pags 96-97, INA 
Tegucigalpa, 1976.
(49) Vêase Guaita,"Derecho Administrativo...", III, op. cit. 
pag 210- 11, con extensa bibliografia sobre el tema; tam 
biên en la doctrina espanola Sâenz Jarque, "Derecho..." 
op. cit. pag 89 y sigs. y 387 y sigs; Ballarîn Marcial, 
"Derecho...", op. cit. pags 119-38.
(50) En la doctrina espanola Marin Retortillo, S. ha puntua- 
lizado como el marco de la intervenciôn estatal en es - 
tas actividades supone la publificaciôn del Derecho 
Agrario, a tal grado que este no es mâs que una "parte 
del Derecho pûblico interno, o mâs concretamente del D£ 
recho Administrativo", vêase "Derecho Agrario y Derecho 
Pûblico", pags 161 y sigs. REDA n®5, 1975.
(51) "La Vinculaciôn...", op. cit. pag 99.
j JO
(52) Ibidem. Sobre la vinculaciôn de la propiedad vêase lo - 
expuesto en el Capitulo III.
(53) Sobre el tema vêase Sanz Jarque, "Derecho...", op. cit. 
pags 410-11; Guaita, "Derecho Administrativo...",Ill, - 
op. cit.pag 243-45 (si bien se refiere a la legislacidn 
anterior) Bassols Coma-Gomêz-Ferrer Moran, "La Vincula­
ciôn...", op. cit. pags 110-112 con un importante anâl£ 
sis del tema.
(54) En la legislaciôn espanola vêanse los articulos 25, pâ­
rrafo primero, y 26 pârrafo primero de la Ley de Refor­
ma y Desarrollo Agrario acerca de la extensiôn y carac­
teristicas de las unidades adjudicadas a "Explotaciones 
Familiares" o a "Patrimonies Familiares" y a "Explota - 
ciones Comunitarias", de manera que su explotaciôn sea
"econômicamente viable",
(55) "Principles Générales...", op. cit. pag 207.
(56) Ibidem.
(57) Por via de comparaciôn senalamos el art. 29 de la Ley - 
espanola de Reforma y Desarrollo Agrario que establece 
que "Las tierras destinadas a constituir Explotaciones 
Familiares o Comunitarias, se adjudicarân siempre por - 
el Institute - (IRYDA) - en concepto de concesiôn admi­
nistrative", Supra nota 54.
(58) Que son senalados por el art. 97 de la Ley de Reforma - 
Agraria.
(59) Es muy similar esta forma de adjudicaciôn a los llama - 
dos "Patrimonies Familiares" en el Derecho espahol reg£ 
lados en el Capitulo III de la Ley de reforma y desarro 
lie Agrario (arts. 36 y sigs), salve la circunstancia - 
de que en el supuesto hondureho se trata de una adjudi­
caciôn con carâcter definitive (art. 36, pârrafo I). 
vêase tambiên lo referente al "Rêgimen de las Unidades 
Minimas de Cultive" en el Derecho espahol (arts 43 a 47 
de la Ley citada).
(60) vêase "Informe del Comité Especial de la FAO...", op. -
cit. pag 26.
(61) Ibidem.
(62) vêase Sâenz Jarque, "Derecho...", op. cit. pag 356.
(63) "Derecho...". op. cit. pag 615-16, con una referencia - 
especial al Derecho espahol e hispanoamericano. Vêase - 
tambiên la importante referencia de Bassols Coma y Gô - 
mez-Ferrer Morân, "La Vinculaciôn...", op. cit. pags 
104-05.
(64) En el Derecho espahol vêanse los arts. 21 y 26 de la 
Ley de Reforma y Desarrollo Agrario.
(65) En la doctrina espahola Bassols Coma y Gômez-Ferrer Mo­
rân comentando las disposiciones pertinentes de la le -
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gislacîôn sobre el sector (supra nota anterior) afirman 
que "Se contempla asi un tipo de explotaciôn que se en- 
cuadra en la denominada agricultura de grupo, que boy - 
dla se propugna como el sistema mâs adecuado para cons£ 
guir la creaciôn de unidades de explotaciôn de dimensto 
nés adecuâdas desde una perspectlva econômica, sin acu- 
dir a la empresa capitalista y de acuerdo con criterios 
seciales. La agricultura de grupo se présenta asi en - 
la epoca actual como una via que permits armonizar las 
tendencias econômica y social. Una armonla que no ha l£ 
grade conseguir en ...(Espaha)... la polltica de distrj^ 
buciôn de lotes individuales - calculados al nivel de - 
mera subsistencia - pues, precisamente por ello las un£ 
dades de cultivo bas sido abandonadas en muchos casos", 
"La Vinculaciôn...", op. cit. pag 112. Los comentarios 
anteriores teniendo a la vista la realidad espahola son 
perfectamente aplicables a la experiencia hondureha.
(66 ) Vêase el articulo 34, pârrafos 2, 3 y 6 de la Ley espa­
hola de Reforma y Desarrollo Agrario con disposiciones 
en sentido similar.
(67) vêase el articulo 30 de la Ley espahola de Reforma y - 
Desarrollo Agrario que sehala las obligaciones de los - 
concesionarios de tierras adjudicadas por el Institute 
Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario (IRYDA).
(68) vêase el articulo 33 de la Ley espahola citada en las - 
notas précédantes.
(69) Sobre las adjudicaciones en propiedad en el Derecho es­
pahol luego de la fase de concesiôn vêase el art. 34 de 
la Ley citada.
(70) En el Derecho espahol vêanse los arts. 31, 32 y 39 de - 
la Ley citada.
(71) "La Vinculaciôn...", op. cit. pag III,
(72) Citando a Villar PalasI, Bassols Coma y Gômez-Ferrer M£ 
rân observan que el concepto liberal clâsico de la con­
cesiôn se limitaba a las de obras, Jâominio y servicio - 
pûblico, por lo que la "concesiôn de tierras no encaja- 
en esa construcciôn", op. cit. pag 110.
(73) Op. cit. pag 111.
(74) Este autor afirma que las adjudicaciones en ese sentido 
en el Derecho espahol son verdaderas "concesiones de 
bienes patrimoniales", "El Derecho es un instrumente de 
la polltica" - afirma- de alli que es posible una "uti- 
lizaciôn instrumental de la concesiôn", "La interven - 
ciôn Administrative en la Agricultura: La Acciôn sobre 
las Estructuras Agrarias", pags 318-19. (Memoria inêd£ 
ta), Fundaciôn Juan March, 1978.
(75) Bassols Coma - Gômez - Ferrer Morân, "La Vinculaciôn..'.' 
o p . cit. pag 110.
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(76) Supra nota 61, Cap. III.
(77) Supra nota 62, Cap. III,
(78) A la vista del Derecho espahol el Profesor Garcia de En 
terrla observa que la têcnica de delimitaciôn de dere -
chos "no tiene fuera del caso de la propiedad urbana -
unos perfiles tan netos y definidos" C"Cursos...", II, 
op. cit. pag 141; vêase también "Actuacién Pûblica y..'.* 
op. cit. pag 80 y sigs), "Sin embargo - observa - eh 
otros sectores se apunta ya, con mayor o menor decisiôn 
a formas de intervenciôn que encuentran en dicha têcni­
ca su modèle.ideal" y sehala a la propiedad agraria - 
como ejemplo, aunque entiende que no se perfila nîtida- 
mente la têcnica, "Curso...", II, op. cit. pag 141. A - 
nuestro juicio, por lo menos en la fase de concesiôn, - 
entendemos que en el Derecho espahol sî puede conside - 
rarse que se ha "delimitado " el derecho de los adjudi- 
catarios, aûn cuando no existan "planes", supuesto que - 
aparentemente es considerado por la doctrina como indi£ 
pensable para que se produzca la "configuraciôn" de los 
derechos, extendiendo la normative aplicable de la Ley 
del Suelo (art. 76) . Repârese en este sentido en el coii 
tenido amplio del art. 33 de la Constituciôn espahola - 
de 1978.
(79) "Limitaciôn - y no confin - porque la facultad de disp£ 
siciôn sigue existiendo - , afirman - aunque su ejerci- 
cio quede sometido al principio de previa autorizaciôn',' 
limitaciôn que no obstante es "relative" en cuanto puede 
ser suprimida por l'a Âdministraciôn cuando considéré la 




(83) "... el interês social prédomina... sobre el indivicual 
- afirman Bassols Coma y Gômez-Ferrer Morân - y por 
ello la propiedad queda configurada de acuerdo con los 
criterios vigentes en la êpoca actual, que conduce a 
una alteraciôn del derecho de propiedad y de sucesiones, 
a una vinculaciôn de la propiedad". Op. cit. pag 114, - 
tesis que suscribimos por considerarla aplicable a la - 
experiencia hondureha que hemos analizado.
(84) "Derecho ...", II, op. cit. pag 295.
(85) Vêase Fiorini, Op.cit. pag 989; tambiên en "Manual..."
op. cit. pags 351-52.
(86 ) Guaita, por ejemplo, considéra que las tierras adjudica 
das en el Derecho espahol (se refiere a la legislaciôn
anterior a la ley vigente) "son durente el periodo con-
cesional o de acceso a la propiedad, terrenos o bienes
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de dominio pûblico y respecto de los cuales se prevë - 
su desafectaciôn como taies bienes de dominio pûblico y 
su conversion en propiedad privada por el transcurso de 
cierto tiempo y el cumplimiento de determinadas obliga- 
ciones", "Derecho Administrativo...", III, op. cit. pag 
244-45, Sobre el patrimonio municipal del suelo Boquera 
Oliver considerando que esta constituldo por bienes - 
afectados a un fin pûblico sostiene que son bienes de - 
dominio pûblico, "La constituyen bienes de dominio pû - 
blico - dice - porque su fin es de interês pûblico y e£ 
te exige todas las caracteristicas juridicas que la Ley 
de Rêgimen Local atribuye a los bienes de aquella natu­
raleza, incluso la de la inalienabilidad, pero con una 
excepciôn a esta nota del rêgimen del dominio pûblico, 
necesaria para que cumpla su fin: la enajenaciôn de los 
bienes previene encausar y desarrollar têcnica y econô­
micamente la expansiôn de las poblaciones", citado por 
Gonzalez Berenguer-Urrutia, que suscribe la misma tesis 
"Sobre la Crisis...", op. cit. pags 216-17; en parecido 
sentido Sanchez Blanco, "La Afectaciôn ...", op. cit. - 
pag 191, por nota. Para una critica de estos plantea 
mientos vêase Ariho Ortiz, "La Administraciôn...", op. 
cit. pags 350-51, para quien "no deja de ser sorprenden 
te: calificarlas de dominio pûblico y no aplicarles su 
rêgimen juridico",
(87) Supra pags. 262.
(88) En la literatura juridica espanola puede verse Alvarez 
Gendin, "Naturaleza Juridica de los Montes Pûblicos se­
gûn la Nueva Ley que los Régula", pag 748, RCDI n® 366 
367, 1958; Guaita, "Rêgimen Juridico...", op. cit. pag 
23; Quesada Pastor, F. "Derecho Administrativo", pag 
132, Reus, Madrid, 1944; Leguina Villa, "Las Facultades 
...", op. cit. pag 453.
(89) "Rêgimen Juridico...", op. cit. pags 25-26.
(90) Ibidem.
(91) Vêase en este sentido el importante trabajo de Laso y - 
Bauer, "La Propiedad Forestal..," op. cit. pags 29 y 
sigs.
(92) Op. cit. pags 31-32.
(93) Supra Cap. II, pags 57 , y Cap. IV pags 203 notas 228
y 229.
(94) Supra Cap. IV, nota 229
(95) Laso y Bauer, "La Propiedad Forestal...", op. cit. pag. 
36.
(96) vêase Leguina Villa, "Las Facultades Dominicales...", - 
op. cit. pag 453, quien cita a Tamames.
(97) vêase Menêndez Hermosilla, D. "Los Montes en la Politi­
sa Agraria Espanola", pags 110 y sigs, REAS n® II, 1955.
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(98) "Traité...", op. cit. pags 496-97.
(99) "Plan Nacional de Desarrollo 1974-78" (Honduras), op. - 
cit. pag 44.
(100) En este sentido la Mociôn aprobada en la Comisiôn de - 
Agricultura de las Cortes Espaholas en 1974, publicado 
en el Boletin Oficial de las Cortes Espanolas"n®1268, - 
pags 33, 327 y sigs.
(101) "Plan Nacional de Desarrollo 1974-78", op. cit. pag 35.
(102) Op. cit. pag 36.
(103) En el Derecho espanol puede versa sobre el tama Rivero Ysern 
Sanchez Blanco, "El Estatuto Juridico...", op. cit.pags 
193-96; Leguina Villa, "Las Facultades Dominicales...", 
op. cit. pag 453.
(104) vêase lo pertinente a la clasificaciôn de las areas fo- 
restales en el Cap. III.
(105) Debe entenderse que actualmente esa funciôn le corres - 
ponde a la Corporaciôn Hondureha de Desarrollo Forestal 
quien esta encargada de la Administraciôn Forestal del 
Estado (art. 8 de Ley de COHDEFOR).
(106) En este sentido, Sanchez Blanco-Rivero Ysern, "El Esta­
tuto Juridico...", op. cit. pags 189-97.
(107) vêase Masa Ortiz, "Legislaciôn...", op. cit. pag 73.
(108) Ibidem, Vêase tambiên Guaita, "Rêgimen Juridico..." op. 
cit. pag 52; Garcia de Enterria, "Apuntes...", op. cit. 
pag 236.
(109) "El Proceso del Articulo 41 de la Ley Hipotecaria y los 
Montes Catalogados", pag 37, RCDI n° 260, 1950.
(110) Vêase Masa Ortiz, quien observa que lo "administrativo" 
es tambiên "juridico", "Legislaciôn...", op. cit. pag - 
77; tambiên Parejo Garnir, "Protecciôn Registral...", op 
cit. pags 99-100.
(111) Gonzêlez Pêrez, "El Proceso...", op. cit. pag 37.
(112) Op. cit. pags 37-38.
(113) Ademês de la bibliografia citada en la nota 108 (supra) 
vêase tambiên Garrido Falla, "Tratado...", II, op. cit. 
pag 527; Fuentes Bodelôn, "Derecho Administrative...", 
op. cit. pag 474; Alvarez Gendin, "Tratado...", III, op 
cit. pags 359-63.
(114) Supra Cap III, pags. 131-32.
(115) Vêase Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones ...", - 
op. cit. pag 224 con importantes comentarios al respec­
to .
(116) "La Inalienabilidad...", op. cit. pag 56,
(117) Op. cit. pag 57.
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118) Op. cit. pags 59-60.
119) Op. cit. pag 41.
120) Ibidem.
121) Grau conecta ese principio precisamente con el antece - 
dente del artl 6 de la Ley de Contabilidad y Administra 
ciôn de 1911, que hemos comentado en el texto, vêase"C£ 
mentarios...", op. cit. pag 6 8 .
122) Vêase lo referente a los terrenos ejidales de îndole f£ 
restai en el Cap. III.
123) Ibidem.
124) La imprescriptibilidad del demanio es "un simple efecto 
de la indisponibilidad" anotan Parejo Garnir y Rodriguez 
Oliver, "Lecciones...", op. cit. pag 33.
125) Sobre el procedimiento de declaraciôn vêase lo pertinen 
te en el Cap. III.
126) Supra nota 122.
127) Vêanse tambiên los arts. 65 al 68 del Reglamento espa - 
nol de Montes, Sobre los antecedentes legislativos de - 
esta norma, puede verse Gonzalez Pêrez, "El Proceso..." 
op. cit. pag 38; Guaita, "Rêgimen Juridico...", op. cit 
pags 63 y sigs.
128) "Derecho Administrative...", V. op. cit. pags 225-29.
129) "El Catalogo de Montes Pûblicos y el Registre de la Pr£ 
piedad", pags 124-25, RGLJ, Tome 149, n® I, 1926.
130) Sobre el tema vêase Parejo Garnir, "Protecciôn Registral 
...", op. cit. pags 100 y sigs.
131) "Comentarios...", op. cit. pags 141-46.
132) vêase tambiên en contra de la opiniôn de Guaita, Parejo 
Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones...", op. cit. pags - 
229-30 .
133) En este sentido Garcia de Enterria,"Apuntes...", op. 
cit. pags 239-46.
134) Vêase lo pertinente en el Capitulo III.
135) Supra Cap. IV, nota 172.
136) Sin que ello signifique establecer, por otra parte, la 
necesaria conexiôn "funciôn pûblica * dominio pûblico", 
tal como se expuso en el Cap IV.
137) "Apuntes...", op. cit. pag 22, Supra Cap. IV, notas 163 
y 164.
138) Supra Cap. IV pags 191-98.
139) Supra Cap. IV, nota 285.
140) "Derecho Administrativo...", op. cit. pag 36.
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(141) Supra Cap. IV, pag. 199.
(142) En esta sentido el Profesor Garcia, de Enterria sehala -
que "la imprescriptibilidad no puede, de hecho, instru-
mentarse como una especie de atributo de la cosa de do­
minio pûblico fisicamente considerada, de forma que se- 
guirâ siempre a la cosa. La imprescriptibilidad es tan 
sôlo un atributo de la afectaciôn, de tal forma que si
cesa la afectaciôn ... cesa tambiên el atributo de la -
imprescriptibilidad"; y asi mismo que "El fundamento de 
la inalienabilidad hay que verlo directamente en la - 
afectaciôn. Se proclama la inalienabilidad precisamente 
por la necesidad de defender el cumplimiento de la fun­
ciôn pûblica. La inalienabilidad es una régla para pro­
téger la afectaciôn conservando la titularidad adminis- 
trativa de los bienes", "Apuntes..,", op. cit. pags 59 
y 62-63. Supra Cap. IV, nota 171.
(143) La reducciôn de la nociôn del dominio pûblico a estos - 
dos conceptos de afectaciôn, con el objeto de limiter - 
su extensiôn, ha llevado a la jurisprudencia francesa a 
negar precisamente la condiciôn de demaniales a los bo£ 
ques pûblicos aûn cuando hubieren sido objeto de "adap- 
taciones especiales" (Supra cap IV) (Arrêt Office Natio 
nal des Forest e Sieur Abamonte), lo que ha llevado a - 
Julien Laferriere, F. ha senalar con afân critico que - 
se ha establecido en el Derecho francês una nueva cate- 
gorla de bienes demaniales:los bienes patrimoniales que 
aûn reuniendo las condiciones del dominio pûblico, si - 
guen siendo consideredos como patrimoniales, vêase Ju - 
lien Laferriere, F. "Office National des Forets c/Sieur 
Abamonte (notas de jurisprudencia), pag 80-82 A.J.D.A., 
Mars 19 76.
(144) En este sentido Guaita, "Rêgimen Juridico...", op. cit. 
pags 180-81.
(145) "Protecciôn...", op. cit. pags 23-67. tambiên en "Lee - 
ciones...", op. cit. pag 71-72 (en colaboraciôn con R. 
Oliver).
(146) Ibidem.
(147) "Sobre la Inscripciôn de Montes Pûblicos", pag 275-78 - 
RCDI n*4, 1925.
(148) "La Inscripciôn de Montes Pûblicos en el Registre de la 
Propiedad", pags 161-69, RCDI n°3, 1925; tambiên en "A_l 
go mês sobre la Inscripciôn de los Montes", pags 401-06, 
RCDI n® 6 , 1925.
(149) A pesar de la tendencia a la publificaciôn total del - 
sector como se analiza a lo largo del trabajo.
(150) Parejo Garnir, "Protecciôn,..", op. cit. pag 67.
(151) Ibidem.
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Cl 52) vêase lo pertinente en el Capitulo III.
Cl S3) Ibidem.
(154) Asi el Art. 81 de la Ley Orgênica del Presupuesto (Hon­
duras) que establece la inembargabilidad de todos los - 
bienes y derechos del Estado y los articulos 6 y 2 de - 
las Leyes Agrarias de 1925 y de 1936 respectivamente, - 
que establecieron la imprescriptibilidad de todos los - 
terrenos del Estado sin excepciôn, y que, aûn cuando no 
estan vigentes, marcan un principio general que ha sido 
constante en toda la legislaciôn de tierras de Honduras 
recogido impllcitamente en la vigente Ley de Reforma 
AgrariaCSupra pags. 262*64).
(155) Ademas de la bibliografia indicada en la nota 45, vêase 
tambiên Garcia de Enterria, "Apuntes...", op. cit. pag 
246-54; Guaita "Rêgimen Juridico...", op. cit. pag 59 y 
sigs del mismo autor "Derecho Administrative...", V, op 
cit. pag 235 y sigs.
(156) Alcalâ-Zamora, N. "Algo mâs ...", op. tic. pag 402-03; 
vêase tambiên Gonzâlez Pêrez, "El Proceso...", op. cit. 
pags 31; Guaita, "Rêgimen Juridico...", op. cit. pags - 
59-60 .
(157) Guaita "Derecho Administrativo...",V.o p . cit. pag 235.
(158) Vêase Mendoza Olivân, "El Deslinde..;", o p « cit. pags - 
42-67 .
(159) Op. cit. pag 51.
(160) Como habria que entenderlo tambiên en el Derecho espa - 
hol segûn se desprende del articulo 14, pârrafo primero 
de la Ley de Montes en cuanto refiere el deslide "a to­
dos los montes pûblicos", no obstante que el articulo - 
79 del Reglamento lo limita a los montes catalogados.
(161) En el Derecho espanol se entiende que el amojonamiento 
es a la vez dependiente y subordinado al deslinde; con­
siste en la realizaciôn material de lo dispuesto en el 
deslinde, colocando hitos o mojones, vêase Parejo Gamir 
Rodriguez Oliver, "Lecciones..." op. cit. pag 235-36. - 
Se distingue asi el deslinde que comporta la resoluciôn
de una contienda de limites, lo que supone una declara­
ciôn en ese sentido, mientras que el amojonamiento es - 
un simple acto material que supone la determinaciôn 
cierta de los limites, previamente establecidos por el 
deslinde, vêase Mendoza Olivân, "El Deslinde..." op. 
cit. pags 38-39.
(162) Supra nota 122.
(163) Vêase lo pertinente en el Capitulo II.
(164) Vêase lo pertinente en el Capitulo I.
(165) En Honduras, a falta de una jurisdicciôn contencioso - 
administrative, el acto que apruebe el deslinde solamen
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te podrâ ser impugnado por la via del recurso de amparo 
que establece el articulo 58 de la Constituciôn Pollti­
ca, previo al inicio del juicio ordinario correspondiez 
te.
(166) Salvo en la menciôn del amojonamiento a la par del des­
linde que se establece en la norma hondureha, supra no­
ta 161 .
(167) Vêase Grau, "Comentarios,..", op. cit. pags 280-83; Ma­
sa Ortiz, "Legislaciôn...", op. cit. pag 202; Garcia de 
Enterria, "Apuntes...", op. cit. pag 250; Garrido Falla 
"Tratado...", II, op. cit. pag 509. Un importante estu­
dio aunque con sentido critico puede verse en Mendoza - 
Olivân, "El Deslinde...", op. cit. pags 119-29.
(168) Vêase Agûndez, A. "Jurisprudencia Contencioso-Adminis .- 
trativa sobre temas Forestales", Pags 131-35, REAS n®60 
1967.
(169) Es la tesis de Mendoza Olivân, "El Deslinde...", op. 
cit. pag 148 y sigs; tambiên Guaita, "Derecho Adminis - 
trativo...", V . op. cit. pag 246-47; ambos basados, en­
tre otros argumentos, en lo dispuesto por el articulo - 
14, apartado b) de la Ley de Montes por la que se decla 
ra que sôlo tendrân valor y eficacia en sentido contra- 
dictorio los titulos de dominio y las pruebas que acre- 
diten la usucapion (posesiôn ininterrumpida durante mâs 
de treinta ahos), de manera que segûn Mendoza Olivân se 
confirma "bien claramente que el deslinde tiene muy po- 
co que ver con la posesiôn y mucho con el dominio de la 
Administraciôn sobre el bien deslindado, de cuya a f i rm£ 
ciôn y localizaciôn territorial precisamente se trata" 
(op. cit. pags 152-53), mientras que Guaita afirma que 
"con motivo del deslinde lo que verdaderamente se estâ 
discutiendo es la propiedad y el acto que lo aprueba en 
vuelve una declaraciôn de propiedad" (op. cit. pag 247) 
en sentido parecido tambiên Parejo Gamir Rodriguez 01_i 
ver, "Lecciones..."- op. cit. pags 233 y 235.
(170) Consideraciôn en la que incide la circunstancia de que 
el deslinde opera sobre el mas privatizado de los dere­
chos" como es el de la propiedad. respecto del cual es 
tradicional la competencia de la jurisdicciôn ordinaria 
en este sentido Mendoza Olivân, "El Deslinde..." op. 
cit. pag 177.
(171) Vêase lo pertinente en el Capitulo III.
(172) Parejo Gamir y Rodriguez Oliver estudian la protecciôn 
penal y la pollcia demanial dentro de los medios de pr£ 
tecciôn y defensa del demanio, "Lecciones...", op. cit. 
pags 68-70.
(173) Vêase Garciâ de Enterria, "Apuntes...", o p , cit. pag 55 
Fuentes Bodelôn . "Derecho Administrativo...", op. cit» 
pag 145; Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones ..." 
pp. cit. pag 69.
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(174) Ibidem.
(175) Vêase Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones...”, op
cit. pag 239. Sobre las infracciones forestales en el -
Derecho espahol vêanse los arts. 407 y sigs, del Regla­
mento de Montes, son importantes al respecto los comen­
tarios de Masa Ortiz, "Legislaciôn...", op. cit. pags - 
445 y sigs.
(176) Sobre este tema en la doctrina espahola vêase Garcia de 
Enterrîa Fernândez R., "Curso...", Il, op. cit. pags 
175-76.
(177) Supra Cap III, nota 49.
(178) Spagnuolo Vigorita, "Las Empresas...", op. cit. pag 1431
Baena del Alcazar, "Rêgimen Jurîdico...", op. cit. pag 
110. El primero de los autores citados expone que ade - 
mâs de la expropiaciôn, que as el mâs idôneo "a los fi­
nes de la nacionalizaciôn", "se puede procéder a travês
de otras têcnicas como la conversion de las acciones - 
de una sociedad en obligaciones, la concentraciôn o 
union coactiva de empresas, el cambio solamente de la - 
gestiôn, o bien (deseable solo en parte) a travês de la 
expropiaciôn diferida por la cual al particular se le - 
confiera o se le deja una propiedad instrumental, cond£ 
cionada al necesario logro de ciertos objetivos de inte 
rês pûblico'.' (op. cit. pags 1431-32)
(179) vêase Garcia de Enterrla-Fernândez R. "Curso...", II,op 
cit. pags 205 y sigs; tambiên Montes, "La Propiedad Pr£ 
vada...", op. cit. pags 109-10. Estos autores, como la 
generalidad de la doctrina espahola tienen présente el 
articulo I de la Ley espahola de Expropiaciôn Forzosa; 
el mismo pricipio se desprende del contexto de la Ley - 
hondureha de Expropiaciôn Forzosa de 9 de Mayo de 1914.
(180) "Curso...", II, op. cit. pag 211.
(181) Lo que de acuerdo con Garcia de Enterrîa es esencial pa 
ra tipificar un caso de expropiaciôn, op. cit. pags 211 
212.
(182) Sobre este tema vêase Montés, "La Propiedad Privada..." 
op. cit, pag 214 y sigs.
(183) En la doctrina espahola vêase Garcia de EnterrIa-Fernan 
dez R .,"Curso...", II, op. cit. pags 187-90.
(184) Sobre la extructura de la propiedad forestal espahola - 
vêase Cap. III, nota 132.
(185) "Las Facultades...", op. cit. pag 454.
(186) Ibidem.
(187) Op. cit. pag 451.
(188) vêase lo pertinente en el Capitulo III.
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(189) "Las Empresas...", op. cit. pag 1432? supra nota 177.
(190) La frase que citamos la tomamos de Garcia de Enterria - 
("Curso...", II, op. cit. pag 242) quien comenta los 
problemas que resultan de la procedencia de la indemni- 
zaciôn en algunas leyes que arbitan têcnicas intervent£ 
ras.
(191) Entre este "derecho real de vuelo" existe cierto parale 
lismo con el regulado por el art. 287, pârrafo primero, 
del Reglamento espahol de Montes; sin embargo, existen 
notables diferencias entre las que destacan la circuns­
tancia de que en el caso hondureho se establece obliga­
toriamente por via legislativa y por lo mismo con dura- 
ciên indefinida, en cambio en el caso espahol es el re- 
sultado de un consorcio voluntario, con duraciôn limit£ 
da al plazo por esa via se sehale.
(192) Mayer, 0. "Derecho Administrativo,,,". III, op. cit. pg 
272. Sobre las servidumbres administrativas vêase tam - 
biên Garcia de Enterria "Apuntes..." op. cit. pag 270 - 
272; Garrido Falla, "Tratado...", II, op. cit. pags 268 
272 .
(193) En parecido sentido el art. 23 de la Ley espahola de - 
Montes.
(194) "Las Empresas...", op. cit. pag 1432.
(195) Ibidem.
(t96) En este sentido* dice que "La Administraciôn no pretende 
... acumular propiedades segûn el viejo sentido regali£ 
no, sino mâs bien conquistar o conseguir potestades", - 
de manera que "mâs que insistir en la titularidad patr£ 
monialista del demanio (como "propiedad pûblica" refer_i 
da al sujeto Estado), lo que hoy intaresarla quizâ es - 
destacar la "funcionalidad" de los bienes, su aplica - 
ciôn al logro de intereses colectivos,..", "La Afecta - 
ciôn de Bienes al Servicio Pûblico", pag. 30, ENAP, Ma­
drid, 1 973.
(197) Garrido Falla, "El Derecho a Indemnizaciones..,", bp. - 
cit. pags 9-10; debe aclararse,sin embargo, que el au - 
tor se refiere "actos administratives de afectaciôn" y 
en materia forestal en el Derecho hondureho la "vincul£ 
ciôn" de la propiedad privada résulta de la ley, pero - 
ello no desnaturaliza la observaciôn que hacemos.
(198) Vêase Sala Arquer, "En torno al Concepto...", op. cit.- 
pag 61-63, aunque con sentido critico. Supra Cap,III, - 
nota, 53.
(199) Es notable en ese sentido la aproximaciôn que existe - 
entre estos bienes privados vinculados a fines pûblicos 
con las "cosas pûblicas", en el Derecho alemân, cuya t£ 
tularidad es privada; êstas en opiniôn de Fortshoff "s£ 
guen siendo de propiedad privada y no escapan en absolu
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to a la ôsfôra de validez del Derecho civil. Pero la - 
vinculaciôn juridica de la cosa a una finalidad pûblica 
tiene una primacia absolute sobre cualquier situaciôn - 
privada", "Tratado...", op. cit. pag 487-88. En este 0£  
den de ideas Ariho Ortiz ha destacado como al lado del 
dominio pûblico, instrumentado sobre bienes de titular! 
dad administrative, se puede configurer "otro modo de - 
pûblicatio de las cosas, que se produce no por el dato 
de su titularidad, sino por el dato de su funcionalidad 
o si se prefiere por el hecho de su afectaciôn a un se£ 
vicio pûblico. Afectaciôn que fùnciona asi no como titu 
lo de propiedad, sino como titulo (ûnico) de potestad - 
sobre elles", "La Afectaciôn de Bienes..." op. cit. pag 
31. Al mârgen de la menciôn de la afectaciôn concrete - 
al servicio pûblico, consideramos que la opiniôn del 
autor es lo suficientemente clara en ralaciôn con lo - 
que acontece con las areas forestales privadas en el D£ 
recho hondureho.
(200) "Rêgimen Juridico...", op. cit. pags 170-72.
(201) "Distinta titularidad de los Montes Incluidos en el Ca­
tâlogo de Montes de Utilidad Pûblica. Su Naturaleza Ju­
ridica", pags 388-93, REVL n® 87, 1956.
(202) "Rêgimen Juridico Administrativo..." op. cit. pags 184- 
85.
(203) vêase lo pertimente en el Capitulo IV.
(204) Grau, por ejemplo, sostiene que los montes son una pro­
piedad "de carâcter privado, o , por decirlo mejor, de 
carâcter patrimonial del Estado o de las Entidades loc£
les, que podrâ estar muy cerca, si se quiere, de lo que
constituye el dominio pûblico, pero que no se identifi­
es con êl por completo, por muchas. que sean las singul£ 
ridades que en la aludida propiedad patrimonial concu - 
rren", "Comentarios...", op. cit. pag 48.
(205) "Naturaleza Juridica...", op, cit. pag 745 y sigs;tam -
biên en "Tratado...", III, op. cit. pag 351 y sigs.
(206) "Derecho Administrativo...", V, op. cit. pags. 218-22.
(207) "Tratado...", II, op. cit. pags 526-27, previamente es­
te autor sin embargo, habia manifestado se "convicciôn 
personalisima acerca del carâcter de bienes de dominio 
pûblico de la propiedad forestal de las entidades pûbl£ 
cas", "Consideraciones sobre una Posible Reforma de la 
Legislaciôn de Montes", (en colaboraciôn con Serrano 
Guirado, E.) pag 35, REAS n® 1 1952.
(208) "Derecho Administrativo...", op. cit. pag 469 y sigs.
(209) "Protecciôn.,.", op. cit. pags 61-65, tambiên en "Lee - 
ciones.r.", op. cit. pag 226 (en colab. con Rodriguez - 
Oliver , J.M.)
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(210) "Apuntes...", op. cit. pag 237.
(211) "Distinta Titularidad...", op. cit. pag 391. Supra Cap 
"iy,nota 161.
(212) Asi, Alvarez Gendin, "Tratado...", III. op. cit.pag 
359; Garrido Falla, "Tratado...", II, op. cit» pag 527 
Garcia de Enterria, "Apuntes...", op. cit. pag 238 (si 
bien manifiesta que "esta inalienabilidad présenta di­
ferencias con la del dominio Pûblico")
(213) Parejo Gamir-Rodriguez Oliver, "Lecciones..." op. cit. 
pag 227; Fuentes Bodelôn , "Derecho Administrativo..." 
op. cit. pag 475.
(214) Vêanse los amplios comentarios de Garcia de Enterria - 
en este sentido, "Apuntes...", op. cit. pag 241-46.
(215) "Algo mâs sobre la Inscripciôn..." op. cit. pags 402 - 
403 .
(216) Vêanse Leguina Villa, "Las Facultades...", op. cit. 
pag 453.
(217) "Derecho Adminstrativo..." V. op. cit. pags 218 y sigs
C O N C L U S I O N E S
350
C O N C L U S I O N E S
De nuestra investigacidn, conviene ordenar, en forma - 
muy resumida, a manera de recapitulacidn final, las siguientes 
consideraciones:
1. En el Derecho hondureno se configura un patrimonio rds- 
tico estatal muy importante cuya fuente principal se encuen 
tra en la antigua regalia que sobre tierras y bosques adqui 
rid la Corona espanola como consecuencia de la conquista 
americana. Se establece a partir de alii el principle
- aplicable en mayor o menor medida en todos los paises hi£ 
panoamericanos - de que la propiedad originaria corresponde 
al Estado y que sdlo a partir de actos emanados de éste se 
reconocen derechos sobre la tierra.
2. Es posible establecer un paralelismo entre la naturale- 
za de esa regalia - que se concrete en la propiedad de la - 
Corona sobre los antiques baldios o realengos - y la que ad 
quirieron los Monarcas como consecuencia de las guerras de 
la Reconquista en la Peninsula. Sin embargo, mientras que - 
en Espana al memento del descubrimiento de América, la titu 
laridad de los baldios ya se discutia en razdn - principal- 
mente - de los aprovechamientos comunales establecidos so - 
bre los mismos por los vecinos de los pueblos (de acuerdo - 
con la tesis de Nieto), la reactualizacidn del principle en 
relaciôn con las tierras de América tendré en este case con 
secuencias indiscutidas en el sentido senalado.
3. Ese patrimonio fuê utilizado durante el période colo - 
niai en dos vertientes: como incentive de la colonizacidn y, 
posteriormente, como fuente de rentas para la Real Hacienda. 
Destaca asi el doble interés, politico-econdmico y fiscal.
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que presidid la legislacidn sobre tierras en ese periodo. - 
Los bosques, sin embargo, tuvleron un rôgimen de disfrute - 
comunal, sin que los aprovechamientos en ese sentido hicie- 
ran atribucidn de titularidad a los vecinos de los pueblos.
4. En el perlodo independiente el Estado hondureno, herede 
ro de los antiguos derechos de la Corona, utilizarâ ese pa­
trimonio - en la misma llnea que en el. perlodo colonial - 
también en un doble sentido: como incentive en una polltica 
de fomento de la colonizacidn interior, de la agricultura y 
de la apertura de vlas de comunicacidn, y como fuente de in 
gresos para la Hacienda Püblica a través de su enajenacidn 
a particulares. Es notorio, por otra parte, que en Honduras 
a pesar de la influencia liberal que se recibe en el ûltimo 
cuarto de siglo XIX - como reflejo del libéralisme euro- 
peo - que tiende a la liquidacidn de ese patrimonio estatal, 
este se conservé en proporcién muy importante, a diferencia 
de otros palses vecinos como Guatemala y El Salvador.
5. En este perlodo'ademés, y hasta la actualidad, el Esta­
do podrâ adquirir también tierras de los particulares que - 
previamente hubieren salido de su titularidad, a través de 
diferentes modes de adquisicién tanto de Derecho pûblico co 
mo de Derecho privado.
A partir de la década de 1960 el Estado emprende una po 
lltica de reforma agraria y de esa manera todas las tierras 
susceptibles de aprovechamiento agrlcola o ganadero que po­
sée o que haya adquirido a cualguier tltulo, se declaran - 
afectadas a ese propésito. Especial importancia merece en - 
orden a estas consideraciones la expropiacidn por causa de 
interés social como tltulo de adquisicién de tierras por el 
Estado.
6. Aslmismo el Estado emprende una polltica de proteccién 
de la riqueza forestal pûblica. Siendo el territorio del 
pals fundamentalmente de vocacién forestal se ha considéra-
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do que los bosques constituyen el recurso natural mds impor 
tante con que cuenta, capâz de finaneiar en gran medida el 
desarrollo nacional a través de su explotacîén racional, in 
dependientemente de otras utilidades que suponen, y de esa 
manera se protege la riqueza forestal pûblica y se consoli­
da con la Ley de la Corporaciôn Hondurena de Desarrollo Fo­
restal CCOHDEFOR) de 1974 una polltica intervencionista en 
los bosques prlvados, que supone la nacionalizaciôn del vue 
lo en éstos, mientras que el particular conserva la titula­
ridad del suelo, configurândose una propiedad privada espe- 
cialmente vinculada a los fines pûblicos que tutela la le - 
gislacién sobre el sector.
7. En el Derecho hondureno se distinquen entonces, dentro 
de ese patrimonio, las tierras pûblicas de vocacién agrlco­
la o ganadera afectadas a los fines de la reforma agraria, 
y las tierras forestales afectadas a distintos fines de ut_i 
lidad pûblica (econémicos y fiscales, ecolégicos e incluse 
turlsticos y recreativos). Las primeras han de ser distri - 
buidas con fines de reordenaciôn de la estructura agraria, 
mientras que las segundas serén conservadas por el Estado y 
la tendencia es, por el contrario, a la publificacién total 
del sector a través de la via sehalada en el nûmero ante 
rior. Distintos fines determinan as! distintos reglmenes ju 
rldicos.
8. Mientras que los bosques - o més propiamente las "éreas 
forestales" en el sentido que se define en la legislacidn - 
hondurena, en términos muy similares al concepto legal de - 
"monte" en el Derecho espanol - pueden.calificarse como bie 
nés de dominio pûblico, no sucede lo mismo con las tierras 
de vocacién agrlcula o ganadere cuya calificacién seré la - 
de bienes patrimoniales de la Administracién.
En efecto, los bosques inscrites en el Catâlogo del Pa­
trimonio Pûblico Forestal Inalienable que define la Ley Fo-
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restai hondurena son inaliénables, imprescriptibles e inem- 
bargables, notas caracterlsticas del dominio pûblico, en - 
tanto que las tierras afectadas con fines de reforma agra - 
ria estln sujetas a un régimen juridico que se caracteriza 
principalmente por las notas de imprescriptibi1idad e inem- 
bargabilidad, pero que, en cambio, son enajenables en tanto 
que su destine es la adjudicacién a campesinos sin tierra - 
con los propésitos enunciados» Los bosques no catalogados, 
por otra parte, al participer de las notas de imprescripti- 
bilidad e inembargabilidad, que son comunes a todos los te­
rrenes pûblicos, estân mas préximos al dominio pûblico si - 
consideramos que su afectacién a los fines de utilidad pû - 
blica previstos por la legislacidn determinan su permanen - 
cia en manos de la Administracidn.
9. Para comprender de mejor manera cuanto hemos senalado -
en el nûmero precedente es necesario replantear el concepto 
tradicional de los bienes de dominio pûblico y de los bie - 
nés patrimoniales de la Administracidn. Sobre estos concep- 
tos, en efecto, pesa una gran tradicidn dogmâtica que la 
doctrina no obstante ha ido superando a tal grado que hoy - 
se puede afirmar que tal distincidn, en el sentido tradicio 
nal, esta en crisis.
10. En ese sentido, entendemos que el dominio pûblico - con
cretamente - ha dejado de ser una categorla juridica absolu 
ta para transformarse en una creacidn normativa en razdn de 
determinadas funciones administrativas. Se trata asi, antes 
que todo, de una categoria que implica la aplicacidn de un 
régimen juridico especial de utilizacidn y de proteccidn a 
unos bienes pûblicos determinados en funcidn del fin o des­
tine esencial al que sirven y que se traduce principalmente 
en las notas de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inem 
bargabilidad. En otras palabras, a estas alturas de la evo- 
lucidn del Derecho debe entenderse que la nocidn del domi - 
nio pûblico se ha objetivado y que se ha convertido en una 
técnica que puede ser utilizada instrumentalmente por el le
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gislador cuando resuite conveniente a los fines de la Admi­
nistracidn, independientemente de los supuestos que le die- 
ron orlgen.
11. Consecuentemente, el uso pûblico y el servicio pûblico 
han dejado de ser los ûnicos criterios de definicidn del do 
minio pûblico a través de la afectacidn de bienes détermina 
dos a esos propdsitos, como lo han sido de acuerdo con la - 
doctrina tradicional de inspiracidn francesa. La interven - 
cidn administrative en la economia abre nuevas posibilida - 
des a la figura del demanio.
En esa vertiente la idea de "fomento de la riqueza na - 
cional" que aparece en el artîculo 339 del Cddigo Civil es­
panol es importante para integrar un concepto dinâmico del 
dominio pûblico. Sin embargo, las connotaciones individua - 
listas que la idea de "fomento" suponen han sido un obstécu 
lo para ese propdsito, de alli el olvido o el relevo=a un - 
segundo piano - a la par de la notable influencia francesa- 
a que ha sido sometida por la mayor parte de la doctrina e£ 
panola.
Es importante en orden a estas consideraciones reparar 
como la Constitucién espanola de 1978 eleva a rango consti- 
tucional a la figura en exâmen (art 132) en el Tftulo VII - 
dedicado a la Economia y Hacienda, a la par de disposicio - 
nés relatives a la intervencién estatal en la Economie (art 
128) o de la planificaciôn (art. 131).
12. A la vista de las limitaciones conceptuales que supone 
la nocidn de fomento planteamos la idea de "actividad admi­
nistrative de promocidn" - concepto éste mâs amplio en los 
términos que senalaunos en el Capitulo IV - asociada a la de 
intervencidn administrative en la Economia, como un nuevo - 
criterio integrador del dominio pûblico, Partimos de la ba­
se de que cualquiera de las modalidades de la funcidn pûbli 
ce es capaz de atribuir la condicidn de demaniales "a los -
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bienes que a su actuacidn se ha11en destinados" (Ballbé) y 
el uso y el servicio pûblico no agotan aquellas.
13. Se puede hablar asi en sentido amplio de "promociôn del 
desarrollo" como actividad estatal, sobre todo en paises co 
mo los hispanoeunericanos, pero también de "promocidn de de­
terminadas actividades econdmicas de interés general", de - 
"promocidn del medio ambiante", por ejemplo, que suponen la 
tutela administrative de bienes especificos.
De esta manera, dentro del dominio pûblico se distin 
guen los bienes que sirven a toda la comunidad por su uso; 
otros que sirven en forma mâs restringida para ciertos ser- 
vicios pûblicos, pero también otros que se definen en vir - 
tud de determinadas actividades promocionales, que no son 
usados por todos, pero que concurren sobre valores de im­
portancia colectiva general como son los intereses econdmi- 
cos para el progreso sostenido, para el desarrollo o para - 
el bienestar general.
En este ûltimo marco pueden inscribirse bienes que con£ 
tituyen recursos naturales importantes, y que por lo mismo 
son fuentes de materias primas, o de recursos energêticos o 
econdmicos en general, por lo que requieren de un régimen - 
especial de utilizacidn y proteccidn, como es el dominio pû 
blico; el aprovechamiento rentable ya no es obstâculo para 
la conceptualizacidn de éste; el demanio ya no se limita a 
las "pertenencias estériles" como se ha dicho en la doctri­
na; es el caso de las minas e hidrocarburos y de las aguas 
en el Derecho espanol, y el de los bosques en el Derecho 
hondureno.
Desde esta perspectiva el uso y el servicio pûblico, - 
repetimos, ya no son los ûnicos criterios integradores del 
concepto, Con el dominio pûblico se pretende sobre todo pro
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teger la afectacidn de determinados fines o funciones admi­
nistrativas Y éstos no se agotan con esas dos modalidades. 
Quede claro, sin embargo, que siendo el dominio pûblico una 
creacidn normativa, las soluciones particulares deben estar 
determinadas por cada ordenamiento.
14. En otro orden de consideraciones, la calificacidn de - 
las tierras pûblicas afectadas con fines de reforma agraria 
en el Derecho hondureno como bienes patrimoniales, no supo­
ne la consideracidn de éstas como bienes de propiedad priva 
da de la Administracidn, sometidas por lo tanto al Derecho 
privado como plantea el concepto tradicional de éstos en 
oposicidn al del dominio pûblico.
Estos bienes estân sujetos a un régimen de Derecho p û ­
blico cuyo fin es su traspaso a los particulares con propd­
sitos de reordenar la estructura agraria del pais. No son - 
consiguientemente bienes de dominio pûblico en cuanto hace 
falta el necesario elemento de la indisponibilidad.
El concepto actual de los bienes patrimoniales esté muy 
lejos del concepto tradiconal; la idea de "afectacidn" de - 
bienes determinados a fines pûblicos no es exclusive del do 
minio pûblico, y esa afectacidn détermina la aplicacidn de 
especificos regimenes de Derecho pûblico, cuya intensidad - 
estarâ graduada por la gravedad de los fines. La especifica 
propiedad privada de la Administracidn esté limitada a los 
bienes carentes de afectacidn especifica.
En esta perspectiva - repetimos - se obvia la califica­
cidn de estos bienes como de dominio pûblico, como ha pre - 
tendido un sector de la doctrina espanola para las tierras 
del YRIDA o los bienes que integran el Patrimonio Municipal 
del Suelo , con los cuales los bienes a que nos referimos - 
en el Derecho hondureno tienen gran afinidad.
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15. Replanteada la teorla del dominio pûblico y de los bie­
nes patrimoniales en la forma como se expuso en el Capitu­
lo IV, que en forma muy general hemos resenado en los pâ - 
rrafos précédantes, cobra validôz la teoria de la "escala 
de la demanialidad" de Duguit.
16. En otra vertiente de nuestra investigacidn debemos des- 
tacar la intensidad de la acciôn interventora del Estado - 
sobre la propiedad privada rural en el Derecho hondureno. 
Por una parte, a través de la definicidn de la funcidn so­
cial de la propiedad se imponen limitaciones a ésta de ma­
nera que su incumplimiento se convierte en causa de expro-' 
piacidn; por otra se délimita el contenido de la propiedad 
forestal privada y se la vincula a los fines pûblicos tute 
lados por la legislacidn forestal. No debemos olvidar*, por 
otra parte, que el derecho de los adjudicararios de la re­
forma agraria sobre las parcelas adjudicadas es también un 
derecho delimitado que implica aslmismo su vinculacidn a - 
los fines pûblicos.
En materia forestal, especlficamente, esa intervencidn 
estatal supone, como ya lo hemos destacado, la nacionaliza 
cidn del vuelo en las âreas forestales privadas, producién 
dose una disociacidn entre la titularidad de éste que pasa 
a la Administracidn y la titularidad del suelo que conser­
va el particular. Las técnicas por las cuales se ha llega- 
do a esta situacidn quedaron explicadas en el Capitulo V. 
En orden a estas consideraciones se ha dicho en la doctri­
na que a la Administracidn hoy quizâ no le interese tanto 
la titularidad de los bienes como su "funcionalidad", su - 
aplicacidn al logro de intereses colectivos a través de t^ 
tulos de intervencidn administrative (Ariho). A la vista - 
de las opiniones en ese sentido la propiedad forestal asi 
determinada podrla calificarse como un "dominio pûblico im 
propio", en la llnea de las "cosas pûblicas" en el Derecho 
alemân que como es sabido no estân limitadas a los bienes 
de propiedad pûblica.
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17. Es notoria, por otra parte, la aproximacidn de la legisla­
cidn hondurena con la espanola sobre los temas estudiados, 
sobre todo en materia forestal, al margen de la especifica 
calificacidn juridica, como ha guedado expuesto.
En el Derecho espanol, en efecto, los montes pûblicos - 
se defines como bienes patrimoniales, en el sentido de"pro 
piedad privada" de los Entes titulares (art. 11 del Regla- 
mento de Montes), y sin embargo se configura un régimen de 
Derecho pûblico muy prdximo al dominio pûblico. Considera­
mos que en esa calificacidn tiene mueho peso la tradicidn 
dogmâtica a que previamente nos referimos. Un anâlisis de 
la doctrina comparada révéla la tendencia a la demanializa 
cidn de los bosques en el Derecho de otros paises dada la 
utilidad pûblica que indudablemente suponen.
18. Finalmente, debemos destacar que résulta conveniente y 
necesaria una revisidn de la legislacidn hondurena que he­
mos estudiado a fin de sistematizar principios disperses. 
En este sentido es conveniente, especialmente, la refundi- 
cidn de la legislacidn forestal en un ûnico texte.
Résulta igualmente importante la ejecucidn de un catas- 
tro rural complete que permita la identificacidn concreta 
de la propiedad rûstica estatal y también por esa via el - 
saneamiento de la titulacidn a través de la clarificacidn 
de los derechos sobre la tierra. La relacidn Catastro y Re 
gistro de la Propiedad es imprescindible para esos propds^ 
tes.
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mente se hace una Introducciôn al tema planteando un panorama general, destac: 
do el objeto del estudio, su importancia en la realidad hondurena y el método 
seguir.
La primera parte consta de très Capitules.
En el Capitulo I se hace un estudio histôrico de la antigua regalla que s 
bre tierras y bosques adquiriô la Corona espanola en América como consecuencic 
de la conquista. La titularidad del Estado hondureno sobre la mayor parte de £ 
patrimonio inmobiliario rüstico tiene su fuente, en efecto, en esa antigua rec 
lia, en tal sentido se analizan -ademâs de los antecedentes peninsulares- 
su configuraciôn y sus iirplicaciones y consecuencias juridicas;
En el Capitulo II s< estudia la titularidad del Estado sobre las tierras
en el perlodo independiente; se hace asi la conexiôn con el Derecho Colonial
se estudian los diferentes tltulos, tanto de Derecho pûblico como de Derecho p:
vado, por los que el Est do podrâ posteriormente adquirir inmuebles rûsticos, 
ademâs de la atribuciôn a la ley de los antiguos baldios o realengos. Especia 
importancia merece en es a anâlisis la .expropiaciôn por causa de interés socia 
Al final se estudia su a ectaciôn a(los fines de la reforma agraria.
El Capitulo III es i:n estudio de la titularidad estatal sobre los bosques 
Se parte de la definiciôi de "ârea forestal" en el Derecho hondureno y se anal 
za su significado similar a la de "montes" en el Derecho espanol. Luego de ? 
-blecer la conexiôn con el Derecho Colonial se analiza la evoluciôn de régime 
forestal hasta la época actual, en la que, ademâs de la titularidad sobre los 
bosques pûblicos, se ha configurado en la legislaciôn un acusado intervencioni 
mo en la propiedad forestal privada, prodûciêndose una disociaciôn entre la ti 
tularidad del suelo que conserva el particular y la titularidad del vuelo que 
asume la Adminstraciôn Forestal; se estudian en este orden de ideas la aplica- 
ciôn de las técnicas de "delimitaciôn" de derechos y de "vinculaciôn" de la pr 
piedad privada a los fines pûblicos previstos por la ley. Al final se hace un 
breve anâlisis comparado con el Derecho espanol. '
Luego de establecer la titularidad y tipologîa de las tierras y bosques p 
blicos en los capîtulos precedentes se analiza en la parte segunda su califi- 
caciôn juridica como bienes patrimoniales o como bienes de dominio pûblico y la 
notas déterminantes que tal calificaciôn comportan en uno u otro caso.
Partiendo de la hipôtesis de que las tierras pûblicas susceptibles de apr 
veChamiento âgropecuario pueden calificarse como bienes patrimoniales en tanto 
que los bosques serân bienes de dominio pûblico, se analiza, como cuestiôn pr 
via, la teoria del dominio pûblico y de los bienes patrimoniales de la Adminis 
traciôn en el Capitulo IV. Esa calificaciôn comporta, en efecto, .modalidades q\ 
no coinciden con la doctrina tradicional y por lo mismo, luego del anâlisis d 
ésta, se ensaya ihi replanteamiento de la teoria a la luz de criterios doctrina 
rios mâs recientes.
Se concluye que el dominio pûblico es, antes que todo, una técnica jurldi 
ca, un determinado régimen de protecciôn y de utilizaciôn qé determinados bie­
nes pûblicos, que puede ser utilizado por el legislador cuando convenga a les
tancia el criterio de afectacion "al fomento de la riqueza nacional" que sena 
el articule 339 del Codigo Civil espanol y sus implicaciones en relaciôn con 
actividad interventora del Estado en la Economia; por lo mismo, dadas las lim
taciones conceptuales âe que la idea de "fomento" supone como eco de su origi
ria concepciôn decimonônica, ensayamos una readecuaciôn de esa idea en funciô 
de la de "promociôn", que entendemos es mâs amplia.
Por otra parte, se analiza la evoluciôn del concepto de los bienes patri 
niales de la Adminstraciôn desde su concepciôn decimonônica hasta la época pr 
sente en la que es patente su publificaciôn; se analizan asi las implicaciones 
la idea de "afectaciôn" a fines pûblicos en relaciôn con es^ps bienes y a par 
tir de alll la aplicaciôn cada vez mâs clara de normas de Derecho pûblico en 
régimen juridico.
Luego de ese estudio doctrinario y partiendo de las premisas que alli se
senalan, se analiza en el Capitulo V la concreta calificaciôn juridica de las
tierras y bosques del estado en el Derecho hondureno y las notas déterminante 
de su régimen juridico. ; ,i ^^
El régimen de las tierras pûblicas susceptibles de aprovechamiento agrop 
cuario se caracteriza por las notas de imprescriptibilidad, inembargabilid ; 
facultad de deslinde y de recuperaciôn posesoria, pero son enajenables en tan 
que su afectaciôn a los fines de la reforma agraria implica su redistribuciôn 
con propôsitos de reordenar la estructura de tenencia de la tierra en el pals 
por esa razôn no pueden calificarse como bienes de dominio pûblico, para lo eu, 
falta el necesario elemento de la indisponibilidad; su calificaciôn juridica < 
entonces la de bienes patrimoniales, aunque su régimen juridico es claramente 
de Derecho pûblico. Paralelamente, se hace también un anâlisis del régimen ju; 
dico de las tierras adjudicadas.
El régimen de los bosques, en cambio, se caracteriza por las notas de i: 
lienabilidad, imprecriptibilidad, inembargabilidad y de otras menores, por lo 
que se caracteriza un régimen claro de dominio pûblico; no se trata de bienes 
afcctados al uso o al servio pûblico, pero si a distintos fines de utilidad pi 
blica (econômicos, ecolôgicos, ambientales) que aconsejan su permanencia en m; 
nos pûblicas y un régimen especial de utilizaciôn y de protecciôn como es el 
del dominio pûblico. Se estudia también el régimen de las âreas forestales pr: 
vadas y las implicaciones que en torno a su calificaciôn juridica tiene el in- 
tervencioni^mo intenso que se ha senalado, y que, de acuerdo con la opiniôn qi 
se sostiene, équivale a una nacionalizaciôn del vuelo, conservando el particu­
lar la titularidad del suelo; se analizan-asi las impliçaciones que tiene la 
idea de "afectaciôn" de los bienes y no necesariamente la de "titularidad", c(
I
mo condicionante de un determinado régimen juridico.
En el curso. de la investigaciôn se hacen continuas reierencias al Derech<
y doctrina espanolas. .. • :*■  ^_
Al final se establecen las Conclusiones de la investigaciôn.
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